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2 de setiembre de 2009 
1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 1” de setiembre de 2009. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria mañana miércoles 2 de setiembre, a la hora 9.30, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


ORDENDEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


1) por el que se determina un nuevo régimen para la 
descentralización en materia departamental y local y 
participación ciudadana. 

Carp. N* 1427/08 - Rep. N* 1143/09 - Anexo l y II 


2) por el que se modifica el artículo 294 de la Ley 
N* 15.982, de 18 de octubre de 1988, del Código 
General del Proceso. 

Carp. N* 1608/09 - Rep. N* 1144/09 


3) por el que se establece el marco regulatorio de los 
Ciber. 
Carp. N* 1414/08 - Rep. N* 1146/09 


4) porel que se establecen nuevas multas administrati- 
vas por concepto de infracciones, a cobrar por el 
Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional, Unidad 
Ejecutora 004 “Comando General del Ejército? Servi- 
cio de Material y Armamento. 

Carp. N* 1584/09 - Rep. N” 1145/09 


5) porel que se designa con el nombre “Alfredo Zitarrosa” 
la Escuela Rural N* 41 de Cuchilla Cabo de Hornos, 
Pando, departamento de Canelones, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 

Carp. N* 1422/09 - Rep. N* 1147/09 


6) por el que se designa con el nombre “Pedro Ambro- 
soni” la Escuela N* 15 de la localidad de San Antonio, 
del departamento de Salto, dependiente del Consejo 
de Educación Primaria, Administración de Educación 
Pública. 

Carp. N* 863/07 - Rep. N* 1148/09 


Claudia Palacio 
Prosecretaria 


Santiago González Barboni 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Alfie, Amaro, 
Antognazza, Bayardi, Bonomi, Campanella, Cid, Couriel, 
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Da Rosa, Dalmás, Gallicchio, Gallinal, Gargano, Guarino, 
Heber, Hierro López, Lapaz, Long, Lorier, Moreira, 
Muguruza, Núñez, Penadés, Percovich, Semproni y Tajam. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Arana, 
Astori, Fernández Huidobro, Lara Gilene, Michelini, 
Mujica, Ríos, Sanguinetti, Saravia, Topolansky, Vaillant 
y Xavier; y, con aviso, los señores Senadores Antía y 
Larrañaga. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 9 y 41 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Comisión de Constitución y Legislación eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


- porel que se determina un nuevo régimen para la 
descentralización en materia departamental y local y 
participación ciudadana. 


- por el que se modifica el artículo 294 de la Ley 
N* 15.982, de 18 de octubre de 1988, del Código 
General del Proceso, sobre procedimientos de pe- 
queñas causas. 


La Comisión de Hacienda eleva informado un proyecto 
de ley por el que se establecen nuevas multas administra- 
tivas por concepto de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 
Ministerio de Defensa Nacional, Unidad Ejecutora 004 *Co- 
mando General del Ejército” Servicio de Material y Arma- 
mento. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva informados 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se establece el marco regulatorio de los 
Ciber. 


- porelquese designa con el nombre “Alfredo Zitarrosa” 
la Escuela Rural N* 41 de Cuchilla Cabo de Hornos, 
Pando, departamento de Canelones, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 


- por el que se designa con el nombre “Pedro 
Ambrosoni” la Escuela N* 15 de la localidad de San 
Antonio, del departamento de Salto, dependiente del 
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Consejo de Educación Primaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 
- HANSIDO REPARTIDOS Y ESTANINCLUIDOS EN EL 
ORDEN DEL DIA DE LA SESION DE HOY. ” 


4) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias. 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


A la sesión ordinaria del 1” de setiembre faltaron, con 
aviso, los señores Senadores Antía, Heber, Larrañaga y 
Penadés. 


5) USO DE LA INTERNET 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la media hora 
previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: Internet es una he- 
rramienta formidable y obviamente que el acceso ala infor- 
mática, a la tecnología, otorga a nuestros niños ventajas 
muy importantes a la hora de intentar su inserción en el 
mundo actual de la información, del conocimiento e incluso 
del trabajo. Pero, como toda herramienta, su uso puede ser 
tan beneficioso como dañino. Un martillo puede ser una 
herramienta muy útil, pero también usada para otros fines ha 
servido como arma letal para perpetrar crímenes atroces. En 
alguna medida Internet también responde a estas reglas. 


Los niños y adolescentes que ingresan al mundo de 
Internet y tienen mucha facilidad para hacerlo hoy, apren- 
den a usar esta herramienta mucho más ligero y mejor que 
nosotros los adultos. Pero también hay que tener en cuenta 
el riesgo que supone cuando, llevados por nuestras propias 
cuestiones, perdemos de vista lo que hacen nuestros hijos 
en la computadora. 


El último caso de pedofilia -fantasías sexuales en las que 
se utiliza a niños- revela el peligro que corren de caer en 
estas redes sociales, donde a veces los niños ingresan con 
total inocencia y luego que uno de ellos cae en las redes de 
uno de estos atrofiados, corren riesgo de ser tentados de 
diversa manera todos los que están en el mismo grupo o red 
de Internet. 


Y en esto debemos tener muy en cuenta la responsabi- 
lidad que cabe a cada uno de nosotros: en primer término, 
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estamos los padres, que debemos interiorizarnos de las 
actividades de nuestros hijos pormenorizadamente y, ade- 
más, están las autoridades, que tienen posibilidades técni- 
cas de controlar y reprimir a estos sujetos, como a otros que 
se valen de los menores a través de Internet. Pero hay 
también un trasfondo social que suele perderse en el univer- 
so de la generalización, que diluye la responsabilidad indi- 
vidual en el mar de fondo de la pasividad, dejando que otro 
asuma la responsabilidad porque: “no es problema mío”. Se 
trata de los factores que llevan a los niños a un consumismo, 
a ambicionar todos los “bienes” que se les ofrecen por los 
medios de comunicación masivos, desde los “play station” 
de juegos informáticos a otro tipo de tecnología, celulares 
y similares. Cuando a ello le unimos los antivalores que se 
les inculcan, el consumismo, el “hacé la tuya”, el “tener” 
para ser alguien, entonces la fórmula está armada. El niño no 
tiene posibilidades de discernir entre lo bueno y positivo 
para él, y lo nocivo y destructivo. Y en este aspecto, no hay 
nadie que se salve de la responsabilidad. En alguna medida, 
estos factores siguen indemnes en la comunidad que de 
alguna manera los sigue pregonando, y el materialismo, el 
individualismo y similares es lo que se difunde como válido. 


Lamentablemente, mientras no asumamos esta realidad, 
para enfrentarla y erradicarla, seguiremos asistiendo a es- 
tos casos de maldad enraizada en nuestra comunidad. 


6) PUBLICACION ESPAÑOLA ALERTA SOBRE ES- 
TADO SANITARIO DE URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse a otro tema, conti- 
núa en el uso de la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- A continuación, quisiera referirme al 
tema del daño a Uruguay por una publicación española. 


La versión dada a conocer por la versión digital del 
diario madrileño “El Mundo” -“Edmundo.es”-, 
autoproclamado como “lider mundial de información en 
castellano”, sobre el estado sanitario del Uruguay, es una 
verdadera atrocidad. En una sección destinada a orientar al 
turismo, “alertó” a los turistas sobre el riesgo sanitario 
existente en Uruguay, país al que atribuye la presencia de 
varias enfermedades, felizmente inexistentes, como el den- 
gue, la malaria y la rabia. 


Posteriormente, Uruguay reclamó directamente -como 
debía hacerlo- a través de su Embajador por la infamia 
cometida, aportando el informe de la Organización Mundial 
de la Salud, que verifica que Uruguay es uno de los pocos 
países de Sudamérica que no tiene algunas de las enferme- 
dades mencionadas. Significa, a su vez, que tiene uno de los 
mejores estatus sanitarios de la región latinoamericana. 
Pero esto nos reafirma una vez más que el hecho de tener 
grandes recursos no asegura que un medio de comunica- 
ción se maneje responsablemente. 


Cae de maduro que, antes de informar sobre el estado 
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sanitario de un país, debería verificarse debidamente esa 
información, conscientes de la importancia que la misma 
tiene para el país involucrado. Claro está que esto no suele 
manejarse así. El “paisito” y sus intereses poco importan a 
las grandes naciones. Se supone que Uruguay, un país 
minúsculo territorial y demográficamente, poco o nada 
puede hacer para defenderse en los organismos internacio- 
nales. 


Es así que infamias como las que se han publicado 
suelen pasar desapercibidas. Hoy “Edmundo.es” ha bajado 
la información que había instalado sobre el Uruguay. Pero, 
¿cuánto daño hizo durante los días que estuvo publicándo- 
la? Además, ¿no corresponde hacer las aclaraciones del 
caso y pedir las disculpas que corresponde? 


Nopretendemos salir a la caza de brujas, pero sería muy 
interesante saber de dónde salió esta versión, porque la- 
mentablemente es sabido que hay interesados en perjudicar 
al Uruguay. Estos son los puntos oscuros que aún quedan 
por aclarar sobre el tema. 


Por otra parte, estos gigantes de la información deberían 
aprender que las reglas de responsabilidad a la hora de 
informar rigen para todos y no siempre el ser más grande 
significa ser más serio y respetable. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Presidencia de la República, a los Ministerios 
de Educación y Cultura, de Salud Pública, de Turismo y 
Deporte y de Relaciones Exteriores, al INAU, ala ANEP y 
sus Consejos Desconcentrados, a SEPREDI, a la Embajada 
de Uruguay en España y a la Organización Mundial de la 
Salud. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) GENERACION NUCLEOELECTRICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media hora 
previa, tiene la palabra el señor Senador Campanella. 


SEÑOR CAMPANELLA.- Señor Presidente: quisiera con- 
tinuar con el tema que expuse en la sesión de ayer, el que nos 
preocupa cada vez más, además de ocuparnos. El escenario 
energético del 31 de agosto -es decir, anteayer- fue de un 
63% de generación hidráulica de importación de Brasil, vía 
Rivera, y de Argentina, a través del contrato con CEMSA. 
Esto hace que hablemos de un 21% y de un 16% de genera- 
ción térmica, a pesar de lo cual el costo de generación 
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anduvo cerca de US$ 1:000.000. Concretamente, estamos 
hablando de US$ 878.280; en generación térmica gastamos 
US$ 450.000 y en importación, US$ 431.000. Es decir que 
pese aese 63%, seguimos esperando, mientras el Uruguay 
se consume y tenemos cada vez menos posibilidades de 
crecimiento, a pesar de que estamos todos absolutamente 
convencidos de que la única solución, aparte de la diversi- 
ficación, es tener energía nuclear en la base. El informe, del 
que hablamos en el día de ayer, preparado por la Universi- 
dad Adolfo Ibáñez de Chile para la Comisión Nacional de 
Energía y por CENES -una consultora que trabajó con ellos- 
dice que se aprecia que la aceptación de la energía nuclear 
para todos los países estudiados es, al menos, del 50%, 
excepto en Corea del Sur, donde el 49% de los entrevistados 
se muestra a favor. Dentro de los países europeos, el que 
presenta una mayor aceptación es Suecia, con un 82% de los 
encuestados a favor de la energía nuclear. Lo sigue Suiza 
con un 70% de aprobación y en el resto de los países hay 
entre un 52% y un 65% de apoyo a la energía nuclear, según 
estudios realizados. En Norteamérica, Estados Unidos pre- 
senta un 70% de aprobación mientras que Canadá alcanza 
el 50%. Un dato interesante es el de la tendencia al alza de 
la aprobación de la energía nuclear en los países estudiados 
a lo largo de los años. Esto también ocurre al preguntar 
acerca de la posibilidad de implementar nuevos proyectos 
de generación mediante la energía nuclear. Otro tema que 
parece tener relación con esta aprobación es el vinculado al 
problema de las emisiones de CO2 y su efecto en el calen- 
tamiento global, porque las plantas nucleares parecen ser 
percibidas como una solución factible por un porcentaje 
importante de la población. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a los mismos lugares a los que fue remitida la 
correspondiente a la sesión de ayer, es decir, al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería; a la Presidencia de la 
República; a UTE; a las Juntas Departamentales y a las 
Comisiones de Industria y Energía del Senado y de la 
Cámara de Representantes. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 


-15en 16. Afirmativa. 


8) CONTADOR MARIO BUCHELI. OTORGAMIENTO 
DEL TITULO DOCTOR HONORIS CAUSA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media hora 
previa, tiene la palabra el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADES..- Señor Presidente: en la mañana de 
hoy queremos, desde el Senado de la República, hacer llegar 
nuestras más sinceras felicitaciones al contador Mario 
Bucheli por haber sido galardonado con el título Doctor 
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Honoris Causa de la Facultad de Ciencias Económicas de la 
Universidad de la República. 


Creemos que con esta honorífica distinción, nuestra 
Universidad cumple con un deber para con un ciudadano 
superior, que ha brindado gran parte de su vida a la educa- 
ción, ala docencia, al servicio público y a la investigación. 
El contador Mario Bucheli ha sido Profesor Grado 5 de 
Historia del Pensamiento Económico, Jefe de Investigación 
en el Instituto de Economía, integrante del Consejo de la 
Facultad de Ciencias Económicas y de la Asamblea General 
del Claustro. Además, ha dictado una enorme cantidad de 
Conferencias en el Uruguay y en el mundo y ha publicado 
una serie de trabajos sobre economía en nuestro país y en 
el exterior. Pero, fundamentalmente, ha sido un ciudadano 
del que Uruguay debe sentirse orgulloso de contarlo entre 
sus hijos más dignos. 


Debemos decir que esta designación nos llenó de satis- 
facción y alegría, porque entendemos que se trata de un 
acto de justicia, pero también porque conocemos personal- 
mente al contador Bucheli y sabemos que es un hombre de 
una honradez sin tacha, un excelente padre de familia y un 
ciudadano ejemplar. Además -por qué no decirlo esta maña- 
na en el Senado- fue uno de los asesores más cercanos de 
Wilson Ferreira Aldunate. Todos conocemos la militancia 
política del contador Bucheli en el Partido Nacional y la 
estrecha relación que tuvo con el extinto caudillo blanco, 
así como la impronta que, junto con otras destacadas figu- 
ras, dejó en el programa de gobierno “Nuestro compromiso 
con usted”, que hasta el día de hoy se recuerda y se debate. 
Lamentablemente, Wilson Ferreira Aldunate no fue electo 
Presidente de la República, como lo hubiera merecido. En 
los últimos tiempos hemos conocido algunas noticias sobre 
las razones por las cuales esto sucedió. 


En definitiva, señor Presidente, los Senadores del Parti- 
do Nacional queremos hacer llegar al contador Bucheli 
nuestras más sinceras felicitaciones y testimoniar a la Uni- 
versidad de la República nuestro reconocimiento por este 
acto de justicia. A su vez, deseamos manifestar la satisfac- 
ción y el honor que para el Partido Nacional representa 
contar entre sus filas con este ciudadano ejemplar. Es en 
este sentido que entendíamos que en el Senado de la 
República debíamos dejar esta constancia, porque creemos 
que su aporte ha sido fundamental en las distintas respon- 
sabilidades que tuvo a su cargo, como por ejemplo la de 
Director del Banco Central entre los años 1985 y 1990. 
Además, su impronta de don de gente sigue existiendo 
como una estela en el mar, producto de la particular forma 
de ser de este ciudadano con el que nos une la amistad, el 
reconocimiento y el hecho de ser hinchas fanáticos del Club 
Nacional de Football, el cuadro decano del Uruguay, e 
integrar la misma colectividad política. Pero por encima de 
todo, insisto, estamos hablando de un oriental de fuste, de 
esos que lamentablemente no abundan. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al contador Mario Bucheli y a su familia, a la 
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Facultad de Ciencias Económicas, al Rector de la Universi- 
dad Mayor de la República y al Directorio del Partido 
Nacional. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-16en 17. Afirmativa. 


9) DIFICULTADES EN EL ACCESO A MEDICAMEN- 
TOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media hora 
previa, tiene la palabra el señor Senador Amaro. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente: es mi propósito 
distraer la atención de esta Cámara a fin de plantear un 
problema que no es nuevo y que se repite casi diariamente: 
la dificultad que tienen compatriotas con limitados recursos 
económicos para acceder a ciertos medicamentos. 


En el día de hoy voy a plantear el caso de un retirado 
policial que percibe $5.646 por mes de jubilación y que debe 
destinar una parte de estos ingresos al pago de la cuota del 
Banco Hipotecario, sin perjuicio de cubrir otros gastos de 
la economía doméstica normal de los hogares uruguayos. 


Se trata, en concreto, del señor Carlos Cono Bosch 
Souza, de 59 años de edad, teléfono 0352 7368, domiciliado 
en la calle Roger Balet N”2890 de la ciudad de Florida, cédula 
de identidad N* 3.526.615-2. Esta persona, a pesar de su 
humildad, se viene sosteniendo con mucho esfuerzo desde 
hace 35 años como socio de la mutualista privada de la 
ciudad de Florida. 


Cuando se le detectó un cáncer de hígado, el médico 
tratante le prescribió el medicamento Sorafenib, el que no se 
encuentra en el vademécum y, por tanto, no está disponible 
para los afiliados. 


Al enterarse de la situación, realizó gestiones ante la 
Directiva de la mutualista con el propósito de obtenerlo, sin 
resultado positivo. 


Luego apeló al Fondo Nacional de Recursos, que tam- 
bién le denegó la solicitud. 


Esta situación se viene prolongando desde agosto del 
año 2008, entre análisis y gestiones, sin ver una solución. 
El tiempo corre en contra del paciente. 


En oportunidad de aprobar las leyes que crearon el 
FONASA y el Sistema Nacional Integrado de Salud, se nos 
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expresó que ahora sí, a partir del momento de la entrada en 
vigencia de estas normas no habría más diferencias en 
materia de salud entre los uruguayos, que todos tendríamos 
los mismos derechos, etcétera. 


Lamentablemente, vemos que no es así, ya que sigue 
habiendo enormes diferencias entre los uruguayos: los que 
se pueden comprar medicamentos como el Sorafenib y los 
que no se lo pueden comprar, como en el caso de Bosch. 


Tenemos conocimiento de que la señora Ministra de 
Salud Pública, doctora María Julia Muñoz, habilitó la entre- 
ga y suministro del Sorafenib a una persona que, afectada 
de este mal, había pleiteado y obtenido una sentencia en 
primera instancia para que le fuese entregado el medicamen- 
to. Luego tal pronunciamiento judicial fue revocado por un 
Tribunal de Apelaciones en lo Penal. 


Sin embargo, a pesar de ello, por razones de humanidad 
y dando muestras de sensibilidad humana, la Ministra au- 
torizó la entrega del medicamento. 

En base a este antecedente, solicito que la versión 
taquigráfica de mis palabras sea enviada a la señora Ministra 
de Salud Pública y al Fondo Nacional de Recursos porque 
es de total justicia no olvidarse de un excelente funcionario 
policial que hoy está luchando por su vida y que el Estado 
no puede abandonar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-15en 17. Afirmativa. 


10) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se invita al doctor José Bayardi 
a ingresar a Sala para tomarle la promesa de estilo. 


(Ingresa a Sala el doctor Bayardi) 
-Se invita al Senado y a la Barra a ponerse de pie. 


Doctor José Bayardi: “¿Promete usted por su honor 
desempeñar debidamente el cargo de Senador y obrar en 
todo conforme a la Constitución de la República?” 


SEÑOR BAY ARDI.- Sí, prometo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- “¿Promete usted guardar secreto 
en todos los casos en que sea ordenado por la Cámara o por 
la Asamblea General?” 
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SEÑOR BAY ARDI.- Sí, prometo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda usted investido del cargo 
de Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra) 


11) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Mujica solicita licencia del 2 al 15 
de setiembre.” 


-Léase. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 
“Montevideo, 2 de setiembre de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo, en base 
ala Ley 17.827,se me otorgue licencia sin goce de remune- 
ración por los días 2 a 15 de setiembre de 2009. 


Saluda atentamente, 


José Mujica. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se vaa votar la licencia solicita- 
da. 


(Se vota:) 
-18en 19. Afirmativa. 


Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 


12) SENADOR ALBERTO COURIEL. OTORGAMIEN- 
TO DEL TITULO DOCTOR HONORIS CAUSA 


SEÑOR PENADES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: en la media hora 
previa hice referencia al reconocimiento con el título Doctor 
Honoris Causa al contador Mario Bucheli. Quiero dejar 
constancia de que omití decir -quiero expresarlo en este 
momento para que el Senado le haga llegar oportunamente 
las felicitaciones del caso- que en la misma ocasión fue 
otorgado el título Doctor Honoris Causa al Senador Alberto 
Couriel. Creo que nuestro compañero merece que el Senado 
de la República también testimonie el reconocimiento a este 
distinguido Senador y servidor público que ha sido justa- 
mente distinguido con este título por la Universidad de la 
República. 


13) DESCENTRALIZACION EN MATERIA DEPARTA- 
MENTALY LOCAL Y PARTICIPACION CIUDADA- 
NA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Orden del 
Día. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer 
término del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se 
determina un nuevo régimen para la descentralización en 
materia departamental y local y participación ciudadana. 
(Carp. N” 1427/08 - Rep. N* 1143/09 - Anexos l y II)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1427/08 
Rep. N* 1143/09 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental de 
Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
CAPITULOI 
DELOS PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 19.- De acuerdo con lo previsto por los artícu- 
los 262,287 y disposición transitoria Y) de la Constitución 
de la República, habrá una autoridad local que se denomi- 
nará Municipio, configurando un tercer nivel de Gobierno 
y de Administración. 


Cada Municipio tendrá una población de al menos dos 
mil habitantes y su circunscripción territorial urbana y 
suburbana deberá conformar una unidad, con personalidad 
social y cultural, con intereses comunes que justifiquen la 
existencia de estructuras políticas representativas y que 
faciliten la participación ciudadana. 
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Podrá haber un Municipio en aquellas poblaciones que 
no alcancen el mínimo de habitaciones requeridos por el 
presente artículo, si así lo dispone la Junta Departamental 
a iniciativa del Intendente. Para la constitución de Munici- 
pios dentro de los capitales departamentales se requerirá 
iniciativa del Intendente y aprobación de la Junta Departa- 
mental en concordancia con lo establecido en el inciso 
segundo del artículo 262 de la Constitución de la República. 


Artículo 2%.- La Junta Departamental, a propuesta del 
Intendente, definirá la nómina de las localidades que cum- 
plan con las condiciones establecidas para la creación de 
Municipios y sus respectivos límites territoriales, estos 
podrán contener más de una circunscripción electoral, res- 
petándose las ya existentes (letra Y) de las Disposiciones 
Transitorias y Especiales de la Constitución de la Republica). 


Artículo 3".- Son principios cardinales del sistema de 
descentralización local: 


1) La preservación de la unidad departamental territo- 
rial y política. 


2) La prestación eficiente de los servicios estatales 
tendientes a acercar la gestión del Estado a todos los 
habitantes. 


3) La gradualidad de la transferencia de atribuciones, 
poderes jurídicos y recursos hacia los municipios en 
el marco del proceso de descentralización. 


4) La participación de la ciudadanía. 


5) La electividad y la representación proporcional 
integral: 


6) La cooperación entre los Municipios para la gestión 
de determinados servicios públicos o actividades 
municipales en condiciones más ventajosas. 


Artículo 49.- Los acuerdos previstos en el artículo 262 
de la Constitución de la República, entre el Poder Ejecutivo 
y los Gobiernos Departamentales, podrán incluir la radica- 
ción de servicios y actividades del Estado para su ejecución 
por los Municipios. 


Artículo 5%.- Los Municipios instrumentarán la partici- 
pación activa de la sociedad en las cuestiones del Gobierno 
local. 


Cada Municipio creará los ámbitos necesarios y los 
mecanismos adecuados, dependiendo de la temática y de 
los niveles organizativos de la sociedad, para que la pobla- 
ción participe de la información, consulta, iniciativa y con- 
trol de los asuntos de su competencia. 


Con el porcentaje establecido en el artículo 16 de la 
presente ley podrá entablarse el derecho de iniciativa ante 
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el Municipio, en caso de que estos ámbitos no sean estable- 
cidos. Pasados sesenta días sin que este se pronuncie, 
podrá presentarse dicha iniciativa ante la Junta Departa- 
mental. El no pronunciamiento de esta en un plazo de 
noventa días se considerará como denegatoria. 


CAPITULO H 


DE LA MATERIA DEPARTAMETNAL Y LOCAL(O 
MUNICIPAL) 


Artículo 6*.- La materia departamental estará constitui- 
da por: 


1) Los cometidos que la Constitución de la República 
y las leyes asignen a los Gobiernos Departamenta- 
les. 


2) Los asuntos que emerjan de acuerdos entre el Gobier- 
no Nacional y el Departamental. 


3) La protección del ambiente y el desarrollo sustenta- 
ble de los recursos naturales dentro de su jurisdic- 
ción. 


Artículo 7%.- La materia municipal estará constituida 
por: 


1) Los cometidos que la Constitución de la República y 
la ley determinen. 


2) Los asuntos que le son propios dentro de la circuns- 
cripción territorial. 


3) Los asuntos que, referidos a cuestiones locales, el 
Poder Ejecutivo, por intermedio del respectivo Go- 
bierno Departamental, acuerde asignar alos Munici- 
pios. 


4) Los asuntos que resulten de acuerdos que pue- 
dan concretarse entre más de un Municipio del 
mismo departamento, con autorización del Inten- 
dente. 


5) Los asuntos que resulten de acuerdos entre los Go- 
biernos Departamentales que puedan ejecutarse en- 
tre Municipios de más de un departamento. 


6) Los asuntos que el respectivo Gobierno Departa- 
mental asigne a los Municipios. 


Artículo 89.- En aquellas zonas del territorio donde no 
exista Municipio, las competencias municipales serán ejer- 
cidas por el Gobierno Departamental. 
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CAPITULO HI 


INTEGRACION 


Artículo 99.- Los Municipios serán órganos integrados 
por cinco miembros y sus cargos serán de carácter electivo. 


Serán distribuidos por el sistema de representación 
proporcional integral y su régimen de suplencias será el 
mismo que el de las Juntas Departamentales. 


Artículo 10.- Para integrar los Municipios se exigirán 
los mismos requisitos que para ser Edil departamental (ar- 
tículo 264 de la Constitución de la República) y se les 
aplicará el mismo régimen de incompatibilidades y prohibi- 
ciones. 


No podrán integrarlos los miembros de la Junta Depar- 
tamental ni los Intendentes. 


Artículo 11.- El primer titular de la lista más votada del 
lema más votado dentro de la respectiva circunscripción 
territorial se denominará Alcalde y presidirá el Municipio. 


Los restantes miembros se denominarán Concejales y 
serán de carácter honorario. 


En caso de ausencia temporal o definitiva, el Alcalde 
será sustituido en sus funciones por el titular electo que le 
siga en la misma lista o, en su defecto, por el primer titular 
de la segunda lista más votada del lema más votado en la 
circunscripción. 


CAPITULOIV 


DELAS ATRIBUCIONES Y COMETIDOS DEL 
MUNICIPIO Y SUS INTEGRANTES 


Artículo 12.- Son atribuciones de los Municipios: 


1) Cumplir y hacer cumplir la Constitución de la Repú- 
blica, las leyes, los decretos y demás normas depar- 
tamentales. 


2) Supervisar las oficinas de su dependencia y ejercer 
la potestad disciplinaria sobre sus funcionarios en el 
marco de la política de recursos humanos y de las 
disposiciones vigentes establecidas por el respecti- 
vo Gobierno Departamental. 


3) Ordenar gastos o inversiones de conformidad con lo 
establecido en el presupuesto quinquenal o en las 
respectivas modificaciones presupuestales y en el 
respectivo plan financiero, así como en las disposi- 
ciones vigentes. 


10-C.S. 


4) Administrar eficaz y eficientemente los recursos fi- 
nancieros y humanos a su cargo para la ejecución de 
sus cometidos. 


5) Designar representantes del Municipio en activida- 
des de coordinación y promoción del desarrollo re- 
gional. 


6) Promover la capacitación y adiestramiento de sus 
funcionarios para el mejor cumplimiento de sus co- 
metidos. 


7) Aplicar las multas por transgresiones a los decretos 
departamentales cuyo contralor se les asigne. 


8) Velar por el respeto de los derechos y garantías 
fundamentales de los habitantes. 


9) Las demás atribuciones que les asigne el Intendente. 


10) Requerir el auxilio de la fuerza pública siempre que 
resulte necesario para el cumplimiento de sus funcio- 
nes. 


Artículo 13.- Son cometidos de los Municipios: 


1) Dictar las resoluciones que correspondan al cabal 
cumplimiento de sus cometidos. 


2) Elaborar anteproyectos de derechos y resoluciones, 
los que serán propuestos al Intendente para su con- 
sideración a los efectos de que, si correspondiera, 
ejerza su iniciativa ante la Junta Departamental. 


3) Colaborar en la realización y mantenimiento de obras 
públicas que se realicen en su jurisdicción. 


4) Elaborar programas zonales y adoptar las medidas 
preventivas que estime necesarias en materia de 
salud e higiene, protección del ambiente, todo ello 
sin perjuicio de las competencias de las autoridades 
nacionales y departamentales, según las normas vi- 
gentes en la materia. 


5) Adoptar las medidas tendientes a conservar y mejo- 
rar los bienes y edificaciones, especialmente aque- 
llos que tengan valor histórico o artístico. 


6) Atender lo relativo a la vialidad y el tránsito, el 
mantenimiento de espacios públicos, alumbrado pú- 
blico y pluviales, sin perjuicio de las potestades de 
las autoridades departamentales al respecto. 


7) Atender los servicios de necrópolis y de recolección 
y disposición final de residuos, que les sean asigna- 
dos por la Intendencia Departamental. 
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8) Colaborar en la vigilancia de la percepción de las 
rentas departamentales. 


9) Colaborar con las autoridades departamentales den- 
tro de las directrices que estas establezcan en materia 
de ferias y mercados, proponiendo su mejor ubica- 
ción de acuerdo con las necesidades y característi- 
cas de sus zonas, cooperando asimismo en su vigl- 
lancia y fiscalización. 


10) Colaborar con los demás organismos públicos en el 
cumplimiento de tareas y servicios que les sean 
comunes o que resulten de especial interés para la 
zona, promoviendo la mejora de la gestión de los 
mismos. 


11) Adoptar las medidas que estimen convenientes para 
el desarrollo de la ganadería, la industria y el turismo, 
en coordinación con el Gobierno Departamental y sin 
perjuicio de las atribuciones de las autoridades na- 
cionales y departamentales en la materia. 


12) Formular y ejecutar programas sociales y culturales 
dentro de su jurisdicción, estimulando el desarrollo 
de actividades culturales locales. 


13) Emitir opinión sobre las consultas que, a través del 
Gobierno Departamental, les formule el Poder Ejecu- 
tivo en materia de proyectos de desarrollo local. 


14) Colaborar en la gestión de los proyectos referidos en 
el numeral anterior cuando así se haya acordado 
entre el Gobierno Departamental y el Poder Ejecutivo 
y exista interés así como capacidad suficiente para el 
cumplimiento de la actividad por el Municipio. 


15) Adoptar las medidas urgentes necesarias en el marco 
de sus facultades, coordinando y colaborando con 
las autoridades nacionales respectivas, en caso de 
accidentes, incendios, inundaciones y demás catás- 
trofes naturales comunicándolas de inmediato al In- 
tendente, estando a lo que este disponga. 


16) Colaborar en la gestión de políticas públicas nacio- 
nales cuando así se haya acordado entre el Gobierno 
Departamental y el Poder Ejecutivo. 


17) Crear ámbitos de participación social. 


18) Rendir cuenta anualmente ante el Gobierno Departa- 
mental de la aplicación de los recursos que hubiera 
recibido para la gestión municipal o para el cumpli- 
miento de funciones que se hubieran expresamente 
delegado en la autoridad municipal. 


19) Presentar anualmente ante los habitantes del Muni- 
cipio, en régimen de Audiencia Pública, un informe 
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sobre la gestión desarrollada en el marco de los 
compromisos asumidos, y los planes futuros. 


Artículo 14.- Son atribuciones del Alcalde: 


1) Presidir las sesiones del Municipio y resolver por 
doble voto las decisiones en caso de empate sobre 
sus integrantes. 


2) Dirigir la actividad administrativa del Municipio. 


3) Ejercer la representación del Municipio, sin perjuicio 
de lo dispuesto por el numeral 5) del artículo 12 de la 
presente ley. 


4) Proponer al Municipio planes y programas de desa- 
rrollo local que estime convenientes para su mejor 
desarrollo. 


5) Ordenar los pagos municipales de conformidad con 
lo establecido en el presupuesto quinquenal o en las 
respectivas modificaciones presupuestales y en el 
respectivo plan financiero así como en las disposi- 
ciones vigentes. 


6) Adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento 
de los cometidos municipales, pudiendo, asimismo, 
disponer del personal, recursos materiales y finan- 
cieros para cumplir con los servicios municipales 
esenciales vinculados a seguridad e higiene. 


También podrá disponer de esas medidas y de esos 
recursos en caso de urgencia, dando cuenta en este 
caso al Municipio en la primera sesión y estando a lo 
que este resuelva. 


Artículo 15.- Son atribuciones de los Concejales: 


1) Participar en las sesiones del Municipio y emitir su 
voto a fin de adoptar las decisiones del órgano por 
la mayoría simple de sus integrantes. 


2) Ejercer el contralor sobre el ejercicio de las atribucio- 
nes del Alcalde. 


3) Representar al Municipio cuando este así lo dispon- 
ga. 


4) Proponer al Cuerpo planes y programas de desarrollo 
local que estime convenientes para su mejor desa- 
rrollo, sin perjuicio de las atribuciones de las au- 
toridades nacionales y departamentales en la mate- 
ria. 


5) Colaborar con el Alcalde para el normal desempeño 
de los cometidos municipales. 
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6) Ejercer las atribuciones previstas en el numeral 10) 
del artículo 12 de la presente ley. 


CAPITULO V 
DELA INICIATIVA Y ELCONTROL 


Artículo 16.- El 15% (quince por ciento) de los ciudada- 
nos inscriptos en una localidad o circunscripción tendrá el 
derecho de iniciativa ante el Gobierno Departamental en los 
asuntos de su competencia, incluida la iniciativa para cons- 
tituirse en Municipio. 


En este caso la Junta Departamental, a iniciativa del 
Intendente, podrá disponer la creación del Municipio res- 
pectivo, aunque se trate de una población de menos de 
2.000 habitantes. 


Artículo 17.- Los actos administrativos generales y los 
particulares de los Municipios admitirán los recursos de 
reposición y, conjunta y subsidiariamente el de apelación, 
ante el Intendente. 


Serán de aplicación los plazos establecidos en el artículo 
317 de la Constitución de la República. 


Artículo 18.- La Junta Departamental tendrá sobre los 
Municipios los mismos controles que ejerce sobre la Inten- 
dencia Municipal. 


Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 296 de la 
Constitución de la República. 


CAPITULO VI 
DE LOS RECURSOS 
Artículo 19.- La gestión de los Municipios se financiará: 


1) Con los fondos que les destinen los Gobiernos De- 
partamentales. 


2) Con los recursos que les asigne el Presupuesto Na- 
cional en el Fondo de Incentivo para la Gestión de los 
Municipios, que se creará a dicho efecto a partir de 
fondos que no afecten los que actualmente se desti- 
nan alos Gobiernos Departamentales, se tendrán en 
cuenta criterios de equidad e indicadores de gestión, 
además del mantenimiento de la relación entre núme- 
ro de funcionarios y población, en el período inme- 
diatamente anterior. 


Artículo 20.- El Gobierno Departamental proveerá los 
recursos humanos y materiales necesarios a los Municipios, a 
los efectos de que estos puedan cumplir con sus atribuciones, 
en el marco del presupuesto quinquenal y las modificacio- 
nes presupuestales aprobadas por la Junta Departamental. 
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Artículo 21.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento 
del Congreso de Intendentes, propondrá las normas legales 
que estime necesarias para determinar adecuadamente el 
gasto público en políticas sociales de los Gobiernos Depar- 
tamentales. Dicho gasto deberá ser considerado en la forma 
de distribución de recursos que determina el literal C) del 
artículo 214 de la Constitución de la República. 


CAPITULO VII 


DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 22.- Las Juntas Locales Autónomas Electivas 
de San Carlos, de Bella Unión y de Río Branco, con sus 
actuales jurisdicciones, se convertirán en Municipios, de 
acuerdo con las disposiciones de la presente ley, mante- 
niendo, además de las facultades de gestión en esta previs- 
tas, las establecidas en las Leyes N” 16.569, de 5 de setiem- 
bre de 1994, N” 16,994, de 14 de junio de 1994, y N* 12.809, 
de 15 de diciembre de 1960, respectivamente. 


CAPITULO VIII 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 23.- Las Juntas Locales integrantes al momento 
de la promulgación de la presente ley pasarán a ser Municipios, 
a partir de la elección de sus autoridades en el año 2010, de 
acuerdo con lo establecido en el inciso tercero del numeral 
9) del artículo 77 de la Constitución de la República. 


Artículo 24.- En todas las poblaciones de más de 5.000 
habitantes se instalarán estos Municipios a partir del año 
2010. Las restantes lo harán a partir del año 2015. En los 
departamentos donde existan menos de dos Municipios 
electivos en el año 2010, se incluirán las localidades inme- 
diatamente siguientes en orden decreciente -de acuerdo 
con su cantidad de población- hasta completar la cifra de 
dos por departamento, sin incluir la capital departamental. 
Dichas localidades deberán cumplir los requisitos esta- 
blecidos en el inciso segundo del artículo 1” de la presente 
ley. 


Artículo 25.- Los Gobiernos Departamentales deberán 
dar cumplimiento al procedimiento previsto en el artículo 29 
de la presente ley, en un plazo de ciento veinte días conta- 
dos a partir de su promulgación. 


Vencido dicho plazo, o no habiéndose incluido todas las 
localidades que cumplan las condiciones establecidas en el 
referido artículo y en el artículo 23 de la presente ley, el 
Poder Ejecutivo elaborará la nómina correspondiente teniendo 
en cuenta los datos de población que suministrará el Instituto 
Nacional de Estadística y la remitirá a la Asamblea General. 
Pasados sesenta días, la misma se tendrá por aprobada. 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 18 de diciembre de 2008. 


Uberfil Hernández 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario.” 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de Constitución, y Legislación 


INFORME 


Proponemos a la Comisión hacer nuestro el Informe en 
Mayoría de la Cámara de Representantes y elevar al Senado 
de la República el proyecto de ley de Descentralización 
departamental y local y participación ciudadana. 


Entendemos que sería reiterativo agregar páginas con 
las mismas consideraciones que fundamentaron su aproba- 
ción en la Cámara de Representantes. Además el Poder 
Ejecutivo al remitir ala Asamblea General el proyecto de ley, 
el 11 de marzo de 2008, realizó una extensa fundamentación 
de la descentralización como parte de la transformación 
democrática del Estado. 


Esta ley materializa en su texto el concepto de descen- 
tralización que como se señala en los informes mencionados 
es un “concepto diferente de la desconcentración”. 


“En la descentralización se traslada la toma de decisio- 
nes al organismo jerárquicamente inferior; en la 
desconcentración lo que se delega son atribuciones que 
pertenecen al poder central, pero que el ente inferior no 
puede modificar, es un poder delegado. 


La descentralización solo es posible si existen los esce- 
narlos propicios para el ejercicio del poder descentralizado, 
reconociendo que la descentralización es un proceso que 
requiere también, como parte inseparable, un proceso en el 
que se involucren los actores sociales”. 


La ley articula el escenario de participación ciudadana 
llevando el campo de la decisión de las políticas locales a 
la ciudadanía. 


La ley, que permitirá la elección a partir del 2010 de las 
autoridades locales en los centros poblados de más de 5000 
habitantes y a partir del 2014 en aquellas localidades de más 
de 2000 habitantes, importa un proceso trascendente de 
transformación democrática del Estado. 


Como se señala en el Informe en mayoría de la Cámara de 
Representantes “organizar y profundizar nuestros meca- 
nismos de participación democrática pasa por crear institu- 
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ciones locales reconocidas y legitimadas por el sufragio. 
Cada rincón del país debe poder elegir un organismo que 
represente la opinión mayoritaria de esa comunidad espe- 
cífica y tener la posibilidad de disponer de ciertos recursos 
para la resolución de los problemas generados en su terri- 
torio. 


Lo transcripto expresa cabalmente una síntesis de nues- 
tro fundamento para votar sin modificaciones este proyecto 
de ley que significará un avance sustancial en la normativa 
institucional -y por tanto política- de nuestro país. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, a 1? de setiembre de 
2009. 


Reinaldo Gargano, Miembro Informan- 
te; Antonio Gallicchio, Margarita 
Percovich, Gustavo Guarino, Víctor 
Semproni. 


DISPOSICIONES CITADAS 


CONSTITUCION DE LA REPUBLICA 


SECCION HI 


DE LA CIUDADANIA Y DEL SUFRAGIO 


CAPITULO <H 


Artículo 77.- Todo ciudadano es miembro de la sobera- 
nía de la Nación, como tal es elector y elegible en los casos 
y formas que se designarán. 


El sufragio se ejercerá en la forma que determine la Ley, 
pero sobre las bases siguientes: 


9%) La elección de los miembros de ambas Cámaras del 
Poder Legislativo y del Presidente y del Vicepresi- 
dente de la República, así como la de cualquier órga- 
no para cuya constitución o integración las leyes 
establezcan el procedimiento de la elección por el 
Cuerpo Electoral, a excepción de los referidos en el 
inciso tercero de este numeral, se realizará el último 
domingo del mes de octubre cada cinco años, sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos 148 y 151. 


Las listas de candidatos para ambas Cámaras y para 
el Presidente y Vicepresidente de la República debe- 
rán figurar en una hoja de votación individualizada 
con el lema de un partido político. 


La elección de los Intendentes, de los miembros de 
las Juntas Departamentales y de las demás autorida- 
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des locales electivas, se realizará el segundo domin- 
go del mes de mayo del año siguiente al de las 
elecciones nacionales. Las listas de candidatos para 
los cargos departamentales deberán figurar en una 
hoja de votación individualizada con el lema de un 
partido político. 


SECCION XIV 
DE LA HACIENDA PUBLICA 
CAPITULOI 


Artículo 214.- El Poder Ejecutivo proyectará con el 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, el Presupuesto Nacional que regirá para su período de 
Gobierno y lo presentará al Poder Legislativo dentro de los 
seis primeros meses del ejercicio de su mandato. 


El Presupuesto Nacional se proyectará y aprobará con 
una estructura que contendrá: 


A) Los gastos corrientes e inversiones del Estado dis- 
tribuidos en cada inciso por programa. 


B) Los escalafones y sueldos funcionales distribuidos 
en cada inciso por programa. 


C) Los recursos y la estimación de su producido, así 
como el porcentaje que, sobre el monto total de 
recursos, corresponderá a los Gobiernos De- 
partamentales. A este efecto, la Comisión Sectorial re- 
ferida en el artículo 230, asesorará sobre el porcentaje a 
fijarse con treinta días de anticipación al vencimiento 
del plazo establecido en el inciso primero. Si la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto no compartiere su 
opinión, igualmente la elevará al Poder Ejecutivo y 
este lo comunicará al Poder Legislativo. 


Los Gobiernos Departamentales remitirán al Poder 
Legislativo, dentro de los seis meses de vencido el 
ejercicio anual, una rendición de cuentas de los recursos 
recibidos por aplicación de este literal, con indicación 
precisa de los montos y de los destinos aplicados. 


D) Las normas para la ejecución e interpretación del 
presupuesto. 


Los apartados precedentes podrán ser objeto de leyes 
separadas en razón de la materia que comprendan. 


El Poder Ejecutivo dentro de los seis meses de ven- 
cido el ejercicio anual, que coincidirá con el año civil, 
presentará al Poder Legislativo la Rendición de Cuen- 
tas y el Balance de Ejecución Presupuestal corres- 
pondiente a dicho ejercicio, pudiendo proponer las 
modificaciones que estime indispensables al monto 
global de gastos, inversiones. 


14-C.S. 
SECCION XVI 


DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACION DE LOS 
DEPARTAMENTOS 


CAPITULO! 


Artículo 262.- El Gobierno y la Administración de los 
Departamentos, con excepción de los servicios de seguri- 
dad pública, serán ejercidos por una Junta Departamental y 
un Intendente. Tendrán sus sedes en la capital de cada 
Departamento e iniciarán sus funciones sesenta días des- 
pués de su elección. 


Podrá haber una autoridad local en toda población que 
tenga las condiciones mínimas que fijará la ley. También 
podrá haberla, una o más, en la planta urbana de las capita- 
les departamentales, si así lo dispone la Junta Departamen- 
tal a iniciativa del Intendente. 


La ley establecerá la materia departamental y la munici- 
pal, de modo de delimitar los cometidos respectivos de las 
autoridades departamentales y locales, así como los pode- 
res jurídicos de sus órganos, sin perjuicio de lo dispuesto 
en los artículos 273 y 275. 


El Intendente, con acuerdo de la Junta Departamental, 
podrá delegar en las autoridades locales la ejecución de 
determinados cometidos, en sus respectivas circunscrip- 
ciones territoriales. 


Los Gobiernos Departamentales podrán acordar, entre sí 
y con el Poder Ejecutivo, así como con los Entes Autóno- 
mos y los Servicios Descentralizados, la organización y la 
prestación de servicios y actividades propias o comunes, 
tanto en sus respectivos territorios como en forma regional 
o interdepartamental. 


Habrá un Congreso de Intendentes, integrado por quie- 
nes fueren titulares de ese cargo o lo estuvieren ejerciendo, 
con el fin de coordinar las políticas de los Gobiernos Depar- 
tamentales. El Congreso, que también podrá celebrar los 
convenios a que refiere el inciso precedente, se comunicará 
directamente con los Poderes del Gobierno. 


Artículo 264.- Para ser miembro de la Junta Departamen- 
tal se requerirá dieciocho años cumplidos de edad; ciuda- 
danía natural o legal con tres años de ejercicio y ser nativo 
del departamento o estar radicado en él desde tres años 
antes, por lo menos. 


SECCION XVI 


DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACION DE LOS 
DEPARTAMENTOS 


CAPITULO VII 


Artículo 287.- El número de miembros de las autorida- 
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des locales, que podrán ser unipersonales o pluripersonales, 
su forma de integración en este último caso, así como las 
calidades exigidas para ser titular de las mismas, serán 
establecidos por la ley. 


Los Intendentes y los miembros de las Juntas Departa- 
mentales no podrán integrar las autoridades locales. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


Y) Mientras no se dicten las leyes previstas por los 
artículos 262 y 287, las autoridades locales se regirán 
por las siguientes normas: 


1) Se llamarán Juntas Locales, tendrán cinco miem- 
bros y, cuando fueren electivas, se integrarán por 
representación proporcional, en cuyo caso serán 
presididas por el primer titular de la lista más 
votada del lema más votado en la respectiva cir- 
cunscripción territorial. En caso contrario, sus 
miembros se designarán por los Intendentes con 
la anuencia de la Junta Departamental y respetan- 
do, en lo posible, la proporcionalidad existente en 
la representación de los diversos partidos en 
dicha Junta. 


2) Habrá Juntas Locales en todas las poblaciones en 
que ellas existan a la fecha de entrada en vigor de 
la presente Constitución, así como en las que, a 
partir de dicha fecha, cree la Junta Departamental, 
a propuesta del Intendente. (*) 


(*)Fuente: La redacción de las Disposiciones Transi- 
torias y Especiales letras A), L), W), X), Y), Z) y Z*?) fue 
dada por la Reforma Constitucional aprobada por plebis- 
cito de fecha 8 de diciembre de 1996. 


CAPITULOIX 


Artículo 296.- Los Intendentes y los miembros de la 
Junta Departamental podrán ser acusados ante la Cámara de 
Senadores por un tercio de votos del total de componentes 
de dicha Junta por los motivos previstos en el artículo 93. 


La Cámara de Senadores podrá separarlos de sus desti- 
nos por dos tercios de votos del total de sus componentes. 


SECCION XVII 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
CAPITULOIV 


Artículo 317.- Los actos administrativos pueden ser 
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impugnados con el recurso de revocación, ante la misma 
autoridad que los haya cumplido, dentro del término de diez 
días, a contar del día siguiente de su notificación personal, 
si correspondiere, o de su publicación en el “Diario Oficial”. 


Cuando el acto administrativo haya sido cumplido por 
una autoridad sometida a jerarquías, podrá ser impugnado, 
además, con el recurso jerárquico, el que deberá interponer- 
se conjuntamente y en forma subsidiaria, al recurso de 
revocación. 


Cuando el acto administrativo provenga de una autori- 
dad que según su estatuto jurídico esté sometida a tutela 
administrativa, podrá ser impugnado por las mismas causas 
de nulidad previstas en el artículo 309, mediante recurso de 
anulación para ante el Poder Ejecutivo, el que deberá inter- 
ponerse conjuntamente y en forma subsidiaria al recurso de 
revocación. 


Cuando el acto emane de un órgano de los Gobiernos 
Departamentales, se podrá impugnar con los recursos de 
reposición y apelación en la forma que determine la ley. 


Artículo 318.- Toda autoridad administrativa está obli- 
gada a decidir sobre cualquier petición que le formule el 
titular de un interés legítimo en la ejecución de un determi- 
nado acto administrativo, y aresolver los recursos adminis- 
trativos que se interpongan contra sus decisiones, previos 
los trámites que correspondan para la debida instrucción 
del asunto, dentro del término de ciento veinte días, a 
contar de la fecha de cumplimiento del último acto que 
ordene la ley o el reglamento aplicable. 


Se entenderá desechada la petición o rechazado el recur- 
so administrativo, si la autoridad no resolviera dentro del 
término indicado. 


Artículo 319.- La acción de nulidad ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, no podrá ejercitarse si an- 
tes no se ha agotado la vía administrativa, mediante los 
recursos correspondientes. La acción de nulidad deberá 
interponerse, so pena de caducidad, dentro de los términos 
que en cada caso determine la ley. 


Ley N* 9.515, de 
28 de octubre de 1935! 


SECCION I 


DEL GOBIERNO Y ADMINISTRACION DELOS 
DEPARTAMENTOS 


Artículo 1%.- Cada Departamento será gobernado y ad- 


1 Sin actualizar. 
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ministrado por un Intendente que ejercerá las funciones 
ejecutivas, y por una Junta Departamental que tendrá fun- 
ciones de contralor y legislativas. 


Su jurisdicción se extenderá a todo el territorio del 
Departamento y tendrán su sede en la Capital del mismo. 


Artículo 2*.- En toda población fuera de la planta urbana 
de la Capital del Departamento, podrá, además, haber una 
Junta Local. 


SECCION II 


DELA JUNTA DEPARTAMENTAL 


CAPITULO! 


Artículo 39.- Las Juntas Departamentales se compon- 
drán de once miembros en Montevideo y de nueve en los 
demás Departamentos, distribuyéndose los cargos entre 
los diversos lemas, proporcionalmente al caudal electoral 
de cada uno. 


La elección se hará directamente por el pueblo con las 
garantías que para el sufragio se establecen en la Sección 
III de la Constitución. 


Se atribuirá a la lista cuyo candidato a Intendente haya 
resultado triunfante, la totalidad de los cargos que corres- 
pondan a su lema. 


Dentro de los demás lemas, la distribución se hará por el 
sistema de la representación proporcional integral. 


Los miembros de las Juntas durarán cuatro años en el 
ejercicio de sus funciones. Conjuntamente con los titulares 
serán elegidos hasta triple número de suplentes. 


Artículo 4*.- Las Juntas Departamentales se reunirán 
inmediatamente después de ser proclamadas, a fin de pro- 
ceder a su instalación. 


Una vez instaladas, nombrarán en carácter definitivo un 
Presidente y dos Vicepresidentes, los que durarán un año 
en el ejercicio de sus cargos, pudiendo ser reelectos. 


Artículo 5*.- En los casos de muerte, incapacidad, re- 
nuncia aceptada, inhabilidad o cese de los titulares, los 
suplentes respectivos lo reemplazarán con carácter perma- 
nente. En los demás casos reemplazarán automáticamente a 
los titulares por ausencia o inasistencia de estos, ocupando 
el cargo mientras dure dicha ausencia o inasistencia. 


16-C.S. 


Artículo 6%.- Las Juntas Departamentales sesionaran 
ordinariamente en las fechas que ellas mismas designen. 
Tres de sus miembros o el Intendente podrán convocar 
extraordinariamente a la Junta en cualquier momento. 


Artículo 7*.- Los miembros de las Juntas Departamenta- 
les, se denominarán Ediles y sus funciones serán honora- 
rias. 


Artículo 8?.- Para ser miembro de la Junta Departamen- 
tal, se requerirán: 25 años cumplidos de edad; ciudadanía 
natural o legal con tres años de ejercicio, y ser nativo del 
Departamento o estar radicado en él desde tres años antes, 
por lo menos. 


Artículo 9*.- No podrán ser Ediles los empleados del 
Poder Ejecutivo, con excepción de los dependientes de los 
entes autónomos o servicios descentralizados; los de- 
pendientes de las autoridades departamentales; los que 
desempeñen funciones electivas -cualesquiera que sea 
su naturaleza- y quienes estén a sueldo o reciban re- 
tribución de empresas privadas que contraten con el Muni- 
cipio. 


Artículo 10.- Los Ediles no serán responsables por las 
opiniones que viertan en el desempeño de sus funciones, 
con propósito de interés general. 


Artículo 11.- La Junta celebrará sesión con la mayoría de 
sus miembros, y la Secretaría pondrá a disposición de quien 
lo solicite un resumen de los asuntos tratados y resueltos, 
salvo los que hubieran sido declarados secretos por la 
mayoría de los presentes. 


Artículo 12.- Todas las resoluciones de la Junta serán 
revocables por el voto de la mayoría absoluta de sus com- 
ponentes, sin perjuicio de los derechos de terceros, que 
serán ventilados en la vía correspondiente. 


Artículo 13.- El Presidente presidirá las sesiones, firma- 
rá con el Secretario las resoluciones de la Junta, a la que 
representará y tendrá las demás funciones que le acordare 
el reglamento interno. 


Artículo 14.- El Intendente podrá asistir a las sesiones 
de la Junta y tendrá voz en ella, pero no voto. 


Artículo 15.- Los libros de actas y demás documentos 
de la Junta son instrumentos públicos, si para su expedición 
se hubieren llenado las formalidades legales y reglamenta- 
rias. Ninguna ordenanza y, en general, ninguna resolución 
de las Juntas será válida si no consta en el acta de la sesión 
en que haya sido adoptada. Se exceptúan las medidas y 
resoluciones urgentes y demás que esté facultado para 
hacer cumplir el Presidente de la Junta, de acuerdo con los 
reglamentos y ordenanzas vigentes. 
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CAPITULO II 


Artículo 16.- Todo Edil puede pedir al Intendente los 
datos e informes que estime necesarios para llenar su come- 
tido. El pedido será por escrito y por intermedio del Presi- 
dente de la Junta, el que lo remitirá de inmediato al Intenden- 
te. 


Si este no facilitare los informes dentro del plazo de diez 
días, el Edil podrá solicitarlos por intermedio de la Junta. 


Artículo 17.- La Junta tiene facultad, por resolución de 
la tercera parte de sus miembros, de hacer venir asu Sala al 
Intendente o al funcionario municipal que aquélla indique, 
para pedirle y recibir los informes que estime convenientes, 
ya sea para tomar sus resoluciones, ya sea con fines de 
inspección o de fiscalización. 


Artículo 18.- La Junta podrá nombrar de su seno Comi- 
siones de investigación, para suministrar datos que consi- 
dere necesarios para el cumplimiento de sus funciones, 
quedando obligados el Intendente y las Oficinas de su 
dependencia a facilitar los datos solicitados. 


CAPITULO HI 


Artículo 19.- A cada Junta Departamental compete den- 
tro de su Departamento y en cuanto no se oponga a la 
Constitución ni a las leyes de la República: 


19%) Acordar autorización al Intendente, previo informe 
del Tribunal de Cuentas, para solicitar del Poder 
Legislativo la creación de nuevos impuestos munici- 
pales; 


2%) Aprobar o reprobar anualmente el presupuesto del 
Municipio que presente el Intendente. Este remitirá 
cada año, a la Junta Departamental, para su estudio 
y sanción, un proyecto de presupuesto equilibrado. 
La Junta podrá modificarlo solamente para aumentar 
los recursos o disminuir los gastos, no pudiendo 
prestar aprobación a ningún proyecto que signifique 
déficit, ni crear empleos por su iniciativa. 


Previamente a la sanción del presupuesto y en la 
fecha que indique la ley de Contabilidad y Adminis- 
tración Financiera, la Junta recabará informes del 
Tribunal de Cuentas, que se pronunciará dentro de 
los veinte días, pudiendo formular observaciones, 
únicamente sobre error en el cálculo de los recursos, 
omisión de obligaciones presupuestales o violación 
de las disposiciones constitucionales o leyes aplica- 
bles. 


Si el Tribunal de Cuentas notare que el presu- 
puesto adolece de defectos de forma o que faltaren 
antecedentes ilustrativos que considere indispensa- 
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bles para expedirse de acuerdo con los preceptos 
constitucionales y la ley de Contabilidad, podrá so- 
licitarlos, y en ese caso, el plazo para informar se 
suspenderá hasta que se reciba el presupuesto corre- 
gido o los antecedentes que hubiere pedido, 
computándose, a los efectos del término, el tiempo 
transcurrido con anterioridad. 


Si la Junta aceptase las observaciones del Tribu- 
nal de Cuentas o no mediaran estas, sancionará de- 
finitivamente el presupuesto. 


En ningún caso la Junta podrá introducir modifi- 
caciones, con posterioridad al informe del Tribunal. 


Si la Junta Departamental no aceptase las obser- 
vaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas, el 
presupuesto se remitirá, con lo actuado, a la Asam- 
blea General, para que esta, en reunión de ambas 
Cámaras, resuelva las discrepancias, dentro del pla- 
zo de cuarenta días y si no recayera decisión, el 
presupuesto se tendrá por sancionado. 


Los presupuestos municipales declarados vigen- 
tes se comunicarán al Poder Ejecutivo para su inclu- 
sión, a título informativo, en el Presupuesto General 
de Gastos, y al Tribunal de Cuentas, con instrucción 
a este de los antecedentes relativos, a sus observa- 
ciones cuando las hubiere. 


Regirán respecto de los presupuestos municipa- 
les los principios generales fijados para el Presu- 
puesto General de Gastos del Estado, por los artícu- 
los 194 (inciso 19), 197,198 y 199 de la Constitución 
de la República; 


39) Fijar con anuencia del Tribunal de Cuentas y del 
Poder Legislativo, en su caso, una Sección especial 
en el presupuesto municipal que comprenda los gas- 
tos ordinarios permanentes del Municipio, cuya re- 
visión anual no sea indispensable. No se incluirán en 
el presupuesto disposiciones cuya vigencia exceda 
la del ejercicio económico o que no se refieran exclu- 
sivamente a su interpretación y ejecución; 


4) Aprobar o reprobar en todo o en parte, las cuentas 
que presente el Intendente, previo informe del Tribu- 
nal de Cuentas; 


5%) Requerir la intervención del Tribunal de Cuentas 
para dictaminar sobre cuestiones relacionadas con 
las finanzas o administración departamentales, bas- 
tando un tercio del total de votos para tener por 
aprobada la solicitud de intervención; 


6) Acordar autorización al Intendente, previo informe 
del Tribunal de Cuentas, para solicitar del Poder 
Legislativo la contratación de empréstitos. No se 
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entenderá por tales los préstamos bancarios en cuen- 
ta corriente, destinados exclusivamente al pago re- 
gular del presupuesto, los que deberán quedar can- 
celados dentro del ejercicio. El límite de esta cuenta 
lo fijará el Intendente con anuencia de la Junta y del 
Tribunal de Cuentas, pudiendo estos dos últimos 
modificar sus alcances a cada ejercicio; 


7%) Acordar autorización al Intendente para destituir los 
empleados de su dependencia, incluso los de las 
Juntas Locales, en caso de ineptitud, omisión o de- 
lito. La Junta deberá expedirse dentro de los cuarenta 
días. De no hacerlo, la destitución se considerará 
ejecutoriada; 


8) Destituir los miembros de las Juntas Locales a pro- 
puesta del Intendente y por mayoría absoluta de 
votos, oyendo previamente las exposiciones que 
aquéllos quisieren formular. 


9% Nombrar y destituir por sí los empleados que necesi- 
te para su funcionamiento y fijar su dotación, previo 
informe del Tribunal de Cuentas, de acuerdo con lo 
preceptuado en el numeral 2? de este artículo; 


10) Acusar ante el Senado por un tercio de votos, al 
Intendente o a los Ediles por los motivos previstos 
en el artículo 84 de la Constitución, siempre que para 
esto haya sido convocada expresamente con diez 
días de anticipación indicándose el objeto de la 
reunión. El Senado podrá separarlo de su destino por 
dos tercios de votos del total de sus componentes; 


11) Crear Juntas Locales a propuesta del Intendente; 


12) Dictar, a propuesta del Intendente o por propia ini- 
ciativa, ordenanzas y demás resoluciones en materia 
de su competencia; 


13) Resolver en definitiva las apelaciones interpuestas 
contra los decretos y demás resoluciones del Inten- 
dente; 


14) Aprobar todos los actos del Intendente que por la ley 
de 23 de diciembre de 1919 requerían aprobación de 
la Asamblea Representativa; 


15) Considerar las solicitudes de venia o acuerdo que el 
Intendente formule con arreglo a la presente ley; 


16) Solicitar directamente del Poder Legislativo modifi- 
caciones o ampliaciones de esta ley; 


17) Otorgar concesiones para servicios públicos, loca- 
les o departamentales, a propuesta del Intendente y 
por mayoría absoluta de votos de sus componentes 
y salvo lo dispuesto en leyes especiales. 
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Las concesiones no podrán darse a perpetuidad en 
ningún caso; 


18) Otorgar concesiones de tranvías u otros servicios de 
transporte por sujeción de las leyes y previa pro- 
puesta del Intendente; 


19) Autorizar en la misma forma del inciso anterior, con- 
cesiones de alumbrado, excepto el eléctrico de gene- 
ración central; 


20) Autorizar, a propuesta del Intendente, el estableci- 
miento de teléfonos y alumbrado eléctrico, previa 
intervención en lo que se refiere a la parte técnica, de 
las Usinas Eléctricas del Estado, en las poblaciones 
en que esta institución no lo hubiere establecido; 


El plazo de la concesión será el que fijen las 
Usinas Eléctricas del Estado, siempre que este orga- 
nismo se obligue a establecer dichos servicios den- 
tro del plazo fijado; 


21) Gestionar a las Usinas Eléctricas del Estado la apli- 
cación de las utilidades líquidas que resulten en cada 
departamento, con excepción del de Montevideo 
para rebajar las tarifas o ampliar las instalaciones. A 
ese efecto, se llevará a cada departamento una cuen- 
ta de ganancias y pérdidas, de acuerdo con la conta- 
bilidad industrial. Las Usinas Eléctricas del Estado, 
anualmente, comunicarán a cada Municipio el estado 
de su cuenta en la forma más amplia posible. 


22) Homologar el establecimiento y la vigencia de las 
tarifas de servicios públicos municipales a cargo de 
empresas concesionarias, según lo dispuesto en el 
artículo 50 de la Constitución, y vigilar el funciona- 
miento de dichos servicios; 


23) Denunciar a los Poderes Públicos toda organización 
comercial o industrial trustificada, alos fines previs- 
tos en el artículo 49 de la Constitución; 


24) Tomar en consideración y resolver dentro de los 
sesenta días de presentada, la iniciativa que sobre 
asuntos de interés local tome el quince por ciento de 
los inscriptos residentes en una localidad. Si la ini- 
clativa escapara a la jurisdicción legal de la Jun- 
ta, esta le dará trámite ante las autoridades respecti- 
vas; 


25) Aprobar por mayoría absoluta de votos de sus com- 
ponentes la designación de las propiedades a ex- 
propiarse que hiciese el Intendente, siendo enten- 
dido que, a los efectos de la expropiación de los 
bienes para usos departamentales, la Junta tendrá 
todas las facultades que, con respecto a dichos 
bienes, la ley de 28 de marzo de 1912 acordaba al 
Poder Ejecutivo; 
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26) Requerir el apoyo de la policía siempre que lo crea 
necesario para el cumplimiento de sus funciones; 


27) Suministrar a los Poderes Públicos todos los infor- 
mes que le soliciten; 


28) Fijar la remuneración del Intendente de acuerdo con 
el artículo 252 de la Constitución; 


29) Velar por la conservación de los derechos individua- 
les de los habitantes del Departamento: 


A) Ejercitando la acción judicial pertinente a fin de 
hacer efectivos los artículos 16 y 17 de la Consti- 
tución; 


B) Reclamando ante los Poderes Públicos la obser- 
vancia de las leyes tutelares de aquéllos dere- 
chos. 


C) Prestando especialmente su apoyo a los ciudada- 
nos que fueran obligados a prestar servicio en el 
ejército, fuera de los casos previstos por las le- 
yes. 


D) Designando los ciudadanos que han de compo- 
ner el Jurado, con sujeción a las leyes de la 
materia. 


E) Calificando los ciudadanos para el servicio de la 
Guardia Nacional, según lo disponga la ley espe- 
cial o el Código Militar. 


30) Sancionar sus ordenanzas con multas hasta quinien- 
tos pesos. 


Las mayores de cien y menores de doscientos 
cincuenta pesos solo podrá aplicarlas el Intenden- 
te con anuencia de la Junta, por mayoría absoluta 
de votos, y las mayores de doscientos cincuenta, con 
la misma anuencia, acordada por dos tercios de vo- 
tos. 


Las multas impagas podrán ser perseguidas judi- 
cialmente o redimidas con presión proporcionada, 
regulándose un día por cada cuatro pesos. 


La prisión por concepto de multas impagas no 
podrá exceder en ningún caso, de tres días, sin per- 
juicio de la acción por el saldo; 


31) Determinar la nomenclatura de las calles, caminos, 
plazas y paseos. 


Para cambiar su nombre y la remuneración de las 
puertas y cuando se pretendiere dar nombres de 
personas, no podrá hacerse sin oír previamente al 
Intendente, y se requerirán dos tercios de votos; 
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32) Crear y sostener, según las necesidades y recursos, 
laboratorios municipales, químicos y bacteriológicos, 
y otras oficinas técnicas, a propuesta del Intendente; 


33) Vigilar la seguridad del tránsito en los pasos a nivel 
establecidos o que deban establecerse en el cruce 
con caminos municipales, sin perjuicio de la inter- 
vención que corresponda a las oficinas técnicas 
nacionales; 


34) Reglamentar los espectáculos públicos, velando 
especialmente por todo lo que haga referencia con la 
cultura, moral, decoro y orden en el desarrollo de los 
mismos, así como en lo referente a la higiene, segu- 
ridad y comodidad de sus locales, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los Códigos Penal y del Niño. 


Artículo 20.- En todos los casos en que de acuerdo con 
esta ley sea necesaria la aprobación o autorización de la 
Junta para determinados actos o resoluciones, esta deberá 
concederla o denegarla dentro del plazo de treinta días 
contados desde la fecha de la respectiva solicitud. 


CAPITULO IV 


Artículo 21.- Si el Intendente, a quien se hubiese remi- 
tido una ordenanza u otra resolución de carácter legislativo, 
no tuviese reparo que oponerle, lo avisará inmediatamente, 
quedando así de hecho, sancionada y expedida para ser 
promulgada sin demora. 


Artículo 22.- Si el Intendente no devolviese el proyecto 
cumplidos los cinco días hábiles que establece el número 7 
del artículo 34, tendrá fuerza ejecutiva y se publicará como 
tal, reclamándose esto en caso omiso, por la Junta. 


Artículo 23.- Reconsiderado por la Junta un proyecto 
que hubiese sido devuelto por el Intendente con objeciones 
u observaciones, si aquella lo confirmase por dos terceras 
partes de votos, se tendrá por su última sanción y, comu- 
nicado al Intendente, este lo hará cumplir en seguida. 


Artículo 24.- Si la Junta desaprobara el proyecto de- 
vuelto por el Intendente, quedará suprimido por entonces 
y no podrá ser presentado de nuevo hasta el año siguiente. 


Artículo 25.- En todo caso de reconsideración de un 
proyecto devuelto por el Intendente, las votaciones serán 
nominales por sí o por no, y los nombres y fundamentos de 
los sufragantes como las objeciones u observaciones del 
Intendente, se podrán publicar por la prensa. 


Artículo 26.- No podrán ser observadas: 


A) Las venias, acuerdos, autorizaciones o resoluciones 
de la Junta en que esta actúe por vía jurisdiccional o 
de contralor; 
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B) Las resoluciones de carácter interno de la Junta; 


C) El presupuesto municipal que haya llegado ala Asam- 
blea General por el trámite establecido en el artículo 
254 de la Constitución. 


SECCION HI 


DELINTENDENTE 


CAPITULO! 


Artículo 27.- El Intendente tendrá a su cargo la función 
ejecutiva del Gobierno Departamental. 


Los Intendentes durarán cuatro años en sus funciones 
y podrán ser reelectos, pero por una sola vez, y en ese caso 
deberán renunciar con tres meses, por lo menos, de antici- 
pación a la fecha de la elección. 


Artículo 28.- Los Intendentes serán elegidos directa- 
mente por el pueblo o mayoría simple de votantes, mediante 
el sistema del doble voto simultáneo y con las garantías que 
para el sufragio se establecen en la Sección II de la Cons- 
titución, teniéndose por triunfante al candidato de la lista 
más votada del lema más votado. 


Artículo 29.- Para ser Intendente se requerirán las mis- 
mas calidades que para ser Senador, necesitándose, ade- 
más, ser nativo del Departamento o estar radicado en él 
desde tres años antes, por lo menos. 


Artículo 30.- Es incompatible el cargo de Intendente 
con todo otro cargo o empleo público o privado, excepción 
hecha de los docentes. Podrá ejercer oficio, profesión, 
comercio o industria, siempre que en sus actividades no 
contrate con el Municipio. 


Artículo 31.- Los Intendentes no gozarán de licencia 
con remuneración por más de un mes al año, que le será 
acordada por la Junta Departamental; tampoco podrán ob- 
tener licencia sin remuneración por más de seis meses. 


Artículo 32.- El Intendente tendrá un primer y segundo 
suplentes, electos conjuntamente con el titular, que debe- 
rán poseer las mismas calidades y que en caso de vacancia 
temporal o definitiva, lo sustituirán con sus mismas atribu- 
ciones. 


Cuando se conceda licencia al Intendente o se produzca 
por cualquier motivo la vacancia definitiva o temporal del 
cargo, se convocará al suplente respectivo, quien percibirá 
en todos los casos igual remuneración que el titular. 


Artículo 33.- El cargo de Intendente suplente es compa- 
tible con el de miembro de la Junta Departamental. El Edil 
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que pase a ocupar la Intendencia quedará entretanto sus- 
penso en sus funciones. 


Artículo 34.- Las resoluciones del Intendente, debida- 
mente refrendadas por el funcionario que corresponda, se 
asentarán en libros registros, y sus constancias o testimo- 
nios expedidos en forma, constituirán instrumentos públi- 
cos. Dichas resoluciones no serán válidas si no constan en 
el libro respectivo. Se exceptúan las medidas y resoluciones 
urgentes, que deberá hacerse constar por acta especial. 


CAPITULO H 


Artículo 35.- Compete al Intendente: 
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29) 


39) 


49) 


59) 


6%) 


79) 


89) 


Promulgar y publicar las ordenanzas y resoluciones 
sancionadas por la Junta Departamental, dictando 
los reglamentos o resoluciones que estime oportu- 
nos para su cumplimiento. 


Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes y 
las ordenanzas y resoluciones de la Junta Departa- 
mental; 


Ejercer la superintendencia de las oficinas de su 
dependencia, nombrar sus empleados, incluso los de 
las Juntas Locales, establecer su disciplina y sus- 
penderlos en el ejercicio de sus funciones, sin goce 
de sueldo o con medio sueldo, por períodos que en 
su conjunto no pasen de dos meses por año para cada 
empleado. Los empleados de las Juntas Locales au- 
tónomas serán nombrados por el Intendente, a pro- 
puesta de dichas Juntas; 


Destituir a sus empleados y a los de las Juntas 
Locales, en caso de ineptitud, omisión o delito, ri- 
giendo siempre la garantía establecida en el inciso 4 
del artículo 57 de la Constitución de la República, con 
autorización de la Junta Departamental, que deberá 
expedirse dentro de los cuarenta días. De no hacerlo, 
la destitución se considerará ejecutoriada; 


Preparar anualmente el presupuesto del Municipio y 
someterlo a la aprobación de la Junta en la fecha que 
indique la ley de Contabilidad y de acuerdo con los 
artículos 254 y 255 de la Constitución; 


Ordenar los pagos, previa intervención de la Conta- 
duría; 


Presentar proyectos de ordenanzas y resoluciones a 
la Junta Departamental y hacer observaciones a los 
que ella sancione, dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la fecha en que se le hayan hecho saber 
la aprobación; 


Designar los miembros de las Juntas Locales y sus 
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suplentes, con aprobación de la Junta Departamental 
dada por tres quintos de votos. Las designaciones se 
harán respetando en lo posible la proporcionalidad 
de la Junta Departamental en la representación de los 
diversos partidos; 


Representar al Departamento en sus relaciones con 
los Poderes del Estado o con los demás Gobiernos 
Departamentales, y en sus contrataciones con órga- 
nos oficiales o privados; 


10) Celebrar contratos sobre la administración de las 


propiedades inmuebles, arrendamientos y utilización 
de bienes departamentales o confiados a los Munici- 
pios, requiriéndose la aprobación de la Junta Depar- 
tamental por la mayoría absoluta de sus miembros si 
el contrato tuviese una duración mayor que su man- 
dato, o cuando el monto del contrato exceda de dos 
mil pesos; 


11) Transigir previo dictamen del Ministerio Fiscal, en 


los asuntos inferiores a dos mil pesos, requiriéndose 
además la autorización de la Junta Departamental, en 
los de mayor cantidad; 


12) Requerir el apoyo de la policía siempre que lo crea 


necesario para el cumplimiento de sus funciones. 


13) Suministrar a los Poderes Públicos todos los infor- 


mes que le soliciten; 


14) Velar por la enseñanza primaria: 


A) Nombrando al Presidente y demás miembros de la 
Comisión Departamental de Instrucción Primaria, 
con arreglo a las leyes vigentes; 


B) Inspeccionando cuando lo juzgue oportuno, las 
escuelas privadas y públicas del Departamento. 


C) Representando ante el Consejo Nacional de en- 
señanza Primaria y Normal y ante los Poderes 
Públicos las necesidades de las escuelas y 
cuando pueda contribuir a propagarlas y mejorar- 
las; 


D) Cuidando por la conservación de los edificios 
escolares a fin de que las escuelas puedan funcio- 
nar en condiciones de seguridad e higiene; 


E) Reclamando ante el Consejo Nacional de Ense- 
ñanza Primaria y Normal, el fiel cumplimiento de 
las leyes, decretos, reglamentos y programas sobre 
educación e instrucción primaria, en caso de vio- 
lación u omisión, con recursos para ante el Poder 
Ejecutivo, a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 190 de la Constitución y sin perjuicio de 
lo dispuesto en el subinciso anterior. 
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Las atribuciones de los subincisos B), C), D) 
y E), podrá también ejercerlas con relación a los 
Liceos Departamentales y a las Escuelas Indus- 
triales, formulando las observaciones y dedu- 
ciendo los recursos ante las autoridades compe- 
tentes, según las leyes respectivas. 


15) Velar del mismo modo que la Junta y por los mismos 
medios, por la conservación de los derechos indivi- 
duales de los habitantes del Departamento; 


16) Dictar resoluciones tendientes a evitar inundacio- 
nes, incendios y derrumbes y aliviar sus consecuen- 
clas previo acuerdo de la Junta Departamental. En 
cuanto al incendio dictará sus resoluciones, regla- 
mentos u ordenanzas, previa consulta al Ministerio 
del Interior, estableciendo la obligatoriedad de me- 
dios preventivos de defensa en todo lo que atañe: 


A) A los edificios destinados a alojar numerosas 
personas; 


B) A las salas de espectáculos públicos; 
C) A los establecimientos industriales; 
D) A los depósitos de inflamables; 


E) A las barracas, aserraderos, molinos, grandes 
casas de ventas y todo establecimiento que sea 
juzgado peligroso; dando seguridades para los 
que concurran, trabajen o vivan en los precitados 
locales. 


17) Determinar, previo acuerdo de la Junta Departamen- 
tal, las zonas inaptas por su carácter de inundables, 
para la construcción de viviendas; 


18) Fiscalizar la fiel observancia del sistema legal de 
pesas y medidas, denunciando las irregularidades 
que constate; 


19) Conservar, cuidar y reglamentar las servidumbres 
constituidas en beneficios de los pueblos y de los 
bienes de que esté en posesión la comunidad, para 
que queden expeditas al servicio público; 


20) Administrar; 


A) Las propiedades del Departamento y las que fue- 
sen cedidas para su servicio, proveyendo a su 
conservación y mejoras, así como a las de todos 
los establecimientos y obras departamentales; 


B) Los servicios de saneamiento, de acuerdo y en la 
medida que fijen las leyes especiales que organi- 
cen la transferencia de estos servicios a los Mu- 
nicipios; 
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21) Velar, sin perjuicio de las atribuciones del Gobierno 
Central por la conservación de las playas marítimas 
y fluviales, así como de los pasos y calzadas de ríos 
y arroyos: 


A) Prohibiendo la extracción de tierra, piedras y are- 
na dentro del límite que juzgue necesario para la 
defensa de los terrenos ribereños; 


B) Haciendo o disponiendo que se hagan plantacio- 
nes destinadas a defender los terrenos de la inva- 
sión de las arenas, y a sanear las playas y defen- 
der las costas; 


C) Evitando la destrucción de las zonas boscosas 
situadas en terreños ribereños o adyacentes de 
propiedad municipal, que por su conformación 
hermoseen las costas y resulten defensivas para 
la conservación de las playas; 


22) Aceptar herencias, legados y donaciones. Si las he- 
rencias, legados o donaciones fueran condicionales, 
modales u onerosas, el Intendente las aceptará o 
repudiará según lo estime conveniente, previo dicta- 
men del Ministerio Fiscal y con acuerdo de la Junta 
Departamental. La responsabilidad del Municipio 
quedará siempre limitada a la importancia de la heren- 
cia; 


23) Organizar y publicar la estadística departamental; 
formar los empadronamientos de contribuyentes y 
los catastros, según convengan a las necesidades de 
la administración local y al mejor asiento, distribu- 
ción y percepción de los impuestos departamentales 
y organizar los registros de vecindad; 


24) Ejercer la policía higiénica y sanitaria de las poblacio- 
nes, sin perjuicio de la competencia que corresponda 
a las autoridades nacionales y de acuerdo con las 
leyes que rigen la materia, siendo de su cargo: 


A) La adopción de medidas y disposiciones tendien- 
tes a coadyuvar con las autoridades nacionales, 
para combatir las epidemias, disminuir sus estra- 
gos y evitar y remover sus causas; 


B) La desinfección del suelo, del aire, de las aguas y 
de las ropas en uso; 


C) La vigilancia y demás medidas necesarias para 
evitar la contaminación de las aguas; 


D) La limpieza de las calles y de todos los sitios de 
uso público; 


E) La extracción de basuras domiciliarias y su tras- 
lación a puntos convenientes para su destruc- 
ción, transformación o incineración; 
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F) La reglamentación e inspección periódica y per- 
manente de las casas de inquilinato, pudiendo 
determinar la capacidad de las habitaciones y 
patios, número de sus habitantes y servicio inte- 
rior de limpieza, de los establecimientos califica- 
dos de incómodos, peligrosos o insalubres, pu- 
diendo ordenar su remoción, siempre queno sean 
cumplidas las condiciones que se establezcan 
para su funcionamiento, o que este fuera incom- 
patible con la seguridad o salubridad públicas; de 
los establecimientos de uso público aunque per- 
tenezcan a particulares, como ser: mercados, ma- 
taderos, lecherías, carnicerías, panaderías, fon- 
das, hoteles, fábricas de conservas, casas de 
baños, salas de espectáculos públicos y demás 
establecimientos análogos; 


G) La inspección y el análisis de toda clase de subs- 
tancias alimenticias y bebidas, con la facultad de 
prohibir el expendio y consumo y de decomisar las 
que se reputen o resulten nocivas a la salud, sin 
obligación de indemnizar, y sin perjuicio de la 
facultad de imponer multas dentro de los términos 
señalados por esta ley; 


H) La inspección veterinaria y adopción de las medi- 
das que juzgue necesarias para garantía de la 
salud pública; 


D) La propagación y difusión de las vacunas y 
coadyuvar en la ejecución de toda medida pre- 
ventiva y profiláctica que impongan las leyes o 
que dicten el Poder Ejecutivo o las autoridades 
competentes; 


J) Lainiciativa o propaganda para el establecimien- 
to de baños y lavaderos públicos, reglamentán- 
dolos de acuerdo con las ordenanzas pertinentes. 


Las ordenanzas que se dicten sobre la materia 
a que hacen referencia los apartados F) y G), 
deberán tener en cuenta las determinaciones de 
orden técnico que las leyes pongan a cargo del 
Ministerio de Salud Pública. 


25) Organizar y cuidar la viabilidad pública siendo de su 


cargo: 


A) Dictar reglas, de acuerdo con las ordenanzas res- 
pectivas, para el trazado, nivelación y delinea- 
ción de las calles y caminos vecinales y departa- 
mentales, y velar por las servidumbres de alinea- 
ción, según los planos y trazados vigentes o que 
se adopten en lo sucesivo; pero no podrá ser 
reducida la anchura de los caminos departamen- 
tales existentes; 


B) Resolver los conflictos entre la propiedad priva- 
da y las exigencias del servicio público en todo lo 
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relativo a las vías de comunicación, de acuerdo 
con las leyes y ordenanzas vigentes; 


C) Decidir todas las cuestiones relativas a caminos 
departamentales y vecinales, oyendo previamen- 
te alas oficinas técnicas, y a las Juntas Locales en 
su caso, y con aprobación de la Junta Departa- 
mental; 


D) Proveer lo relativo al alumbrado, pavimentación o 
arreglo de todas las vías indicadas, y de las plazas 
y paseos, según las necesidades y recursos loca- 
les; 


E) Reglamentar el tránsito y los servicios de trans- 
porte de pasajeros y carga, de conformidad con 
las ordenanzas y consentir el estacionamiento de 
vehículos en los sitios de uso público, pudiendo 
fijar en todos los casos las tarifas del servicio y 
las normas a que deben sujetarse; 


F) Entender en todo lo relativo a puentes, balsas, 
canales o calzadas, con sujeción a las leyes y 
ordenanzas; 


G) Aplicar especial atención al ejercicio de las facul- 
tades que en materia de caminos y sendas de paso 
atribuye a las autoridades municipales el Código 
Rural. 


26) Dictar reglas para la edificación en los centros urba- 


nos, siendo de su cargo: 


A) Ejercer las facultades que sobre construcción de 
cercos y veredas acuerdan las leyes vigentes a las 
autoridades municipales; 


B) Intervenir especialmente en la construcción de 
las salas de espectáculos públicos, así como en 
las de las casas de inquilinato, de apartamentos, 
y de todo edificio destinado a contener aglomera- 
ción de personas; 


27) Establecer, reglamentar, suprimir y trasladar cemen- 


terios o crematorios, en los dos últimos casos previo 
dictamen del Ministerio de Salud Pública y Ministe- 
rio Fiscal, siendo de su cargo: 


A) Adjudicar derechos de uso de locales y sepultu- 
ras de acuerdo con los reglamentos; 


B) La colocación y cuidado de los monumentos; 


C) La adopción de medidas generales o especiales 
para asegurar el orden y respeto. 


28) Ordenar la inscripción de defunciones en los casos 
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de no ser posible la obtención de certificado médico, 
dando cuenta de ello, a la justicia ordinaria; 


29) Entender en todo lo concerniente a abasto, tabladas, 
plazas de frutos y mercados, siendo de su cargo: 


A) Reglamentar el consumo y abasto para las pobla- 
ciones y para los buques surtos en los puertos; 


B) Establecer, suprimir o trasladar tabladas, corrales 
de abasto, mataderos y plazas de frutos y cuidar 
de su régimen administrativo, de conformidad 
con el Código Rural y con las ordenanzas y dispo- 
siciones complementarias que el mismo Intenden- 
te o la Junta dictaren en su caso; 


C) Establecer, suprimir o trasladar mercados; seña- 
lar a los existentes o a los que en adelante se 
establezcan, el radio dentro del cual no será per- 
mitida la venta de artículos similares; fijar las 
tarifas de arriendo de los puestos dentro de los 
mercados y la de los derechos que deben pagar 
los puestos situados fuera de ellos. 


Esta disposición no es aplicable a los merca- 
dos de propiedad particular, con respecto de los 
cuales la intervención del Intendente se limitará a 
la inspección y reglamentación higiénica y a las 
que consientan las respectivas concesiones. 


30) Prohibir la exhibición de objetos, figuras o libros 
obscenos, y solicitar el concurso de la policía para la 
clausura de las casas de juegos prohibidos por las 
leyes; 


31) Autorizar rifas de acuerdo con las leyes y ordenan- 
zas; 


32) Cooperar a la celebración de las fiestas y solemnida- 
des que la ley consagre; 


33) Hacer efectivas las multas de que habla el número 32 
del artículo 18; 


34) Llenar, respecto de las obras legalmente autorizadas, 
las formalidades de las expropiaciones que dichas 
obras requieran, con sujeción a las leyes que rijan 
dicha materia; 


35) Designar los inmuebles a expropiarse para obras 
departamentales, debiendo someterse esa designa- 
ción a la aprobación de la Junta Departamental; 


36) Coadyuvar con el Ministerio de Salud Pública en la 
inspección y fiscalización, de la asistencia pública, 


con excepción del Intendente de Montevideo; 


37) Ejecutar obras, llenando el requisito previo de la 


CAMARA DE SENADORES C.S.-23 


licitación pública cuando su importe exceda de qui- 
nientos pesos en Montevideo, y de doscientos en 
los demás Departamentos, y que no hayan de efec- 
tuarse con el personal o elementos a su cargo, pu- 
diendo con autorización de la Junta, acordada por 
mayoría absoluta de sus miembros, prescindir de esa 
formalidad: 


A) En caso de urgencia y cuando por circunstancias 
imprevistas no pueda esperarse el tiempo que 
requiera la licitación; 


B) Cuando, sacadas hasta por segunda vez a licita- 
ción, no se hubieran recibido ofertas o estas no 
fueran admisibles; 


C) Cuando, tratándose de obras de ciencia o arte, su 
ejecución no pudiera confiarse sino a artistas o 
personas de competencia especial; 


D) Cuando se trata de objetos cuya fabricación per- 
tenece exclusivamente a personas favorecidas 
con privilegio de invención. 


38) Ejecutar las obras de vialidad del Departamento, con 
sujeción a las siguientes reglas: 


A) Elevará, dentro de los dos primeros meses de cada 
año, el plan de obras a realizar, a la aprobación de 
la Junta Departamental, debiendo solicitar, en el 
transcurso del año, la misma aprobación previa 
para toda obra a ejecutarse no comprendida en el 
plan primitivo; 


B) Para la preparación de los proyectos, estudios y 
presupuestos de estas obras, se asesorará de la 
inspección Técnica Municipal; 


C) Aprobados los proyectos por la Junta Departa- 
mental, o si esta no se expidiese durante los 
primeros treinta días, las obras serán sacadas a 
licitación por el Intendente; 


D) Podrá prescindir de las formalidades establecidas 
en los subincisos que anteceden en los casos de 
reparaciones de carácter urgente, y sin perjuicio 
de dar cuenta inmediatamente a la Junta Departa- 
mental. 


E) Podrá prescindir también, con autorización de la 
Junta, de la licitación, cuando las obras de vialidad 
se encuentren en alguno de los casos previstos 
por el número 37; 


F) La inspección y en su caso la dirección de las 
obras, se efectuará por medio de las Inspecciones 
Técnicas Municipales; 
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G) Los Intendentes elevarán al Ministerio de Obras 
Públicas, en el mes de Diciembre de cada año, una 
memoria descriptiva de los trabajos ejecutados, 
debiendo expresarse en ella: 


1) Dimensiones de cada obra y materiales em- 
pleados; 


2) Precios pagados por la medida de trabajo eje- 
cutado; 


3) Precio total de la obra; 


4) Silos trabajos se han sacado a licitación públi- 
ca o de qué otra manera se han realizado; 


5) Producido de las rentas aplicadas a vialidad. 


Dicha memoria comprenderá los trabajos 
ejecutados o mandados ejecutar por las Juntas 
Locales. 


39) Gestionar ante cualquier autoridad los asuntos de su 
competencia, personalmente o por intermedio del 
funcionario que designe. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior 
excepto el Municipio de Montevideo, los Departa- 
mentos, cuando se trate de sus bienes y derechos, 
serán citados o emplazados en la persona del Inten- 
dente y si se tratare de iniciar o contestar acciones 
judiciales, serán representados por el Ministerio Fis- 
cal o por el abogado que designe el Intendente, 
previa autorización de la Junta acordada por dos 
tercios de votos. Podrá igualmente dirigirse a cual- 
quier autoridad o poder del Estado solicitando el 
cumplimiento de sus resoluciones. 


40) Pasar anualmente al Poder Ejecutivo una memoria 
que comprenda los trabajos y proyectos de cada una 
de sus reparticiones con la recopilación de las dispo- 
siciones más importantes que hubiesen dictado. Di- 
chas memorias serán remitidas por el Poder Ejecutivo 
ala Asamblea General; 


41) Ejercer la superintendencia y fiscalización sobre las 
Juntas Locales, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Sección VII; 


42) Ejercer todas las demás facultades que las leyes 
vigentes acordaban al Departamento Ejecutivo de 
los Municipios. 


Artículo 36.- Compete igualmente al Intendente, sin 


perjuicio de las medidas o iniciativas que tomare la Junta 
Departamental: 


1% Adquirir terrenos y edificios para oficinas y estable- 
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cimientos departamentales o mandar construir otros 
nuevos con acuerdo, en ambos casos, la Junta De- 
partamental por dos tercios de votos; 


2%) Dirigir a los Poderes Públicos las peticiones que 
tuviese por convenientes, relativas al bien general 
del país y al particular del Departamento. 


3) Acordar, con las otras autoridades, las medidas que 
estime conveniente, en los servicios que le sean 
comunes o que convenga conservar o establecer en 
esta forma, determinando a la vez las cuotas que para 
dichos servicios correspondan a cada una; 


49) Promover la agricultura y el mejoramiento de la gana- 
dería: 


A) Nombrando una o varias Comisiones de agricul- 
tores y ganaderos, y estimulando toda iniciativa 
útil que se proponga a favor de dichos gremios; 


B) Propendiendo a la fundación de escuelas 
agronómicas, granjas, cabañas, haras y realiza- 
ción de ferias y exposiciones; 


C) Fomentando el desarrollo del arbolado, atendien- 
do preferentemente a la guarda, conservación y 
aumento de los montes municipales, y estimulan- 
do en el mismo sentido la acción de los particula- 
res. 


Tendrá idéntica facultad respecto de los mon- 
tes fiscales, con acuerdo del Poder Ejecutivo; 


D) Coadyuvando a toda acción para combatir las 
plagas y pestes perjudiciales a la agricultura y 
ganadería; 


E) Inspeccionando y vigilando las colonias estable- 
cidas en terrenos particulares,en lo relativo a las 
funciones municipales; 


F) Adoptando todas las medidas que considere fa- 
vorables al mayor incremento de la agricultura, la 
ganadería y las industrias rurales. 


5%) Propender igualmente a la prosperidad del Depar- 
tamento: 


A) Estimulando la fundación y desarrollo de las in- 
dustrias, del comercio y de las instituciones de 
fomento, previsión, crédito y ahorro; 


B) Cooperando a las iniciativas privadas en la forma 
que considere más eficaz. 


6%) Sugerir a la Junta las modificaciones o ampliaciones 
que considere convenientes a esta ley. 
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Artículo 37.- Queda prohibido a los Intendentes, sin 
perjuicio de las otras limitaciones que establece la ley: 


19) Rematar, enajenar o encargar a particulares la percep- 
ción de las rentas municipales; 


2%) Enajenar e hipotecar bienes raíces, salvo lo que 
disponen las leyes especiales sobre solares, quintas, 
chacras y sobre expropiación de inmuebles. Sin em- 
bargo, podrán enajenar o gravar cualquier bien de- 
partamental, aún los incluidos en el artículo 23 de la 
ley de octubre 21 de 1912, previa autorización de los 
dos tercios de votos de los miembros de la Junta 
Departamental; 


3%) Levantar monumentos o estatuas o autorizar su erec- 
ción en sitios de uso público, salvo que así lo resol- 
viesen los dos tercios de la Junta Departamental. 


SECCIONIV 


DISPOSICIONES COMUNES A LOS INTENDENTES Y 
ALA JUNTADEPARTAMENTAL 


CAPITULO UNICO 


Artículo 38.- Los Ediles e Intendentes no podrán duran- 
te su mandato: 


1) Intervenir como directores, administradores o em- 
pleados en empresas que contraten obras o suminis- 
tros con los Municipios, o con cualquier otro órgano 
público que tengan relación con ellos; 


2) Tramitar o dirigir asuntos propios o de terceros ante 
los Municipios, salvo lo preceptuado en el artículo 
siguiente; 


3) Ser cesionarios o fiadores ante el Municipio en asun- 
tos municipales. 


La inobservancia de lo dispuesto en este artículo y en el 
9? de la presente ley, importará la pérdida inmediata del 
cargo, que será decretada por el Senado, previa acusación 
de un tercio de votos de las Juntas Departamentales. 


El Senado podrá separarlos de sus destinos por dos 
tercios de votos del total de sus componentes. 


Artículo 39.- Cuando alguno de los Ediles tenga que 
tramitar asunto propio o defender sus derechos lesionados, 
deberá cumplirse lo dispuesto en el artículo siguiente, e 
integrarse la Junta con el suplente respectivo para conside- 
rar esos asuntos. 


Cuando se tratare de asuntos propios del Intendente, 
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estos serán resueltos por el Presidente de la Junta con 
apelación ante esta. De igual manera se procederá en aque- 
llos asuntos, contenciosos, en que estuvieren interesados 
los parientes de dicho funcionario hasta el 4” grado de 
consanguinidad o 2” de afinidad. 


Artículo 40.- Ningún Edil ni el Intendente podrán estar 
presentes en la discusión y votación de asuntos en que 
ellos o sus parientes hasta el 4” grado de consanguinidad 
o 2” de afinidad, estuvieran interesados. 


Artículo 41.- Los empleados municipales no podrán 
contratar con el Municipio, ni ser cesionarios o fiadores 
ante él, sin autorización acordada por dos tercios de votos 
de la Junta Departamental, bajo pena de inmediata separa- 
ción del cargo. 


Artículo 42.- Es absolutamente nulo todo acto o contra- 
to en que se contravenga lo dispuesto en los artículos 
anteriores y en el 9? de la presente ley, y el que los infrin- 
glera responderá de los perjuicios resultantes. 


SECCION V 


DELCONTADOR MUNICIPAL 


Artículo 43.- Los Contadores Municipales serán desig- 
nados por el Intendente, previa venia de la Junta Departa- 
mental, otorgada por dos tercios de votos del total de sus 
componentes. 


Artículo 44.- Compete al Contador: 


A) Todos los cometidos y facultades que le fije la ley de 
Contabilidad y Administración Financiera. (Artículo 
206 de la Constitución). 


B) Informar al Intendente y a la Junta en materia de 
presupuesto; 


C) Intervenir preventivamente en los gastos y pagos, 
conforme a las normas reguladoras que establecerá la 
ley y al solo efecto de certificar su legalidad, obser- 
vando por escrito ante el Intendente todo libramien- 
to u orden de pago que considere ilegal o que no sea 
conforme al presupuesto. Si el Intendente reiterara la 
orden y la contaduría insistiera en que ella es impro- 
cedente, deberá cumplirla pero dando cuenta de in- 
mediato a la Junta Departamental y al Tribunal de 
Cuentas; 


D) Informar a la Junta de la rendición de cuentas y 
gestiones financieras de la Intendencia, presentán- 
dole la memoria anual relativa a dichas gestiones; 


E) Poner en conocimiento de la Junta todas las irre- 
gularidades que notare en el manejo de fondos o 
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infracciones a las leyes de Presupuesto y Contabili- 
dad. 


Artículo 45.- El gasto improcedente hace responsable 
solidariamente al Intendente y al Contador que intervenga 
en el pago contraviniendo la disposición del artículo ante- 
rior. 


De la misma manera será responsable quien admita una 
fianza en garantía de los intereses departamentales, si al 
tiempo de admitirla, el fiador fuere notoriamente incapaz o 
insolvente. En estos casos los dictámenes respectivos se 
consignarán en acta. 


SECCION VI 


RENTASDEPARTAMENTALES 


CAPITULO UNICO 


Artículo 46.- Son rentas propias de los Departamentos, 
administradas y empleadas por ellos de conformidad con 
esta ley, los ingresos municipales provenientes de: 


1) Abasto, tabladas, plazas de frutos, mercados y fe- 
rias; 


2) Rodados; 

3) Alumbrado o luces; 

4) Cementerio; 

5) Contrastes de pesas y medidas; 

6) Las guías y tornaguías; 

7) La revisación o aprobación de planos; 


8) Los testimonios y certificado que se expidan a razón 
de $ 0.25 por foja, con excepción de los de partidas del 
Registro del Estado Civil, que se cobrarán según lo 
establecido por la ley; 


9) Los servicios de salubridad para la limpieza, barrido 
y riego y otros análogos; 


10) Concesiones precarias de bienes municipales de uso 
público; 


11) Pontazgo, peaje, barcaje, muelles y pescantes muni- 
cipales; 


12) Los servicios de serenos o de seguridad; 
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13) El producto de permisos para celebración de espec- 
táculos públicos y diversiones; 


14) Entierros o pompas fúnebres; 


15) El producto de los permisos para la construcción de 
sepulcros y monumentos; 


16) El producto de los análisis de sustancias alimenti- 
clas; 


17) Exámenes médicos y análisis de laboratorio; 
18) Desinfecciones; 


19) El producto de la venta de las vacunas o cualquier 
suero terapéutico que elaboren las oficinas departa- 
mentales; 


20) La mitad del valor de los frutos excedentes en las 
guías o abandonados en las estaciones de carga y no 
reclamados dentro de un mes de la revisación; 


21) El otorgamiento de los siguientes permisos: 


A) Para edificación, reedificación y construcciones 
urbanas en general, aperturas de puertas y venta- 
nas, construcciones y remoción de veredas; 


B) Para limpieza de letrinas, desagote de aljibes, 
reconstrucción de caños maestros en el interior 
de las casas y en las vías públicas; 


C) Para realizar rifas; 
D) Para cazar y pescar; 


E) Para cortar madera o leña en los montes municipa- 
les, debiendo sujetarse a las reglamentaciones 
respectivas; 


F) Para extraer piedra, arena, conchilla, balastro y 
otros productos del suelo en terrenos municipa- 
les, siempre que la extracción no perjudique al 
tránsito público, a las propiedades ribereñas, o a 
la integridad de las playas naturales; 


G) Para cercar propiedades rurales. 


22) El producto de la venta de bienes departamentales y 
las rentas de estos; 


23) Las donaciones, herencias y legados en dinero; 


24) Las multas que las leyes hayan impuesto o impusie- 
ran en favor del Departamento y las que estos mismos 
apliquen según sus propias facultades; 
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25) El aprovechamiento de obras públicas departamen- 
tales y servicios con igual carácter, incluso los de 
saneamiento en los términos que fije la ley respecti- 
va; 


26) Avisos en las vías o lugares públicos, o en los medios 
de locomoción de empresas de servicios públicos; 


27) Los protestos al Municipio por deudas particulares, 
según el derecho que fije el Municipio; 


28) El producto de la venta de basuras o sus derivados; 


29) El setenta y cinco por ciento (75%) de lo producido 
durante el año por el impuesto a la propiedad inmue- 
ble situada dentro de sus límites, con exclusión de 
adicionales y recargos. 


La Dirección General de Impuestos Directos, en la 
Capital y sus sucursales en el interior, verterán en el 
Banco de la República o en sus Agencias, en la 
cuenta de los respectivos Municipios, el porcentaje 
indicado en este inciso, a medida que se vaya reali- 
zando la recaudación. 


Artículo 47.- Son también rentas departamentales todas 
las que han sido atribuidas a las Municipalidades por leyes 
vigentes o que lo fueran por nuevas leyes. 


Artículo 48.- No son embargables las rentas: de los 
Departamentos, sus propiedades ni los bienes de uso comu- 
nal, 


En caso de condenaciones judiciales contra los Munici- 
pios, estos deberán proyectar los recursos necesarios para 
satisfacerlas, haciendo las inclusiones correspondientes 
en el primer presupuesto departamental. 


Artículo 49.- Todo superávit deberá ser integramente 
aplicado a amortizaciones extraordinarias de la Deuda 
Deparmental. 


Si dicha deuda no existiese, se aplicará a la ejecución de 
obras públicas o inversiones remuneradoras, debiendo ser 
adoptada la resolución por la Junta Departamental a pro- 
puesta del Intendente y previo informe del Tribunal de 
Cuentas. 


Artículo 50.- El tiempo de vigencia del presupuesto será 
de un año y coincidirá con el año civil. La ley fijará por tres 
quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, 
el porcentaje de los gastos totales, que podrá ser destinado 
a pagar sueldos y salarios, tanto en el presupuesto ordina- 
rio como en las erogaciones extraordinarias para obras 
públicas, etc. 


Artículo 51.- El proyecto de presupuesto del Municipio 
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será siempre presentado en forma comparativa tanto para 
someterlo a la Junta Departamental, como para elevarlo al 
Poder Ejecutivo y cuando corresponda en su caso, al Par- 
lamento. 


Artículo 52.- Solo el Poder Legislativo, a solicitud del 
Intendente, con acuerdo de la Junta Departamental y previo 
informe del Tribunal de Cuentas, podrá crear nuevos im- 
puestos municipales. Serán recursos de los Gobiernos 
Departamentales, decretados y administrados exclusiva- 
mente por estos, las tasas o tarifas por utilización o aprove- 
chamiento de servicios municipales. 


SECCION VI 


DELAS JUNTAS LOCALES 


CAPITULOI 


Artículo 53.- En toda población fuera de la planta urba- 
na de la Capital del Departamento podrá haber una Junta 
Local honoraria que será designada de acuerdo con esta 
ley. 


Su número será de cinco miembros, con triple número de 
suplentes respectivos, que tendrán las mismas calidades 
exigidas para ser miembros de la Junta Departamental y 
deberán estar avecindados en la localidad. 


Artículo 54.- La Junta Local, una vez instalada, proce- 
derá a designar su Presidente quien ejercerá la función 
ejecutiva en su jurisdicción. 


Sise produjera empate, la Junta Departamental decidirá 
entre ambos candidatos. 


Artículo 55.- Las Juntas Locales durarán en el ejercicio 
de sus funciones por igual término que la Junta Departa- 
mental. 


Artículo 56.- Los suplentes actuarán de acuerdo con lo 
preceptuado en el artículo 5? de esta ley. 


Artículo 57.- Compete a las Juntas Locales, con excep- 
ción de las autónomas, dentro de su jurisdicción: 


1) Velar por el cumplimiento de las ordenanzas, acuer- 
dos y demás resoluciones de carácter municipal; 


2) Cumplir los cometidos que les confieran las leyes y 
ejercer las atribuciones que les encomiende el Inten- 
dente; 


3) Iniciar entre el vecindario y proponer al Intendente 
las mejoras locales que consideren convenientes; 
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4) Vigilar en su jurisdicción la percepción de las rentas 
departamentales; 


5) Cobrar, fiscalizar la percepción y administrar las ren- 
tas y proventos que por cualquier concepto se les 
adjudiquen dentro de las rentas departamentales, sin 
perjuicio de la superintendencia del Intendente; 


6) Cuidar los bienes municipales que se hallen dentro 
de su jurisdicción, proponiendo el Intendente la 
mejor forma de aprovecharlos; 


7) Atender especialmente a la higiene y salubridad de 
las localidades; 


8) Imponer en sus jurisdicciones, las multas por infrac- 
ciones de carácter municipal, en la forma prescripta 
por las disposiciones vigentes; 


9) Propender a la formación de tesoros locales por 
suscripción voluntaria, destinados exclusivamente a 
las mejoras y adelantos de la localidad; 


10) Emplear los recursos que les asigne el presupuesto 
y los que les entregare el Intendente para los servi- 
cios y necesidades locales; 


11) Ser en cada localidad una representación del Inten- 
dente, en todo cuanto se refiera a velar por las 
garantías individuales y la instrucción primaria, pro- 
mover la agricultura y el mejoramiento de la ganadería 
así como todo lo que propenda al adelanto de la 
localidad, dando cuenta al Intendente en la forma 
oportuna; 


12) Presentar anualmente su presupuesto y el plan de 
sus trabajos dentro de las rentas que se le hubieren 
adjudicado. 


Artículo 58.- Se instalarán de inmediato Juntas Locales 
en todas aquellas jurisdicciones en que actuaban Consejos 
Auxiliares. 


Las Juntas Departamentales a propuesta del Intendente, 
podrán crear nuevas Juntas Locales en las poblaciones que 
ofrezcan algunas de las conductas siguientes: 


1) Que cuenten con más de 2.000 habitantes; 


2) Que tengan establecidas industrias agrícolas, fabriles 
u otras de significación equivalente, de evidente 
interés local. 


Artículo 59.- En las poblaciones que, sin ser Capital del 
Departamento, cuenten más de diez mil habitantes u ofrez- 
can interés nacional para el turismo; la ley por mayoría 
absoluta de votos de cada Cámara, podrá ampliar las facul- 
tades de gestión de las Juntas Locales, a iniciativa de las 
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mismas, de la Intendencia o de la mayoría de la Junta 
Departamental, sin perjuicio de la iniciativa parlamentaria. 


En el cómputo de la población a que se refiere este 
artículo se incluirán los habitantes de zonas inmediatas. 


Artículo 60.- Las Juntas Locales darán cuenta igual- 
mente del empleo de los fondos que les entregue el Inten- 
dente para servicios y necesidades locales. 


Sin perjuicio de los informes que en cualquier tiempo el 
Intendente solicite de ellas, cada año, antes del 31 de 
diciembre, le remitirán memoria sucinta de sus trabajos. 


La Intendencia deberá destinar el 70% de las rentas que 
se produzcan dentro de la jurisdicción de las Juntas Locales 
autónomas para los servicios y necesidades de las localida- 
des en que ellas actúen. 


Artículo 61.- Los Ediles Locales tendrán las mismas 
responsabilidades que los Ediles Departamentales y, como 
estos, están exentos de ellas por las opiniones o juicios que 
emitan en el desempeño de sus funciones, con propósitos 
de interés general. 


SECCION VIII 


DE LOS RECURSOS 


Artículo 62.- Los individuos o entidades privadas y los 
empleados de los Municipios, tienen el derecho de reclamar 
de los órganos que instituye la presente ley, o que de ellos 
dependan, la reposición o reforma de sus decretos, resolu- 
ciones o reglamentos, según los casos, dentro de los diez 
días siguientes a la fecha de su publicación o notificación, 
si se trata del Departamento de la Capital y dentro de los 
veinte días si se trata de los demás Departamentos de la 
República. 


Este recurso se resolverá dentro de los quince días de 
interpuesto salvo que se trate de un decreto o resolución de 
la Junta Departamental caso en el cual el plazo será de 
sesenta días. 


Artículo 63.- Si la resolución fuera desfavorable a la 
oposición de los interesados, estos podrán recurrir como 
sigue: 


1) Contra las dictadas por los órganos municipales 
inferiores que no dependan de Juntas Autónomas, o 
las dictadas por Juntas Locales Centralizadas, se 
deberá apelar para ante el Intendente dentro de los 
diez días siguientes a su notificación. 


2) Habrá lugar al mismo recurso para ante las Juntas 
Locales Autónomas, contra las resoluciones de los 
órganos de su dependencia. 
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3) Contra las resoluciones del Intendente o de las Jun- 
tas Locales Autónomas, ya sean originarias o dicta- 
das por vía de apelación, y siempre que estén relacio- 
nadas con materias propias de la competencia de las 
Juntas Departamentales según esta ley. Podrá ape- 
larse para ante estas dentro de los diez días siguien- 
tes asu publicación o notificación, según correspon- 
da. 


Las Juntas resolverán las cuestiones previstas en 
este inciso, dentro de los sesenta días siguientes a la 
interposición de los recursos; 


4) Contra la resolución del Intendente o de las Juntas 
Autónomas que no admitan recursos para ante las 
Juntas Departamentales, y contra las resoluciones 
de estas últimas tomadas por vía de oposición o 
apelación, solo podrá deducirse el recurso de segun- 
da revisión siempre que se invoquen hechos nuevos 
que lo justifiquen suficientemente a juicio del Inten- 
dente, o de las Juntas Departamentales o Autóno- 
mas, según los casos. 


El término que para recurrir se establece por este 
artículo, se duplicará cuando la resolución de que se 
trate emane de órganos municipales de los Departa- 
mentos que no sea el de la Capital. 


Artículo 64.- Si los individuos o entidades privadas, y 
los empleados municipales se considerasen lesionados en 
su derecho por un decreto o resolución de las Juntas 
Departamentales, o por un reglamento o resolución de los 
Intendentes o de las Juntas Locales Autónomas, podrán 
recurrir de ellos ante los Tribunales Judiciales, al efecto de 
la reparación civil, dentro de los diez días siguientes a la 
fecha de su publicación o notificación. El plazo será de 
veinte días cuando se trate de decretos, resoluciones o 
reglamentos de las autoridades municipales que no sean del 
Departamento de la Capital. 


No podrá recurrirse a la vía judicial contra los reglamen- 
tos y resoluciones de los Intendentes y Juntas Locales 
Autónomas, en los casos del número 3 del artículo anterior, 
sin haber apelado previamente para ante la Junta Departa- 
mental. 


Artículo 65.- Las cuestiones a que hace referencia el 
artículo precedente serán resueltas en primera instancia por 
los Jueces Letrados de Hacienda y de lo Contencioso- 
Administrativo en Montevideo y, en el interior, por los 
Jueces Letrados de primera instancia. 


Conocerá en segunda instancia la Suprema Corte de 
Justicia, y la de su sentencia cualquiera que ella sea; no 
habrá recurso alguno. 


El procedimiento será el de los juicios ordinarios de 
menor cuantía. 
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Artículo 66.- Siempre que deducido un recurso contra 
las decisiones de los órganos municipales, aquél no fuera 
resuelto dentro de los plazos señalados al efecto, la omisión 
se reputará resolución confirmatoria de la recurrida, y el 
término para los ulteriores recursos, o acciones que corres- 
pondan, se contará desde el día siguiente al vencimiento de 
dichos plazos. 


Artículo 67.- Según la gravedad del caso, las Juntas 
Departamentales cuando conozcan por vía de recursos, y 
las autoridades judiciales en cualquier instancia, podrán 
decretar la suspensión del acto reclamado. 


Artículo 68.- Los decretos y resoluciones de las Juntas 
y las resoluciones y reglamentos de los Intendentes, con- 
trarios a la Constitución o a las leyes, serán apelables para 
ante la Cámara de Representantes, por un tercio de la Junta, 
por trescientos ciudadanos inscriptos en el Departamento, 
o por el Poder Ejecutivo. 


La apelación deberá ser interpuesta dentro de los diez 
días, a contar desde que el decreto tenga fuerza ejecutoria, 
y este plazo será de veinte cuando el apelante fuere el Poder 
Ejecutivo. 


Si transcurridos sesenta días después de recibidos por 
la Cámara los antecedentes, no resolviera esta la apelación, 
el recurso se tendrá por no interpuesto. 


Artículo 69.- Interpuesto el recurso a que se refiere el 
artículo anterior, quedará en suspenso el derecho de los 
particulares de reclamar ante la justicia ordinaria (artículo 
64), quedando también en suspenso el trámite de las accio- 
nes que al efecto se hubieren deducido. 


El pronunciamiento de la Cámara de Representantes 
sobre dicho recurso dejará concluida la cuestión de legali- 
dad. 


Artículo 70.- Cuando la resolución apelada haya te- 
nido por objeto el aumento de las rentas departamen- 
tales, la apelación interpuesta no podrá tener efec- 
to suspensivo. Tampoco lo tendrá cuando la apelación 
se interponga en el segundo caso previsto por el artícu- 
lo 68. 


Artículo 71.- Los Intendentes o las Juntas Depar- 
tamentales podrán reclamar ante la Suprema Corte de 
Justicia, por cualquier lesión que se infiera a la autonomía 
del Departamento, señalando concretamente el precepto 
constitucional o legal violado, y en qué consiste la viola- 
ción. 


El procedimiento será el establecido por el Código de 
Procedimiento Civil para los incidentes, y la resolución a 
recaer solo será susceptible del recurso de revisión. 
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Artículo 72.- En cuanto a las demandas contra los ac- 
tos de las autoridades municipales, a que se refiere el 
Capítulo Il de la Sección XVII de la Constitución de 
la República, se estará a lo que establezca la ley respec- 
tiva. 


Artículo 73.- Los Tribunales Administrativos o los Ju- 
diciales, en caso de condenación del Municipio, harán 
declaración expresa sobre si hubo culpa grave que sea 
imputable a los miembros de las autoridades departamenta- 
les. 


Estos serán pasibles ante el Estado de la responsabili- 
dad civil consiguiente. 


En caso de declararse la existencia de culpa grave, se 
pasarán los autos al Fiscal que corresponda para hacer 
efectiva la responsabilidad de dichos miembros. 


SECCION IX 


DEL REFERENDUM 


Artículo 74.- El recurso de referéndum podrá entablarse 
por un quinto de los ciudadanos inscriptos del Departamen- 
to para que se deje sin efecto un decreto o resolución de la 
Junta Departamental. 


La declaración de que se quiere emplear este recurso 
deberá presentarse al Intendente dentro de los cuarenta 
días siguientes a la publicación del decreto o resolución de 
que se trata. 


Artículo 75.- Quedarán suspendidos los efectos del 
acto del cual se recurre al referéndum, hasta que se produz- 
ca este, desde el momento en que el Intendente reciba la 
declaración a que se refiere el artículo anterior. 


Artículo 76.- El referéndum deberá efectuarse pasados 
los treinta días y dentro de los sesenta siguientes a la fecha 
en que le sean presentadas al Intendente las peticiones 
populares. 


Corresponderá al Intendente, por medio de la Junta 
Electoral, disponer todo lo necesario para que el referéndum 
se efectúe. 


Los recurrentes al referéndum podrán solicitar que este 
se realice en la más próxima elección, caso en el cual el 
pedido de referéndum no tendrá efecto suspensivo. 


Artículo 77.- En el referéndum la votación se hará por sí 
o por no, y su resultado se publicará y tendrá fuerza ejecu- 
toria de inmediato. 
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SECCION X 


DELA INICIATIVA 


Artículo 78.- El quince por ciento de los inscriptos 
residentes en una localidad, tendrá el derecho de iniciativa 
ante su respectiva Junta en asuntos de dicha jurisdicción. 
La Junta local deberá considerar las proposiciones formu- 
ladas, dándoles trámite ante las autoridades competentes. 


Artículo 79.- El mismo porcentaje de inscriptos residen- 
tes en un Departamento, tendrá igual derecho de iniciativa 
ante la respectiva Junta Departamental. 


Esta deberá pronunciarse dentro de los sesenta días de 
recibida la iniciativa, y en caso de resolución negativa, lo 
hará saber al Intendente a fin de que proceda de conformi- 
dad con lo dispuesto por el artículo 76. 


Procederá también así el Intendente, en caso de que 
vencido el término a que se refiere el inciso anterior, la Junta 
no hubiere adoptado resolución, bastando al efecto el 
requerimiento de cualquiera de los firmantes de la iniciativa 
que acreditare en forma los extremos correspondientes. 


SECCION XI 


Artículo 80.- Se declaran en su fuerza y vigor las leyes 
y reglamentos que hasta aquí han regido, en todo lo que 
directa o indirectamente no se oponga a la presente ley. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 19.- Los miembros de las Juntas Departamenta- 
les para el período 1934-1938 serán designados por el Pre- 
sidente de la República en acuerdo con el Consejo de 
Ministros. 


Conjuntamente con los titulares serán designados hasta 
triple número de suplentes, que en caso de vacancia tempo- 
ral o definitiva sustituirán a los titulares con sus mismas 
atribuciones. 


En los demás casos reemplazarán automáticamente a los 
titulares, por ausencia o inasistencia de estos, ocupando el 
cargo mientras dure dicha ausencia o inasistencia. 


Artículo 2?.- Las Juntas Departamentales se reunirán 
inmediatamente después de ser designadas, a fin de proce- 
der a su instalación, y nombrar un Presidente y dos Vicepre- 
sidentes los que durarán un año en el ejercicio de sus 
cargos, pudiendo ser reelectos. 


Artículo 3".- Mientras en la Junta Departamental no se 
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dicte un reglamento, se regirá, en cuanto sea aplicable para 
su instalación y funcionamiento, por el Reglamento de la ex 
Junta Deliberante y si este no existiera, por el del ex Consejo 
de Administración Departamental. 


Artículo 49.- Los Intendentes para el período 1934-38, 
serán designados por el Presidente de la República en 
acuerdo con el Consejo de Ministros, conjuntamente con 
un primer y segundo suplentes, que en caso de vacancia 
temporal o definitiva sustituirán a los titulares con sus 
mismas atribuciones. 


Artículo 5*.- Los Intendentes para el período 1934-38, 
percibirán los sueldos que establezcan las leyes y decretos 
vigentes. 


Artículo 6%.- Las designaciones definitivas de 
Intendentes y Ediles se efectuarán dentro de los quince días 
siguientes a la promulgación de esta ley. 


Artículo 79.- El Poder Ejecutivo hará imprimir la presente 
ley y sus respectivos antecedentes. 


Artículo 8%.- Comuníquese, etc. 


Ley N* 12.809 de 
15 de diciembre de 1960 


Artículo 2?.- El Consejo Local Autónomo de Río Branco 
tendrá las facultades de gestión previstas en los artículos 
35,36 y 37 de la Ley N” 9.515, de 28 de octubre de 1935. 


Artículo 4%.- Los límites de su jurisdicción serán los que 
correspondan a la actual 3* Sección Judicial del departa- 
mento de Cerro Largo. 


Ley N? 16.494 de 
14 de junio de 1994 


Artículo 2%. (Territorio).- Ejercerá su competencia den- 
tro de los límites de la 7* Sección Judicial del departamento 
de Artigas. 


Ley N* 16.569 de 
5 de setiembre de 1994 


Artículo 1%. (Carácter electivo).- Decláranse electivos 
los cargos de Ediles de la Junta Local Autónoma de San 
Carlos, departamento de Maldonado. 


La elección de sus miembros se hará de conformidad con 
lo dispuesto en los numerales 3?) y 9?) del artículo 77 de la 
Constitución de la República. 


Los límites de su jurisdicción electoral serán los mismos 
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que están fijados actualmente 2?, 4” y 6? Secciones Judicia- 
les del departamento de Maldonado. 


Participarán en la elección solo los ciudadanos inscriptos 
en las respectivas jurisdicciones electorales. La Junta Elec- 
toral del departamento de Maldonado formará el padrón 
electoral correspondiente, de acuerdo con los criterios que 
determine la Corte Electoral y con la aprobación de esta. 
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Comisión de 
Constitución y Legislación 


ACTAN”166 


En Montevideo, el día primero de setiembre de dos mil 
nueve, ala hora catorce y diez minutos, se reúne la Comisión 
de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores. 
Asisten sus miembros, señora Senadora Margarita Percovich 
y señores Senadores Sergio Abreu, Antonio Gallicchio, 
Francisco Gallinal, Reinaldo Gargano, Gustavo Guarino y 
Víctor Semproni. 
Faltan con aviso los señores Senadores Luis A. Hierro y 
Carlos Moreira. 

Preside el señor Senador Reinaldo Gargano, Presidente de 
la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, señora 
Teresa Paredes y la Prosecretaria señora Ana Veríssimo. _ 
Asuntos entrados: 

19) Carpeta N* 1604/2009. FONDO DE GARANTIA PARA 
LA REESTRUCTURACION DEPASIVOS DELAS INSTITU- 
CIONES DE ASISTENCIA MEDICA COLECTIVA. Seregula 
el destino de los fondos de los tenedores de ingresos 
posteriores a la escisión del Sindicado Médico del Uru- 
guay. Proyecto de ley del Poder Ejecutivo. (Distribuido 
N? 3356/2009). Se reparte a los señores Senadores presen- 
tes junto con el Distribuido N* 3356/2009, Anexo lI, que 
contiene un comparativo entre los proyectos de ley remiti- 
dos por el Poder Ejecutivo y el aprobado por la Cámara de 
Representantes. 
29) Carpeta N* 1608/2009. PROCEDIMIENTO DE PEQUE- 
ÑAS CAUSAS. Se modifica el artículo 294 del Código Gene- 
ral del Proceso. Proyecto de ley con exposición de motivos 
presentado por integrante de la Bancada del Frente Amplio. 
(Distribuido N* 3355/2009). 
3?) Carpeta N* 1625/2009. DIA DELA NACION CHARRUA 
Y LA IDENTIDAD INDIGENA. Se declara el 11 de abril de 
cada año. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. (Sin distribuido a la fecha). 
- PorSecretaría se informa que el doctor Milton Cairoli, en 
su calidad de Presidente de la Comisión que estudia la 
reforma del Código Penal y la doctora Adriana Berezán, 
miembro de la Comisión que estudia la reforma del Código 
Procesal Penal presidida por el doctor Dardo Preza, han 
solicitado por su orden ser recibidos por la Comisión. Por 
disposición del señor Presidente se coordinó recibirlos el 
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próximo martes 8, ala hora 14:00 y 14:30, respectivamente. 
Se reparten los Distribuidos Nos. 3391/2009, conteniendo 
material aportado por el doctor Milton Cairoli y 3393/2009 
con una exposición de motivos que fundamenta el texto 
elaborado por la Comisión redactora del Código Procesal 
Penal. 

ORDENDEL DIA: 

1?) Carpeta N* 1608/2009. PROCEDIMIENTO DE PEQUE- 
ÑAS CAUSAS. Se modifica el artículo 294 del Código Gene- 
ral del Proceso. Proyecto de ley con exposición de motivos 
presentado por integrantes de la Bancada del Frente Am- 
plio. Distribuido N* 3355/2009. 
El señor Presidente propone considerar y aprobar el pro- 
yecto de ley. Los señores Senadores manifiestan su acuer- 
do. 

Se considera y se vota en general: 6 en 6. AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 

En consideración el artículo único. Se vota: 6 en 6. AFIR- 
MATIVA. Unanimidad. 

A propuesta del señor Presidente, se designa Miembro 
Informante (verbal) al señor Senador Antonio Gallicchio. _ 
El proyecto de ley aprobado, queda redactado de la siguien- 
te manera: 

“Artículo Unico.- Incorpórase como inciso final del artículo 
294 del Código General del Proceso, Ley N* 15.982, de 18 de 
octubre de 1988, el siguiente: 
“Asimismo, se exceptúan los procesos previstos en la Ley 
N* 18.507, de 26 de junio de 2009””. 
2?) Carpeta N* 1427/2008. DESCENTRALIZACION EN MA- 
TERIA DEPARTAMENTAL Y LOCAL Y PARTICIPACION 
CIUDADANA. Se determina un nuevo régimen. Proyecto 
de Ley aprobado por la Cámara de Representantes. (Distri- 
buido N* 3024/2008). 
El señor Presidente comunica que los señores Senadores 
integrantes de la Bancada del Frente Amplio están en con- 
diciones de aprobar el proyecto de ley y propone que la 
Comisión apruebe el texto que tiene aprobación de la Cáma- 
ra de Representantes. Seguidamente da lectura a las consi- 
deraciones que fundamenta tal decisión. 
El señor Senador Guarino expresa que actuó en la Cámara de 
Representantes en ocasión de considerarse el proyecto de 
ley de referencia y que participó en la elaboración del texto. 
Analiza los contenidos de las disposiciones que contiene 
el proyecto de ley y expresa que constituye un avance que 
crea en forma preceptiva y uniforme la instancia de gobierno 
que le da a los ciudadanos la herramienta para que gobier- 
nen su comunidad. 

La señora Senadora Percovich señala que el texto a consi- 
deración es una aspiración desde que se aprobó la reforma 
Constitucional y que es necesario aprobarlo con el compro- 
miso de modificar en una futura instancia las disposiciones 
que refieren el plano temporal. 
El señor Senador Semproni deja constancia de que conside- 
ra conveniente la aprobación del proyecto de ley en la 
redacción que le dio la Cámara de Representantes. 
El señor Presidente pone a votación en general el proyecto 
de ley. Se vota en general: 6 en 6. AFIRMATIVA. Unanimi- 
dad. 

En consideración particular: 
CAPITULOI-DELOS PRINCIPIOS GENERALES. 
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Artículo 1”.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Artículo 2”.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 3?.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Artículo 4?.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Artículo 5*.- Se vota: 5en6. AFIRMATIVA. 
CAPITULO [I- DELA MATERIA DEPARTAMENTAL Y 
LOCAL (O MUNICIPAL). 
Artículo 6”.- Se vota: 5 en 6. AFIRMATIVA. 


Artículo 7*.- Se vota: 5en6. AFIRMATIVA. 
El señor Senador Guarino informa que los numerales de este 
artículo cuentan con el acuerdo del Congreso de 
Intendentes. 

Artículo 8”.- Se vota: 5en6. AFIRMATIVA. 
CAPITULO II - INTEGRACION. 

Artículo 9?.- Se vota: 5en6. AFIRMATIVA. 
Artículo 10.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 11.-Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
CAPITULO IV - DELAS ATRIBUCIONES Y COMETIDOS 
DE MUNICIPIO Y SUS INTEGRANTES. 
Artículo 12.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 13.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 14.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 15.-Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
CAPITULO V - DELA INICIATIVA Y ELCONTROL. 
Artículo 16.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 17.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 18.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
CAPITULO VI- DELOS RECURSOS. 
Artículo 19.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 20.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 21.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
CAPITULO VII - DISPOSICIONES ESPECIALES. 

Artículo 22.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
CAPITULO VI! - DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
Artículo 23.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 24.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Artículo 25.- Se vota: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
A propuesta de la señora Senadora Percovich, se designa 
Miembro Informante (escrito) al señor Senador Gargano. _ 
El texto del proyecto de ley aprobado queda redactado de 
la siguiente manera: 
“CAPITULOI-DELOS PRINCIPIOS GENERALES 
Artículo 1”.- De acuerdo con lo previsto por los artículos 
262,287 y disposición transitoria Y) de la Constitución de 
la República, habrá una autoridad local que se denominará 
Municipio, configurando un tercer nivel de Gobierno y de 
Administración. 

Cada Municipio tendrá una población de al menos dos mil 
habitantes y su circunscripción territorial urbana y subur- 
bana deberá conformar una unidad, con personalidad social 
y cultural, con intereses comunes que justifiquen la existen- 
cla de estructuras políticas representativas y que faciliten 
la participación ciudadana. 
Podrá haber un Municipio en aquellas poblaciones que no 
alcancen el mínimo de habitantes requeridos por el presente 
artículo, si asílo dispone la Junta Departamental a iniciativa 
del Intendente. Para la constitución de Municipios dentro 
de las capitales departamentales se requerirá iniciativa del 
Intendente y aprobación de la Junta Departamental en 
concordancia con lo establecido por el inciso segundo del 
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artículo 262 de la Constitución de la República. 
Artículo 2?.- La Junta Departamental, a propuesta del Inten- 
dente, definirá la nómina de las localidades que cumplan 
con las condiciones establecidas para la creación de Muni- 
cipios y sus respectivos límites territoriales, estos podrán 
contener más de una circunscripción electoral, respetándo- 
se las ya existentes (Letra Y) de las Disposiciones Transi- 
torias y Especiales de la Constitución de la República). 
Artículo 3”.- Son principios cardinales del sistema de des- 
centralización local: 

1) La preservación de la unidad departamental territorial y 
política. 
2) La prestación eficiente de los servicios estatales ten- 
dientes a acercar la gestión del Estado a todos los habitan- 
tes. 

3) La gradualidad de la transferencia de atribuciones, po- 
deres jurídicos y recursos hacia los Municipios en el marco 
del proceso de descentralización. 
4) La participación de la ciudadanía. 
5) La electividad y la representación proporcional integral. 
6) La cooperación entre los Municipios para la gestión de 
determinados servicios públicos o actividades municipales 
en condiciones más ventajosas. 
Artículo 4”.- Los acuerdos previstos en el artículo 262 de la 
Constitución de la República, entre el Poder Ejecutivo y los 
Gobiernos Departamentales, podrán incluir la radicación de 
servicios y actividades del Estado para su ejecución por los 
Municipios. 
Artículo 5”.- Los Municipios instrumentarán la participa- 
ción activa de la sociedad en las cuestiones del Gobierno 
local. 

Cada Municipio creará los ámbitos necesarios y los meca- 
nismos adecuados, dependiendo de la temática y de los 
niveles organizativos de la sociedad, para que la población 
participe de la información, consulta, iniciativa y control de 
los asuntos de su competencia. 
Con el porcentaje establecido en el artículo 16 de la presente 
ley podrá entablarse el derecho de iniciativa ante el Muni- 
cipio, en caso de que estos ámbitos no sean establecidos. 
Pasados sesenta días sin que este se pronuncie, podrá 
presentarse dicha iniciativa ante la Junta Departamental. El 
no pronunciamiento de esta en un plazo de noventa días se 
considerará como denegatoria. 
CAPITULO II - DELA MATERIA DEPARTAMENTAL Y 
LOCAL (O MUNICIPAL) 
Artículo 6”.- La materia departamental estará constituida 
por: 
1) Los cometidos que la Constitución de la República y las 
leyes asignen a los Gobiernos Departamentales. 
2) Los asuntos que emerjan de acuerdos entre el Gobierno 
Nacional y el Departamental. 
3) La protección del ambiente y el desarrollo sustentable 
de los recursos naturales dentro de su jurisdicción. 
Artículo 7”.- La materia municipal estará constituida por: 
1) Los cometidos que la Constitución de la República y la 
ley determinen. 
2) Los asuntos que le son propios dentro de su circuns- 
cripción territorial. 
3) Los asuntos que, referidos a cuestiones locales, el Poder 
Ejecutivo, por intermedio del respectivo Gobierno Departa- 
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mental, acuerde asignar a los Municipios. us 
4) Los asuntos que resulten de acuerdos que puedan con- 
cretarse entre más de un Municipio del mismo departamen- 
to, con autorización del Intendente. 

5) Los asuntos que resulten de acuerdos entre los Gobier- 
nos Departamentales que puedan ejecutarse entre Munici- 
pios de más de un departamento. 
6) Los asuntos que el respectivo Gobierno Departamental 
asigne alos Municipios. 
Artículo 8?.- En aquellas zonas del territorio donde no exista 
Municipio, las competencias municipales serán ejercidas 
por el Gobierno Departamental. 
CAPITULO [Il - INTEGRACION 
Artículo 9”.- Los Municipios serán órganos integrados por 
cinco miembros y sus cargos serán de carácter electivo. 
Serán distribuidos por el sistema de representación propor- 
cional integral y su régimen de suplencias será el mismo que 
el de las Juntas Departamentales. 
Artículo 10.- Para integrar los Municipios se exigirán los 
mismos requisitos que para ser Edil departamental (artículo 
264 de la Constitución de la República) y se les aplicará el 
mismo régimen de incompatibilidades y prohibiciones. 
No podrán integrarlos los miembros de la Junta Departa- 
mental ni los Intendentes. 

Artículo 11.- El primer titular de la lista más votada del lema 
más votado dentro de la respectiva circunscripción territo- 
rial se denominará Alcalde y presidirá el Municipio. 
Los restantes miembros se denominarán Concejales y serán 
de carácter honorario. 

En caso de ausencia temporal o definitiva, el Alcalde será 
sustituido por sus funciones por el titular electo que le siga 
en la misma lista o, en su defecto, por el primer titular de la 
segunda lista más votada del lema más votado en la circuns- 
cripción. 
CAPITULOIVDE LAS ATRIBUCIONES Y COMETIDOS 
DEL MUNICIPIO Y SUS INTEGRANTES 


1) Cumplir y hacer cumplir la Constitución de la República, 
las leyes, los decretos y demás normas departamentales. _ 
2) Supervisar las oficinas de su dependencia y ejercer la 
potestad disciplinaria sobre sus funcionarios en el marco de 
la política de recursos humanos y de las disposiciones 
vigentes establecidas por el respectivo Gobierno Departa- 
mental. 

3) Ordenar gastos o inversiones de conformidad con lo 
establecido en el presupuesto quinquenal o en las respec- 
tivas modificaciones presupuestales y en el respectivo plan 
financiero, así como en las disposiciones vigentes. 
4) Administrar eficaz y eficientemente los recursos finan- 
cieros y humanos a su cargo para la ejecución de sus 
cometidos. 

5) Designar representantes del Municipio en actividades 
de coordinación y promoción del desarrollo regional. 
6) Promover la capacitación y adiestramiento de sus fun- 
cionarios para el mejor cumplimiento de sus cometidos. 
7) Aplicar las multas por transgresiones a los decretos 
departamentales cuyo contralor se les asigne. 
8) Velar por el respeto de los derechos y garantías funda- 
mentales de los habitantes. 

9) Las demás atribuciones que les asigne el Intendente. _ 
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10) Requerir el auxilio de la fuerza pública siempre que 
resulte necesario para el cumplimiento de sus funciones. _ 


plimiento de sus cometidos. 
2) Elaborar anteproyectos de decretos y resoluciones, los 
que serán propuestos al Intendente para su consideración 
alos efectos de que, si correspondiera, ejerza su iniciativa 
ante la Junta Departamental. 
3) Colaborar en la realización y mantenimiento de obras 
públicas que se realicen en su jurisdicción. 
4) Elaborar programas zonales y adoptar las medidas pre- 
ventivas que estime necesarias en materia de salud e higie- 
ne, protección del ambiente, todo ello sin perjuicio de las 
competencias de las autoridades nacionales y departamen- 
tales, según las normas vigentes en la materia. 
5) Adoptar las medidas tendientes a conservar y mejorar 
los bienes y edificaciones, especialmente aquellos que 
tengan valor histórico o artístico. 
6) Atender lo relativo a la vialidad y el tránsito, el mante- 
nimiento de espacios públicos, alumbrado público y 
pluviales, sin perjuicio de las potestades de las autoridades 
departamentales al respecto. 
7) Atender los servicios de necrópolis y de recolección y 
disposición final de residuos, que les sean asignados por la 
Intendencia Departamental. 
8) Colaborar en la vigilancia de la percepción de las rentas 
departamentales. 
9) Colaborar con las autoridades departamentales dentro 
de las directrices que estas establezcan en materia de ferias 
y mercados, proponiendo su mejor ubicación de acuerdo 
con las necesidades y características de sus zonas, coope- 
rando asimismo en su vigilancia y fiscalización. 
10) Colaborar con los demás organismos públicos en el 
cumplimiento de tareas y servicios que les sean comunes o 
que resulten de especial interés para la zona, promoviendo 
la mejora de la gestión de los mismos. 
11) Adoptar las medidas que estimen convenientes para el 
desarrollo de la ganadería, la industria y el turismo, en 
coordinación con el Gobierno Departamental, y sin perjui- 
cio de las atribuciones de las autoridades nacionales y 
departamentales en la materia. 
12) Formular y ejecutar programas sociales y culturales 
dentro de su jurisdicción, estimulando el desarrollo de 
actividades culturales locales. 

13) Emitir opinión sobre las consultas que, a través del 
Gobierno Departamental, les formule el Poder Ejecutivo, en 
materia de proyectos de desarrollo local. 
14) Colaborar en la gestión de los proyectos referidos en el 
numeral anterior cuando así se haya acordado ante el Go- 
bierno Departamental y el Poder Ejecutivo y exista interés 
así como capacidad suficiente para el cumplimiento de la 
actividad por el Municipio. 
15) Adoptar las medidas urgentes necesarias en el marco de 
sus facultades, coordinando y colaborado con las autorida- 
des nacionales respectivas, en caso de accidentes, incen- 
dios, inundaciones y demás catástrofes naturales comuni- 
cándolas de inmediato al Intendente, estando a lo que este 
disponga. 
16) Colaborar en la gestión de políticas públicas nacionales 
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cuando así se haya acordado entre el Gobierno Departamen- 
tal y el Poder Ejecutivo. 
17) Crear ámbitos de participación social. e 
18) Rendir cuenta anualmente ante el Gobierno Departamen- 
tal de la aplicación de los recursos que hubiera recibido para 
la gestión municipal o para el cumplimiento de funciones 
que se hubieran expresamente delegado en la autoridad 
municipal. 
19) Presentar anualmente ante los habitantes del Municipio, 
en régimen de Audiencia Pública, un informe sobre la ges- 
tión desarrollada en el marco de los compromisos asumidos, 
y los planes futuros. 
Artículo 14.- Son atribuciones del Alcalde: 
1) Presidir las sesiones del Municipio y resolver por doble 
voto las decisiones en caso de empate entre sus integran- 
tes. 

2) Dirigir la actividad administrativa del Municipio. _ 
3) Ejercer la representación del Municipio, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el numeral 5) del artículo 12 de la presente 
ley. 
4) Proponeral Municipio planes y programas de desarrollo 
local que estime convenientes para su mejor desarrollo. 
5) Ordenar los pagos municipales de conformidad con lo 
establecido en el presupuesto quinquenal o en las respec- 
tivas modificaciones presupuestales y en el respectivo plan 
financiero, así como en las disposiciones vigentes. 
6) Adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de 
los cometidos municipales, pudiendo, asimismo, disponer 
del personal, recursos materiales y financieros para cumplir 
con los servicios municipales esenciales vinculados a se- 
guridad e higiene. 
También podrá disponer de esas medidas y de esos recur- 
sos en caso de urgencia, dando cuenta en este caso al 
Municipio en la primera sesión y estando a lo que este 
resuelva. 

Artículo 15.- Son atribuciones de los Concejales: 
1) Participar en las sesiones del Municipio y emitir su voto 
a fin de adoptar las decisiones del órgano por la mayoría 
simple de sus integrantes. 
2) Ejercer el contralor sobre el ejercicio de las atribuciones 
del Alcalde. 

3) Representar al Municipio cuando este así lo disponga. 
4) Proponer al Cuerpo planes y programas de desarrollo 
local que estime convenientes para su mejor desarrollo, sin 
perjuicio de las atribuciones de las autoridades nacionales 
y departamentales en la materia. 
5) Colaborar con el Alcalde para el normal desempeño de 
los cometidos municipales. 
6) Ejercer las atribuciones previstas en el numeral 10) del 
artículo 12 de la presente ley. 
CAPITULO V - DELA INICIATIVA Y ELCONTROL 
Artículo 16.- El 15% (quince por ciento) de los ciudadanos 
inscriptos en una localidad o circunscripción tendrá el 
derecho de iniciativa ante el Gobierno Departamental en los 
asuntos de su competencia, incluida la iniciativa para cons- 
tituirse en Municipio. 
En este caso la Junta Departamental, a iniciativa del Inten- 
dente, podrá disponer la creación del Municipio respectivo, 
aunque se trate de una población de menos de 2.000 habi- 
tantes. 
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Artículo 17.- Los actos administrativos generales y los 
particulares de los Municipios admitirán los recursos de 
reposición y, conjunta y subsidiariamente el de apelación, 
ante el Intendente. 

Serán de aplicación los plazos establecidos en el artículo 
317 de la Constitución de la República. 
Artículo 18.- La Junta Departamental tendrá sobre los 
Municipios los mismos controles que ejerce sobre la Inten- 
dencia Municipal. 
Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 296 de la 
Constitución de la República. 
CAPITULO VI - DELOS RECURSOS 

Artículo 19.- La gestión de los Municipios se financiará: 
1) Conlos fondos que les destinen los Gobiernos Departa- 
mentales. 

2) Conlos recursos que les asigne el Presupuesto Nacional 
en el Fondo de Incentivo para la Gestión de los Municipios, 
que se creará a dicho efecto a partir de fondos que no 
afecten los que actualmente se destinan a los Gobiernos 
Departamentales, se tendrán en cuenta criterios de equidad 
e indicadores de gestión, además del mantenimiento de la 
relación entre número de funcionarios y población, en el 
período inmediatamente anterior. 
Artículo 20.- El Gobierno Departamental proveerá los recur- 
sos humanos y materiales necesarios alos Municipios, a los 
efectos de que estos puedan cumplir con sus atribuciones, 
en el marco del presupuesto quinquenal y las modifica- 
ciones presupuestales aprobadas por la Junta Departamen- 
tal. 

Artículo 21.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del 
Congreso de Intendentes, propondrá las normas legales 
que estime necesarias para determinar adecuadamente el 
gasto público en políticas sociales de los Gobiernos Depar- 
tamentales. Dicho gasto deberá ser considerado en la forma 
de distribución de recursos que determina el literal C) del 
artículo 214 de la Constitución de la República. 
CAPITULO VI - DISPOSICIONES ESPECIALES 
Artículo 22.- Las Juntas Locales Autónomas Electivas de 
San Carlos, de Bella Unión y de Río Branco, con sus actuales 
jurisdicciones, se convertirán en Municipios, de acuerdo 
con las disposiciones de la presente ley, manteniendo 
además de las facultades de gestión en esta previstas, las 
establecidas en las Leyes N* 16.569, de 5 de setiembre de 
1994, N* 16.494, de 14 de junio de 1994, y N” 12.809, de 15 
de diciembre de 1960, respectivamente. 
CAPITULO VIII - DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Artículo 23.- Las Juntas Locales integradas al momento de 
la promulgación de la presente ley pasarán a ser Munici- 
pios, a partir de la elección de sus autoridades en el año 
2010, de acuerdo con lo establecido en el inciso tercero del 
numeral 9?) del artículo 77 de la Constitución de la Repúbli- 
ca. 

Artículo 24.- En todas las poblaciones de más de 5.000 
habitantes se instalarán estos Municipios a partir del año 
2010. Las restantes lo harán a partir del año 2015. En los 
departamentos donde existan menos de dos Municipios 
electivos en el año 2010, se incluirán las localidades inme- 
diatamente siguientes en orden decreciente -de acuerdo 
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con su cantidad de población- hasta completar la cifra de 
dos por departamento, sin incluir la capital departamental. 
Dichas localidades deberán cumplir los requisitos esta- 
blecidos en el inciso segundo del artículo 1” de la presente 
ley. 
Artículo 25.- Los Gobiernos Departamentales deberán dar 
cumplimiento al procedimiento previsto en el artículo 2” de 
la presente ley, en un plazo de ciento veinte días contados 
a partir de su promulgación. 
Vencido dicho plazo, o no habiéndose incluido todas las 
localidades que cumplan las condiciones establecidas en el 
referido artículo y en el artículo 23 de la presente ley, el 
Poder Ejecutivo elaborará la nómina correspondiente te- 
niendo en cuenta los datos de población que suministrará 
el Instituto Nacional de Estadística y la remitirá a la Asam- 
blea General. Pasados sesenta días, la misma se tendrá por 
aprobada”. 
RESOLUCIONES: 

1% Sesionar nuevamente el próximo martes 8; recibir a la 
hora 14:00 a los señores Presidente e integrantes de la 
Comisión que elaboró el texto de reformar del Código Penal 
y a las 14:30 horas al señor Presidente e integrantes de la 
Comisión que elaboró el texto de reforma del Código Proce- 
sal Penal. 

2%) Comenzar el tratamiento del proyecto de ley, aprobado 
por la Cámara de Representantes, por el que se reconoce la 
validez y eficacia jurídica del documento electrónico y 
firma electrónica. (Carpeta N* 1558/2009 - Distribuido 
N* 3266/2009). Asimismo, se resuelve convocar a los repre- 
sentantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay, 
quienes oportunamente solicitaron audiencia con motivo 
de la consideración de este proyecto de ley. 
39) Incluir en el Orden del Día las siguientes Carpetas: 
- Carpeta N* 1625/2009. DIA DELA NACION CHARRUA 
Y LA IDENTIDAD INDIGENA. Se declara el 11 de abril de 
cada año. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. 
- Carpeta N” 1578/2009. CODIGO CIVIL. Se sustituye el 
numeral 1? del artículo 9” referido a la edad requerida para 
contraer matrimonio. Proyecto de ley con exposición de 
motivos presentado por los señores Senadores integrantes 
de la Bancada del Frente Amplio. Distribuido N* 3294/2009. 
- Carpeta N* 1521/2009. DECLARACION JUDICIAL DE 
CONCURSO Y ORGANIZACION EMPRESARIAL. Se modi- 
fica la Ley N* 18.387, de 23 de octubre de 2008. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. (Distribuido 
N* 3196/2009). 
A la hora quince y diez minutos, se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta, que una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria 
de la Comisión. 


Reinaldo Gargano 
Presidente 


Teresa Paredes 
Secretaria." 
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"Carp. N* 1427/08 
Rep. N* 1143/09 
Anexo 


COMPARATIVO 


PROYECTO DE LEY DEL PODER EJECUTIVO 


CAPITULOI 


DE LOS PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1?.- De acuerdo a lo previsto en los artículos 
262,287 y disposición transitoria Y) de la Constitución 
de la República, habrá una autoridad local que se deno- 
minará Municipio, configurando un tercer nivel de go- 
bierno. 


Cada Municipio tendrá una población de al menos 
dos mil habitantes y su circunscripción territorial deberá 
conformar una unidad, con personalidad social y cultu- 
ral, con intereses comunes que justifiquen la existencia 
de estructuras políticas representativas y que faciliten 
la participación ciudadana. 


También podrá haber uno o más Municipios en las 
plantas urbanas de las capitales departamentales, al 
igual que en aquellas poblaciones que no alcancen el 
mínimo de habitantes requeridos por el presente artícu- 
lo, si así lo dispone la Junta Departamental a iniciativa 
del Intendente. 


Artículo 2%.- A los efectos de la sanción del decreto 
reglamentario de la presente ley, dentro de los noventa 
días contados a partir de la promulgación de la misma, 
las Intendencias remitirán al Poder Ejecutivo la nómina 
de las poblaciones que cumplan con las condiciones 
establecidas para la creación de Municipios y sus res- 
pectivos límites, los que deberán respetar las circuns- 
cripciones electorales existentes. 


Vencido dicho plazo, el Poder Ejecutivo elaborará la 
nómina correspondiente. 
Artículo 3".- Son principios cardinales del sistema 


de descentralización local: 


1) la preservación de la unidad departamental; 


C/mod. 


Sust. 


C/mod. 


PROYECTO DE LEY APROBADO 
POR LA CAMARA DE REPRESENTANTES 


CAPITULOI 


DE LOS PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1%.- De acuerdo con lo previsto por los 
artículos 262, 287 y disposición transitoria Y) de la 
Constitución de la República, habrá una autoridad local 
que se denominará Municipio, configurando un tercer 
nivel de Gobierno y de Administración. 


Cada Municipio tendrá una población de al menos 
dos mil habitantes y su circunscripción territorial urbana 
y suburbana deberá conformar una unidad, con persona- 
lidad social y cultural, con intereses comunes que justi- 
fiquen la existencia de estructuras políticas representa- 
tivas y que faciliten la participación ciudadana. 


Podrá haber un Municipio en aquellas poblaciones 
que no alcancen el mínimo de habitantes requeridos por 
el presente artículo, si así lo dispone la Junta Departa- 
mental a iniciativa del Intendente. Para la constitución 
de Municipios dentro de los capitales departamentales 
se requerirá iniciativa del Intendente y aprobación de la 
Junta Departamental en concordancia con lo estableci- 
do por el inciso segundo del artículo 262 de la Consti- 
tución de la República. 


Artículo 2*.- La Junta Departamental, a propuesta 
del Intendente, definirá la nómina delas localidades que 
cumplan con las condiciones establecidas para la crea- 
ción de Municipios y sus respectivos límites territoria- 
les, estos podrán contener más de una circunscripción 
electoral, respetándose las ya existentes (Letra Y) de 
las Disposiciones Transitorias y Especiales de la Cons- 
titución de la República. 


Artículo 39.- Son principios cardinales del sistema de 
descentralización local: 


1) La preservación de la unidad departamental terri- 
torial y política. 
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2) la prestación eficiente de los servicios estatales 
tendientes a acercar la gestión del Estado a todos 
los habitantes; 


3) la gradualidad de la transferencia de atribucio- 
nes, poderes jurídicos y recursos hacia los Muni- 
cipios en el marco del proceso de descentraliza- 
ción; 


4) la participación de la ciudadanía; 


5) la electividad y la representación proporcional 
integral; 


6) la cooperación entre los Municipios para la ges- 
tión de determinados servicios públicos o activi- 
dades municipales en condiciones más ventajo- 
sas. 


Artículo 4%.- Los acuerdos previstos en el artículo 
262 de la Constitución podrán incluir la radicación de 
servicios y actividades del Estado para su ejecución por 
los Municipios. 


Artículo 5%.- Los Municipios fomentarán la partici- 
pación activa de la sociedad en las cuestiones del go- 
bierno local. 


Cada Municipio creará ámbitos de información, con- 
sulta y control con su población acerca de los asuntos 
desu competencia. 


CAPITULO HI 


DELA MATERIA DEPARTAMENTAL Y LOCAL (O 
MUNICIPAL) 


Artículo 6%.- La materia departamental estará cons- 
tituida por: 


1) los cometidos que la Constitución y las leyes 
asignen a los Gobiernos Departamentales. 


2) todo lo concerniente a los asuntos que le son 
propios dentro de su jurisdicción sin perjuicio de 
la materia municipal; 
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2) La prestación eficiente de los servicios estatales 
tendientes a acercar la gestión del Estado a todos 
los habitantes. 


3) La gradualidad de la transferencia de atribucio- 
nes, poderes jurídicos y recursos hacia los muni- 
cipios en el marco del proceso de descentraliza- 
ción. 


4) La participación de la ciudadanía. 


5) La electividad y la representación proporcional 
integral. 


6) La cooperación entre los Municipios para la ges- 
tión de determinados servicios públicos o activi- 
dades municipales en condiciones más ventajo- 
sas. 


Artículo 49.- Los acuerdos previstos en el artículo 
262 de la Constitución de la República, entre el Poder 
Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, podrán in- 
cluir la radicación de servicios y actividades del Estado 
para su ejecución por los Municipios. 


Artículo 5%.- Los Municipios instrumentarán la par- 
ticipación activa de la sociedad en las cuestiones del 
Gobierno local. 


Cada Municipio creará los ámbitos necesarios y los 
mecanismos adecuados, dependiendo de la temática y de 
los niveles organizativos de la sociedad, para que la 
población participe dela información, consulta, inicia- 
tiva y control delos asuntos de su competencia. 


Con el porcentaje establecido en el artículo 16 de la 
presente ley podrá entablarse el derecho de iniciativa 
ante el Municipio, en caso de que estos ámbitos no sean 
establecidos. Pasados sesenta días sin que este se pro- 
nuncie, podrá presentarse dicha iniciativa ante la Junta 
Departamental. El no pronunciamiento de esta en un 
plazo de noventa días se considerará como denegatoria. 


CAPITULO ll 


DELA MATERIA DEPARTAMETNAL Y LOCAL (O 
MUNICIPAL) 


Artículo 6*.- La materia departamental estará cons- 
tituida por: 


1) Los cometidos que la Constitución de la Repúbli- 
ca y las leyes asignen a los Gobiernos Departa- 
mentales. 


2) Los asuntos que emerjan de acuerdos entre el 
Gobierno Nacional y el Departamental. 
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3) los asuntos que el Poder Ejecutivo haya delegado 
al gobierno departamental o que emerjan de acuer- 
dos entre el gobierno nacional y el departamental. 


4) la protección del ambiente y el desarrollo susten- 
table de los recursos naturales dentro de su juris- 
dicción. 


Artículo 7*.- La materia municipal estará constituida 
por: 


1) los cometidos que la Constitución y la ley deter- 
minen; 


2) los asuntos que le son propios dentro de su 
circunscripción territorial; 


3) los asuntos que le delegue el Poder Ejecutivo o el 
gobierno departamental o los que resulten de 
acuerdos con ellos; 


4) los asuntos que resulten de acuerdos que puedan 
concretarse con uno o más Municipios del mismo 
departamento o de otros departamentos del país. 


Artículo 8*.- En aquellas zonas del territorio donde 
no exista Municipio, las competencias municipales se- 
rán ejercidas por el Gobierno Departamental. 


CAPITULO!HIIL 
INTEGRACION 


Artículo 9%.- Los Municipios serán órganos integra- 
dos por cinco miembros y sus cargos serán de carácter 
honorario y electivo. 


Serán distribuidos por el sistema de la representa- 
ción proporcional integral y su sistema de suplencias 
será el mismo que el de la Cámara de Representantes. 


Artículo 10.- Para integrar los Municipios se reque- 
rirán las mismas calidades que para ser Edil departa- 
mental y seles aplicará el mismo régimen de incompati- 
bilidades y prohibiciones. 
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3) Laprotección del ambiente y el desarrollo susten- 
table de los recursos naturales dentro de su juris- 
dicción. 


Artículo 7*.- La materia municipal estará constituida 
por: 


1) Los cometidos que la Constitución de la Repúbli- 
ca y la ley determinen. 


2) Los asuntos que le son propios dentro de su 
circunscripción territorial. 


3) Los asuntos que, referidos a cuestiones locales, 
el Poder Ejecutivo, por intermedio del respectivo 
Gobierno Departamental, acuerde asignar a los 
Municipios. 


4) Los asuntos que resulten de acuerdos que pue- 
dan concretarse entre más de un Municipio del 
mismo departamento, con autorización del Inten- 
dente. 


5) Los asuntos que resulten de acuerdos entre los 
Gobiernos Departamentales que puedan ejecu- 
tarse entre Municipios de más de un departamen- 
to. 


6) Los asuntos que el respectivo Gobierno Departa- 
mental asigne a los Municipios. 


Artículo 8?.- En aquellas zonas del territorio donde 
no exista Municipio, las competencias municipales se- 
rán ejercidas por el Gobierno Departamental. 


CAPITULO!HIIL 
INTEGRACION 


Artículo 9%.- Los Municipios serán órganos integra- 
dos por cinco miembros y sus cargos serán de carácter 
electivo. 


Serán distribuidos por el sistema de representación 
proporcional integral y su régimen de suplencias será el 
mismo que el de las Juntas Departamentales. 


Artículo 10.- Para integrar los Municipios se exigi- 
rán los mismos requisitos que para ser Edil departamen- 
tal (artículo 264 de la Constitución de la República) y se 
les aplicará el mismo régimen de incompatibilidades y 
prohibiciones. 
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No podrán integrarlos los miembros de la Junta De- 
partamental ni los Intendentes. 


Artículo 11.- El primer titular de la lista más votada 
del lema más votado dentro de la respectiva circunscrip- 
ción territorial se denominará Alcalde y presidirá el 
Municipio. Los restantes miembros se denominarán Con- 
cejales. 


En caso de ausencia temporal o definitiva, el Alcalde 
será sustituido en sus funciones por el titular que le siga 
en la misma lista en el caso que ocupe un cargo de 
Concejal. En el caso contrario, asumirá las funciones 
de Alcalde el primer titular de la segunda lista más 
votada del lema más votado en la circunscripción. 


CAPITULOIV 


DELAS ATRIBUCIONES Y COMETIDOS DEL 
MUNICIPIO Y SUS INTEGRANTES 


Artículo 12.- Son atribuciones de los Municipios: 


1) cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, 
las normas y resoluciones departamentales; 


2) supervisar las oficinas de su dependencia y ejer- 
cer la potestad disciplinaria sobre sus funciona- 
rios; 


3) ordenar gastos o inversiones de conformidad con 
las disposiciones vigentes; 


4) administrar eficaz y eficientemente los recursos 
financieros y humanos a su cargo para la ejecu- 
ción de los cometidos a su cargo; 


5) promover la capacitación y adiestramiento de sus 
funcionarios para el mejor cumplimiento de sus 
cometidos; 


6) velar por el respeto de los derechos y garantías 
fundamentales de los habitantes; 
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No podrán integrarlos los miembros de la Junta De- 
partamental ni los Intendentes. 


Artículo 11.- El primer titular de la lista más votada 
del lema más votado dentro de la respectiva circunscrip- 
ción territorial se denominará Alcalde y presidirá el 
Municipio. 


Los restantes miembros se denominarán Concejales 
y serán de carácter honorario. 


En caso de ausencia temporal o definitiva, el Alcalde 
será sustituido en sus funciones por el titular electo que 
le siga en la misma lista o, en su defecto, por el primer 
titular de la segunda lista más votada del lema más 
votado en la circunscripción. 


CAPITULO IV 


DE LAS ATRIBUCIONES Y COMETIDOS DEL 
MUNICIPIO Y SUS INTEGRANTES 


Artículo 12.- Son atribuciones de los Municipios: 


1) Cumplir y hacer cumplir la Constitución de la 
República, las leyes, los decretos y demás normas 
departamentales. 


2) Supervisar las oficinas de su dependencia y ejer- 
cer la potestad disciplinaria sobre sus funciona- 
rios en el marco de la política de recursos huma- 
nos y de las disposiciones vigentes establecidas 
por el respectivo Gobierno Departamental. 


3) Ordenar gastos o inversiones de conformidad 
con lo establecido en el presupuesto quinquenal 
o en las respectivas modificaciones presu- 
puestales y en el respectivo plan financiero, así 
como en las disposiciones vigentes. 


4) Administrar eficaz y eficientemente los recursos 
financieros y humanos a su cargo para la ejecu- 
ción de sus cometidos. 


5) Designar representantes del Municipio en activi- 
dades de coordinación y promoción del desarro- 
Ho regional. 


6) Promover la capacitación y adiestramiento de sus 
funcionarios para el mejor cumplimiento de sus 
cometidos. 


7) Aplicar las multas por transgresiones alos decre- 
tos departamentales cuyo contralor se les asig- 
ne. 


8) Velar por el respeto de los derechos y garantías 
fundamentales de los habitantes. 
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7) las demás atribuciones que les delegue el Inten- 
dente. 


Artículo 13.- Son cometidos de los Municipios: 


1) dictar las resoluciones que correspondan al cabal 
cumplimiento de sus cometidos; 


2) elaborar anteproyectos de decretos y resolucio- 
nes, los que serán propuestos a la Junta Depar- 
tamental o al Intendente según los casos, para su 
consideración; 


3) colaborar en la realización y mantenimiento de 
obras públicas con cargo a los recursos del Go- 
bierno Departamental; 


4) elaborar programas zonales y adoptar las medidas 
preventivas que estime necesarias en materia de 
salud e higiene, protección del ambiente, todo 
ello sin perjuicio de las competencias de las auto- 
ridades nacionales y departamentales, según las 
normas vigentes en la materia; 


5) adoptar las medidas tendientes a conservar y 
mejorar los bienes y edificaciones, especialmente 
aquellos que tengan valor histórico o artístico; 


6) atender lo relativo a la vialidad y el tránsito, sin 
perjuicio de las potestades de las autoridades 
departamentales al respecto; 


7) cooperar en el cumplimiento de las potestades 
departamentales de fiscalización sobre construc- 
ción de cercos y veredas y espectáculos públicos; 


8) vigilar la percepción de las rentas departamenta- 
les; 


9) colaborar con las autoridades departamentales 
dentro de las directrices que estas establezcan en 
materia de ferias y mercados, proponiendo su 
mejor ubicación de acuerdo con las necesidades 
y características de sus zonas, cooperando asi- 
mismo en su vigilancia y fiscalización; 


10) aplicar las multas por transgresiones alos decre- 
tos departamentales cuyo contralor se les come- 
ta; 
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9) Las demás atribuciones que les asigne el Intenden- 
te. 


10) Requerir el auxilio de la fuerza pública siempre 
que resulte necesario para el cumplimiento de 
sus funciones. 


Artículo 13.- Son cometidos de los Municipios: 


1) Dictar las resoluciones que correspondan al cabal 
cumplimiento de sus cometidos. 


2) Elaborar anteproyectos de decretos y resolucio- 
nes, los que serán propuestos al Intendente para 
su consideración a los efectos de que, si corres- 
pondiera, ejerza su iniciativa ante la Junta De- 
partamental. 


3) Colaborar en la realización y mantenimiento de 
obras públicas que se realicen en su jurisdic- 
ción. 


4) Elaborar programas zonales y adoptar las medi- 
das preventivas que estime necesarias en materia 
de salud e higiene, protección del ambiente, todo 
ello sin perjuicio de las competencias de las auto- 
ridades nacionales y departamentales, según las 
normas vigentes en la materia. 


5) Adoptar las medidas tendientes a conservar y 
mejorar los bienes y edificaciones, especialmente 
aquellos que tengan valor histórico o artístico. 


6) Atender lo relativo a la vialidad y el tránsito, el 
mantenimiento de espacios públicos, alumbrado 
público y pluviales, sin perjuicio de las potesta- 
des de las autoridades departamentales al respec- 
to. 


7) Atender los servicios de necrópolis y de recolec- 
ción y disposición final de residuos, que les sean 
asignados por la Intendencia Departamental. 


8) Colaborar en la vigilancia de la percepción de las 
rentas departamentales. 


9) Colaborar con las autoridades departamentales 
dentro de las directrices que estas establezcan en 
materia de ferias y mercados, proponiendo su 
mejor ubicación de acuerdo con las necesidades 
y características de sus zonas, cooperando asi- 
mismo en su vigilancia y fiscalización. 
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11) colaborar con los demás organismos públicos en 
el cumplimiento de tareas y servicios que le sean 
comunes o que resulten de especial interés para 
la zona, promoviendo la mejora de la gestión de 
los mismos; 


12) adoptar las medidas que estimen convenientes 
para el desarrollo de la ganadería, la agricultura, 
la industria y el turismo, sin perjuicio de las atri- 
buciones de las autoridades nacionales y depar- 
tamentales en la materia; 


13) formular y ejecutar programas sociales y cultura- 
les dentro de su jurisdicción, estimulando el de- 
sarrollo de actividades culturales locales; 


14) emitir opinión respecto de las consultas que les 
formule el Poder Ejecutivo en materia de proyec- 
tos de desarrollo local; 


15) colaborar en la gestión de los proyectos referidos 
en el numeral anterior cuando así lo solicite el 
Poder Ejecutivo y medie interés por el Municipio, 
quien deberá asimismo acreditar capacidad sufi- 
ciente para el cumplimiento de la actividad; 


16) adoptar las medidas urgentes necesarias en caso 
de accidentes, incendios, inundaciones y derrum- 
bes, comunicándolas de inmediato al Intendente 
y en coordinación con las autoridades nacionales 
respectivas; 


17) colaborar en la gestión de políticas públicas cuan- 
do así lo solicite el Poder Ejecutivo. 


18) crear ámbitos de participación social; 


19) rendir cuenta anualmente ante el Gobierno Depar- 
tamental o el nacional, de la aplicación de los 
recursos que estos hubieran aportado para la 
concreción de la gestión municipal o para el cum- 
plimiento de funciones que hubieran expresamen- 
te delegado en la autoridad municipal; 


20) presentar un informe anual en audiencia pública 
sobre la gestión cumplida y sus planes. 


Artículo 14.- Son atribuciones del Alcalde: 


1) Presidir las sesiones del Municipio y resolver por 
doble voto las decisiones en caso de empate entre 
sus integrantes; 
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10) Colaborar con los demás organismos públicos en 
el cumplimiento de tareas y servicios que les sean 
comunes o que resulten de especial interés para 
la zona, promoviendo la mejora de la gestión de 
los mismos. 


11) Adoptar las medidas que estimen convenientes 
para el desarrollo de la ganadería, la industria y el 
turismo, en coordinación con el Gobierno Depar- 
tamental y sin perjuicio de las atribuciones de las 
autoridades nacionales y departamentales en la 
materia. 


12) Formular y ejecutar programas sociales y cultura- 
les dentro de su jurisdicción, estimulando el de- 
sarrollo de actividades culturales locales. 


13) Emitir opinión sobre las consultas que, a través 
del Gobierno Departamental, les formule el Poder 
Ejecutivo en materia de proyectos de desarrollo 
local. 


14) Colaborar en la gestión de los proyectos referidos 
en el numeral anterior anterior cuando así se haya 
acordado entre el Gobierno Departamental y el 
Poder Ejecutivo y exista interés así como capaci- 
dad suficiente para el cumplimiento de la activi- 
dad por el Municipio. 


15) Adoptar las medidas urgentes necesarias en el 
marco de sus facultades, coordinando y colaborando 
con las autoridades nacionales respectivas, en caso 
de accidentes, incendios, inundaciones y demás 
catástrofes naturales comunicándolas de inme- 
diato al Intendente, estando a lo que este disponga. 


16) Colaborar en la gestión de políticas públicas na- 
cionales cuando así se haya acordado entre el 
Gobierno Departamental y el Poder Ejecutivo. 


17) Crear ámbitos de participación social. 


18) Rendir cuenta anualmente ante el Gobierno De- 
partamental de la aplicación de los recursos que 
hubiera recibido para la gestión municipal o para el 
cumplimiento de funciones que se hubieran expresa- 
mente delegado en la autoridad municipal. 


19) Presentar anualmente ante los habitantes del Mu- 
nicipio, en régimen de Audiencia Pública, un infor- 
mesobre la gestión desarrollada en el marco delos 
compromisos asumidos, y los planes futuros. 


Artículo 14.- Son atribuciones del Alcalde: 
1) Presidir las sesiones del Municipio y resolver por 


doble voto las decisiones en caso de empate 
sobre sus integrantes. 
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2) dirigir la actividad administrativa del Municipio; 


3) ejercer la representación del Municipio, 


4) designar representantes del Municipio en activi- 
dades de coordinación y promoción del desarro- 
Mo regional; 


5) proponer al Municipio planes y programas de 
desarrollo local que estime convenientes para su 
mejor desarrollo; 


6) ordenar los gastos municipales de acuerdo con 
los requisitos legales y formales vigentes; 


7) adoptar las medidas que entienda necesario para 
el cumplimiento de los cometidos municipales así 
como las urgentes, dando cuenta al Municipio en 
la primera sesión y estando a lo que este resuelva; 


8) requerir el auxilio de la fuerza pública siempre 
que resulte necesario para el cumplimiento de 
sus funciones. 


Artículo 15.- Son atribuciones de los Consejales: 


1) participar en las sesiones del Municipio y emitir 
su voto a fin de adoptar las decisiones del órgano 
por la mayoría simple de sus integrantes; 


2) ejercer el contralor sobre el ejercicio de las atribu- 
ciones del Alcalde; 


3) resolver las cuestiones que el Alcalde someta a 
su consulta o decisión; 


4) proponer al Municipio planes y programas de 
desarrollo local que estime convenientes para su 
mejor desarrollo; 


5) colaborar con el Alcalde para el normal desempe- 
ño de los cometidos municipales; 


6) ejercer la representación del Municipio en los 
casos en que lo designe el Alcalde. 
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2) Dirigir la actividad administrativa del Municipio. 


3) Ejercer la representación del Municipio, sin per- 
juicio de lo dispuesto por el numeral 5) del artí- 
culo 12 de la presente ley. 


4) Proponer al Municipio planes y programas de 
desarrollo local que estime convenientes para su 
mejor desarrollo. 


5) Ordenar los pagos municipales de conformidad 
con lo establecido en el presupuesto quinquenal 
o en las respectivas modificaciones pre- 
supuestales y en el respectivo, plan financiero, 
así como en las disposiciones vigentes. 


6) Adoptar las medidas necesarias para el cumpli- 
miento de los cometidos municipales, pudiendo, 
asimismo, disponer del personal, recursos mate- 
riales y financieros para cumplir con los servi- 
cios municipales esenciales vinculados a segu- 
ridad e higiene. 


También podrá disponer de esas medidas y de 
esos recursos en caso de urgencia, dando cuenta 
en este caso al Municipio en la primera sesión y 
estanco a lo que este resuelva. 


Artículo 15.- Son atribuciones de los Concejales: 


1) Participar en las sesiones del Municipio y emitir 
su voto a fin de adoptar las decisiones del órgano 
por la mayoría simple de sus integrantes. 


2) Ejercer el contralor sobre el ejercicio de las atribu- 
ciones del Alcalde. 


3) Representar al Municipio cuando este así lo dis- 
ponga. 


4) Proponer al Cuerpo planes y programas de desa- 
rrollo local que estime convenientes para su mejor 
desarrollo, sin perjuicio de las atribuciones de 
las autoridades nacionales y departamentales en 
la materia. 


5) Colaborar con el Alcalde para el normal desempe- 
ño de los cometidos municipales. 


6) Ejercer las atribuciones previstas en el numeral 
10) del artículo 12 de la presente ley. 
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CAPITULO V 
DE LA INICIATIVA Y ELCONTROL 


Artículo 16.- El quince por ciento de los ciudadanos 
inscriptos en una localidad o circunscripción tendrá el 
derecho de iniciativa ante el Gobierno Departamental en 
los asuntos de su competencia, incluida la iniciativa 
para constituirse en Municipio. 


En este caso la Junta Departamental, a iniciativa del 
Intendente, podrá disponer la creación del Municipio 
respectivo, aunque se trate de una población de menos 
de 2.000 habitantes. 


Artículo 17.- Los actos administrativos generales y 
los subjetivos de los Municipios admitirán los recursos 
de reposición y, conjunta y subsidiariamente el de ape- 
lación ante el Intendente. 


Será de aplicación lo dispuesto en los artículos 317 
a 319 de la Constitución. 


CAPITULO VI 
DE LOS RECURSOS 


Artículo 18.- La gestión de los Municipios se finan- 
ciará: 


1) con los fondos que les destinen los Gobiernos 
Departamentales; 


2) con los recursos que les asigne el Presupuesto 
Nacional en el Fondo de Incentivo para la Gestión 
de los Municipios, que se creará a dicho efecto. 
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CAPITULO V 
DE LA INICIATIVA Y ELCONTROL 


Artículo 16.- El 15% (quince por ciento) de los ciu- 
dadanos inscriptos en una localidad o circunscripción 
tendrá el derecho de iniciativa ante el Gobierno Departa- 
mental en los asuntos de su competencia, incluida la 
iniciativa para constituirse en Municipio. 


En este caso la Junta Departamental, a iniciativa del 
Intendente, podrá disponer la creación del Municipio 
respectivo, aunque se trate de una población de menos 
de 2.000 habitantes. 


Artículo 17.- Los actos administrativos generales y 
los particulares de los Municipios admitirán los recur- 
sos de reposición y, conjunta y subsidiariamente el de 
apelación, ante el Intendente. 


Serán de aplicación los plazos establecidos en el 
artículo 317 de la Constitución de la República. 


Artículo 18.- La Junta Departamental tendrá sobre 
los Municipios los mismos controles que ejerce sobre la 
Intendencia Municipal. 


Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 296 de 
la Constitución de la República. 


CAPITULO VI 
DE LOS RECURSOS 


Artículo 19.- La gestión de los Municipios se finan- 
clará: 


1) Con los fondos que les destinen los Gobiernos 
Departamentales. 


2) Con los recursos que les asigne el Presupuesto 
Nacional en el Fondo de Incentivo para la Gestión 
de los Municipios, que se creará a dicho efecto a 
partir de fondos que no afecten los que actualmente 
se destinan a los Gobiernos Departamentales, se 
tendrán en cuenta criterios de equidad eindicadores 
de gestión, además del mantenimiento de la rela- 
ción entre número de funcionarios y población, 
en el período inmediatamente anterior. 


Artículo 20.- El Gobierno Departamental proveerá 
los recursos humanos y materiales necesarios a los 
Municipios, a los efectos de que estos puedan cumplir 
con sus atribuciones, en el marco del presupuesto 
quinquenal; y las modificaciones presupuestales apro- 
badas por la Junta Departamental. 


Artículo 21.- El Poder Ejecutivo, con el asesora- 
miento del Congreso de Intendentes, propondrá las nor- 
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Adit. 


CAPITULO VII 


DISPOSICION TRANSITORIA 


Artículo 19.- El régimen consagrado por esta ley se  c/mod. 


aplicará a las Juntas Locales integradas al momento de 
la promulgación de la presente ley, las que pasarán a ser 
Municipios a partir de la elección de sus autoridades. 


Adit. 


Adit. 


mas legales que estime necesarias para determinar 
adecuadamente el gasto público en políticas sociales de 
los Gobiernos Departamentales. Dicho gasto deberá ser 
considerado en la forma de distribución de recursos que 
determina el literal C) del artículo 214 de la Constitu- 
ción dela República. 


CAPITULO VII 
DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 22.- Las Juntas Locales Autónomas Electi- 
vas de San Carlos, de Bella Unión y de Río Branco, con 
sus actuales jurisdicciones, se convertirán en Munici- 
pios, de acuerdo con las disposiciones de la presente ley, 
manteniendo, además de las facultades de gestión en 
esta previstas, las establecidas en las Leyes N? 16.569, 
de 5 de setiembre de 1994, N* 16.494, de 14 de junio de 
1994, y N* 12.809, de 15 de diciembre de 1960, respec- 
tivamente. 


CAPITULO VIII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 23.- Las Juntas Locales integrantes al mo- 
mento de la promulgación de la presente ley pasarán a ser 
Municipios, a partir de la elección de sus autoridades en 
el año 2010, de acuerdo con lo establecido en el inciso 
tercero del numeral 99) del artículo 77 de la Constitu- 
ción dela República. 


Artículo 24.- En todas las poblaciones de más de 
5.000 habitantes seinstalarán estos Municipios a par- 
tir del año 2010. Las restantes lo harán a partir del año 
2015. En los departamentos donde existan menos de dos 
Municipios electivos en el año 2010, se incluirán las 
localidades inmediatamente siguientes en orden decre- 
ciente -de acuerdo con su cantidad de población- hasta 
completar la cifra de dos por departamento, sin incluir 
la capital departamental. Dichas localidades deberán 
cumplir los requisitos establecidos en el inciso segun- 
do del artículo 1? de la presente ley. 


Artículo 25.- Los Gobiernos Departamentales debe- 
rán dar cumplimiento al procedimiento previsto en el 
artículo 2? de la presente ley, en un plazo de ciento 
veinte días contados a partir de su promulgación. 


Vencido dicho plazo, o no habiéndose incluido todas 
las localidades que cumplan las condiciones estableci- 
das en el referido artículo y en el artículo 23 de la 
presente ley, el Poder Ejecutivo elaborará la nómina 
correspondiente teniendo en cuenta los datos de pobla- 
ción que suministrará el Instituto Nacional de Estadís- 
tica y la remitirá a la Asamblea General. Pasados sesen- 
ta días, la misma se tendrá por aprobada. 
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“Carp. N* 1427/08 
Rep. N? 1143/09 
Anexo Il 


Comisión Especial de Asuntos 
Municipales y Descentralización 


INFORME EN MAYORIA 


Señores Representantes: 


La Comisión Especial de Asuntos Municipales y Des- 
centralización, cumpliendo con algunos de los cometidos 
para lo cual fue creada por el Cuerpo, presenta a la conside- 
ración de la Cámara el proyecto de “Descentralización Po- 
lítica y Participación Ciudadana”, recomendando su apro- 
bación. 


Vivimos tiempos de ejercicio democrático, quedaron 
atrás los períodos autoritarios, pero eso no quiere decir que 
la sociedad civil esté consolidada, que además del discurso 
democrático exista una praxis y una cultura democrática. 


En países como el nuestro, la estabilidad democrática es 
un componente fundamental para el desarrollo. Y no solo 
hablamos de democracia representativa y del voto popular, 
sino de una conducta, de una cultura democrática cotidiana 
que dé cuenta de cómo se relacionan los actores sociales: 
en su familia, en su barrio, en la escuela, en el trabajo, en su 
partido, en su sindicato, o en cualquier otro tipo de orga- 
nización. 


La democracia se fortalece con la construcción de esce- 
narios para la participación, y ese fortalecimiento es un 
requisito para el logro del bienestar. 


No existe un modelo de participación, ni un modelo de 
democracia. Más bien existen principios, métodos, prácti- 
cas, que posibilitan el ejercicio democrático. Una participa- 
ción efectiva no se resuelve espontáneamente, necesita 
cierta racionalidad y reglas de juego explícitas para posibi- 
litar su afianzamiento y es un proceso que lleva su tiempo. 


Dentro del tema central de encontrar cuál sería la mejor 
relación sociedad-Estado, hay que tener en cuenta que ese 
Estado no solo tiene una dimensión nacional, se manifiesta 
también como Estado Municipal, a través de distintos orga- 
nismos e instituciones que enmarcan nuestra vida diaria. 


La cuestión central está radicada en el papel de la 
sociedad civil en la construcción democrática contemporá- 
nea. Allí surgen distintos caminos: el aumento de la parti- 
cipación y diversificación de las distintas formas asociativas 
que pueden existir en el seno de la sociedad incorporando 
la intervención de la gente a los problemas económicos y 
políticos, los movimientos locales o regionales, con intere- 
ses concretos e identificados con necesidades propias e 
inmediatas. En fin, la sociedad civil comprende todas las 
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formas de organizaciones sociales que puedan existir en 
una sociedad. 


El proceso democrático supone, por un lado, el fortale- 
cimiento de la sociedad civil, pero a la vez una politización 
creciente de la sociedad. Esta politización tiene que lograrse 
en escenarios democráticos, con reglas de juego claras y 
explícitas, para superar los diversos tipos de autoritarismos 
que se manifiestan como resabios culturales de las expe- 
riencias anteriores. 


El especialista en el tema, arquitecto Ramón Martínez 
Guarino, habla de la importancia de tener en cuenta la 
diferencia entre descentralización y desconcentración. En 
la descentralización se traslada la toma de decisiones al 
organismo jerárquicamente inferior; en la desconcentración, 
lo que se delega son atribuciones que pertenecen al poder 
central, pero que el ente inferior no puede modificar, es un 
poder delegado. La descentralización solo es posible si 
existen los escenarios propicios para el ejercicio del poder 
descentralizado, reconociendo que la descentralización es 
un proceso que requiere también, como parte inseparable, 
un proceso de involucración de los actores sociales. 


La tarea de crear los escenarios de participación es una 
responsabilidad colectiva. Parte de una voluntad política 
de impulsar un proceso de descentralización, pero inmedia- 
tamente involucra a la sociedad civil en su conjunto. Esta 
creación necesita de la colaboración de muchos; en algunos 
casos podrán ser los dirigentes vecinales sus principales 
artífices; en otros, funcionarios capaces de comprender 
que la descentralización en definitiva no les resta poder, por 
el contrario le da mayores fundamentos y eficiencia a su 
nivel de operaciones, a su escenario. 


Las estrategias de gestión son fundamentales, impres- 
cindibles, en este proceso descentralizador. Sino hay capa- 
cidad de gestión, sino se desarrolla esa capacidad, es obvio 
que no hay posibilidad de ejercitar correctamente el poder 
descentralizado. 


Muchas veces, quienes han levantado la bandera de la 
descentralización, a la hora de concretar han apelado al 
argumento de que no hay capacidad de gestión local, para 
no hacer nada. Si no se generan los escenarios para la 
práctica política local, no se romperá nunca ese circuito. 


Coincidiendo con los conceptos manejados por Alicia 
Veneziano en uno de sus muchos trabajos sobre este tema, 
“la situación del país desde 1996 ha cambiado 
sustancialmente y eso se refleja en el rol de los Gobiernos 
Departamentales, sobre todo en lo que tiene que ver con la 
resolución de problemas que no formaban parte de su 
agenda: lucha contra la pobreza extrema, política de empleo, 
políticas sociales para atender la emergencia alimentaria o 
de población en situación de calle, los programas de salud 
y de atención a la infancia... Es necesario trascender la 
urgencia y tender a un fortalecimiento de los gobiernos 
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subnacionales en el desarrollo y la necesaria descentraliza- 
ción a nivel nacional. En este sentido aparece como central 
reflexionar en torno a qué tipo de desarrollo queremos y qué 
tipo de descentralización favorece ese desarrollo y conso- 
lida la democracia”. 


Algunas definiciones previas de descentralización 


Básicamente, la descentralización y la centralización 
son dos principios organizativos que nos describen la 
relación -la distribución del poder- entre un centro y una 
periferia en cualquier institución u organización política, 
económica o social. Queda claro así que no partimos de una 
visión doctrinaria ni a favor ni en contra de ninguno de los 
dos principios, más bien se trata de encontrar el punto de 
equilibrio necesario entre ambos atendiendo a la realidad 
socio-histórica, al sistema y cultura política, y a la existen- 
cia de un entramado de actores socio-económicos y políti- 
cos que den sustento a cada uno de esos principios. 


La descentralización es un fenómeno complejo de múl- 
tiples dimensiones y para rescatar la integralidad de este 
fenómeno es necesario mirarlo desde las distintas dimen- 
siones analíticas, según recomienda Alicia Veneziano, ya 
que en la realidad aparecen estrechamente vinculadas 
influyéndose mutuamente: 


1. La dimensión económica se refiere a la distribución 
de recursos productivos, financieros y tecnológicos en el 
territorio. Esta dimensión aparece directamente vinculada 
al tema del desarrollo regional y local. 


2. La dimensión socio-cultural se refiere a la distribu- 
ción de la población con sus características sociales y 
culturales desde las más cuantitativas (estratificación so- 
cial, estructura, ocupacional, etcétera), como las más cua- 
litativas referidas a la identidad, la historia y el entramado 
social específico de una región o una localidad. Aquí los 
recursos son de índole social y se refieren a temas tan 
diversos como la capacidad de crear innovaciones de diver- 
sa índole como el entramado social y su capacidad de 
iniciativa de cada región o localidad. 


3. La dimensión política tiene que ver, por un lado, con 
la descentralización institucional y, por otro, con la descen- 
tralización socio-política. Esta tipificación no es menor para 
el caso de Uruguay, donde los actores socio-políticos, 
básicamente los partidos, tienen una centralidad significa- 
tiva. 


La descentralización político-institucional tiene que ver 
con la organización territorial del Estado y normalmente se 
entiende como “la” descentralización. 


La socio-política se refiere a la distribución del sistema 
político, en nuestro caso básicamente del sistema de parti- 
dos. En otros países existen partidos regionales o locales 
pero en Uruguay esta relación centro-periferia del sistema 
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político se da a lo interno de las estructuras de cada par- 
tido. 


En nuestro país existen diferentes formas de gobiernos 
locales, donde solo tres Juntas son de carácter electivo, 
existe una gran diversidad en las formas de delegar atribu- 
ciones y en muchos departamentos no se han integrado las 
Juntas existentes. 


Para reformar realmente el régimen de los gobiernos 
locales se necesita crear órganos electivos en todo el terri- 
torio nacional, buscando alcanzar un grado superior de 
democracia territorial, y por tanto, la profundización de 
nuestro sistema democrático-representativo a nivel políti- 
co. Asimismo, procura ampliar y diversificar las vías de la 
democracia participativa. Finalmente persigue el logro de 
consagrar un sistema mejor organizado de instituciones 
locales en nuestro país, lo que implica generar un sistema 
único para todo el país, que otorgue a todos los ciudadanos 
por igual, las mismas posibilidades de participar en el des- 
tino de sus comunidades. 


Es una realidad innegable que el Uruguay no tiene un 
sistema de instituciones locales igual para todos sus habi- 
tantes y que sus ciudadanos se ven privados de la forma 
primaria de organización de la polis: la comuna. Estricta- 
mente hablando, en Uruguay no existen comunas, no existe 
la institución municipal electa por sufragio universal, salvo 
en forma excepcional. Esta ausencia es compensada por la 
sociedad civil como protagonista principal de las acciones 
llevadas adelante a nivel local. Cuando es necesario apelar 
al Estado, por lo general se busca directamente la relación 
con el Intendente departamental, ignorando la existencia de 
las Juntas Locales. 


El presente proyecto de ley propugna la creación de una 
matriz institucional para la descentralización política, para 
lo cual define un marco legal que permite llegar a pequeñas 
poblaciones a través de la creación de órganos locales de 
existencia preceptiva electos por el voto popular. Proceso 
que será gradual, incorporando en 2010 los centros pobla- 
dos de más de 5.000 habitantes y las localidades donde 
existan Juntas Locales constituidas, en el 2014 se incorpo- 
rarán las de más de 2.000 habitantes. 


Razones geográficas e históricas han determinado una 
macrocefalia capitalina que hoy resulta una traba para un 
desarrollo nacional armónico. Se hace necesario revertir el 
centralismo montevideano y también evitar la reproducción 
del mismo a nivel de los departamentos. 


Tal cual dice el mensaje original del Poder Ejecutivo, 
este proyecto descentralizador representa una iniciativa de 
neto contenido artiguista que nos remonta a lo mejor de las 
tradiciones de los cabildos y asambleas provinciales, de 
villas y pueblos, donde los ciudadanos eligen sus autorida- 
des, realizan propuestas y controlan la gestión. 


Esa tradición no tuvo continuidad durante los siglos 
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XIX y XX; las tentativas que se realizaron se frustraron. 
Según el profesor Juan E. Pivel Devoto en su “Historia de 
la República Oriental del Uruguay 1830-1930”, ya hace casi 
un siglo y medio, cuando Berro llegó a la Presidencia de la 
República, manifestó de inmediato su preocupación por el 
establecimiento de un régimen municipal adecuado y así lo 
expresó en su primer mensaje dirigido a la Asamblea General 
el 16 de febrero de 1861. Posteriormente, en los mensajes 
elevados en los años siguientes, volvió a insistir en esas 
ideas y presentó un amplio proyecto de gobierno municipal. 
Por él, los departamentos serían divididos en distritos 
municipales, urbanos y rurales (estos últimos, con una 
población mínima de trescientos habitantes). En cada dis- 
trito se establecería una Junta Municipal de 56 7 miembros 
elegida por el voto directo de los vecinos que compusiesen 
el distrito. El presidente de la Junta, el Alcalde, estaría 
encargado de la parte ejecutiva y los miembros o regidores, 
además de las funciones comunes, tendrían facultades pri- 
vativas. 


Se ha sostenido que, observando la tradición de nues- 
tros cabildos e inspirado por los frutos del régimen de la 
autogestión en los municipios de los Estados Unidos, Berro 
buscó vivifar los gobiernos locales en nuestra joven Repú- 
blica. Posteriormente y hasta la fecha, han sido numerosos 
los proyectos presentados al respecto, todos ellos sin 
ningún éxito. 


La normativa legal que determina la forma de organiza- 
ción de los Gobiernos Departamentales se caracterizó por 
una permanente oscilación entre los extremos centraliza- 
ción-descentralización. 


La reforma constitucional de 1996 imprime un nuevo 
impulso a la descentralización. Es en esa reforma que se 
afianzó el concepto de que el Estado debe impulsar políticas 
de descentralización para promover el desarrollo regional y 
el bienestar general. En dicha reforma se tratan aspectos 
políticos: se institucionaliza el Congreso Nacional de 
Intendentes y se determina la separación entre las eleccio- 
nes nacionales y departamentales. También tiene en cuenta 
aspectos financieros, respecto de los cuales se propicia la 
coordinación interinstitucional. En sus aspectos más des- 
tacados, esta reforma no solo apunta a una descentraliza- 
ción respecto del Poder Central, sino que también se orienta 
a una descentralización en el ámbito departamental, al 
delegársele nuevas atribuciones a las autoridades locales 
(Juntas electivas o Juntas no electivas). 


En el proceso en curso de la Transformación Democrá- 
tica del Estado, es preciso apoyar a las Intendencias, al 
desarrollo local y a la descentralización. 


Este desarrollo territorial y local (económico, social, 
educativo y cultural), debe ingresar en una retroalimenta- 
ción virtuosa con la descentralización política y con la 
desconcentración administrativa. 


Este proceso -que sirve de marco global al presente 
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proyecto de ley- destacará e impulsará la descentralización 
política, la que tendrá un enfoque comunal y apostará a la 
jerarquización de lo local y a la electividad de las autorida- 
des locales mediante el voto secreto y la representación 
proporcional. 


El proyecto, en segundo lugar, también enfatiza y 
jerarquiza la participación social en las políticas públicas, 
para lo cual se considera muy importante una interlocución 
legitimada y común del proceso de descentralización y 
localización. 


Paralelamente se complementa la descentralización po- 
lítica con la desconcentración administrativa. Se han co- 
menzado a construir en el país los Centros de Atención 
Ciudadana (CAC), con el fin de acercarle al ciudadano los 
servicios nacionales junto a los locales, ahorrándole tiempo 
y costos. 


La descentralización política -como una de las vías 
fundamentales de la descentralización en el sentido profun- 
do, en tanto que transferencia de poder a la sociedad- 
constituye un proceso que por su profundidad se conver- 
tirá en irreversible en el mediano plazo y abre un espacio de 
diálogo fermental que opera transversalmente en todos los 
actores políticos, ala vez que jerarquiza al interior profundo 
y local. La electividad de las autoridades locales desafía a 
los militantes locales de los partidos a legitimarse directa- 
mente ante la gente para poder acceder a cargos; obliga alos 
partidos a cohabitar democráticamente y coloca a los 
Intendentes como gobernantes del conjunto del territorio 
departamental. Al mismo tiempo, constituye un planteo 
gradualista porque asume con realismo las dificultades del 
nacimiento de un nuevo nivel de gobierno local, y no ignora 
las restricciones que impone el actual marco constitucional, 
pero deja también abierta la posibilidad futura de transfe- 
rencia de nuevas atribuciones a lo local. 


Organizar y profundizar nuestros mecanismos de parti- 
cipación democrática pasa por crear instituciones locales 
reconocidas y legitimadas por el sufragio. Cada rincón del 
país debe poder elegir un organismo que represente la 
opinión mayoritaria de esa comunidad específica y tener la 
posibilidad de disponer de ciertos recursos para la resolu- 
ción de los problemas generados en su territorio. 


Profundizar nuestra democracia significa lograr meca- 
nismos de participación política en todos los niveles terri- 
toriales. En el caso de nuestro país, existe un debe impor- 
tante en lo que se refiere a la participación en los asuntos 
locales que deberían ser gestionados por municipios. 


Antes de pasar a ver el articulado queremos decir que el 
proyecto en consideración tuvo un largo proceso de con- 
sulta, tanto a nivel parlamentario como de los diferentes 
actores locales. Antes de ingresar formalmente a este Cuer- 
po fue presentado al Congreso Nacional de Intendentes. Se 
han realizado seminarios y reuniones en diferentes depar- 
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tamentos por parte de OPP con la participación de 
Intendentes y de Legisladores nacionales y locales. 


En nuestra Comisión lleva ya un largo tiempo y muchas 
modificaciones se le han introducido al borrador inicial. Se 
le incorporaron muchos aspectos sugeridos por Legislado- 
res del Partido Nacional y del Partido Colorado, con la idea 
de que sea un proyecto que reúna amplio consenso. 


Contenido del articulado 


El proyecto consta de 25 artículos divididos en 8 capí- 
tulos. 


En el Capítulo 1 se detallan los principios generales 
según lo previsto en los artículos 262, 287 y disposición 
transitoria “Y” de la Constitución de la República. El artícu- 
lo 1? define la creación de las autoridades locales, a las que 
denomina Municipios, en todas las poblaciones de al menos 
2.000 (dos mil) habitantes incluyendo la planta urbana y 
suburbana de las mismas. A la vez admite que en aquellas 
poblaciones que no alcancen el mínimo de habitantes, la 
Junta Departamental a iniciativa del Intendente podrá crear 
un Municipio. En las capitales departamentales podrá exis- 
tir uno o más Municipios siguiendo el procedimiento 
preceptuado en el inciso 2 del artículo 262 de la Constitu- 
ción de la República. 


En el artículo 2? se establece que la Junta Departamental, 
a propuesta del Intendente, definirá la nómina de las pobla- 
ciones que cumplan las condiciones previstas y definan sus 
límites, los que deberán respetar las circunscripciones elec- 
torales existentes. 


El artículo 3 define los principios programáticos del 
sistema de descentralización, el siguiente habilita a que los 
acuerdos previstos en el artículo 262 de la Constitución de 
la República puedan incluir radicación de servicios y otras 
actividades para su ejecución por los Municipios, y el 5 
define criterios para la relación entre Municipios y sociedad 
civil. 


El Capítulo ll define las materias departamental (artículo 
6%) y municipal (artículo 79), previendo en su artículo 8? la 
competencia del Gobierno Departamental en aquellas zonas 
donde no exista Municipio. 


En el Capítulo [II se establece el mecanismo de integra- 
ción de las autoridades locales, que tendrán cinco miem- 
bros, que serán electivos, distribuidos por el sistema de 
representación proporcional integral. 


El artículo 287 remite a la ley de opción entre autoridades 
uni o pluripersonales, y el presente proyecto en su artículo 
9 opta por la pluralidad de miembros a fin de permitir la 
representación pluripartidaria. El mencionado artículo 9? 
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establece el sistema de suplencias, que será el mismo que el 
de las Juntas Departamentales. 


El artículo 10 establece que para ocupar los cargos se 
requerirán las mismas condiciones que para ser Edil depar- 
tamental, teniendo el mismo régimen de incompatibilidades 
y prohibiciones. 


Según el artículo 11, el primer titular de la lista más 
votada del lema más votado en el Municipio se denominará 
Alcalde y presidirá el órgano. Lajerarquización del Alcalde 
y sus atribuciones, previstas en el artículo 14, buscan 
asegurar la necesaria ejecutividad en la gestión de los 
Municipios. Este artículo también regula el mecanismo de 
sustitución del Alcalde en sus funciones en caso de ausen- 
cla temporal o definitiva, los restantes miembros se deno- 
minarán Concejales y serán de carácter honorario. 


El Capítulo IV define las atribuciones (artículo 12) y los 
cometidos (artículo 13) de los Municipios. 


El artículo 14 establece las atribuciones del Alcalde, a 
quien se le encomienda dirigir la actividad administrativa 
del Municipio, y el artículo siguiente (15) las de los restan- 
tes miembros o Concejales. 


El Capítulo V, artículo 16, establece la iniciativa ciuda- 
dana, entre otras cosas para construir un nuevo Municipio. 


El artículo 17 regula el procedimiento recursivo. 


El Capítulo VI, “De los recursos”, consta de dos artícu- 
los; el 18 que establece las dos formas en que se financiarán 
los nuevos Municipios, una con los recursos que le desti- 
nen los Gobiernos Departamentales y otra con los recursos 
que le asigne el Presupuesto Nacional a través de un fondo 
de incentivo para la gestión de los Municipios, fondos que 
no deben afectar a los que actualmente se destinan. 


El artículo 19 determina que será el Gobierno Departa- 
mental quien debe proveer los recursos humanos y materia- 
les necesarios a los Municipios, en el marco del Presupues- 
to Quinquenal. 


El Capítulo VlI se refiere a las disposiciones especiales, 
relativas a las Juntas Locales Autónomas y Electivas que 
hoy existen, las que fueron creadas por leyes específicas y 
deben tener un tratamiento especial para no afectarles 
derechos adquiridos. 


El artículo 20 se refiere a la Junta Local Autónoma de San 
Carlos, el artículo 21 a la Junta Local Autónoma de Bella 
Unión, y el artículo 22 a la Junta Local Autónoma de Río 
Branco. De esa forma se las incorpora a los beneficios del 
nuevo régimen, pero se excepcionan aspectos vinculados a 
la jurisdicción y en el caso de la Junta Local de Río Branco 
a las facultades de gestión. 
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El Capítulo VIII se refiere a disposiciones transitorias. El 
artículo 23 establece que las Juntas Locales integradas al 
momento de promulgación de la ley, pasarán a ser Munici- 
pios a partir de la elección de sus Autoridades. 


El artículo 24 dice que en todas las poblaciones de más 
de 5.000 (cinco mil) habitantes se instalarán estos Munici- 
pios a partir del año 2010; las restantes lo harán a partir del 
año 2015, y que en los departamentos donde existan menos 
de 2 Municipios en 2010, se incluirán las localidades inme- 
diatas en número de población hasta completar la cifra de 2 
por departamento sin incluir la capital departamental. 


El artículo 25 establece que los Gobiernos Departamen- 
tales tendrán un plazo de 120 días para cumplir con el 
artículo 2? de la presente ley; de no hacerlo el Poder Ejecu- 
tivo elaborará la nómina correspondiente teniendo en cuen- 
ta los datos de población que suministrará el Instituto 
Nacional de Estadística y la remitirá a la Asamblea General. 
Pasados 60 días, la misma se tendrá por aprobada. 


Sala de la Comisión, 9 de diciembre de 2008. 


Gustavo Guarino, Miembro Informante; 
Alfredo Asti, Uberfil Hernández, Fer- 
nando Longo Fonsalías, Horacio Yanes. 


Comisión Especial de Asuntos 
Municipales y Descentralización 


INFORME EN MINORIA 


Señores Representantes: 


Este es un proyecto de organización institucional del 
país. No es una cuestión atinente a la vida de uno o muchos 
pueblitos. Es un proyecto de organización territorial y 
funcional nacional. Aquí está en juego la eficacia de las 
prestaciones de las instituciones de la República, y aquí 
está en juego la transparencia en la aplicación de los recur- 
sos públicos. La descentralización habilita atender las de- 
mandas específicas del ciudadano. En el nivel local se 
conoce a las personas. Las personas son el gobierno. Se le 
puede dar al ciudadano lo que necesita y no lo que un 
burócrata cree que necesita. También se facilita el control. 
Es casi imposible desviar fondos a la vista de todos. En lo 
local, la pirámide es una línea, y la información es accesible 
atodos. La transparencia es total y los costos de contralor, 
los menores. 


El Partido Nacional reafirma su convicción acerca de las 
bondades de la creación de gobiernos cercanos a la gente. 
En ese sentido apoya toda iniciativa que descentralice el 
poder y lo acerque al ciudadano al punto de habilitar su 
máxima participación en las cuestiones que conciernen a su 
vida y la de los suyos. Descentralización es libertad. Es más 
libre el que puede participar en la determinación de su 
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destino y el de su comunidad. Descentralización es igual- 
dad. La inequidad no convive con la participación. Descen- 
tralización es democracia en el nivel de su máxima expresión. 


Eso sí: para los Blancos, descentralización es descentra- 
lización. Para el Partido Nacional, descentralizar no sola- 
mente es poder opinar. Es poder decidir. Es decidir y poder 
realizar. Nadie puede realizar su destino en una sociedad 
organizada si no cuenta con las competencias y los recur- 
sos para poder hacerlo. Vamos a insistir en estos concep- 
tos, que implican transferencia de competencias de lo de- 
partamental a lo municipal, pero también de lo nacional a lo 
departamental, y junto con las competencias, las corres- 
pondientes fuentes de recursos. 


Lo otro, no estamos dispuestos a participar de un régi- 
men con hijos y entenados. El régimen que se aplique debe 
ser el mismo para todos los departamentos del Uruguay. Los 
ciudadanos montevideanos tienen idéntico derecho de 
participar en las decisiones que conciernen a su comunidad 
barrial que los demás ciudadanos del país. Allí donde hoy 
hay una Junta Local, mañana debe haber obligatoriamente 
un municipio. El resto se crearán con la iniciativa del Inten- 
dente, de acuerdo al proceso previsto, pero los que están... 
están y deben ser elegidos en las elecciones municipales, 
por el voto popular, y tener las atribuciones previstas en la 
Constitución y la ley. 


La descentralización territorial ha sido bandera histórica 
de nuestro Partido, en el entendido que este concepto 
contribuye a la profundización de la democracia, en cuanto 
incrementa el poder de decisión de los ciudadanos cual- 
quiera sea su lugar en el territorio, a la igualdad, al distribuir 
de modo más equitativo los recursos y las oportunidades de 
acceso a los bienes públicos, a la propia libertad, al incre- 
mentar la posibilidad de decisión en las propias cuestiones. 


Artigas y su Gobierno desde Purificación, la propuesta 
institucional de Berro, Giró, las bases de 1872, la Revolución 
del 97 y los pactos de La Cruz y Nico Pérez, son ejemplos de 
cómo estamos identificados con la idea. La propia Revolu- 
ción de 1904 tuvo como episodio determinante la invasión 
a la Autonomía de los Departamentos consagrada por la 
sangre derramada en las anteriores acciones. Más acá en el 
tiempo... cuál sino la descentralización fue el último gran 
estudio y proyecto de Wilson Ferreira Alduante. 


Cuando se lanzó la iniciativa, el Directorio del Partido 
Nacional presidido por el doctor Jorge Larrañaga, manifes- 
tó: “Los blancos hoy saludamos con beneplácito la pro- 
puesta del Presidente Vázquez. Vemos muy bien que dedi- 
que tiempo y atención a esta cuestión. Dedicar tiempo y 
atención a la descentralización es ponerse en camino de 
vencer disparidades importantes. Es empezar a terminar con 
el Uruguay de los hijos y entenados. También compartimos 
la forma de la convocatoria. El Presidente es consciente de 
que un proyecto descentralizador no consensuado tendría 
poca vida. Para que la idea se proyecte en el tiempo y para 
que constituya un norte en la conformación institucional de 


50-C.S. 


los próximos 20, 30 o 40 años debe contar con una amplia 
discusión, y un general acuerdo de la ciudadanía. Es la 
apropiación por los ciudadanos la que hace vivir las ideas 
más allá de los Gobiernos de turno. En particular este tema 
es así. Es cuestión de Estado. Entendemos correcto que el 
señor Presidente haya presentado una base de discusión 
articulada. No existe otro modo de dar una discusión efec- 
tiva que ese. Pero lo mejor es la apertura al aporte de ideas 
y la manifestada voluntad de construir un proyecto acorda- 
do por todos. En este marco, el Partido Nacional hace llegar 
algunos comentarios e iniciativas, para su discusión abier- 
ta, con idéntico espíritu de construcción al expresado por 
el Gobierno. Nos interesa observar la necesidad de revisar 
la propuesta a la luz del orden legal y constitucional vigen- 
te, evaluar algunos aspectos vinculados al funcionamiento 
de la propuesta, de modo de evitar riesgos y asegurar 
eficacia y, por último, proponer algunas iniciativas tendien- 
tes a profundizar y afirmar la propuesta del señor Presiden- 


” 


te”. 


Hoy queremos reconocer al Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, su voluntad de diálogo y de 
consenso. No uno sino veinte borradores se han ido dejan- 
do atrás para hacer una propuesta de todos. Es justo tam- 
bién decir que el Presidente de la Comisión, Uberfil 
Hernández, ha sido pieza clave para los entendimientos. A 
él nuestro homenaje. 


La ley 


Este proyecto de ley crea un tercer nivel de administra- 
ción denominado Municipio. Exige un mínimo de población 
para su instalación de 2.000 habitantes, inspirado en lo 
propuesto por el artículo 58 de la Ley N* 9.515, 


El hecho de que sea un nivel de administración y no de 
gobierno es un hecho no menor. La ley no rompe la organi- 
zación institucional básica del país que impone dos niveles 
de gobierno: el nacional para todos los asuntos del país y 
el de los departamentos, sin sujeción jerárquica al primero, 
y con competencias y fuentes de recursos limitados. Este 
nivel de administración municipal se inscribe en el segundo 
nivel de gobierno. Al ser nivel de administración, sus inte- 
grantes no tendrán responsabilidades políticas, y sí, res- 
ponsabilidades ante la Justicia y los Tribunales de la Repú- 
blica. 


El Municipio es urbano y suburbano. Por naturaleza lo 
municipal es urbano, y la ley así lo recoge. Por cuestiones 
de la organización electoral del país, la elección es en una 
circunscripción mayor, que incluirá una porción rural cir- 
cundante. Ello se explica porque esa zona rural tiene el 
epicentro de su acción en ese espacio territorial urbano. No 
es para nada descabellado actuar de ese modo. Lo descabe- 
llado sería incluir un espacio rural y con ello desnaturalizar 
el Municipio, y simultáneamente. 


Nuestro Partido hace hincapié en algunas cuestiones: 
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a) Que el proceso de descentralización sea real. 


b) Que el Municipio tenga cometidos claramente defini- 
dos, y no superpuestos a los del Gobierno Departa- 
mental. 


c) Que el Municipio tenga recursos propios sobre los 
que pueda disponer con libertad. 


d) Que el Municipio tenga asegurado un nivel de des- 
empeño que le permita cumplir con sus mínimos 
cometidos. Ello depende de la organización que se le 
dé. 


e) Queno exista perforación a la autoridad departamen- 
tal. 


Descentralización efectiva 


No queremos repetir la experiencia que ya fracasó en 
Montevideo. Más allá de las buenas intenciones y del 
enorme compromiso, y del esfuerzo realizado, el modelo 
capitalino presenta deficiencias. La primera, que no descen- 
tralizó, sino que desconcentró. El decidor local es un esca- 
lón más en la burocracia. Su oficina es una simple ventanilla 
y una hoja agregada a cada trámite. Los actores locales 
opinan pero no deciden. Los actores locales no disponen 
gastos ni nombran o destituyen personal. Es un modelo 
para frenar y no para multiplicar. Asegura el poder central, 
multiplica su presencia territorial, pero inhíbe la participa- 
ción y la decisión local. 


Queremos otra cosa. Queremos Municipios que deci- 
dan. Queremos que ordenen gastos y nombren y destituyan 
personal. Para que la libertad sea total, su campo de acción 
debe ser necesariamente acotado con claridad. Nuestra 
propuesta es que el Municipio decida todo en la materia 
estrictamente municipal. Mantenimiento vial, recolección y 
disposición final de residuos, veredas, pluviales, plazas, 
parques, jardines y espacios verdes, alumbrado público, 
servicio de necrópolis son sus cometidos. Debe encararlos 
sin otra limitación que su presupuesto. También debe pre- 
ocuparse por recaudar. 


Cometidos 


La experiencia vivida con las leyes de creación Juntas 
Locales Autónomas Electivas hace que reflexionemos debi- 
damente a la hora de considerar este paso trascendente en 
la vida del país. Es imprescindible evitar toda superposición 
en los ámbitos de competencia de la Administración Local 
y el Gobierno Departamental. Los recursos y los ámbitos de 
competencia deben ser claros y diferentes. La Constitución 
es precisa en cuanto a la necesidad de su diferenciación. 
Esta ley se constituye en la oportunidad de cumplir con la 
aspiración constitucional de delimitar los ámbitos departa- 
mental y municipal. Lo municipal es lo municipal. En nuestra 
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idea los Municipios se deben hacer cargo de la recolección 
y disposición final de residuos, del mantenimiento vial, del 
alumbrado público, del servicio de necrópolis, del manteni- 
miento de parques, plazas, jardines y veredas, el cuidado 
del ornato público. Siempre se van a producir circunstan- 
cias en que nazcan dudas acerca de quién tiene la atribución 
o el deber sobre determinado asunto. Para esos casos la ley 
debe prever un mecanismo de solución de contienda de 
competencias diferente del existente actualmente. La diná- 
mica de los hechos multiplicará la necesidad de resolución 
de cuestiones de este tipo. Ni el Senado, o la Cámara de 
Representantes, según los casos previstos, o incluso el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, deberían ser 
recargados con tantos casos. La cantidad de casos podrían 
resentir el funcionamiento de estos organismos, y la propia 
dinámica de atención a las cuestiones en el ámbito local. Es 
necesario un mecanismo sumario, claro y en el que se 
definan las cuestiones por los propios ciudadanos del 
departamento. Se podría proponer aquí que cada vez que 
existieren dudas en cuanto a quién corresponde la resolu- 
ción de determinado asunto, este se defina en la propia 
Junta Departamental, con un mecanismo de mayorías espe- 
ciales de dos tercios para que prevalezca la posición del 
Municipio sobre la del Intendente. La mayoría especial es 
imprescindible para no transformar el mecanismo de solu- 
ción de contiendas en un instrumento de la desestabiliza- 
ción del Ejecutivo Departamental. 


“Descentralizar es descentralizar la caja” 


La frase del doctor Jorge Larrañaga es clara. No existe 
descentralización sin recursos a ser administrados por el 
nivel inferior. 


Recursos y disponibilidad de recaudación son dos caras 
de una misma moneda. 


El Partido Nacional postula la necesidad de que el Mu- 
nicipio recaude sus propios recursos. El ser cobrador de 
tributos, además de administrador de recursos, eleva sus 
responsabilidades desde el punto de vista político. Quien 
recauda cuida porque conoce cuánto cuesta generar ingre- 
sos, pero además cuida porque el ciudadano ejercerá todo 
el control social sobre quien le cobra las partidas. Este 
sistema mejora la calidad del administrador, y simultánea- 
mente mejora la calidad del ciudadano en cuanto contralor 
fundamental, y cómo ser absolutamente conciente del valor 
de los recursos que se aplican. 


Pero también nuestro Partido atendió y acepta la idea del 
Gobierno por el que se crea el Fondo de Incentivo a la 
Creación de Municipios. Este Fondo se crea con el objetivo 
propuesto en su propia denominación y con el de contribuir 
a la igualación de las oportunidades de los ciudadanos de 
los Municipios más pobres, con la de aquellos de mayores 
ingresos. La filosofía es absolutamente compartible y así lo 
queremos hacer saber al Gobierno. 


El criterio de la distribución de los recursos sería uno 
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similar al que se aplica para la distribución del Fondo de 
Desarrollo del Interior -artículo 298 de la Constitución de la 
República. Los criterios de equidad allí utilizados generan 
un índice que es el resumen de la aplicación de cuatro 
variables: 1- población; 2- territorio; 3- porcentaje de pobla- 
ción con necesidades básicas insatisfechas, y 4- inverso 
del valor agregado bruto generado en el departamento. El 
segundo componente no tiene mucho justificativo en este 
caso. El cuarto componente no es de fácil y exacta determi- 
nación en nivel municipal, por lo que proponemos su sus- 
titución por una “proxy” que mantenga la estructura, el 
indicador y su valor de compensación. El nivel educativo de 
la población medido a través de los años de educación 
formal medio de la población del Municipio se constituye en 
una variable bien correlacionada con la que se debe susti- 
tuir, en ese sentido adjuntamos un estudio que como cola- 
boración solicitamos a técnicos de la propia OPP-Gobiernos 
Departamentales que tuvieron la deferencia de elaborar el 
precioso documento que adjuntamos, en el que se demues- 
tra la correlación entre las variables y la pertinencia de la 
sustitución, en la medida que se estaría trabajando con 
variables cuya información exacta y permanente es elabo- 
rada y seguida por el Instituto Nacional de Estadística. Otra 
“proxy” adecuada es el nivel de ingreso medio de los 
hogares del Municipio. Tal vez se podrían incluir las dos. La 
primera como expresión de la herramienta para vencer la 
desigualdad hacia el futuro y la última como expresión del 
nivel actual de desigualdad. 


Es imprescindible reafirmar dos cuestiones fundamenta- 
les acerca de este tema. El afirmar lo que a iniciativa del 
Partido Nacional recoge el texto actual, que establece que 
estos recursos no serán parte de la actual transferencia a los 
departamentos, sino que constituirán una partida nueva e 
independiente, que sugerimos debería salir del 75% que 
corresponde al Poder Ejecutivo en el FDI. La segunda, la 
conveniencia que este Fondo sea de creación anterior o 
simultánea a la de la presente. Este es un mecanismo para 
elevar la confianza en el orden que se creará. De cualquier 
modo, si bien el texto constitucional del 96 no fijó porcen- 
tajes para la participación del interior, nadie desoyó el 
mandato. 


Finalmente deseamos establecer que así como reclama- 
mos igualdad para todos los ciudadanos de todos los 
departamentos en la creación de los Municipios y en el 
régimen que les rige, también es bueno que su disponibili- 
dad de recursos departamentales no quede liberada a la 
decisión de cada Gobierno Departamental y menos aun 
dejar abierta la puerta para que un Gobierno Departamental 
discrimine entre sus propios Municipios. El régimen debe 
ser de igualdad. También debe ser claro en cuanto a su 
aplicación práctica. En las leyes que actualmente regulan el 
funcionamiento de Juntas Locales se establece un régimen 
que otorga a las mismas un porcentaje de lo recaudado en 
la zona administrada. Se producen dos tipos de inconve- 
nientes; el primero, que se recaudan en una zona recursos 
propios y ajenos; el segundo, que recursos propios de una 
zona se recaudan en la capital del departamento. La legis- 
lación no es clara en cuanto a si refiere alo recaudado propio 
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o ajeno oa los recursos correspondientes a tributos de la 
zona. Lo segundo, en la práctica, nunca una Junta transfiere 
los recursos que exceden de su correspondiente porcentaje 
a una Intendencia, como contrapartida la Intendencia no 
transfiere lo recaudado que corresponde a la Junta, ni 
tampoco habilita la participación de la Junta en los recursos 
de transferencia nacional. La nueva ley debe evitar estos 
inconvenientes. Se debería fijar un tributo cuya recauda- 
ción corresponda en un 100% al Municipio, sea este recau- 
dado en la capital del departamento o en el propio Munici- 
pio. Con el producido el Municipio atenderá las funciones 
municipales. La transferencia del Fondo de Incentivo per- 
mitirá financiar la diferencia de gastos entre las obligacio- 
nes y las posibilidades de recaudación propia. 


Nuestros reclamos no han sido atendidos. Hemos pro- 
puesto como mínimo establecer una relación entre el esfuer- 
zo de recaudación municipal y los porcentajes del presu- 
puesto total que el Ejecutivo departamental está obligado 
a transferir como mínimo. También, y para evitar el mal uso 
del instrumento de las transferencias nacionales, hemos 
establecido la prohibición de la percepción de las mismas 
para aquellos que las utilicen para incrementar la burocra- 
cia. Esto último ha sido parcialmente recogido. 


Municipios que funcionen 


Para funcionar el Municipio debe presentar una correcta 
organización. 


La organización propuesta tiene total concordancia del 
Partido Nacional. Esta solución del Alcalde administrador 
y los ediles concejales fue propuesta por Bernardo Prudencio 
Berro y creemos en su eficacia. Proyectos del Senador Da 
Rosa y por mí mismo, en ese mismo período, toman esa 
solución. El problema es que la Constitución no la prevé 
para este caso. Primero, porque habilita la Autoridad uni o 
pluripersonal, y no debemos restringir por ley lo que la 
Constitución habilita. Segundo, porque para el caso de las 
autoridades con integración pluripersonal habilita las Jun- 
tas con funcionamiento que estas actualmente presentan. 


En conjunto, deberíamos encontrar caminos para salvar 
la imprevisión jurídica, de modo de poder implantar una 
solución de este tipo con arreglo a lo preceptuado en la 
Constitución, o proponer una nueva forma o formas de 
organización que contemplen lo establecido. 


Para ser aun más claros en este concepto, nuestro Par- 
tido cree en las autoridades unipersonales, de cualquier 
modo es consciente que no debe cerrar caminos por ley 
cuando la Constitución no los cierra. 


Más allá de esta cuestión hay otra esencial. El Municipio 
no debe tener trabas para cumplir con sus obligaciones 
diarias y esenciales. Para ello el Alcalde debe tener el poder 
de disponer de los recursos y de administrar. Paralelamente 
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debe tener el máximo control. Hemos propuesto para ello 
algunos instrumentos de contralor. 


La ley introduce la posibilidad de que el Municipio 
participe en cuestiones de desarrollo económico y social, y 
culturales. Entendemos que este tipo de intervenciones 
debe requerir el previo debate de los integrantes del Muni- 
cipio. Lo conceptual debe pasar por el cernidor de la discu- 
sión. Lo municipal debe ser ejecutado sin palabrerío. 


Noperforación de la autoridad departamental 


La ley debe ser sumamente cuidadosa de no perforar la 
autoridad municipal. El primer proyecto a consideración en 
varios de sus artículos habilitaba el acuerdo entre el Poder 
Ejecutivo y el Municipio, e incluso una figura discutible 
jurídicamente que es la delegación entre personas de Go- 
biernos diferentes. El artículo 262 habilita acuerdos entre 
departamentos, o entre ellos y el Poder Ejecutivo. No habi- 
lita acuerdos entre Municipios de diferentes departamen- 
tos y menos aun delegación de atribuciones del Poder 
Ejecutivo a una Administración perteneciente a un nivel 
diferente. 


El texto actual ha superado estos inconvenientes. Todo 
acuerdo entre el Poder Ejecutivo y los Municipios, o entre 
Municipios de igual o diferente departamento, está sujeto 
a la participación del Gobierno Departamental. 


Lo pendiente 


Queda pendiente la descentralización nacional. Esta ley 
descentraliza los departamentos. Hay que descentralizar el 
país, pasando competencias a los departamentos. 


Entre los temas que podrían pasar al ámbito de la admi- 
nistración departamental encontramos: 


1. La educación inicial, la educación primaria y la edu- 
cación técnica. 


2. Laprevención sanitaria y la atención primaria de la 
salud. 


3. El agua potable. 


4. La infraestructura y administración del saneamiento. 


5. La generación y distribución energética. 


6. La preservación ambiental y la policía ambiental. 


7. El tránsito, que si bien es departamental, la ley con 
media sanción en el Parlamento la quitaría de ese 
ámbito. 
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8. La preservación del patrimonio histórico y cultural. 


9. La administración del Catastro. 


10. La prevención y el combate de incendios y catástro- 
fes ambientales. 


11. Las políticas de bienestar social y desarrollo huma- 
no. 


12. La caminería rural, que si bien es departamental, al ser 
su financiamiento mayoritariamente nacional, se trans- 
forma en los hechos en competencia del Gobierno 
Nacional. 


13. La vivienda. 


Del lado de los recursos se debería generar la participa- 
ción de los departamentos en los impuestos sobre el valor 
agregado, las ventas, la renta de las empresas y personal, 
Impuesto de Primaria, fondo de viviendas. 


El artículo 262, incisos 5 y 6, de la Constitución prevé un 
interesante mecanismo para posibilitar el pasaje de compe- 
tencias de lo nacional a lo departamental. La aplicación de 
este mecanismo permite la evaluación de la contribución del 
nuevo ámbito de ejecución a los objetivos de eficacia, 
eficiencia y transparencia, manteniendo la supervisión del 
organismo original de la competencia. De cualquier modo, 
debe fijarse un plazo razonable y determinado para la deci- 
sión final de la transferencia de la atribución. 


En la práctica, la transferencia de competencias, en 
estos y otros ámbitos, otorga herramientas al Gobierno 
Departamental para encauzar la tarea de desarrollo. Hoy los 
Gobiernos Departamentales tienen muy escasas herramien- 
tas para la promoción del crecimiento económico de los 
departamentos, ya que el gasto municipal asciende a un 
porcentaje apenas superior al 2% del VAB generado en el 
departamento comparado con una participación del Gobier- 
no en el PBI nacional del orden del 20%, máxime si se 
considera que los Gobiernos Departamentales apenas fijan 
la contribución inmobiliaria urbana y las patentes, la Con- 
tribución Inmobiliaria Rural es recurso nacional de recauda- 
ción departamental. El no tener participación en tributos 
nacionales y tan escasa posibilidad de manejar los propios, 
sumado a la escasa potencia de su capacidad de gestionar 
y regular, transforman en simples prácticas de buena volun- 
tad a los esfuerzos para generar ingreso y empleo en los 
departamentos. 


Sala de la Comisión, 9 de diciembre de 2008. 


Sergio Botana, Miembro Informante; 
Carlos Mazzulo, Jorge Schiappapietra. 
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Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 11 de marzo de 2008. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, 
tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de poner 
asu consideración el adjunto proyecto de ley de descentra- 
lización política y participación ciudadana. 


El Uruguay es uno de los pocos países en el mundo que 
tiene únicamente dos niveles territoriales surgidos del voto 
popular: el nivel central y el nivel departamental. No existe 
un tercero, universalmente reconocido como nivel munici- 
pal o local, consistente en el gobierno de las localidades o 
centros poblados y sus áreas adyacentes. Este nivel se 
encuentra relativamente expresado, en nuestro país, de 
forma embrionaria y heterogénea, por las juntas locales. 


En este nivel local, nuestra realidad institucional es 
bastante caótica. El hecho mismo de convivir diversas 
formas de juntas locales: las comunes, las de gestión am- 
pliada y las autónomas, electivas y no electivas, genera una 
heterogeneidad inconveniente y desigual de la participa- 
ción ciudadana a nivel local. A esto hay que agregar que las 
más numerosas son las juntas locales comunes, las que 
carecen de la legitimidad que otorga el sufragio universal. 
Situación agravada en muchos casos porque estas juntas 
locales no han sido integradas durante todo un período de 
gobierno, de manera que lo local ha sido gestionado por el 
secretario administrativo de la junta. 


La actual Constitución Nacional, desde su reforma de 
1996, establece un nuevo régimen en materia de descentra- 
lización y gobiernos locales, dejando un amplio campo de 
definiciones a la ley. En su artículo 262, convertido en un 
verdadero estatuto sobre los gobiernos locales, establece 
que podrá haber una autoridad local en toda población que 
tenga las condiciones mínimas que fijará la ley, agregando 
en el artículo 287 que estas podrán ser unipersonales o 
pluripersonales, a la vez que encomienda a la ley el definir 
su forma de integración, así como las calidades exigidas 
para ser titular de las mismas. 
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El ya mencionado artículo 262, incorpora también la 
distinción entre materia departamental y materia municipal 
o local. Recordemos su texto: 


“La ley establecerá la materia departamental y la muni- 
cipal, de modo de delimitar los cometidos respectivos de las 
autoridades departamentales y locales así como los pode- 
res jurídicos de sus órganos...”. 


La voluntad del constituyente se expresa con claridad: 
la materia departamental no es la materia municipal. 


Encomienda a la ley establecer esa distinción, delimitan- 
do sus cometidos respectivos, pero lamentablemente, hasta 
el momento, nada se ha legislado en tal sentido. Este marco 
constitucional, posterior a la reforma de 1996 no deja dudas 
sobre la necesidad de generar en nuestro país ese tercer 
nivel que permitirá el desarrollo de una auténtica democra- 
cia local. En primer lugar, autoriza la creación de autorida- 
des locales en todo el territorio nacional, encomendando a 
la ley su reglamentación, y en segundo lugar, para no dejar 
lugar a dudas, distingue la materia municipal de la materia 
departamental, de modo de delimitar los cometidos respec- 
tivos de las autoridades departamentales y locales, así 
como los poderes jurídicos de sus órganos, autorizando en 
suinciso 5” al Intendente con acuerdo de la Junta Departa- 
mental a delegar en ellas la ejecución de determinados 
cometidos en sus respectivas circunscripciones territoria- 
les. 


Una reforma del régimen local debe consagrar el régimen 
de las autoridades locales electivas -hoy excepcional- en 
todo el país. Esta reforma del régimen local, que crea ór- 
ganos electivos en todo el territorio nacional, busca al- 
canzar un grado superior de democracia territorial, y por 
tanto, la profundización de nuestro sistema democrá- 
tico-representativo a nivel político. Asimismo, procura 
ampliar y diversificar las vías de la democracia participa- 
tiva. Finalmente persigue el logro de consagrar un siste- 
ma mejor organizado de instituciones locales en nuestro 
país, lo que implica generar un sistema único para todo el 
país, que otorgue a todos los ciudadanos por igual, las 
mismas posibilidades de participar en el destino de sus 
comunidades. 


Es una realidad innegable que el Uruguay no tiene un 
sistema de instituciones locales igual para todos sus habi- 
tantes y que sus ciudadanos se ven privados de la forma 
primaria de organización de la polis: la comuna. Estricta- 
mente hablando en Uruguay que no existen comunas, no 
existe la institución municipal electa por sufragio universal, 
salvo en forma excepcional. Esta ausencia es compensada 
por la sociedad civil como protagonista principal de las 
acciones llevadas adelante a nivel local. Cuando es necesa- 
rio apelar al Estado, por lo general se busca directamente la 
relación con el intendente departamental, ignorando la exis- 
tencia de las juntas locales. 
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La descentralización como parte de la Transformación 
Democrática del Estado 


Dentro de las principales preocupaciones de la gestión 
de este gobierno ha estado la Transformación Democrática 
del Estado. Desde el inicio de su acción en marzo de 2005, 
se ha impulsado el desarrollo de un Estado democrático, 
eficiente, al servicio delos ciudadanos, líder del desarrollo 
nacional, conductor e instrumento de un permanente proce- 
so de expansión de la democracia en amplitud y profundi- 
dad. La transformación democrática del Estado busca un 
Estado al servicio del ciudadano, palanca del desarrollo 
productivo y escudo de los débiles. 


Dentro de ella nos planteamos un conjunto de líneas de 
trabajo dirigidas a: 


- Establecer los objetivos básicos de modernización, 
proyectos de desarrollo, democratización, inclusión 
y garantizar el ejercicio de los derechos ciudadanos. 


- Impulsar nuevas políticas públicas de regulación y 
reformas estructurales. 


- Modificar radicalmente los sistemas de gestión. 


- Estimular la formación y transparentar el ingreso a la 
función pública, desterrando el clientelismo median- 
te el ingreso por concurso o sorteo. 


-  Evitarlas contraposiciones entre trabajadores públi- 
cos y privados y, dentro de los públicos, a sectores 
supuestamente privilegiados como otros que se en- 
cuentran en condiciones laborales que se deben 
mejorar con urgencia. 


- Democratizar las políticas públicas abriendo espa- 
cios para la participación de los trabajadores y usua- 
rios. 


- El desarrollo de una nueva institucionalidad que dé 
sustento a la descentralización política a través de 
órganos locales electivos. 


El presente proyecto de ley desarrolla una de estas 
líneas de trabajo. Propugna la creación de una matriz 
institucional para la descentralización política, para lo cual 
define un marco legal que permite llegar a pequeñas pobla- 
ciones através de la creación de órganos locales de existen- 
cia preceptiva electos por el voto popular. 


Razones geográficas e históricas han determinado una 
macrocefalia capitalina que hoy resulta una traba para un 
desarrollo nacional armónico. Se hace necesario revertir el 
centralismo montevideano y también evitar la reproducción 
del mismo a nivel de los departamentos. Por otra parte, este 
proyecto descentralizador representa una iniciativa de neto 
contenido artiguista que nos remonta a lo mejor de las 
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tradiciones de los cabildos y asambleas provinciales, de 
villas y pueblos donde los ciudadanos eligen sus autorida- 
des, realizan propuestas y controlan la gestión. 


Esa tradición no tuvo continuidad durante los siglos 
XIX y XX; las tentativas que se realizaron se frustraron. 
Según el Prof. Juan E. Pivel Devoto en su “Historia de la 
República Oriental del Uruguay 1830-1930”, ya hace casi un 
siglo y medio, cuando Berro llegó a la Presidencia de la 
República, manifestó de inmediato su preocupación por el 
establecimiento de un régimen municipal adecuado y así lo 
expresó en su primer mensaje dirigido a la Asamblea General 
el 16 de febrero de 1861. Posteriormente, en los mensajes 
elevados en los años siguientes, volvió a insistir en esas 
ideas y presentó un amplio proyecto de gobierno municipal. 
Por él, los departamentos serían divididos en distritos 
municipales, urbanos y rurales (estos últimos, con una 
población mínima de trescientos habitantes). En cada dis- 
trito se establecerá una Junta Municipal de 5 o 7 miembros 
elegida por el voto directo de los vecinos que compusiesen 
el distrito. El presidente de la Junta, el Alcalde, estaría 
encargado de la parte ejecutiva y los miembros o regidores, 
además de las funciones comunes, tendrían facultades pri- 
vativas. 


Se ha sostenido que, observando la tradición de nues- 
tros cabildos e inspirado por los frutos del régimen de la 
autogestión en los municipios de los Estados Unidos, Berro 
buscó vivificar los gobiernos locales en nuestra joven 
república. 


Posteriormente y hasta la fecha, han sido numerosos los 
proyectos presentados al respecto, todos ellos sin ningún 
éxito. 


En el proceso en curso de la Transformación Democrá- 
tica del Estado, es preciso apoyar a las Intendencias, al 
desarrollo local y a la descentralización. En ese sentido, hay 
numerosas iniciativas en ejecución avanzada por Ministe- 
rios, Entes Autónomos, Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, Intendencias, y otros actores nacionales o de co- 
operación internacional, para llevar trabajo y desarrollo al 
interior de la República. Este desarrollo territorial y local 
(económico, social, educativo y cultural), debe ingresar en 
una retroalimentación virtuosa con la descentralización 
política y con la desconcentración administrativa si estas 
últimas son impulsadas con acierto y vigor. 


Por lo dicho, este proceso -que sirve de marco global al 
presente proyecto de ley -destacará e impulsará la descen- 
tralización política, la que tendrá un enfoque comunal y 
apostará a la jerarquización de lo local y a la electividad de 
las autoridades locales mediante el voto secreto y la repre- 
sentación proporcional. 


Como hemos expresado, Uruguay es delos pocos países 
que tiene solo dos niveles de gobierno sometidos al sufra- 
glo, y un tercer nivel local bastante caótico y heterogéneo. 
Frente a dicha realidad, este proyecto de ley se traducirá en 
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la conformación de más de 100 gobiernos locales electos 
directamente por la gente. En el proyecto se propone la 
creación de Municipios en las poblaciones de más de 2.000 
habitantes, con una integración plural pero -retomando la 
idea del Presidente Berro- con un presidente al que deno- 
minamos Alcalde, jearquizado en sus atribuciones, como 
forma de asegurar que se cumplan las funciones ejecutivas. 
Apunta a la transferencia de poder hacia el interior y con- 
tribuye a terminar con más de 200 años de centralismo. Se 
debe tener en cuenta que estamos hablando del interior 
profundo, porque con lamentable frecuencia muchos ímpe- 
tus descentralizadores se detienen en las capitales depar- 
tamentales. Si -por iniciativa de las autoridades departa- 
mentales o por la vía de una reforma constitucional- se 
extienden las autoridades locales electivas que propone 
este proyecto de ley a todas las capitales departamentales, 
la descentralización política avanzaría notablemente hacia 
todos los uruguayos y no solo en las poblaciones abarcadas 
en este proyecto de ley. 


El proyecto, en segundo lugar, también enfatiza y 
jerarquiza la participación social en las políticas públicas, 
para lo cual se considera muy importante una interlocución 
legitimada y común del proceso de descentralización y 
localización. 


Paralelamente otra línea de trabajo de la Transformación 
Democrática del Estado complementará la descentraliza- 
ción política con la desconcentración en la gestión adminis- 
trativa. La misma se constituirá en torno a los servicios 
locales al ciudadano. Los Centros de Atención Ciudadana 
(CAC) que se crearán tendrán valor por sí mismos pero 
también como legitimación del proceso. Serán un esfuerzo 
interinstitucional para acercarle al ciudadano de los peque- 
ños centros poblados los trámites y servicios necesarios, 
ahorrándole tiempo y costos de traslado. 


La descentralización política -como una de las vías 
fundamentales de la descentralización en el sentido profun- 
do, en tanto que transferencia de poder a la sociedad - 
constituye un proceso que por su profundidad se conver- 
tirá en irreversible en el mediano plazo y abre un espacio de 
diálogo fermental que opera transversalmente en todos los 
actores políticos, ala vez que jerarquiza al interior profundo 
y local. Este proyecto de ley cumple con un compromiso 
emblemático de la fuerza política gobernante en materia de 
electividad de las autoridades locales; desafía a los militan- 
tes locales de los partidos a legitimarse directamente ante 
la gente para poder acceder a cargos; obliga a los partidos 
a cohabitar democráticamente y coloca a los Intendentes 
como gobernantes del conjunto del territorio departamen- 
tal. Al mismo tiempo, constituye un planteo gradualista 
porque asume con realismo las dificultades del nacimiento 
de un nuevo nivel de gobierno local, y no ignora las restric- 
ciones que impone el actual marco constitucional, pero deja 
también abierta la posibilidad futura de transferencia de 
nuevas atribuciones a lo local. 


El presente proyecto resulta congruente con los planteos 
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democratizadores de transformación del Estado desde el 
punto de vista del ciudadano que se están llevando adelan- 
te desde varios organismos. Organizar y profundizar nues- 
tros mecanismos de participación democrática pasa por 
crear instituciones locales reconocidas y legitimadas por el 
sufragio. Cada rincón del país debe poder elegir un organis- 
mo que represente la opinión mayoritaria de esa comunidad 
específica y tener la posibilidad de disponer de ciertos 
recursos para la resolución de los problemas generados en 
su territorio. 


Profundizar nuestra democracia significa lograr meca- 
nismos de participación política en todos los niveles terri- 
toriales. En el caso de nuestro país, existe un debe impor- 
tante en lo que se refiere a la participación en los asuntos 
locales que deberían ser gestionados por comunas. Este es 
el nivel en el que se expresa el ciudadano en su quehacer 
cotidiano, ya que se trata del primer nivel de organización 
de la polis, el de los vecinos, de los que comparten un 
determinado territorio. 


Esta carencia es la que el presente proyecto aspira a 
subsanar. 


El contenido del articulado 


El proyecto consta de 7 capítulos que incluyen 19 artí- 
culos. 


Según lo previsto en los artículos 262 y 287 de la Cons- 
titución, el artículo 1? define la creación de las autoridades 
locales a las que denomina Municipios en todas las pobla- 
ciones de al menos 2.000 habitantes, a la vez que admite la 
creación de estos municipios en las plantas urbanas de las 
capitales departamentales y también en aquellas poblacio- 
nes que no alcancen el mínimo de habitantes requerido por 
el presente artículo. En el caso de las capitales departamen- 
tales, la creación recae en las Juntas Departamentales a 
iniciativa del Intendente, el mecanismo previsto constitu- 
cionalmente. 


El artículo 2? otorga un plazo de 90 días a las Intenden- 
clas para remitir al Poder Ejecutivo la nómina de poblacio- 
nes que cumplan las condiciones previstas y definan sus 
límites. Límites que necesariamente deben coincidir con las 
circunscripciones electorales a fin de permitir la realización 
de la elección directa. 


El artículo 3? define los principios programáticos del 
sistema de descentralización; el siguiente habilita a que los 
acuerdos previstos en el artículo 262 de la Constitución 
puedan incluir radicación de servicios y otras actividades 
para su ejecución por los Municipios y el 5? define criterios 
para la relación entre Municipios y sociedad civil. 


El 2? Capítulo define las materias departamental (artículo 
67) y municipal (artículo 79), previendo en su artículo 8? la 
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competencia del gobierno departamental en aquellas zonas 
donde no exista Municipio. 


En el Capítulo III se establece el mecanismo de integra- 
ción de las autoridades locales, que tendrán cinco miem- 
bros distribuidos por el sistema de representación propor- 
cional. 


El artículo 287 remite a la ley la opción entre autoridades 
uni o pluripersonales y el presente proyecto en su artículo 
9 opta por la pluralidad de miembros a fin de permitir la 
representación pluripartidaria. Esta condición colegiada de 
los Municipios puede poner en tela de juicio su ejecutividad, 
por lo que se crea la figura del Alcance, como veremos en 
los siguientes artículos. Este mismo artículo establece que 
los cargos serán de carácter honorario y electivo. El carác- 
ter honorario también puede resultar discutible, pero te- 
niendo tal condición los ediles departamentales por manda- 
to constitucional, se consideró conveniente mantenerlo 
para los concejales locales, al menos en el período de 
creación de los municipios. El mencionado artículo 9” esta- 
blece el sistema de suplencias, que será el mismo que el de 
la Cámara de Representantes. 


El artículo 10 establece que para ocupar los cargos se 
requerirán las mismas condiciones que para ser Edil depar- 
tamental, teniendo el mismo régimen de incompatibilidades 
y prohibiciones. 


Según el artículo 11, el primer titular de la lista más 
votada del lema más votado en el Municipio se denominará 
Alcalde y presidirá el órgano. Lajerarquización del Alcalde 
y sus atribuciones, previstas en el artículo 14, buscan 
asegurar la necesaria ejecutividad en la gestión de los 
municipios. Este artículo también regula el mecanismo de 
sustitución del Alcalde en sus funciones en caso de ausen- 
cla temporal o definitiva. 


El Capítulo IV define las atribuciones (artículo 12) y los 
cometidos (artículo 13) de los Municipios. 


El artículo 14 establece las atribuciones del Alcalde, a 
quien se le encomienda dirigir la actividad administrativa 
del Municipio y el artículo siguiente (15) las de los restantes 
miembros o concejales. 


El artículo 16 establece la iniciativa ciudadana, entre 
otras cosas para constituir un nuevo municipio. 


El artículo 17 regula el procedimiento recursivo. 


El artículo 18 prevé los recursos con que contarán los 
municipios y el artículo 19 se trata de una disposición 
transitoria que transforma a las juntas locales existentes e 
integradas al momento de la promulgación del presente 
proyecto como ley una vez que se proceda a la elección 
directa de sus autoridades. 
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El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor 
consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente 
de la República; Danilo Astori, María 
Simon, Ernesto Agazzi, Carlos 
Colacce, Víctor Rossi, Marina 
Arismendi, Ma. Julia Muñoz, José 
Bayardi, Héctor Lescano, Eduardo 
Bonomi, Gonzalo Fernández, Daisy 
Tourné, Daniel Martínez. 


PROYECTO DELEY 


CAPITULO 1.- DE LOS PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1%.- De acuerdo a lo previsto en los artículos 
262,287 y disposición transitoria Y) de la Constitución de 
la República, habrá una autoridad local que se denominará 
Municipio, configurando un tercer nivel de gobierno. 


Cada Municipio tendrá una población de al menos dos 
mil habitantes y su circunscripción territorial deberá con- 
formar una unidad con personalidad social y cultural con 
intereses comunes que justifiquen la existencia de estruc- 
turas políticas representativas y que faciliten la participa- 
ción ciudadana. 


También podrá haber uno o más Municipios en las 
plantas urbanas de las capitales departamentales, al igual 
que en aquellas poblaciones que no alcancen al mínimo de 
habitantes requeridos por el presente artículo, si así lo 
dispone la Junta Departamental a iniciativa del Intendente. 


Artículo 2*.- A los efectos de la sanción del decreto 
reglamentario de la presente ley, dentro de los noventa días 
contados a partir de la promulgación de la misma, las Inten- 
dencias remitirán al Poder Ejecutivo la nómina de las poblacio- 
nes que cumplan con las condiciones establecidas para la 
creación de Municipios y sus respectivos límites, los que 
deberán respetar las circunscripciones electorales existentes. 


Vencido dicho plazo, el Poder Ejecutivo elaborará la 
nómina correspondiente. 


Artículo 3*.- Son principios cardinales del sistema de 
descentralización local: 


1) la preservación de la unidad departamental. 


2) la prestación eficiente de los servicios estatales ten- 
dientes a acercar la gestión del Estado a todos los 
habitantes; 


3) la gradualidad de la transferencia de atribuciones, 
poderes jurídicos y recursos hacia los Municipios en 
el marco del proceso de descentralización. 
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4) la participación de la ciudadanía; 


5) la electividad y la representación proporcional inte- 
gral; 


6) la cooperación entre los Municipios para la gestión 
de determinados servicios públicos o actividades 
municipales en condiciones más ventajosas. 


Artículo 49.- Los acuerdos previstos en el artículo 262 
de la Constitución podrán incluir la radicación de servicios 
y actividades del Estado para su ejecución por los Munici- 
pios. 


Artículo 5%.- Los Municipios fomentarán la participa- 
ción activa de la sociedad en las cuestiones del gobierno 
local. 


Cada Municipio creará ámbitos de información, consulta 
y control con su población acerca de los asuntos de su 
competencia. 


CAPITULO II.-DELA MATERIA DEPARTAMENTAL Y 
LOCAL(O MUNICIPAL) 


Artículo 69.- La materia departamental estará constitui- 
da por: 


1) los cometidos que la Constitución y las leyes asig- 
nen a los Gobiernos Departamentales; 


2) todo lo concerniente a los asuntos que le son propios 
dentro de su jurisdicción sin perjuicio de la materia 
municipal; 


3) los asuntos que el Poder Ejecutivo haya delegado al 
gobierno departamental o que emerjan de acuerdos 
entre el gobierno nacional y el departamental; 


4) la protección del ambiente y el desarrollo sustentable 
de los recursos naturales dentro de su jurisdicción. 


Artículo 7%.- La materia municipal estará constituida 
por: 


1) los cometidos que la constitución y la ley determi- 
nen; 


2) los asuntos que le son propios dentro de su circuns- 
cripción territorial; 


3) los asuntos que le delegue el Poder Ejecutivo o el 
gobierno departamental o los que resulten de acuer- 
dos con ellos; 


4) los asuntos que resulten de acuerdos que puedan 
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concretarse con uno o más Municipios del mismo 
departamento o de otros departamentos del país. 


Artículo 8?.- En aquellas zonas del territorio donde no 
exista Municipio, las competencias municipales serán ejer- 
cidas por el gobierno departamental. 


CAPITULO III.- INTEGRACION 


Artículo 99.- Los Municipios serán órganos integrados 
por cinco miembros y sus cargos serán de carácter honora- 
rio y electivo. 


Serán distribuidos por el sistema de la representación 
proporcional integral y su sistema de suplencias será el 
mismo que el de la Cámara de Representantes. 


Artículo 10.- Para integrar los Municipios se requerirán 
las mismas calidades que para ser Edil departamental y se 
les aplicará el mismo régimen de incompatibilidades y pro- 
hibiciones. 


No podrán integrarlos los miembros de la Junta Depar- 
tamental ni los Intendentes. 


Artículo 11.- El primer titular de la lista más votada del 
lema más votado dentro de la respectiva circunscripción 
territorial se denominará Alcalde y presidirá el Municipio. 
Los restantes miembros se denominarán Concejales. 


En caso de ausencia temporal o definitiva, el Alcalde 
será sustituido en sus funciones por el titular que le siga en 
la misma lista en el caso que ocupe un cargo de Concejal. En 
el caso contrario, asumirá las funciones de Alcalde el primer 
titular de la segunda lista más votada del lema más votado 
en la circunscripción. 


CAPITULOIV.- DELAS ATRIBUCIONES Y 
COMETIDOS DEL MUNICIPIO Y SUSINTEGRANTES 


Artículo 12.- Son atribuciones de los Municipios: 


1) cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, las 
normas y resoluciones departamentales; 


2) supervisar las oficinas de su dependencia y ejercer 
la potestad disciplinaria sobre sus funcionarios; 


3) ordenar gastos o inversiones de conformidad con las 
disposiciones vigentes; 


4) administrar eficaz y eficientemente los recursos fi- 
nancieros y humanos a su cargo para la ejecución de 
los cometidos a su cargo; 
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5) promover la capacitación y adiestramiento de sus 
funcionarios para el mejor cumplimiento de sus co- 
metidos; 


6) velar por el respeto de los derechos y garantías 
fundamentales de los habitantes; 


7) las demás atribuciones que les delegue el Intenden- 
te. 


Artículo 13.- Son cometidos de los Municipios: 


1) dictar las resoluciones que correspondan al cabal 
cumplimiento de sus cometidos; 


2) elaborar anteproyectos de decretos y resoluciones, 
los que serán propuestos a la Junta Departamental o 
al Intendente según los casos, para su considera- 
ción; 


3) colaborar en la realización y mantenimiento de obras 
públicas con cargo a los recursos del Gobierno De- 
partamental; 


4) elaborar programas zonales y adoptar las medidas 
preventivas que estime necesarias en materia de 
salud e higiene, protección del ambiente, todo ello 
sin perjuicio de las competencias de las autoridades 
nacionales y departamentales, según las normas vi- 
gentes en la materia; 


5) adoptar las medidas tendientes a conservar y mejorar 
los bienes y edificaciones, especialmente aquellos 
que tengan valor histórico o artístico; 


6) atender lo relativo a la vialidad y el tránsito, sin 
perjuicio de las potestades de las autoridades depar- 
tamentales al respecto; 


7) cooperar en el cumplimiento de las potestades depar- 
tamentales de fiscalización sobre construcción de 
cercos y veredas y espectáculos públicos; 


8) vigilar la percepción de las rentas departamentales; 


9) colaborar con las autoridades departamentales den- 
tro de las directrices que estas establezcan en materia 
de ferias y mercados, proponiendo su mejor ubica- 
ción de acuerdo con las necesidades y característi- 
cas de sus zonas, cooperando asimismo en su vigl- 
lancia y fiscalización; 


10) aplicar las multas por transgresiones a los decretos 
departamentales cuyo contralor se les cometa; 


11) colaborar con los demás organismos públicos en el 
cumplimiento de tareas y servicios que les sean 
comunes o que resulten de especial interés para la 
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zona, promoviendo la mejora de la gestión de los 
mismos; 


12) adoptar las medidas que estimen convenientes para 
el desarrollo de la ganadería, la agricultura, la indus- 
tria y el turismo, sin perjuicio de las atribuciones de 
las autoridades nacionales y departamentales en la 
materia; 


13) formular y ejecutar programas sociales y culturales 
dentro de su jurisdicción, estimulando el desarrollo 
de actividades culturales locales; 


14) emitir opinión respecto de las consultas que les formu- 
le el Poder Ejecutivo en materia de proyectos de 
desarrollo local; 


15) colaborar en la gestión de los proyectos referidos en 
el numeral anterior cuando así lo solicite el Poder 
Ejecutivo y medie interés por el Municipio, quien 
deberá asimismo acreditar capacidad suficiente para 
el cumplimiento de la actividad; 


16) adoptar las medidas urgentes necesarias en caso de 
accidentes, incendios, inundaciones y derrumbes, 
comunicándolas de inmediato al Intendente y en 
coordinación con las autoridades nacionales respec- 
tivas; 


17) colaborar en la gestión de políticas públicas cuando 
así lo solicite el Poder Ejecutivo; 


18) crear ámbitos de participación social; 


19) rendir cuenta anualmente ante el Gobierno Departa- 
mental o el Nacional, de la aplicación de los recursos 
que estos hubieran aportado para la concreción de la 
gestión municipal o para el cumplimiento de funcio- 
nes que hubieran expresamente delegado en la auto- 
ridad municipal; 


20) presentar un informe anual en audiencia pública so- 
bre la gestión cumplida y sus planes. 


Artículo 14.- Son atribuciones del Alcalde: 


1) presidir las sesiones del Municipio y resolver por 
doble voto las decisiones en caso de empate entre 
sus integrantes; 


2) dirigir la actividad administrativa del Municipio; 


3) ejercer la representación del Municipio; 


4) designar representantes del Municipio en activida- 
des de coordinación y promoción del desarrollo re- 
gional; 
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5) proponer al Municipio planes y programas de desa- 
rrollo local que estime convenientes para su mejor 
desarrollo; 


6) ordenar los gastos municipales de acuerdo con los 
requisitos legales y formales vigentes; 


7) adoptar las medidas que entienda necesario para el 
cumplimiento de los cometidos municipales así como 
las urgentes, dando cuenta al Municipio en la primer 
sesión y estando a lo que este resuelva; 


8) requerir el auxilio de la fuerza pública siempre que 
resulte necesario para el cumplimiento de sus funcio- 
nes. 


Artículo 15.- Son atribuciones de los Concejales: 


1) participar en las sesiones del Municipio y emitir su 
voto a fin de adoptar las decisiones del órgano por 
la mayoría simple de sus integrantes; 


2) ejercer el contralor sobre el ejercicio de las atribucio- 
nes del Alcalde; 


3) resolver las cuestiones que el Alcalde someta a su 
consulta o decisión; 


4) proponer al Municipio planes y programas de desa- 
rrollo local que estime convenientes para su mejor 
desarrollo; 


5) colaborar con el Alcalde para el normal desempeño 
de los cometidos municipales; 


6) ejercer la representación del Municipio en los casos 
en que lo designe el Alcalde. 


CAPITULO V.- DE LA INICIATIVA Y ELCONTROL 


Artículo 16.- El quince por ciento de los ciudadanos 
inscriptos en una localidad o circunscripción tendrá el 
derecho de iniciativa ante el Gobierno Departamental en los 
asuntos de su competencia, incluida la iniciativa para cons- 
tituirse en Municipio. 


En este caso la Junta Departamental, a iniciativa del 
Intendente podrá disponer la creación del Municipio res- 
pectivo, aunque se trate de una población de menos de dos 
mil habitantes. 


Artículo 17.- Los actos administrativos generales y los 
subjetivos de los Municipios admitirán los recursos de 
reposición, y conjunta y subsidiariamente el de apelación 
ante el Intendente. 
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Será de aplicación lo dispuesto en los artículos 3174319 
de la Constitución. 


CAPITULO VI.- DELOS RECURSOS 


Artículo 18.- La gestión de los municipios se financiará: 


1) con los fondos que le destinen los gobiernos depar- 
tamentales; 


2) con los recursos que les asigne el Presupuesto Na- 
cional en el Fondo de Incentivo para la Gestión de los 
Municipios, que se creará a dicho efecto. 


CAPITULO VIT.- DISPOSICION TRANSITORIA 


Artículo 19.- El régimen consagrado por esta ley se 
aplicará a las Juntas Locales integradas al momento de la 
promulgación de la presente ley, las que pasarán a ser 
Municipios a partir de la elección de sus autoridades. 


Danilo Astori, Ernesto Agazzi, María 
Simon, Carlos Colacce, Víctor Rossi, 
Marina Arismendi, Ma. Julia Muñoz, 
José Bayardi, Héctor Lescano, Eduar- 
do Bonomi, Gonzalo Fernández, Daisy 
Tourné, Daniel Martínez.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: este proyecto de 
ley viene aprobado por la Cámara de Representantes y me 
parece que es uno de los más trascendentes de esta Legis- 
latura por cuanto va a modificar la estructura institucional 
del país de una forma muy importante, acercando el poder 
político a la ciudadanía. A través de esta iniciativa se van 
a crear, dentro de la estructura institucional que el país 
había adoptado de un Gobierno Central y diecinueve Go- 
biernos Departamentales -verdaderas provincias o 
gobernaciones, que llamamos departamentos, de acuerdo 
con la vieja nomenclatura francesa-, varios centenares de 
Gobiernos locales. En una primera instancia, en el 2010, se 
crearán en todas aquellas ciudades que tengan más de cinco 
mil habitantes y en el 2014, en todas las que tengan más de 
dos mil habitantes, con algunas características especiales 
que se determinan en el proyecto de ley. 
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Considero que se trata de un paso de enorme significa- 
ción y para todas las fuerzas políticas es un reto o desafío, 
puesto que la elección de los Gobiernos Locales por la gente 
que habita en las villas, pueblos y ciudades del interior de 
los departamentos va a permitir un control estricto sobre lo 
que se haga con los recursos que se aportan y las obras que 
se realizan. Eso es acercar la vida política a los ciudadanos 
y volverlos protagonistas de una verdadera participación. 
De ahí que en el futuro -definido por el propio proyecto 
como un proceso que se va a ir dando en el tiempo- el 
articulado de esta iniciativa va a permitir que la ciudadanía 
progresivamente asuma el rol que siempre se le ha plantea- 
do, en el sentido de ser protagonista del ejercicio del poder 
político a través de un mecanismo de descentralización que 
le dé la posibilidad de incidir en la vida cotidiana. 


Creo que este es un paso de enorme trascendencia para 
el país. Nuestra fuerza política ha conversado y negociado 
con los demás integrantes de este Parlamento sobre este 
proyecto de ley que ingresó a la Cámara de Representantes 
a principios del año 2008 y que hoy, casi al final de 2009, 
esperamos tenga sanción en el Senado. 


El proyecto de ley se divide en los siguientes capítulos. 
El Capítulo I refiere alos Principios Generales. En efecto, en 
el inciso primero del artículo 1” se define que: “De acuerdo 
con lo previsto por los artículos 262, 287 y disposición 
transitoria Y) de la Constitución de la República, habrá una 
autoridad local que se denominará Municipio, configuran- 
do un tercer nivel de Gobierno y de Administración.” 


El Capítulo Ill habla “De la Materia Departamental y Local 
(o Municipal)” que, a su vez, es su “nomen juris”. Es 
importante destacar que en este Capítulo se define clara- 
mente qué es la materia departamental, distinguiéndola de 
la municipal. Diría que lo que se incluye como materia 
departamental es prácticamente el desarrollo de lo que se 
expresa en la Constitución de la República. Me parece bien 
que se explique allí de manera sintética, contundente y 
clara. 


En el artículo 7” se alude a la materia municipal y, por 
primera vez, se la define en forma clara. Es así que la materia 
municipal está constituida por seis temas, entre los que 
figuran los cometidos que la Constitución de la República 
y la ley determinen; los asuntos que le son propios dentro 
de su circunscripción territorial; los asuntos que, referidos 
a cuestiones locales, el Poder Ejecutivo, por intermedio del 
respectivo Gobierno Departamental, acuerde asignar a los 
Municipios -quiere decir que se otorga un mecanismo a 
través del cual el propio Poder Ejecutivo, por medio de los 
Gobiernos Departamentales, puede asignar cometidos alos 
Municipios-; los asuntos que resulten de acuerdos que 
puedan concretarse entre más de un Municipio del mismo 
departamento, con autorización del Intendente; los asun- 
tos que resulten de acuerdos entre los Gobiernos Departa- 
mentales que puedan ejecutarse entre Municipios de más de 
un departamento, y los asuntos que el respectivo Gobierno 
Departamental asigne a los Municipios. 
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Me gustaría mencionar algo que, a mi juicio, 
cotidianamente pasa desapercibido. Me refiero al hecho de 
que, de acuerdo con las facultades que otorga la Constitu- 
ción actual, los Gobiernos Municipales pueden hacer 
emprendimientos conjuntos para obras de distinto tipo. 
Aquí el tema se desarrolla con mayor profundidad y esa 
facultad se lleva a los propios Municipios, al interior de 
cada departamento, así como también a Municipios de 
distintos departamentos que pueden concertar entre sí 
emprendimientos comunes. Se trata de un mecanismo de 
integración regional y también institucional, que permite 
aprovechar exhaustivamente los recursos del país y, ade- 
más, los beneficios que puede traer la realización de obras 
conjuntas. 


El Capítulo Ill refiere a la integración de los Municipios. 
Estos estarán “integrados por cinco miembros y sus cargos 
serán de carácter electivo”. Asimismo, “serán distribuidos 
por el sistema de representación proporcional integral y su 
régimen de suplencias será el mismo que el de las Juntas 
Departamentales”. Quiere decir que el mecanismo es auto- 
mático y, de no estar presente el titular, el suplente accede 
inmediatamente al cargo. 


El Capítulo IV se titula “De las Atribuciones y Cometidos 
del Municipio y sus Integrantes” y es bastante extenso. El 
artículo 13 está integrado por diecinueve numerales y el 14 
hace referencia a las atribuciones del Alcalde, que viene a 
ser el jefe del Gobierno local. A su vez, en el artículo 15 se 
distinguen las atribuciones de los Concejales. 


El Capítulo V “De la Iniciativa y el Control” se refiere a 
estos gobiernos. El Capítulo VI“De los Recursos”, habla de 
una materia muy importante que, de desarrollarse con efica- 
cla, seguramente permitirá que los Gobiernos Locales ten- 
gan a su disposición la realización de las obras correspon- 
dientes. Actualmente existe un mecanismo por el cual los 
Gobiernos Departamentales reciben asistencia del poder 
central. Ciertamente, una parte de esa asistencia tendrá que 
ser dirigida a estos Gobiernos Locales. 


El Capítulo VIT tiene que ver con las “Disposiciones 
Especiales”. El Capítulo VIII y último incluye las “Disposi- 
ciones Transitorias”. 


Quiero señalar que el proyecto de ley fue analizado 
minuciosamente en la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción del Senado, pero también tuvo un tratamiento exhaus- 
tivo en la Cámara de Representantes. De acuerdo con la 
manera de encarar este tema y dado que lo vemos como un 
planteo político, proponemos al Cuerpo hacer nuestro el 
informe en mayoría de la Cámara de Representantes y ele- 
vamos al Senado de la República el proyecto de ley de 
“Descentralización en materia departamental y local y par- 
ticipación ciudadana”. Tratamos de no reiterar lo que ya se 
habló y se discutió entre todos los sectores políticos a nivel 
de la Cámara de Representantes, donde se hizo un porme- 
norizado informe que alguno de los señores Senadores 
presentes puede desarrollar en la sesión de hoy, si lo 
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entiende conveniente, ya que varios participaron en el 
debate. Por ello, entendemos que sería reiterativo agregar 
páginas con las mismas consideraciones que fundamenta- 
ron su aprobación en la Cámara de Representantes. Además, 
el 11 de marzo de 2008, al remitir a la Asamblea General el 
proyecto de ley, el Poder Ejecutivo realizó una extensa 
fundamentación de la descentralización como parte de la “Trans- 
formación Democrática del Estado”. Esta ley materializa en su 
texto el concepto de descentralización que, tal como se expresa 
enlos informes mencionados, es un concepto diferente al de 
la desconcentración. En el informe se señala, entre comillas, 
que “En la descentralización se traslada la toma de decisio- 
nes al organismo jerárquicamente inferior”; en cambio, “en 
la desconcentración lo que se delega son atribuciones que 
pertenecen al poder central, pero que el Ente inferior no 
puede modificar, es un poder delegado. 


La descentralización solo es posible si existen los esce- 
narlos propicios para el ejercicio del poder descentralizado, 
reconociendo que la descentralización es un proceso que 
requiere también, como parte inseparable, un proceso en el 
que se involucren los actores sociales”. Quiero destacar 
este concepto que me parece muy importante. Una cosa es 
desconcentrar, es decir, delegar atribuciones que se tienen 
para que las ejecute alguien que está subordinado, pero que 
no las puede modificar; y otra es descentralizar, que es un 
mecanismo distinto, porque otorga el poder político de 
adoptar decisiones en forma particular a los Gobiernos 
locales. 


El texto del proyecto de ley dice que la “descentraliza- 
ción es un proceso que requiere también, como parte inse- 
parable, un proceso en el que se involucren los actores 
sociales”; o sea que la gente efectivamente participa. Esto 
se va a lograr por distintos mecanismos, porque va a ser 
obligatorio participar en las elecciones locales y, además, 
en las villas, ciudades y pueblos de más de dos mil habitan- 
tes, todo el mundo se conoce, sabe qué necesidades tiene 
y está en condiciones de saber cuáles son los recursos y 
cómo utilizarlos para la realización de las obras de la comu- 
nidad. La ley de descentralización “articula el escenario de 
participación ciudadana llevando el campo de la decisión de 
las políticas locales a la ciudadanía”. 


La iniciativa, que permitirá la elección de las autoridades 
locales, a partir del 2010 en los centros poblados de más de 
5.000 habitantes y, a partir del 2014, en aquellas localidades 
de más de 2.000 habitantes, importa un proceso trascenden- 
te de transformación democrática del Estado. 


Tal como se señala en el informe en mayoría de la Cámara 
de Representantes, “organizar y profundizar nuestros me- 
canismos de participación democrática pasa por crear ins- 
tituciones locales reconocidas y legitimadas por el sufra- 
glo. Cada rincón del país debe poder elegir un organismo 
que represente la opinión mayoritaria de esa comunidad 
específica y tener la posibilidad de disponer de ciertos 
recursos para la resolución de los problemas generados en 
su territorio”. 
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Esta transcripción expresa cabalmente una síntesis de 
nuestro fundamento para votar sin modificaciones este 
proyecto de ley, que significará un avance sustancial en la 
normativa institucional -y, por tanto, política- de nuestro 
país. 


Para finalizar, me gustaría agregar que la presente norma 
representa también un reto o desafío para todas las fuerzas 
políticas, que deberán organizarse a efectos de llegar a cada 
localidad. En el caso concreto de la nuestra, que detenta el 
Gobierno Nacional y, además, el de ocho departamentos, se 
trata de un desafío muy importante, porque no sólo deberá 
tratar de conquistar el gobierno de más departamentos, sino 
también llegar al corazón profundo del país, a las ciudada- 
nías localizadas en las ciudades, pueblos y villas que ten- 
gan más de 2.000 habitantes. Sin duda, es un reto no menor, 
que realmente va a acercar la política a la gente, ya que se 
deberá transmitir la propuesta, encarnarla en algunos repre- 
sentantes y hacer que se participe de ella en forma activa. 
Efectivamente, esto es participación, es decir, transformar 
al ciudadano en un activo conductor político de todo aque- 
llo que preocupa a su comunidad y que lo lleva a ser 
protagonista con el afán de servir al pueblo, al país y a sus 
conciudadanos. En definitiva, esta es una manera de incor- 
porar al servicio público a los ciudadanos comunes, a esos 
que muchas veces ignoran la existencia de grandes batallas 
electorales. En este caso, habrá que librar estas batallas 
-que son muy importantes para la vida cotidiana de la gente- 
con la finalidad también de descentralizar el poder político. 
En definitiva, si estas normas institucionales entran en 
funcionamiento, resultará cada vez más difícil concentrar el 
poder político. 


Es cuanto tenía que informar. 
SEÑOR GUARINO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: el hecho de que 
hoy estemos ocupando esta banca no es casualidad. La 
verdad es que estamos aprovechando el privilegio de ser 
suplentes del señor Senador Ríos -quien generosamente 
nos cedió su lugar- para tener la oportunidad de tratar un 
proyecto de ley que -como bien dijo el señor Senador 
Gargano- es muy importante y tendrá una trascendencia 
muy grande en la vida del país, sobre todo pensando en el 
futuro. 


Si al comenzar esta exposición dijimos que el hecho de 
estar hoy aquí no es casualidad, fue porque desde el inicio 
de nuestra actividad política hemos estado abrazando la 
causa municipal, los temas que hacen a la descentralización 
y, sobre todo, el papel que juega el interior en esa descen- 
tralización. En lo personal, me inicié como Edil por el depar- 
tamento de Cerro Largo y después tuve el honor de integrar 
una Dirección General en ese departamento, durante el 
segundo mandato del actual señor Presidente del Senado, 
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don Rodolfo Nin Novoa. Por lo tanto, pude conocer desde 
adentro las cuestiones de indole municipal y los problemas 
que surgen en las Intendencias. Inclusive, en Cerro Largo 
se dio una experiencia muy particular, con lo más parecido 
aun municipio que podamos tener: la Junta Local Autónoma 
Electiva de Río Branco, que desde 1962 elige sus autorida- 
des. O sea que, de alguna manera, ya tenemos una especie 
de ensayo de lo que será el futuro régimen que se promueve 
en este proyecto de ley. 


Quizás por el hecho de ser Diputado me veo tentado a 
extenderme un poco -algo más de lo que el señor Senador 
Gargano me pidió- en el desarrollo de algunos aspectos 
relativos al tema. 


Ante todo, señalo que participamos en la negociación 
llevada a cabo en el extenso proceso que culminó con este 
proyecto de ley. Como se recordará, ese proceso tuvo su 
origen en la Cámara de Representantes a principios de este 
período de Gobierno, con la creación de una Comisión 
Especial de Asuntos Municipales y Descentralización, que 
fue presidida por quien habla durante dos años. Allí, en 
ocasión de considerarse la Ley Orgánica Municipal, fre- 
cuentemente tuvimos contacto directo con el Congreso de 
Intendentes y con el Congreso de Ediles. Por supuesto que 
este proyecto de ley se relaciona en gran manera con este 
tema, por lo que -reitero- también participamos en la nego- 
ciación y nos tocó actuar como Miembro Informante por la 
mayoría cuando fue considerado -y luego aprobado- en la 
Cámara de Representantes. 


Efectivamente, la iniciativa ingresó al mencionado Cuer- 
po el 8 de marzo de 2008, previo pasaje por el Congreso de 
Intendentes, a raíz de un compromiso asumido por el Presi- 
dente de la República, Doctor Tabaré Vázquez. Luego fue 
objeto de sucesivas modificaciones, sugeridas tanto por el 
Congreso de Intendentes como por Legisladores de todos 
los partidos. Tan así es que llegó a haber una docena de 
borradores y, francamente, a veces no sabíamos si estába- 
mos discutiendo sobre el número tres o el número doce, 
porque los textos iban cambiando. Cabe acotar que la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto jugó un rol articulador 
muy importante, en particular el Profesor Enrique Rubio 
-quien fuera su Director en aquel momento- y su equipo, 
quienes el día 11 de agosto concurrieron al Senado a fin de 
explicar parte de todo este proceso que finalmente culminó 
con el actual proyecto de ley. Formulo esta aclaración 
porque el texto que hoy estamos considerando es bastante 
diferente al que envió originariamente el Poder Ejecutivo. 
La realidad es que este último se fue enriqueciendo con el 
aporte de muchos actores -entre ellos, algunos integrantes 
del Partido Nacional-, que participaron en el planteo de las 
modificaciones que finalmente fueron introducidas. 


El objetivo central del proyecto de ley es fortalecer la 
democracia. Ciertamente, vivimos tiempos de ejercicio de- 
mocrático, pero hay que consolidar esa democracia. Ade- 
más del discurso democrático, deberán existir una praxis y 
una cultura democrática. En países como el nuestro, la 
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estabilidad democrática es un componente fundamental 
para el desarrollo; pero no hablamos solo de democracia 
representativa y del voto popular, sino también de una 
conducta, de una cultura democrática cotidiana. La demo- 
cracia se fortalece con la construcción de escenarios para 
la participación, y ese fortalecimiento es un requisito para 
lograr el bienestar. No existe un modelo de participación ni 
de democracia, pero sí existen principios, métodos y prác- 
ticas que posibilitan el ejercicio democrático. Una partici- 
pación efectiva no se resuelve espontáneamente; se nece- 
sita racionalidad y reglas de juego explícitas para posibilitar 
su afianzamiento, y ese proceso lleva su tiempo. 


En la búsqueda fundamental de la mejor relación entre la 
sociedad y el Estado, hay que tener en cuenta que este no 
se manifiesta solo en su dimensión nacional, porque tam- 
bién posee una dimensión municipal a través de distintos 
organismos e instituciones que enmarcan nuestra vida co- 
tidiana. El proceso democrático supone, pues, por un lado, 
el fortalecimiento de la sociedad civil y, por otro, una 
politización creciente de esa sociedad. Pero, a su vez, esa 
politización tiene que lograrse en escenarios democráticos, 
con reglas de juego claras y explícitas que permitan superar 
los diversos autoritarismos que se manifiestan muchas 
veces como resabios culturales de experiencias anteriores. 


En este tema, es importante tener en cuenta la diferencia 
que existe entre descentralización y desconcentración, ya 
mencionada por el señor Senador Gargano. La descentrali- 
zación solo es posible si existen escenarios propicios para 
el ejercicio del poder descentralizado. Se trata de un proce- 
so que requiere también, como parte inseparable, un 
involucramiento de los actores locales, ya que se traslada 
poder de decisión al organismo descentralizado, mientras 
que en la desconcentración se delegan atribuciones. La 
tarea de crear escenarios de participación es una responsa- 
bilidad colectiva y es en ella donde cabe gran responsabi- 
lidad a quienes tenemos facultades de decisión en el siste- 
ma político, en este caso, legislativas. 


Esta creación necesita de la colaboración de muchos; en 
algunos casos, podrá ser de los dirigentes políticos locales 
y, en otros, de los funcionarios capaces de comprender que 
la descentralización, en definitiva, no resta sino que, por el 
contrario, da más fundamento y eficacia a su nivel de 
Operaciones, a Su escenario. 


Las estrategias de gestión, señor Presidente, también 
son fundamentales e imprescindibles, porque sino se gene- 
ran las experiencias necesarias, difícilmente la descentrali- 
zación podrá ser exitosa. Sobre todo a quienes somos del 
interior, nos resulta muy común escuchar decir -seguramen- 
te sin intencionalidad- por parte de dirigentes políticos que 
han hecho sus carreras, su práctica y tienen sus propias 
costumbres, que no se puede generar la descentralización 
porque falta capacidad de gestión municipal o porque en la 
localidad no hay gente idónea para llevarla adelante. Y 
utilizando ese argumento, se ha ido paralizando el proceso 
de democratización. 
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Por nuestra parte, pensamos que hay que crear esos 
escenarios y tener estrategias para avanzar. ¡Fíjense los 
señores Senadores si se habrá avanzado en nuestro país en ese 
sentido! Es importante apreciar cómo, efectivamente, a nivel de 
los Gobiernos Departamentales y en coordinación con la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto, se ha avanzado en la 
capacidad de visualizar, proyectar y gestionar proyectos, pro- 
gramas y obras con los propios actores departamentales. Esto 
fue fruto de un largo proceso que, ciertamente, no ha sido 
patrimonio solo de este Gobierno, pues comenzó a partir de 
la reforma constitucional de 1996, cuando se introdujeron 
algunos elementos que permitieron que comenzaran a 
generarse los fondos y los programas descentralizadores. 


Básicamente, la descentralización y la centralización 
son dos principios organizativos que describen la relación, 
la distribución de poder entre un centro y una periferia en 
cualquier institución u organización política. Se trata de 
encontrar el punto de equilibrio y, a su vez, la cultura que 
nos permita generarlo entre ambos polos. 


La descentralización es un fenómeno complejo, tiene 
múltiples dimensiones y ha sido estudiado a nivel académi- 
co. A ese respecto, en la Facultad de Ciencias Políticas 
existen muchos trabajos de investigadores que, a partir de 
la propia historia nacional, han intentado profundizar en 
cómo se ha expresado el tema de la descentralización. Tal es 
el caso de Alicia Veneziano -entre otros-, quien afirma que 
hay una primera dimensión, la económica, directamente 
vinculada al desarrollo regional y local, y hace referencia a 
la distribución de los recursos productivos, financieros y 
tecnológicos en el territorio. En este sentido, ¡vaya si en 
nuestro territorio existen grandes inequidades en esta di- 
mensión económica! Inequidades que tienen que ver con la 
distribución de los recursos y de la infraestructura y que, 
quizás, sean fruto de la conformación histórica de nuestro 
país. 


Ahora bien, hay una segunda dimensión a tener presen- 
te cuando hablamos de descentralización. Me refiero a la 
dimensión sociocultural, que es la que da identidad a los 
habitantes de una región, de una comarca, de un departa- 
mento. Tiene que ver con la distribución de la población, 
sus costumbres, la estructura ocupacional y, en definitiva, 
con lo que da identidad. Entonces, como decía, hay que 
tenerla en cuenta a la hora de la descentralización. 


Existe una tercera dimensión, que nos llega más directa- 
mente: la sociopolítica, que refiere a la distribución del 
sistema político. En nuestro país, básicamente, estamos 
hablando del sistema de partidos. Digo esto porque hay 
naciones donde existen partidos regionales que, de alguna 
manera, manifiestan esta descentralización en la expresión 
partidaria. En el Uruguay, en todo caso, esto se evidencia 
al interior de nuestros partidos; quiere decir que esa rela- 
ción entre el centro y la periferia se da dentro del propio 
sistema de partidos. 


En este proyecto de ley se plantea ampliar y diversificar 
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las vías democráticas participativas, persiguiendo el logro 
de consagrar un sistema de instituciones locales mejor 
organizado, lo que implica generar un mecanismo único para 
todo el país, que otorgue atodos los ciudadanos las mismas 
posibilidades de incidir en el destino de sus comunidades. 
Es una realidad innegable que en el Uruguay no existe un 
sistema institucional local igual para todos los habitantes 
y que muchos ciudadanos se ven privados de participar en 
la organización primaria de la sociedad, que es la comuna. 
Estrictamente hablando, en nuestro país no existen comu- 
nas, es decir, la institución municipal electa por sufragio 
universal, salvo en forma excepcional. Esta ausencia es 
compensada por la sociedad civil como protagonista de las 
acciones llevadas adelante a nivel local. Cuando es necesa- 
rio apelar al Estado, por lo general, se busca directamente 
la relación con el Intendente o con los Diputados por el 
departamento, muchas veces dejando de lado o ignorando 
la existencia de las propias Juntas Locales. 


La presente iniciativa propugna la creación de una matriz 
institucional para la descentralización política, para lo cual 
define un marco legal que permite llegar a las pequeñas 
poblaciones a través de la conformación de organizaciones 
locales de existencia preceptiva, electas por el voto popu- 
lar. Este proceso será gradual e incorporará -como se expre- 
saba en el informe-, en el año 2010, los centros poblados de 
más de cinco mil habitantes y las localidades en donde 
existan Juntas Locales integradas, mientras que a partir del 
2014 se incluirán los centros poblados de más de dos mil 
habitantes. 


Tal como se expresa en el Mensaje del Poder Ejecutivo, 
este proyecto de ley descentralizador representa una inicia- 
tiva de neto corte artiguista, que nos remonta a las mejores 
tradiciones de los cabildos y de las asambleas provinciales 
de villas y pueblos. Me refiero a aquella historia artiguista 
que todos aprendimos, donde los ciudadanos elegían a sus 
autoridades, realizaban sus propuestas y controlaban la 
gestión. O sea que no se trata de una moda pasajera, sino 
que es parte de la mejor historia. 


En la misma fundamentación de motivos que enviara el 
Poder Ejecutivo, se habla de una descripción que hace el 
Profesor Pivel Devoto, donde muestra un aspecto importan- 
te de la historia de la República Oriental del Uruguay en el 
período que va desde 1830 a 1930. Considero que no está de 
más repetirla en este ámbito del Senado de la República. En 
esa descripción, el Profesor Pivel Devoto decía que cuando 
el Presidente Berro llega a la Presidencia y envía un mensaje 
ala Asamblea General el 16 de febrero de 1861, plantea la 
creación de un régimen municipal que instalara el concepto 
de municipio, tanto urbano como rural. Para lo que era la 
época, ese proyecto estaba muy bien estructurado e, inclu- 
so, hablaba de la figura del alcalde como tal y de regidores 
de Juntas, que podrían ser entre cinco y siete, según la 
cantidad de habitantes. 


Posteriormente, y hasta la fecha, la realidad indica que 
no ha prosperado ningún proyecto que haya recogido ese 
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espíritu descentralizador que se había planteado hacia la 
mitad del 1800. Incluso hay trabajos académicos de la 
CEPAL que hablan sobre como en el Uruguay han oscilado 
permanentemente las Constituciones y sobre los énfasis 
políticos entre la centralización y la descentralización, des- 
de la Constitución originaria de 1830, que era netamente 
centralista -donde los jefes políticos a cargo de los depar- 
tamentos eran nombrados por el Poder Ejecutivo-, hasta la 
última reforma de 1996, donde vuelve a aparecer el aspecto 
descentralizador, con un fuerte empuje, a través de varias 
disposiciones consagradas en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia interrumpe por 
unos instantes al señor Senador Guarino para dar la bienve- 
nida a los alumnos de 6 año A y B de la Escuela “Joaquín 
Mestre”. 


Puede continuar el señor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Como decía, la reforma constitucio- 
nal de 1996 -donde se negocian muchas cosas- significó un 
nuevo impulso a ese proceso descentralizador, que se con- 
virtió en uno de los temas centrales. Esas incorporaciones 
surgen a raíz de un reclamo de lo que era el Congreso de 
Intendentes que comenzó a funcionar bastante antes de que 
fuera reconocido jurídicamente. Ese organismo estaba de- 
mostrando la necesidad imperiosa de integración y coordi- 
nación que tenían los Gobiernos Departamentales de nues- 
tro país, sobre todo a modo de contrapeso de esa centraliza- 
ción tan marcada que aún tenemos. Insisto en que la reforma 
constitucional de 1996 imprimió un nuevo impulso a la 
descentralización. Es allí donde se afianza el concepto de 
que el Estado debe impulsar políticas de descentralización 
para promover el desarrollo regional y el bienestar general. 
No es menor que una Constitución consagre el concepto de 
descentralización ligado al de desarrollo y al de bienestar de 
la gente. Creo que ahí está la gran base de sustentación del 
cuerpo y la doctrina de este proyecto de ley que enviara el 
Poder Ejecutivo, que nosotros modificamos y que segura- 
mente aprobaremos en el día de hoy. 


En esa reforma se tratan aspectos políticos, se 
institucionaliza el Congreso de Intendentes y se determina 
la separación entre las elecciones nacionales y departamen- 
tales, lo cual es muy importante porque se da la señal 
correcta en el sentido de que lo nacional y lo departamental 
debe ser considerado en forma diferente. Se tuvo en cuenta 
aspectos económicos, ya que se propicia la coordinación 
interinstitucional, se crea la Comisión Sectorial y, a través 
de los artículos 214 y 298 de la Constitución de la República, 
se obliga a la asignación de determinados recursos para el 
desarrollo. Además, se define la necesidad de separar lo que 
es materia departamental de lo municipal, a través del artí- 
culo 262. En nuestro país siempre existió una gran confu- 
sión entre lo municipal y lo departamental, al punto de que 
se utilizan indistintamente los términos “Intendencia Muni- 
cipal” y “Gobiernos Departamentales”. Incluso, después de 
la Ley general de Juntas de 1903, esa confusión fue mayor 
porque se introduce el término “Municipio” y se comienza 
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a manejar como comúnmente se lo ha utilizado hasta el día 
de hoy. 


En Uruguay existen diferentes formas de Gobiernos 
locales, con más de 152 Juntas, de las cuales solo tres son 
de carácter electivo; hay una gran diversidad de formas de 
delegar atribuciones en muchos departamentos, pero en 
algunos ni siquiera se han creado las Juntas Locales. En 
algunos casos sí se han creado y, en otros, se han buscado 
distintos mecanismos para elegir a los miembros; en Mon- 
tevideo, es quizá donde existe la experiencia más extensa de 
un proceso sostenido de búsqueda de descentralización. 
Ahora bien, para reformar realmente el régimen de los Go- 
biernos locales, para establecer un orden y una dirección a 
este proceso, se necesita crear órganos electivos en todo el 
territorio nacional buscando alcanzar un grado superior de 
democracia territorial y, por lo tanto, profundizar en nuestro 
sistema democrático representativo a nivel político. Por eso 
es tan importante este proyecto de ley -al que también 
aludió el señor Senador Gargano- porque, repito, está llama- 
do a profundizar el sistema democrático. 


El doctor Adolfo Pérez Piera, en uno de sus múltiples 
trabajos sobre este tema, refiriéndose a este proyecto de 
ley, nos dice que es necesaria la creación por ley con 
carácter uniforme, general y preceptivo, de un régimen de 
descentralización a partir de la instalación de municipios 
electivos en todo el país. La reforma constitucional de 1996 
propicia la creación de este nuevo tipo de 
institucionalización a nivel local, a cuya materia la denomi- 
na municipal, diferenciándola claramente de la 
institucionalidad local previamente existente, por lo que 
está jerarquizando esta nueva materia municipal. 


En la mayoría de los países el término “municipal” co- 
rresponde a un segundo nivel de descentralización territo- 
rial, mientras que en nuestra Constitución, hasta que se 
llevó a cabo la reforma a la que hacíamos referencia, se 
aludía alos Gobiernos Departamentales, por lo que la inclu- 
sión expresa en la Carta Magna buscó promover un autén- 
tico régimen municipal como el que existe en el Derecho 
Comparado. 


El artículo 262 de la Constitución de la República esta- 
blece claramente la diferencia entre la materia departamen- 
tal y la municipal, ya que en una parte de su inciso tercero 
dice: “de modo de delimitar los cometidos respectivos de las 
autoridades departamentales y locales, así como los pode- 
res jurídicos de sus órganos”. Quiere decir que claramente 
expresa una voluntad de que tengan figuras diferentes, así 
como potestades y órganos jurídicos diferentes. 


El doctor Pérez Piera dice que más que un desprendi- 
miento residual de la materia departamental, como lo eran 
hasta ahora las tareas asignadas a las Juntas Locales, 
deberán quedar claramente distinguidos de los Gobiernos 
Departamentales, lo cual resulta congruente con la pers- 
pectiva de existencia de un auténtico régimen local. Debe- 
mos reconocer que hay aspectos confusos en la redacción 
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constitucional y quizás la forma en que se llegó a ella -esto 
es, el apresuramiento y las negociaciones- no permitió que 
se procesara claramente la concordancia -tal como lo decía 
el doctor Pérez Piera- del nuevo régimen de descentraliza- 
ción -que habilita a crear los artículos introducidos y que 
incluimos en el día de hoy con este proyecto de ley- con las 
disposiciones que regulan el régimen local precedente y 
que no fueron debidamente modificadas. Por esa razón 
puede haber aspectos de interpretación confusos. En defi- 
nitiva, el doctor Pérez Piera nos ayuda a formular la interpre- 
tación jurídica que le da sustento a las modificaciones 
introducidas, en congruencia con las disposiciones subsis- 
tentes. En este sentido, el doctor Pérez Piera nos dice que 
la Constitución ahora contempla dos regímenes de descen- 
tralización local: uno de ellos, previsto en los artículos 262 
y 287, que es todavía virtual y, el otro, actualmente está 
vigente pero tiene carácter transitorio mientras no se dicten 
las leyes previstas por los artículos 262 y 287, tal como lo 
establece la disposición transitoria Y). Quiere decir que una 
vez que se dicte esta ley, que es parte del proceso que 
pretendemos llevar a cabo, las disposiciones anteriores 
dejarán de tener vigencia. 


En sus aspectos más destacados, esta reforma no solo 
apunta a una descentralización con respecto al poder cen- 
tral -que lo hace- sino que también se orienta a una descen- 
tralización en el propio ámbito de los departamentos al 
delegar nuevas atribuciones a las autoridades locales con 
bastante grado de desarrollo. Tal como lo ha dicho el señor 
Senador Gargano, más de diecinueve incisos o numerales 
expresan las distintas atribuciones de las autoridades loca- 
les, diferenciando incluso las atribuciones del Municipio, 
es decir de los concejales, de la figura del Alcalde, que 
también crea la ley. 


Este proyecto también contribuye a generar el proceso 
de descentralización política que complementa a la 
desconcentración administrativa, tal como ha sido la volun- 
tad de este Gobierno. Se han comenzado a instalar -y en 
muchos lugares ya están funcionando- los centros de aten- 
ción ciudadana y otros elementos de descentralización, 
como los que se crearon en los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Educación y Cultura -con los 
centros departamentales-, que pretenden acercar a la ciuda- 
danía los servicios nacionales junto con los locales, aho- 
rrando así tiempo y costos al Estado y haciendo, a la vez, 
más eficiente su función. 


También se ha abordado la descentralización política 
-como una de las vías fundamentales de descentralización en 
el concepto más amplio- en todo lo que significa transferencia 
de poder a la sociedad, lo que constituye un proceso que, por 
sus dimensiones, se convertirá en irreversible en el mediano 
plazo, a la vez que abrirá un espacio de diálogo fermental 
que operará transversalmente a nivel de todos los actores 
políticos, jerarquizando al interior profundo y local. 


SEÑOR LORIER .- Solicito que se prorrogue el tiempo de 
que dispone el señor Senador Guarino. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-21en22. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Agradezco a los señores Senadores 
y, particularmente al señor Senador Lorier, porque el apa- 
sionamiento con que abordamos estos temas siempre nos 
leva a desarrollar nuestras exposiciones -quizás sea una cos- 
tumbre por el estilo que utilizamos en la Cámara de Represen- 
tantes-, aunque no creo que a la democracia le haga mal que 
profundicemos en asuntos de tanta importancia. 


La globalización, a su vez, hoy obliga a una mayor 
descentralización; el proceso de globalización mundial, que 
tiene como una de sus mayores expresiones a esta tremenda 
crisis global que se vive tanto en los planos económicos 
como en los sociales, es una clara señal de la necesidad de 
descentralización. A raíz de esta crisis alguien dijo que la 
nave de la globalización mundial navegaba sin timonel o, 
peor aún, que no tenía timón. Efectivamente, es probable 
que sea así y considero que es creando miles de timoneles 
a nivel local que podremos ponerle freno a esa nave 
globalizadora, de modo que las vidas de la gente en las 
comunidades, en los lugares donde nace, donde se cría y 
donde forma sus familias, puedan desarrollarse plenamen- 
te, como corresponde. Precisamente, es la necesidad de 
poner un contrapeso a este fenómeno de la globalización, 
lo que nos obliga a generar las condiciones para que pros- 
peren los procesos descentralizadores. Por ejemplo, la 
electividad de las autoridades locales desafía a los militan- 
tes de los partidos a legitimarse directamente ante la gente 
para acceder a los cargos correspondientes y obliga a los 
partidos a cohabitar democráticamente, colocando a los 
Intendentes como gobernantes de todo el territorio del 
departamento, al mismo tiempo que se constituye así un 
planteo gradualista, ya que se asumen con realismo las 
dificultades que se enfrentarán en el proceso de generación 
y nacimiento de este nuevo nivel de Gobierno local. 


No se ignoran las restricciones que impone el actual 
marco constitucional para dejar abierta la posibilidad futura 
de transferencias de nuevas atribuciones al ámbito local ya 
que, algunas de ellas, reitero, están impedidas por la Cons- 
titución. El hecho de organizar y profundizar nuestros me- 
canismos de participación democrática pasa por crear ins- 
tituciones locales reconocidas y legitimadas por el sufra- 
gio. Cada rincón del país debe elegir un organismo que 
represente la opinión mayoritaria de esa comunidad espe- 
cífica y que tenga la posibilidad de disponer de ciertos 
recursos para la resolución de los problemas generados en 
ese territorio. Profundizar en la democracia significa lograr 
mecanismos de participación política en todos los niveles 
del territorio. 
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Con este proyecto de ley estaremos creando un tercer 
escalón de Gobierno. Sabido es que la estructura institucional 
que tenemos posee un primer escalón, que es el Gobierno 
Central y, un segundo nivel, constituido por los Gobiernos 
Departamentales, pero el tercer nivel, o escalón de lo local, 
nunca se concretó, o se lo hizo a medias a través de la 
derivación de gestiones que los Intendentes hacían hacia 
las Juntas Locales o de algunas excepciones más avanzadas 
como, por ejemplo, la actividad de las Juntas Locales Autó- 
nomas y Electivas, entre las que destacamos la de Río 
Branco, no solo por ser la más antigua, sino por las facul- 
tades de gestión que le delegó la ley de su creación. 


La reforma de 1996 retoma este tema y plantea la necesi- 
dad de diferenciar la materia departamental de la municipal, 
aspecto que recién ahora, a más de doce años de aquel 
impulso de cambio, estamos retomando en el presente 
proyecto de ley junto a otros elementos que también se 
establecían en aquella reforma. 


Creo que este proyecto de ley es un gran avance en el 
proceso de democratización de la sociedad uruguaya, aun- 
que deberá ser complementado con otros aspectos que en 
un futuro habrá que cambiar respecto de la Ley Orgánica 
Municipal N* 9.515, a lo que también se deberán sumar 
elementos más avanzados que contribuyan al fortalecimien- 
to de las autonomías, para lo que se requiere de reforma 
constitucional. Quizás este tema es uno de los primeros que 
habrá que considerar si en este país comienza a funcionar 
una Asamblea Nacional Constituyente, en particular, en lo 
que respecta a la dependencia del visto bueno del Poder 
Ejecutivo para disponer de los recursos que la Constitución 
asigna a los departamentos. Es cierto que en este sentido 
fue un avance, tanto la creación de la Comisión sectorial, 
como lo que introdujo la reforma de 1996 pero, aun así, se 
imponen restricciones que obligan a que los recursos que 
la Constitución asigna para el desarrollo del interior, deban 
contar con el aval del Poder Ejecutivo. Creemos que esa 
traba es una de las que habrá que modificar en una futura 
reforma constitucional para que esos recursos puedan dis- 
ponerse autónomamente por quienes ejercen el control 
político en el territorio departamental. 


Algunos aspectos importantes de la descentralización 
impuestos por la reforma, sobre todo aquellos que refieren 
ala transferencia de recursos y al funcionamiento del Fondo 
de Desarrollo del Interior, han funcionando adecuadamen- 
te. Acá en el Senado hay varios ex Intendentes que conocen 
muy bien cómo se desarrolla esa dinámica de relación entre 
los Gobiernos Departamentales y el Gobierno Central. En 
ese sentido, el actual Gobierno ha tenido una excelente 
performance: hoy las transferencias se hacen en tiempo y 
forma superando largamente los US$ 200:000.000 y, si se 
consolida el Fondo que votamos en el día de ayer, segura- 
mente andarán muy cercanas a los US$ 300:000.000. No 
obstante, no es casualidad que durante tantos años no se 
legislara sobre los aspectos políticos que la reforma de 1996 
encomendó al Legislador y es así que, en aras de entender 
un poco más estas demoras, hemos recogido opiniones de 
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especialistas en el tema -tanto técnicas como políticas- , 
sobre todo en la Comisión de Asuntos Municipales de la 
Cámara de Representantes -de la que soy miembro y he 
presidido en varias oportunidades-, desde donde hemos 
impulsado la realización de seminarios con actores acadé- 
micos y políticos en la materia. En primer lugar, creemos que 
la descentralización no ha avanzado más en este país por- 
que parte de una génesis centralista, que es la que nos dio 
origen como nación y no generó una fuerte demanda, desde 
las localidades, por autonomía, por parcelas de poder, entre 
otras cosas, porque el equilibrio con que funcionaba permi- 
tía ir resolviendo los problemas locales sin necesidad de 
mayores contradicciones. En segundo término, el centralis- 
mo político se reprodujo al interior de los partidos políticos 
y, por lo tanto, los liderazgos centrales y departamentales, 
temerosos de perder sus influencias, no promovían la des- 
centralización ya que la veían como sinónimo de fortaleci- 
miento de liderazgos locales. Esto es transversal y cruza a 
todos los partidos, y en algunos casos se ha podido com- 
probar claramente. En Cerro Largo -departamento del que 
soy representante, como ustedes saben- tenemos la expe- 
riencia de la Junta Local Autónoma Electiva de Río Branco 
y podemos decir que la gente, además de sentirse orgullosa 
por su existencia, define sus preferencias electorales por 
los dirigentes locales y recién luego entran a tallar los 
dirigentes departamentales y nacionales. El señor Presi- 
dente del Senado sabe muy bien lo que significa y cómo se 
pueden articular las relaciones de Gobierno con comunida- 
des que tienen una fuerte impronta de lo local, porque le 
tocó ser Intendente durante diez años, convivir y trabajar 
adecuadamente con una Junta Local Autónoma Electiva. 
Esto demuestra que, realmente, la descentralización va a 
traer nuevas exigencias al sistema político. Un tercer aspec- 
to por el cual no ha avanzado más este proceso y se han 
puesto trabas históricas a este desarrollo descentralizador 
que, como ya vimos, reclamaba el Presidente Berro en 1886, 
tiene que ver con el hecho de que las diferentes estructuras 
del Estado llegan a todo el territorio del país y el ciudadano 
tiene la forma de acceder directamente al Intendente, al 
Diputado y al Jefe de Policía para plantear sus problemas. 
Esto nos habla de que no existen grandes espacios sin 
llenar, lo que no quiere decir que la manera en que hemos 
resuelto estos problemas sea la mejor para la democracia y 
para la gente que vive en estos lugares que hay que descen- 
tralizar. 


Por último, creo que la Ley Orgánica Municipal N* 9.515 
fue concebida con gran amplitud por los Legisladores de la 
época y, a pesar de tener más de 70 años, ha permitido 
resolver sin mayores sobresaltos los temas departamenta- 
les y locales, pero el país y el mundo han cambiado, y 
creemos que han madurado las condiciones para dar un 
paso más en la descentralización y en la transferencia de 
poder hacia los ciudadanos no solo en los pequeños cen- 
tros del interior profundo, sino también en las ciudades 
capitales donde la Constitución y la ley autorizan la crea- 
ción de Municipios con anuencia de la Junta Departamen- 
tal, a iniciativa del Intendente. En nuestro país existen 
experiencias como la de Montevideo, con más de 18 años de 
ensayos descentralizadores. La experiencia de los presu- 
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puestos participativos que se ha iniciado en Montevideo se 
ha extendido en todo el país y pasó a ser un hecho irrever- 
sible, que en la actualidad se practica en Gobiernos Depar- 
tamentales de diferentes signos políticos. La existencia de 
Gobiernos Departamentales de distintos partidos políticos 
y la participación del Congreso de Intendentes en la modi- 
ficación de este proyecto de ley nos demuestran que ha 
llegado el momento de sacar adelante esta iniciativa. 


Señor Presidente: antes de terminar queremos decir que 
este proyecto de ley tuvo un largo proceso de consulta, 
tanto a nivel parlamentario como de los diferentes actores 
locales; antes de que ingresara formalmente al Parlamento 
fue presentado al Congreso de Intendentes y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, con la participación de 
Intendentes, de Legisladores nacionales y de Ediles, ha 
realizado seminarios y reuniones en distintos departamen- 
tos. Entendemos que han madurado las condiciones como 
para que en nuestro país tengamos, definitivamente, una 
ley de esta naturaleza que permita iniciar el camino de la 
descentralización y que en las elecciones municipales de 
2010 -como bien decía el señor Senador Gargano- puedan 
llevarse a cabo las elecciones en determinados centros 
poblados de nuestro interior y también, seguramente, en 
algunas cabeceras departamentales, particularmente en 
Montevideo, para que la gente decida y pueda participar 
desde lo local. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: deseo señalar que 
este proyecto de ley que fuera aprobado por la Cámara de 
Representantes comenzó, de alguna manera -su génesis o 
su largo proceso de deliberación-, con documento consulta 
o documento borrador -como se lo llamó en su momento- 
enviado por el Poder Ejecutivo, en particular por la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, a los distintos partidos 
políticos. En el seno del Partido Nacional se creó una 
Comisión especial dentro del Directorio, que discutió y 
analizó este tema, y que estuvo integrada por algunos ex 
Intendentes y hoy Senadores o Diputados, por Intendentes 
actuales y Ediles. Hubo una larga deliberación, discusión y 
consulta con juristas y gente que ha estado en tiempos 
anteriores muy cerca del tema de la descentralización. To- 
dos sabemos que este tuvo un avance particularmente 
desde la impronta de Wilson Ferreira Aldunate, allá por 
1986, cuando a la vuelta del exilio puso énfasis en el tema 
y hasta propuso un proyecto de ley tendiente a crear una 
oficina especializada en materia de descentralización, algo 
así como lo que después se consolidó en la reforma cons- 
titucional de 1996, a través de la llamada Comisión de 
Descentralización, dentro de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Quiere decir que para nosotros se trata de un 
asunto muy importante y que refiere a la verdadera moder- 
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nización y reforma del Estado, constituyendo uno de sus 
capítulos más significativos. Luego de esa discusión el 
Directorio del Partido Nacional elaboró un documento que 
fue entregado -concurrimos algunos Legisladores y actua- 
les Intendentes- a la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, en el cual resumíamos el punto de vista de nuestra 
colectividad política. Allírespondimos manifestando nues- 
tra voluntad de discutir o avanzar en un proyecto de ley 
sobre la cuestión de la descentralización e, incluso, sobre 
la posibilidad de acuerdos con relación a alguna iniciativa 
que necesariamente tuviera que ser plebiscitada en una 
reforma constitucional, lo que podría hacerse en la próxima 
elección nacional. Esto nos parecía importante a los efectos 
de fortalecer ese proceso descentralizador. Luego el tema 
siguió discutiéndose a nivel de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y finalmente el Poder Ejecutivo remitió un 
proyecto de ley a la Cámara de Diputados, que lo aprobó en 
el año 2008. Estas deliberaciones transcurrieron durante 
2007 -cuando el Directorio formó esta Comisión y comenzó 
a estudiar el tema- y, reitero, posteriormente fue aprobado 
en la Cámara de Representantes. Nosotros hubiéramos 
deseado que la discusión parlamentaria del tema terminara 
en 2008. No es bueno que en un año electoral -aun cuando 
no se realizan las elecciones departamentales, sí se llevan 
a cabo las internas que después tienen que ver con los actos 
electorales de los departamentos-, a punto de tener eleccio- 
nes nacionales, se esté legislando sobre temas tan delica- 
dos como son los relativos a la materia institucional que 
hacen, ni más ni menos, que al ejercicio del gobierno en 
muchas localidades del territorio nacional. Habríamos de- 
seado, incluso, que aquellos aspectos sobre los cuales no 
pudimos avanzar en entendimientos en la Cámara de Repre- 
sentantes, se hubieran discutido adecuadamente y con 
tiempo en la Cámara de Senadores, a los efectos de ver si 
realmente la función que debe tener un Parlamento bicameral 
-en virtud del cual los proyectos se estudian y se votan 
primero en una Cámara y luego en la otra- efectivamente se 
cumple. En ese caso, sin duda, el trámite se habría seguido 
en el Senado de la República y, entonces, con tiempo y 
bastante antes del año electoral, habríamos logrado que el 
tema se debatiera adecuadamente y se modificara en aque- 
llos aspectos sobre los cuales manifestamos la voluntad de 
introducir algunos nuevos elementos. Indudablemente, hay 
muchos aspectos de este proyecto que recogen iniciativas 
planteadas por nosotros en esos documentos que el Direc- 
torio envió a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y a 
la Presidencia de la República. No obstante, todavía hay 
ciertos elementos de la iniciativa que hubiéramos deseado 
discutir y modificar a fin de lograr un proyecto lo más 
consensuado posible. Sin embargo, el proyecto entró a la 
Cámara de Senadores, concretamente, a la Comisión de 
Constitución y Legislación, donde estuvo muchos meses 
guardado en un cajón hasta que, sorpresivamente, se some- 
tió a votación lo cual, naturalmente, determinó que una idea 
que había quedado postergada en la dinámica legislativa 
fuera rápidamente puesta a consideración, sin posibilida- 
des de introducirle modificaciones. Obviamente, todos sa- 
bemos que estamos ante un proyecto de ley en cuyo trata- 
miento el Partido de Gobierno va a hacer valer sus mayorías 
parlamentarias y, en definitiva, vamos a sancionar la inicia- 
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tiva aprobada en la Cámara de Representantes sin la posi- 
bilidad de cumplir con la etapa que nos interesaba, que era 
la de volver a discutir algunos aspectos aunque no la 
sustancia de la cuestión. 


En definitiva, ese es el trámite parlamentario que se ha 
seguido y, naturalmente, no tenemos más remedio que 
pronunciarnos y actuar en función de ello. 


Como ya he dicho, el tema de la descentralización es muy 
importante para nosotros. Ahora bien, ¿quées la descentra- 
lización?, porque muchas veces hay frases o palabras que 
se ponen en el candelero de los temas políticos y todo el 
mundo habla de ellas simplemente porque están de moda, 
pero sin que nadie sepa bien cuál es el fondo del asunto o 
a qué nos estamos refiriendo. Incluso, muchas veces no se 
sabe bien si todos manejamos el mismo concepto o si, al 
utilizar ese término, algunos le damos un contenido y una 
definición y otros lo entienden de manera completamente 
diferente. En más de una oportunidad hemos dicho que la 
descentralización tiene dos formas de expresión: una es 
formal y eminentemente jurídica y política, que es a la que 
nos estamos refiriendo en este proyecto de ley, la otra es 
sustancial o material y refiere a los cometidos, alos roles o 
ala materia concreta de la descentralización. Tenemos claro 
que descentralización significa transferencia de roles y de 
cometidos de un poder central, de un núcleo central, hacia 
poderes que están en la periferia del ejercicio del gobierno. 
Para nosotros eso es descentralizar, es decir, transferir 
roles y los recursos necesarios para que puedan ejecutarse 
porque, si al mismo tiempo no se prevén los recursos 
necesarios o la posibilidad de que se pueda disponer de 
ellos, será bastante difícil cumplir con los roles, por más que 
la ley o la Constitución los asigne al organismo de Gobierno 
local o departamental de que se trate. Entonces, hemos 
comenzado por señalar que para nosotros este proyecto de 
ley, en realidad, refiere a la descentralización política o 
formal en lo departamental y en lo local, o en todo caso tiene 
que ver con la modernización de las disposiciones en esa 
materia. Sin embargo, creo que está muy lejos de ser un 
proyecto que realmente apunte a la descentralización tal 
como nosotros la concebimos. A nuestro juicio, basta ana- 
lizar los artículos que hablan sobre los cometidos de los 
municipios que se van a crear para comprobar que, en 
realidad, no hay nada nuevo bajo el sol y que se trata de 
cometidos que normalmente hoy las Juntas Departamenta- 
les o los gobiernos locales cumplen como parte de las 
funciones que se desarrollan en un gobierno departamen- 
tal. El hecho de que esas Juntas Locales no hayan sido 
integradas por voluntad del Intendente de turno, lo acepto 
como un elemento a discutir, del mismo modo que acepto la 
polémica en el sentido de que muchas veces esas Juntas 
Locales efectivamente no han sido integradas. De todas 
maneras, repito que esto sucede en el plano político y en el 
plano formal, porque en el plano sustancial no hay ninguna 
transferencia especial o novedosa de cometidos desde el 
Gobierno nacional o desde el departamental hacia el de los 
municipios, que no constituya algo que estos últimos -ya 
sea que se trate de Juntas Locales u oficinas locales- 
actualmente cumplen con normalidad. 
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Ciertamente, la propia realidad de las poblaciones impli- 
ca que se funcione de esa manera, ya que en departamentos 
donde hay oficinas o Juntas Locales a distancias de 50, 100 
ó 150 kilómetros de la capital departamental, es evidente 
que los temas de la vialidad, de las necrópolis, del ornato 
público o del alumbrado tienen que ser manejados por esos 
organismos. Necesariamente esas funciones deben ser cum- 
plidas por alguien que se encuentre en el lugar y no puede 
tratarse como materia que dependa de un gobierno depar- 
tamental ubicado en la capital. Parece bastante absurdo que 
para cambiar algunos focos de luz en alguna parte del 
alumbrado que esté quemado, haya que consultar al Inten- 
dente o a la oficina correspondiente a nivel departamental. 
Parece claro que eso lo tiene que resolver el Gobierno local, 
y así es que se hace. Puede ser que esto no ocurra en alguna 
gestión municipal -si es así, lo desconozco-; de todos 
modos, no creo que haya alguien que centralice tanto y 
tenga todo tan atado que aun para resolver esos temas la 
oficina o la Junta Local deban consultar con el Intendente 
del departamento. 


Vuelvo a repetir que no hay nada novedoso o que 
implique un cambio sustancial con respecto a lo que antes 
se hacía en esta materia. Creo que no hay funciones que 
antes hiciera el gobierno departamental y ahora, en virtud 
de este proyecto, empiece a cumplirlas el Gobierno local. En 
realidad, estamos hablando de cometidos clásicos, defini- 
dos por este proyecto de ley, que a partir de ahora van a ser 
cumplidos a través de estos municipios o autoridades loca- 
les. Quiere decir, entonces, que hay que considerar en 
términos relativos la tan mentada descentralización porque 
no advertimos esa transferencia de roles o cometidos desde 
un poder central hacia poderes o centros de gobierno de la 
periferia. Este proyecto tampoco hace referencia al tema de 
la descentralización de cometidos o de roles en lo que tiene 
que ver con determinadas materias desde el gobierno nacio- 
nal hacia los gobiernos departamentales o locales, por 
ejemplo, para fortalecer a los Centros Auxiliares de Salud 
Pública en las zonas aisladas del país. Hace poco, recorrien- 
do determinadas zonas, me encontré con poblaciones ubi- 
cadas en la Ruta 7 como, por ejemplo, Cerro Chato y 
Tupambaé, donde uno de los problemas principales que 
vivía la gente, vinculados con la salud, era que no existía 
una ambulancia en buen estado como para poder trasladar 
a los pacientes a la ciudad de Melo. Esa es la verdadera 
descentralización, la que tiene que ver con la educación, 
con la salud; la que hace que el poder esté más cerca de la 
gente. En otras palabras, el problema no se resuelve sola- 
mente haciendo electivas las autoridades o estableciendo 
la preceptividad de que estas se integren porque, repito, 
respecto de los temas sustanciales como la educación y la 
salud, este proyecto de ley no innova absolutamente en 
nada. Es más: no contiene ninguna transferencia de roles, 
de poderes y de recursos desde el Gobierno Central hacia 
los Gobiernos Departamentales y locales. Basta leer el 
artículo 13, que refiere a los cometidos de los Gobiernos 
locales, para comprobar que son los que normalmente cum- 
plen en la actualidad. Que este proyecto de ley da más 
claridad a los cometidos de los Gobiernos Departamentales 
y la certeza de que queda taxativamente establecido dentro 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-69 


de la norma, lo comparto; en eso estoy totalmente de acuer- 
do, porque uno de los grandes problemas que existen en las 
relaciones entre los Gobiernos Departamentales y los Go- 
biernos locales tiene que ver con la carencia o el vacío de 
legislación, lo que hace que muchas veces, ante determina- 
dos temas, estos sean tierra de nadie, pues no se sabe muy 
bien si es uno u otro el que tiene que resolver. 


Por lo tanto, que este proyecto de ley contenga una 
normativa en la que se establezca expresamente qué es 
materia local y qué se ubica en la órbita municipal, nos 
parece muy bien y positivo. 


Otro de los aspectos que también queremos señalar 
como una de las diferencias que planteamos en algunas de 
las conversaciones que tuvimos con las autoridades del 
Poder Ejecutivo, tiene relación con la necesidad de que una 
experiencia de este tipo no se aplique a tabla rasa, sino 
gradualmente, de forma tal de ir viviendo los resultados y 
los impactos que se van dando en este proceso, a los 
efectos de ir corrigiendo y mejorando la implementación del 
sistema. En cierta medida, ese punto se recoge en las 
disposiciones que hablan de que lo que aquí se dispone va 
a regir para las poblaciones de más de 5.000 habitantes a 
partir de 2010, y luego, para las de más de 2.000 habitantes, 
a partir de 2015. 


Ahora bien, nosotros entendíamos que en este aspecto 
había que andar más despacio y cuidar la compatibilidad de 
esta norma con lo que dispone el artículo 288 de la Consti- 
tución de la República, en cuanto dice claramente que para 
la creación de las Juntas Locales -se refiere a ellas, porque 
son los actuales órganos del Gobierno local- y la ampliación 
de sus facultades de gestión, se requiere que sean “pobla- 
ciones que, sin ser capital de departamento, cuenten con 
más de diez mil habitantes u ofrezcan interés nacional para 
el desarrollo del turismo”. Es decir que si el artículo 288 dice 
que para ampliar las facultades de gestión de los Gobiernos 
locales se requiere que se trate de poblaciones de más de 
10.000 habitantes, a nuestro entender, se debería legislar 
con más cautela y respetar esa norma hasta que pueda ser 
eventualmente modificada. Obviamente, hoy o mañana se 
puede dar la posibilidad de llegar a un acuerdo y a un 
entendimiento y considerar que el artículo 288 es inapropia- 
do y que, por consiguiente, es necesario modificar la norma 
constitucional. En ese caso, podríamos decir que en lugar 
de 10.000 habitantes, se requerirían 5.000 habitantes. Pero 
en tanto el artículo 288 de la Constitución de la República 
siga rigiendo, entendemos que debería haberse establecido 
el límite de 10.000, respetando aquellos aspectos formales 
que están establecidos ni más ni menos que en la Carta. 


Hubiéramos deseado que en el ámbito del Senado se 
hubiera podido introducir algunas modificaciones para 
mejorar el proyecto de ley en este aspecto y aprobar un texto 
que fuera el mejor posible y en el que estuviéramos todos 
de acuerdo. 


En término generales, queremos decir que entendemos 
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que la aprobación de esta iniciativa constituye un avance 
positivo, aunque la consideramos muy alejada de lo que es 
un verdadero proceso de descentralización. En definitiva, 
ese espíritu centralista y unitario que ha caracterizado al 
Uruguay sigue plenamente vigente; sí consideramos que es 
un paso adelante, y esto debemos reconocerlo, porque 
tampoco es cuestión de decir que como queremos la descen- 
tralización de acuerdo con nuestra visión, es decir, efectiva, 
real y total, entonces no votamos nada, pues ello reflejaría 
una posición con un alto grado de hipocresía desde el punto 
de vista político. 


Pensamos que hay avances en esta materia, y uno de los 
más importantes de este proyecto de ley es la delimitación 
entre la materia departamental y la materia municipal. Como 
bien se señaló -creo que fue el señor Senador Gargano o el 
señor Senador Guarino-, este es un mandato que está esta- 
blecido en la reforma constitucional desde 1996, en el inciso 
tercero del artículo 262, que refiere a las autoridades depar- 
tamentales: “La ley establecerá la materia departamental y 
la municipal, de modo de delimitar los cometidos respecti- 
vos de las autoridades departamentales y locales”. Este 
concepto ha sido causa frecuente de grandes problemas y 
de líos políticos caseros en los distintos departamentos, 
porque en muchos casos esta delimitación nunca se definió. 
Mucho más grave todavía es en el caso de las llamadas 
Juntas Locales declaradas autónomas, sean o no electivas, 
porque a la mayoría de ellas, por definiciones casi textual- 
mente copiadas en todos los proyectos de ley aprobados, 
se las transforma en Juntas Autónomas, que simplemente 
tendrán los cometidos que los artículos 35 y 36 de la Ley 
N* 9.515 atribuyen al Intendente. De este modo tenemos 
frecuentemente el gran lío, el gran problema de que esa 
autoridad municipal o de la Junta Autónoma, confunde 
autonomía con independencia. Sumado esto al localismo, 
que existe muchas veces en cada población -como fenóme- 
no natural y sociológico que hay que respetar-, sobre todo 
en las que están más distantes de las capitales departamen- 
tales, se transforma en una especie de punto de polémica 
donde el Intendente reclama su condición de tal y la com- 
petencia para resolver ciertos temas, mientras que la Junta 
Autónoma manifiesta que la autoridad la ejerce ella porque 
la ley dice que tiene las mismas atribuciones otorgadas por 
la Ley N* 9.515 al Intendente Departamental. 


Conozco experiencias de problemas de este tipo, como 
la de Paso de los Toros con Tacuarembó, pero también la de 
Bella Unión con Artigas; y sé también de situaciones pare- 
cidas en Cerro Largo entre la Intendencia Municipal y Río 
Branco. Este problema se da en varios sitios, porque su raíz 
siempre ha estado en que la ley deja un amplio campo vacío 
donde no establece nada. Esto hace que cada uno interprete 
las situaciones según su leal saber y entender y su interés 
político creado. 


Por tanto, como dije antes, que una ley delimite la materia 
municipal y la correspondiente al Gobierno Departamental, 
nos parece un hecho positivo que no hace otra cosa que 
cumplir con un mandato de la Constitución de la República 
a partir de la reforma de 1996. 
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Otro aspecto polémico que muchas veces se ha discuti- 
do es el carácter electivo de los miembros de estos Muni- 
cipios, que aquí se consagra. En distintas oportunidades se 
ha debatido acerca de si esto es bueno o malo, y personal- 
mente siempre he dicho que no tengo nada contra la 
electividad, aunque me preocupa la forma como se ejerce el 
Gobierno local, sobre todo cuando esa electividad va acom- 
pañada de un carácter colegiado en el ejercicio de la función 
de gobierno. ¿Por qué? Porque no es una función legislativa 
la que realiza ese órgano de Gobierno local, sino ejecutiva. 


De acuerdo con los cánones culturales y la valoración 
política de cada época, así como con la valoración política 
que cada uno puede hacer, la experiencia muestra que los 
Gobiernos colegiados en el Uruguay, en la órbita ejecutiva, 
no han sido buenos. Hemos sido el país de América Latina 
que ha probado más en esta materia, y en 1952 llegamos a 
aprobar una Constitución que consagró el carácter ejecuti- 
vo de la función ejercida por un Consejo Nacional de 
Gobierno, en vez de un Presidente de la República. A su vez, 
en el caso de los Gobiernos Departamentales, en lugar de ser 
cumplida la función ejecutiva por el Intendente, era llevada 
adelante por un Concejo Departamental integrado por cinco 
miembros. Por tanto, podemos decir que en esta materia 
Uruguay tiene sobrada experiencia. Pero con un gran con- 
senso político volvimos a un sistema unipersonal en la 
función ejecutiva en la reforma de 1966, la llamada “reforma 
naranja”. También es bueno decir que otros proyectos de 
reforma consagraban lo mismo y, aunque tenían diferencias 
respecto del contenido, coincidían en el aspecto de volver 
al carácter unipersonal de la función ejecutiva. Entonces, a 
partir de 1967 volvimos a tener un Presidente de la Repúbli- 
ca ejerciendo la función ejecutiva, e Intendentes ejerciendo 
la función ejecutiva departamental. 


En cuanto a que se consagre el carácter electivo y 
colegiado, debo decir que lo que más me preocupa es el tema 
del colegiado, porque tiene que ver con la eficacia de la 
gestión local. Porque no hay derecho a pensar que, como se 
trata de Gobiernos locales, pueden seguir existiendo cole- 
glados -además, tienen menos importancia-; no puede ser 
que temas que requieren de una rápida y efectiva decisión, 
tengan que ser objeto de largas deliberaciones donde mu- 
chas veces entran a jugar razones exclusivamente persona- 
les, que todos sabemos que se dan en un pueblo chico, y no 
intereses políticos o ideológicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una moción 
para que se prorrogue el tiempo del que dispone el Senador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- En muchas oportunidades hemos 
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visto cómo se discuten los temas. Por ejemplo, si se tiene 
que realizar la bituminización de determinada calle, unos 
entienden que hay que hacerla para cierto tramo, mientras 
que otros consideran que debe abarcar uno diferente. Si el 
tema se discutiera y se resolviera, no habría problema, 
porque las obras se ejecutan, pero lo malo es que a veces el 
asunto termina sin resolverse. Entonces, la población recla- 
ma, y a menudo ese reclamo va dirigido al Intendente, que 
está como atado y sin poder de decisión porque un artículo 
de una norma establece que la Junta Local tiene las mismas 
atribuciones que el Intendente en el ámbito de su jurisdic- 
ción. Estas son las cosas que nos parecen negativas del 
colegiado. 


En este aspecto también quisiera señalar que hay un 
avance en este proyecto de ley. En el año 2005 presenté en 
el Senado un proyecto de ley -que se encuentra en el ámbito 
de la Comisión de Constitución y Legislación- que regulaba 
la materia departamental y municipal y establecía un sistema 
de integración de las Juntas Locales -ahora hablamos de los 
Municipios-, buscando una competencia híbrida, de forma 
tal que el Presidente tuviera las facultades ejecutivas, de 
mando, de decisión en los temas locales, mientras que los 
otros miembros actuaran como elemento de control, gene- 
rando aportes, presentando iniciativas y proyectos ten- 
dientes a lograr compatibilizar el carácter electivo con el 
ejecutivo, de eficiencia en la gestión de gobierno que debe 
tener un Gobierno local. En buena medida, este proyecto de 
ley recoge esa idea, porque delimita y diferencia lo que son 
las competencias del llamado Alcalde, que va a ser el 
Presidente del Municipio, de las funciones que van a tener 
los otros miembros, denominados Concejales. Claramente 
se establece que, entre otras cosas, son atribuciones del 
Alcalde dirigir la actividad administrativa del Municipio; es 
decir que habrá un jerarca que va a mandar en la función 
administrativa. También se establece como atribuciones del 
Alcalde ordenar los pagos municipales de acuerdo con lo 
que establece el Presupuesto quinquenal con las respecti- 
vas modificaciones presupuestales, adoptar las medidas 
necesarias para el cumplimiento de los cometidos municipa- 
les, pudiendo disponer del personal y de los recursos 
materiales y financieros para cumplir con los servicios 
municipales esenciales vinculados con la seguridad e higie- 
ne. Creo que en ese aspecto se fortalece la autoridad del 
Alcalde, es decir, del Presidente del Municipio. Como si 
esto fuera poco, además se dice que en aquellos temas que 
deban ser discutidos por el colegiado, el Presidente tendrá 
doble voto. Concretamente, el numeral 1” del artículo 14 
establece como atribución del Alcalde: “Presidir las sesio- 
nes del Municipio y resolver por doble voto las decisiones 
en caso de empate entre sus integrantes.” Nos parece que 
esto es algo positivo, porque va en el mismo sentido de lo 
que consideramos fundamental, que es compatibilizar el 
carácter democrático y electivo del ejercicio de la autoridad 
local con la eficacia, efectividad y ejecutividad que debe 
tener un Gobierno local. Si ponemos más énfasis en la 
democracia, en la participación, en el carácter ecuánime del 
pronunciamiento de cada uno de los miembros de la Junta 
o del Municipio, así como en la forma democrática pura de 
expresión de la voluntad de ese órgano de gobierno local, 
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seguramente estaremos perdiendo en materia de ejecutividad 
y eficacia, como tantas veces ha sucedido con las llamadas 
Juntas Autónomas o Juntas Electivas. Por tanto, busque- 
mos conciliar las dos cosas: el carácter democrático, de 
mayor participación, con el de la ejecutividad y eficacia que 
debe tener un órgano de gobierno. 


Vuelvo a insistir en esto porque, a veces, estas perspec- 
tivas se pierden, sobre todo cuando el tema se mira de lejos, 
desde una perspectiva más teórica y no viviendo los hechos 
de forma directa. Como dije, a veces se deja de ver que son 
órganos ejecutivos de gobierno y no órganos parlamenta- 
rios, y que la gente de la localidad es la primera interesada 
en que haya ejecutividad y se tomen decisiones, para que 
los temas no solo se discutan sino que también se resuel- 
van. El que pierde es el vecino y la localidad, y quien se 
desjerarquiza es el propio órgano de gobierno local. En 
muchas oportunidades, esto ha determinado que antes de 
que el Intendente tome ciertas resoluciones sobre una 
Junta Local, la propia gente termina quitándole jerarquía y 
respetabilidad a la propia institución en la medida en que ve 
que todo se diluye en discusiones, sin resolverse los pro- 
blemas de fondo. Entonces, creo que este es otro avance 
importante dentro de este proyecto de ley, porque consagra 
que habrá un Presidente con funciones mucho más fuertes 
que el resto de los integrantes del Concejo o del Municipio. 
Ese Presidente, además, dispondrá de voto doble en los 
casos en que haya que discutir determinados temas, lo que 
descongestiona en gran medida -a nuestra manera de ver- 
ese tremendo problema que en la experiencia y en la vida real 
se ha planteado en muchas oportunidades y ha sido causa 
de más de un conflicto y hasta de la disolución de alguna 
Junta Local -votada, naturalmente, por la Junta Departa- 
mental- cuando cayó en el descrédito y en la absoluta falta 
de respetabilidad por parte de la gente. 


Por estas razones, aun considerando que este proyecto 
no apunta realmente a la descentralización sustancial tal 
como la concebimos y creyendo que está muy lejos de ser 
verdaderamente descentralizador en cuestiones esenciales 
como la educación, la salud y la vivienda, entendemos que es 
un paso, un avance en algunos aspectos hacia lo que llamaría 
una ley de modernización de las disposiciones en materia de 
gobierno local, lo que nos parece muy importante. 


Alguien ha recordado aquí - y es verdad- que las normas 
con las que los Gobiernos locales se rigen son las disposi- 
ciones constitucionales y la Ley N* 9.515, que es de 1935; 
y las leyes que declararon autónomas a varias Juntas Loca- 
les en el interior de nuestro país datan de la década de los 
cuarenta. De manera que parece conveniente y necesario 
que, aesta altura de las circunstancias, por la evolución de 
los hechos históricos, haya una modernización de esas 
normas y una adecuación en función de las nuevas realida- 
des y de la cultura política de la población. Por esa razón y 
en ese marco de definiciones claras que hemos expresado 
aquí, vamos a acompañar el proyecto de ley, más allá de que 
no votaremos las disposiciones transitorias 23, 24 y 25, que 
queríamos discutir en un análisis más profundo en el Sena- 
do sobre este tema. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: comparto las 
exposiciones realizadas por los señores Senadores Gargano 
y Guarino, por lo que simplemente voy a agregar algunos 
elementos. 


Quiero decir, tal como lo señalé en el día de ayer, que es 
un privilegio haber podido estar en el Parlamento Nacional, 
tanto en el día de ayer, en que se reglamentó el artículo 47 
de la Constitución, que tiene que ver con las responsabili- 
dades que tenemos con nuestros recursos hídricos, como 
en el día de hoy, en que cumpliremos con una deuda que 
teníamos, que era definir estas cuestiones que quedaron 
planteadas en la reforma constitucional de 1996. A todos 
nos parecía que era una invitación permanente a que los 
legisladores y las legisladoras tratáramos de “aterrizar” - 
entre comillas- esas propuestas que quedaban abiertas, y 
muchos Diputados y Senadores habían realizado sugeren- 
cias, tal como señalaba recién el señor Senador Da Rosa. 
Creo que todas las propuestas presentadas en las anterio- 
res Legislaturas fueron tomadas en cuenta en el proyecto 
que vino del Poder Ejecutivo, elaborado por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, que discutió el tema larga- 
mente en base a todos esos planteos, tanto los realizados 
por legisladores del Partido Nacional en distintas Legisla- 
turas como los del Partido Independiente. 


Reitero que todas las ideas han sido tomadas en cuenta 
y han enriquecido esta propuesta, pero aclaro que es un 
desafío a profundizar, porque como señalaba el señor Sena- 
dor Guarino, las resistencias que hemos tenido en el sistema 
político para profundizar la descentralización política y 
administrativa en el país, implican que cualquier medida sea 
un desafío a ese mismo sistema político, por muchos de los 
problemas que recién apuntaba el señor Senador Da Rosa. 
Muchas veces se trata de pequeñeces locales, que se 
contraponen con las necesidades departamentales de eje- 
cución, y otras veces nos encontramos con pequeñeces 
centralizadas en los departamentos y en el propio poder 
nacional para mirar necesidades de los vecinos. 


Evidentemente, como también señalaba el señor Sena- 
dor Da Rosa, nos hubiera gustado tener una comisión 
especial en el Parlamento para poder profundizar muchos de 
estos temas, pero no la tuvimos -tampoco vino la propues- 
ta-, y es un hecho que las Comisiones de Constitución de 
ambas de Cámaras concentran muchísimos proyectos de ley 
y no hemos logrado -quizá porque los Senadores y Senado- 
ras integramos muchas Comisiones- realizar más de una 
sesión semanal; la existencia de proyectos tan importantes 
como los que hemos aprobado en esta Legislatura, provocó 
que no pudiéramos dedicarle el tiempo que hubiéramos 
querido al de descentralización -largamente discutido, y 
creo que en profundidad, en la Cámara de Representantes- 
desde el momento en que entró. Recuerdo que en esa 
oportunidad me acerqué al señor Senador Da Rosa y le dije 
que me habría gustado que él pudiera integrarse en el 
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momento en que se discutiera, sabiéndolo, además, autor de 
un proyecto que realmente aportaba muchísimo para la 
discusión del que tenemos en consideración en el día de 
hoy. 


Estos son los tiempos legislativos; el proyecto llega en 
este momento y los Senadores y Senadoras del Partido de 
Gobierno no quisiéramos terminar esta Legislatura sin po- 
der dar comienzo a esto que es un desafío para todos los 
Partidos que hoy integramos el sistema político en el Uru- 


guay. 


El señor Senador Da Rosa se refería, también -y me 
importa profundizar en este aspecto-, al tema de los come- 
tidos de los Municipios, que no son demasiado innovadores 
con relación a los que tienen las Juntas Locales. Pero creo 
que las situaciones que se van a dar son muy distintas. Las 
autoridades locales, como se establece en los artículos 262 
y 287 de la Constitución de la República, van a tener 
características muy diferentes dependiendo de la pobla- 
ción, laubicación geográfica, etcétera. Por lo tanto, esto va 
a ser materia de un proceso de negociación departamental. 


Con respecto a los cometidos descentralizados, enten- 
demos que ya hay leyes que han descentralizado algunos de 
ellos, pero también este es un proceso en discusión, y 
dependerá de la población y de las autoridades locales 
cuánto se descentralice. Por ejemplo, en materia de salud, 
dependerá de cómo esté trabajando la Dirección del Hospi- 
tal Departamental y de cómo se coordinen las acciones 
hacia los Centros de Salud en las localidades. 


Me ha tocado participar en el Jurado del Premio “Doctor 
Crottogini” a las mejores maternidades y la verdad es que 
al recorrer el excelente Hospital de Tacuarembó y la descen- 
tralización que realiza con relación a los Centros de Salud, 
pude comprobar que allí hay un ejemplo de cómo se debe 
trabajar. Lo mismo se puede decir del Hospital de Fray 
Bentos en cuanto a la descentralización de las tareas y a la 
forma en que se realizan los recorridos necesarios para 
atender determinados servicios y para que estos lleguen, tal 
como lo establece la propia ley, hasta la última población del 
país. Pero se trata de procesos que a veces chocan con la 
formación de las propias instituciones. 


La Ley de Educación, por ejemplo, establece una des- 
centralización que ciertamente origina toda una discusión 
con el sistema educativo y con los gremios de la educación, 
por lo que va a depender de la iniciativa que tengan los 
propios centros educativos para mirar cuáles son las nece- 
sidades de cada localidad, que pueden ser muy distintas en 
el ámbito rural y en el urbano. 


Pero hay otros organismos que ya han realizado descen- 
tralizaciones, como el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca o el Ministerio de Desarrollo Social, que para llevar 
adelante este tipo de políticas que preocupan al señor 
Senador Da Rosa -y que compartimos- estableció mesas 
interinstitucionales presididas por las Intendencias Muni- 
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cipales, y dependen del grado de iniciativa que tengan los 
actores locales que están representados en cada una de 
ellas. 


En definitiva, me parece que esto ayuda y es un desafío 
para el sistema político, que va a tener que elegir autorida- 
des en esas localidades para que colaboren en la coordina- 
ción departamental que tiene que existir para llegar a la 
gente, a fin de que exprese sus necesidades. Comparto que 
se debe ser ejecutivo, porque la gente quiere eso y no 
discusiones eternas; de todas formas, se necesita un cam- 
bio de cultura del uruguayo, que debe aprender a saldar los 
problemas en determinado momento y pasar a ejecutarlos. 


Entendemos que con este proyecto le estamos dando 
contenido a los artículos 262, 287 y ala disposición transi- 
toria Y) de la Constitución de la República. Ya existían 
normas, pero eran para un régimen transitorio -el de las 
Juntas Locales y de administración- y hoy se “aterriza” 
-reitero- en los Municipios, que era algo virtual pero había 
quedado establecido en la reforma constitucional. Al defi- 
nir la materia departamental y municipal -como lo hacía el 
proyecto del señor Senador Da Rosa-, se obliga a que haya 
instituciones que cumplan con la materia municipal. Ese es 
el gran desafío que se plantea. 


Comparto que es buena la creación de la figura del 
Alcalde como jerarca, porque define una imagen ejecutiva. 


Me gustaría profundizar ahora en un tema que quizás sea 
el que ofrezca mayores desafíos, porque va a implicar volun- 
tades políticas. Me refiero a los recursos. En esta discusión 
no podía estar ausente el Congreso de Intendentes, porque 
no se puede por ley quedar al margen de lo que establece la 
Constitución de la República. Existe la voluntad política de 
definir en el Presupuesto Nacional el fondo de apoyo a los 
Municipios, pero tenemos un tiempo entre la elección de las 
autoridades con el rol de ordenadores de gastos y la crea- 
ción de ese fondo -fue una de las consultas que se formuló 
con preocupación en la Comisión de Constitución y Legis- 
lación-, y se nos decía que hay un programa definido con 
cooperación internacional, tanto para la formación de quie- 
nes vayan a ser electos en estos organismos, como para el 
apoyo del primer momento de instalación. 


Como decía, este es un proceso que deberemos ir acom- 
pañando y dependerá del apoyo político del gobierno que 
resulte electo en las próximas elecciones, que se fortalezca 
o se frustre. Creo que en un acuerdo que se realizó con el 
conjunto de los Intendentes de distintos partidos políticos 
se previó la forma en que podía iniciarse ese proceso, 
teniendo mucho cuidado de no establecer una pugna con 
las autoridades departamentales, que deben ser respeta- 
das, ya que el rol del Intendente y de su Junta Departamen- 
tal es central. 


Estos son los desafíos que se nos presentan y nos queda 
en deuda la adecuación y modernización de la Ley N* 9.515. 
Nosotros, así como el Congreso de Intendentes y el Congre- 
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so Nacional de Ediles, hemos presentado proyectos que 
hasta ahora no han podido concretarse, pero esperamos 
que sí puedan hacerlo en el próximo período legislativo. Tal 
vez la Cámara de Representantes, que en estos años creó 
una Comisión de Descentralización y Asuntos Municipa- 
les, pueda encarar una adecuación al desafío que estamos 
enfrentando sobre la ley marco para los Gobiernos Depar- 
tamentales. 


Señor Presidente: hubiéramos preferido discutir mejor 
estos últimos artículos -y así lo expresó también el Director 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto cuando con- 
currió a la Comisión- y a nuestro entender tendrán que ser 
modificados antes de la finalización de este Período legis- 
lativo, porque se ha establecido algo muy difícil de aplicar, 
que se debe dar en un proceso. Seguramente deberemos 
hacer esas modificaciones luego de las elecciones naciona- 
les, en sesiones extraordinarias previas a la finalización del 
Período legislativo. Deberemos discutir en la Comisión de 
Constitución y Legislación con qué carácter vamos a en- 
frentar estos próximos años. 


Por último, reitero mi satisfacción por poder estar pre- 
sente y ser actora de este desafío que empezamos. Sin 
importar dónde estemos, creo que todos debemos contri- 
buir a realizar esta profundización democrática del país. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: vamos a votar nega- 
tivamente el proyecto de ley, por una cantidad de razones 
que trataremos de resumir rápidamente. 


En primer lugar, cuando uno recorre el mundo, ve la 
evidencia empírica, repasa la literatura teórica y contrasta 
los resultados, obtiene toda una suerte de distintas conclu- 
siones. De hecho, el mayor problema siempre se da en la 
manera en que se transfieren los recursos a los niveles de 
gobierno inferiores o más chicos; básicamente hay tres 
modalidades: asignación global, asignación de propósito 
especial y asignación contra resultados. Está probado -en 
esto sí hay total coincidencia en los estudios- que la peor 
de todas es la asignación global, que es la que se propone 
en este proyecto de ley, donde se incrementa la buro- 
cracia contra nada y su rendición de cuentas es meramente 
eso; puede llegar a gastarse el 100% en salarios y nada por 
acá. 


¿Qué es lo que propone la ley? Está claro que se trata de 
crear pequeñas juntas locales o pequeños gobiernos loca- 
les llamados Municipios, en localidades de más de dos mil 
personas. En los países en que existen estas cosas, en 
general los municipios son más grandes que el Uruguay 
entero. Incluso, el artículo 1” permite divisiones en medio de 
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las ciudades, que haya municipios en ciudades; si pensa- 
mos en barrios importantes, podemos imaginarlos divididos 
por Juntas Locales, porque está permitido. Esto también 
existe en el mundo; por ejemplo, Nueva York tiene cinco 
condados, en total 7:000.000 de habitantes. 


Más allá de algunos otros aspectos que no entiendo 
bien -pero que a esta altura creo que son menores-, este 
proyecto nos deja la sensación de que lo que se está 
creando, básicamente, es una cáscara con ciertas atribucio- 
nes. Por ejemplo, el numeral 4) del artículo 12 comienza 
diciendo: “Administrar eficaz y eficientemente los recursos 
financieros y humanos a su cargo”. También podríamos 
incluir la atribución de que sean buenos y sanos; son 
aspectos que no agregan ni quitan absolutamente nada. 


Cuando decimos que nos parece una cáscara es porque, 
en realidad, aquí se está creando una burocracia que habrá 
que llenar; pero para llenarla va a ser una lucha. De nada 
sirve tener una organización de determinados aspectos o 
una supuesta descentralización por ley, cuando los temas 
clásicos donde esta puede existir son la educación, la salud 
y la seguridad pública -la seguridad interior- y cuando esas 
cosas, en un país como Uruguay, se pueden resolver de otra 
manera, básicamente -como se ha hecho- a través de deter- 
minados cambios legales dentro de los Ministerios, donde 
una parte -por ejemplo, la que se especializa en los servicios 
de salud- se descentraliza. 


Por tanto, señor Presidente, nos parece que esta inicia- 
tiva no constituye un adelanto; es un avance únicamente de 
la burocracia, de la traba, del freno y de los reclamos totales. 
Por ejemplo, el artículo 16, primero del Capítulo V, “De la 
iniciativa y el control”, señala que “El 15% (quince por 
ciento) de los ciudadanos inscriptos en una localidad o 
circunscripción tendrá el derecho de iniciativa ante el Go- 
bierno Departamental”. Ahora bien, el 15% de una localidad 
de 2.000 habitantes -supongamos que pueden votar 1.400, 
que son los inscriptos- significa que con alrededor de 210 
personas tenemos derecho a iniciativa para pedir a un 
Intendente vaya a saber qué. Por supuesto que ese pedido 
puede ser muy importante para esa localidad, pero debemos 
recordar que estamos hablando de cosas que realmente 
pueden degenerar en una escalada de pedidos y de conflic- 
tos absolutamente innecesarios. Además, una cosa es que 
se pueda solicitar algo -como muchas veces ocurre- a través 
de determinadas gestiones y personas de esa localidad, y 
otra es que exista una institucionalidad detrás. Una cosa no 
tiene nada que ver con la otra; el peso específico cambia 
sustancialmente. 


Por ende, señor Presidente, en lo personal no voy a 
acompañar la iniciativa, pues ni siquiera la considero rele- 
vante en lo que hace a sus aspectos prácticos. En realidad, 
creo que los potenciales problemas que puede generar 
superan ampliamente alguna virtud que pueda tener, ya no 
la norma en sí, sino cierta institucionalidad de determinadas 
ciudades o pueblos chicos; me parece que estos aspectos 
tal vez se pueden resolver de una mejor manera en un país 


CAMARA DE SENADORES 


2 de setiembre de 2009 


tan pequeño como el nuestro, donde todos nos conoce- 
mos. 


Reitero que me parece un exceso tener autoridades y 
oficinas para 2.000 personas. 


Es cuanto deseaba manifestar. 
SEÑOR LORIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: consideramos que 
este proyecto de ley es esencial para la filosofía de la fuerza 
política de Gobierno, Frente Amplio; pensamos que es 
esencial desde diversos puntos de vista, pero sobre todo 
porque es la continuación de una experiencia que se inició 
en la Intendencia Municipal de Montevideo durante el 
período en que le correspondió gobernar al actual Presiden- 
te Tabaré Vázquez, que luego se fue extendiendo al conjun- 
to del país a través de Ministerios como el de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, con los Consejos que se han creado en 
ese ámbito, buscando descentralizar y desempoderar -diría- 
mos- al poder establecido, y como el MIDES, con los Con- 
sejos Consultivos que se han ido desarrollando en el inte- 
rior de la República. 


A nuestro juicio, esta iniciativa tiene su importancia 
fundamental en el artículo 5”. Para algunos, la descentrali- 
zación y las formas que la acompañan pueden ser una 
molestia, una cuestión totalmente lateral o un elemento 
secundario, pero para esta fuerza política la participación 
ciudadana y democrática es un avance. ¡Y que venga al- 
guien a discutir y a rebatir si la participación de los ciuda- 
danos en los asuntos que les competen es o no un avance 
democrático sustancial, les guste o no! En efecto, el artículo 
5% es clarísimo, pues expresa que “Los Municipios 
instrumentarán la participación activa de la sociedad en las 
cuestiones del Gobierno local. 


Cada Municipio creará los ámbitos necesarios y los 
mecanismos adecuados, dependiendo de la temática y de 
los niveles organizativos de la sociedad, para que la pobla- 
ción participe de la información, consulta, iniciativa y con- 
trol de los asuntos de su competencia.” Si asi no se hiciere, 
con el 15% de los habilitados -aquí se remite al artículo 16 
del proyecto de ley- se puede exigir esa participación. A mi 
que me perdonen, pero aquí estamos terminando con ele- 
mentos de caudillismo y de clientelismo político que han 
sido tradicionales en la vida política nacional, sobre todo en 
el interior de la República. La población podrá participar; la 
población deberá participar; la población tiene los mecanis- 
mos para hacerlo. Después, si lo hace o no, dependerá de la 
educación política, de la madurez y de la capacidad que 
todos nosotros tengamos -si es que de verdad queremos 
una sociedad democrática- para que la gente se interese por 
los asuntos, se empodere realmente de sus cosas y actúe en 
consecuencia. 
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Creo que el numeral 4) del artículo 3* también reafirma, 
como principios cardinales del sistema de descentraliza- 
ción local, la participación de la ciudadanía, y el numeral 3), 
la gradualidad de la transferencia de atribuciones, poderes 
jurídicos y recursos hacia los Municipios en el marco del 
proceso de descentralización. Quiere decir que se estable- 
cen las necesarias vías de aproximación al objetivo para 
lograr efectivamente los elementos que nos hemos pro- 
puesto conseguir. 


En ese sentido, el artículo 13 reafirma, entre los cometi- 
dos de los Municipios, el de “Crear ámbitos de participación 
social” -numeral 17)- y de “Rendir cuenta anualmente ante 
el Gobierno Departamental de la aplicación de los recursos 
que hubiera recibido”, en el numeral 18). Aquí no hay 
asignaciones globales sin que se tenga que dar cuenta de 
nada. No, señor Presidente; hay que dar cuenta de los 
recursos que se hubieran recibido para la gestión municipal 
o para el cumplimiento de funciones que expresamente se 
hubieran delegado en la autoridad municipal. No se trata de 
un dinero global del que no se va a rendir cuentas, sino que 
efectivamente las autoridades municipales, con una rendi- 
ción de cuentas previa ante su población, deberán decir en 
qué se gastaron los dineros. 


Desde nuestro punto de vista, otro aspecto esencial - 
quizás no sea así para otra filosofía, para otro proyecto de 
país o para otras visiones que han predominado y que no 
han puesto en práctica, cuando lo han podido hacer, esto 
que nosotros orgullosamente sí llevamos a la realidad como 
un elemento central de nuestro período de Gobierno- es 
“Presentar anualmente ante los habitantes del Municipio, 
en régimen de Audiencia Pública, un informe sobre la ges- 
tión desarrollada en el marco de los compromisos asumidos, 
y los planes futuros”, tal como se expresa en el numeral 19) 
del artículo 13. Esto es esencial, si se hace, si se cumple, si 
se tiene la voluntad política y la filosofía que anima a los 
actores políticos a desparramar poder, a informar y a estar 
rindiendo cuentas permanentemente de los recursos que se 
destinan; esa es la clave de la situación. No es el jefe 
departamental, el Intendente o el ahora Alcalde quien deter- 
mina, quien posibilita esto o aquello en forma absoluta, de 
acuerdo con sus intereses o los de sus amigos políticos; se 
trata de rendir cuentas a la población. Y estamos dando 
pasos esenciales para terminar con un vicio que creo todos 
los partidos políticos reconocemos, como el clientelismo, 
que se nos ha metido en la médula misma de nuestra con- 
ciencia popular. Incluso, dentro de la propia izquierda su- 
frimos ese problema, porque es un vicio que viene desde lo 
más profundo de nuestra historia. 


Entendemos que estamos dando pasos vitales que son 
muy importantes en el quehacer democrático y que tienden 
ala participación democrática. Si no queremos que se dé, si 
queremos que todo siga igual, si pensamos que estas cosas 
no sirven para nada, si seguimos en la chiquita, evidente- 
mente no lo vamos a lograr. Además, van a persistir todas 
las trabas burocráticas que aquí se han señalado y no las 
vamos a poder superar. Sin embargo, si las fuerzas políticas 
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impulsamos este proceso, claramente vamos a estar avan- 
zando, y mucho. 


Es interesantísimo lo que está pasando en el Uruguay en 
este momento: las ocho Intendencias frenteamplistas -to- 
das ellas- han designado a sus Juntas por la vía electiva. Me 
pregunto si este no es también un avance. ¿No es importan- 
te que hayan hecho esto, que persigue la misma filosofía 
que este proyecto de ley? Hoy estamos dando los instru- 
mentos que creemos necesarios y luego veremos cómo 
podemos aportar elementos de transición. Pero la pregunta 
que surge es si todas las Intendencias Municipales están 
desarrollando esta tarea o seguimos con la antigua forma de 
no integrar las Juntas por la vía electiva, porque eso es 
poder que se desparrama, poder que se extiende y ciudada- 
nía que comienza a participar, con mil y una dificultades, 
porque -no nos engañemos- el ejercicio de la participación 
democrática es lo más difícil en un país o en un mundo 
acostumbrado al “Ordeno y mando”, a la pasividad política 
y a que el clientelismo sea uno de los elementos centrales 
de la vida política nacional. 


Por todo lo expuesto, creemos que estamos teniendo un 
avance central. Ya lo dijo nuestro Presidente de la Repúbli- 
ca, doctor Tabaré Vázquez: esta es una de las principales 
leyes que vamos a aprobar en este período, por todo lo que 
significa desde el punto de vista de la participación demo- 
crática de nuestra ciudadanía. Pero es lamentable que este- 
mos aprobándola con un quórum tan menguado. Por suerte, 
nuestra Bancada está presente en su totalidad, pero real- 
mente nos apena que algunos señores Senadores que han 
hecho bandera de la descentralización no estén hoy aquí 
para discutir y analizar con la fuerza necesaria este proyecto 
de ley que, reitero, es fundamental; tenemos que propagar 
alos cuatro vientos que lo vamos a aprobar orgullosamente 
en el día de hoy. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL ..- Señor Presidente: de la misma ma- 
nera que en el día de ayer no votamos este proyecto de ley 
en la Comisión de Constitución y Legislación, hoy haremos 
otro tanto aquí en Sala. Esta es una posición personal, pero 
también sectorial. Por tanto, en nombre de nuestro sector, 
Correntada Wilsonista - Unidad Nacional, me voy a permitir 
poner de manifiesto en una breve exposición un conjunto de 
apreciaciones que sustentan dicha posición. 


Desde luego, creemos profundamente, desde hace mu- 
chos años, en el concepto de descentralización, en la nece- 
sidad de otorgar a los Gobiernos Departamentales, a las 
distintas regiones del país consideradas en función de las 
características peculiares que las identifican y las separan 
de otras, capacidad de decisión y potestades para resolver 
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por sí y ante sí problemas propios que nadie mejor que ellos 
están en condiciones de manejar. Asimismo, consideramos 
-y este es el elemento más difícil- que junto con ese traslado 
de facultades y de potestades se hace necesario otorgar 
también recursos económicos de disposición permanente 
que les permitan cumplir con ellas. De nada sirve dar una 
potestad a cualquier institución si cuando llega el momento 
de ejecutarla o de resolverla no dispone de la capacidad 
económica necesaria suficiente como para poder alcanzar 
los objetivos planteados. 


A esa meta se intentó llegar en ocasión de la reforma 
constitucional de 1996. A mi juicio, las reformas constitucio- 
nales se votan o no en su conjunto -por eso la acompañé-; 
no hay posibilidad de desglosarlas. Uno puede coincidir 
con algunos aspectos y discrepar con otros pero, en defi- 
nitiva, debe resolver su voto en función de lo que considere 
más importante. En aquella oportunidad personalmente con- 
sideré que las modificaciones al sistema electoral eran 
necesarias, que los partidos políticos debían tener una 
candidatura única a la Presidencia de la República, que de 
alguna manera había que limitar la cantidad de candidatos 
a las Intendencias Municipales, y también tuve en cuenta 
entonces el tema de los recursos económicos. Creo que a 
este respecto hemos obtenido resultados importantes, aun- 
que quizás no de la dimensión que creen conveniente los 
Gobiernos Departamentales, pero el tiempo nos permitirá ir 
avanzando en esa materia. Ahora existe algo que en aquel 
momento no existía, que es la necesidad de otorgar recursos 
alos Gobiernos Departamentales en el momento de discutir 
el Presupuesto Nacional; eso se implementó, precisamente, 
en esa reforma constitucional. Siempre vamos a discutir si 
los recursos son o no suficientes, o si se puede apretar un 
poco más el cinturón del Gobierno Central y, de esa manera, 
hacer una mayor contribución en lo departamental, pero el 
paso se dio y creo que los resultados han sido bastante 
positivos ya que hoy las Intendencias cuentan con otros 
recursos para cumplir -eso es real- con otras obligaciones. 
Actualmente, los Gobiernos Departamentales no se limitan 
a cumplir solamente con las obligaciones que les atribuye 
la Constitución de la República; por obra de las circunstan- 
clas, porque lo consideran necesario o porque a veces les 
significa un capital político, realizan tareas que -si bien 
pueden ser discutibles desde el punto de las competencias 
que se les asignan-, en muchos casos hacen un bien a la 
población del departamento y complementan la acción que 
el Gobierno nacional no puede desarrollar en toda su dimen- 
sión, ya sea a nivel de la enseñanza con el apoyo a las 
escuelas y a los liceos, o de las situaciones de emergencia 
con la asistencia a los sectores más carenciados a través de 
distintos instrumentos. 


¿Esas competencias están entre las que se asignan a un 
Intendente Municipal? No, no están, pero si la “mano” del 
Gobierno Central no llega hasta allí, alguien tiene que 
hacerlo. En el transcurso de estos años lo han realizado los 
Gobiernos Departamentales, aunque quizás a veces eso se 
confunda con clientelismo político. En la mayoría de los 
casos creo que no lo ha sido, porque quienes hemos visto 
a los Gobiernos Departamentales trabajar en esa materia, 
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quienes hemos tenido contacto -seguramente todos- con la 
población carenciada que accede a esos beneficios, quie- 
nes vemos la situación en que muchas veces se encuentran 
las escuelas públicas rurales y departamentales, nos damos 
cuenta de que está bien que realicen esa tarea. Es más, 
muchas veces se deben disponer nuevos recursos para 
llegar efectivamente a esos objetivos. 


Si hay algo que está fuera de discusión dentro del 
Partido Nacional es la necesidad de profundizar la descen- 
tralización, de manera tal de respetar y de entender las 
peculiaridades de cada una de las regiones del país y de los 
territorios que abarcan los Gobiernos Departamentales. 


En este proyecto de ley se apunta a facilitar la participa- 
ción ciudadana. Por supuesto que es mejor que haya más 
participación de la gente en las tareas de responsabilidad de 
las distintas instituciones, así como también que se profun- 
dice en el desarrollo de la democracia, que siempre hay que 
estar modernizando. La democracia de hoy no es igual que 
la del siglo pasado, así como tampoco aquella lo es con 
respecto a la del país que nació a la vida independiente. 
Todos los días nos plantea nuevos desafíos. En la imagina- 
ción de todos nosotros está buscar siempre nuevos instru- 
mentos de participación popular, porque fortalecen el sen- 
tido de pertenencia a la nación y a la patria, a la propia 
democracia y a las decisiones que podamos tomar en nues- 
tros ámbitos. Cuando la gente empieza a discrepar con lo 
que decide el Parlamento o el propio Poder Ejecutivo o, 
yendo más lejos, comienza a cuestionar la propia institu- 
ción, es señal de que algo está ocurriendo. Entonces, tene- 
mos que prestarle especial atención, de manera de ver si 
podemos corregir esa situación. De hecho, cada vez que 
asume un nuevo Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, así como también cada vez que, cada cinco años, el país 
designa un nuevo Parlamento, un nuevo Presidente del 
Senado y de la Asamblea General, sus primeras expresiones 
-está bien que así sea- están referidas a cómo hacer para 
popularizar y empapar de sentido ciudadano el trabajo que 
se realiza en esta Casa. Quizás a veces nos olvidamos de que 
ese sentido de participación ciudadana está instalado, por- 
que el sistema bicameral es una forma de alertar a la pobla- 
ción de lo que va sucediendo en el Parlamento antes de que 
los proyectos se transformen en ley. El trabajo de las 
Comisiones parlamentarias apunta a que los agentes de la 
sociedad involucrados en los diferentes temas tengan la 
posibilidad de llegar a esta Casa para expresar sus opinio- 
nes. Por esa razón, en esta Administración muchas veces 
nos hemos quejado de que algunos proyectos de ley han 
tenido tratamientos demasiado breves o, incluso, porque 
no han pasado por las Comisiones, pues eso impide la 
posibilidad de que se produzca esa participación ciudadana 
a través de las distintas organizaciones sociales que existen 
en todo país y que, por cierto y por suerte, también están 
presentes en el Uruguay. 


En materia municipal existe una amplísima participación 
de la ciudadanía, porque en los diecinueve departamentos 
del país no solo hay Intendentes Municipales, sino también 
Juntas Departamentales y Juntas Locales. En consecuen- 
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cia, desde ese punto de vista y en función de las circuns- 
tancias por las que atraviesa el país, me parece que un tema 
es el de la mayor participación y otro diferente -que nada 
tiene que ver con más participación y democracia- es el de 
tener más instituciones, más órganos, más burocracia y más 
cargos. 


En el Uruguay, en el acierto o en el error, mucha gente se 
cuestiona si está bien tener diecinueve administraciones 
municipales. Entendemos que eso es así y que es una 
realidad muy difícil de cambiar, pero creemos que seguir 
avanzando y creando nuevos órganos va a confundir com- 
petencias y a generar enfrentamientos. A la luz de la expe- 
riencia que hemos tenido con las Juntas Locales y las Juntas 
Locales Autónomas, el resultado no ha sido positivo. Por 
el contrario, no pocos problemas hemos tenido con esas 
Juntas Locales que no responden a realidades político- 
partidarias sino a la manera de ser de la gente. Si seguimos 
avanzando por ese camino, se van a generar problemas de 
las mismas características, con la única diferencia de que 
ello se producirá en más departamentos del país. Nos parece 
que este no es el momento ni el camino correcto para 
hacerlo; al contrario, se podrían buscar otras formas, a 
través de las instituciones ya existentes, de fortalecer los 
ámbitos de participación ciudadana. Esta democracia repre- 
sentativa es la única que podemos tener, porque así lo 
obliga el desarrollo de la sociedad. No estamos en condicio- 
nes de juntarnos a diario en el ahora para resolver entre 
todos lo que más conviene al país, pues para ello existen un 
Presidente de la República acompañado de un Consejo de 
Ministros, un Parlamento y Gobiernos Departamentales 
conformados por un Intendente Municipal y una Junta 
Departamental. Ahí reside la soberanía que se delega a 
través del voto popular secreto, en elecciones transparen- 
tes y cristalinas que se realizan cada cinco años. 


Más aún, la Constitución de la República, en su nueva 
formulación, no obliga a la creación de esas autoridades 
locales; se trata de una potestad que el constituyente da al 
Parlamento. En el segundo inciso del artículo 262 se dice 
que podrá haber una autoridad local en toda población que 
tenga las condiciones mínimas que fijará la ley. O sea que 
los legisladores no estamos obligados a reglamentar, a 
través de la ley, un precepto y un mandato constitucional, 
porque la Carta Magna establece esa posibilidad que, desde 
luego, debe ajustarse a las circunstancias que vive el país. 
Entonces empezamos a mirar el tema desde otra óptica que, 
a mi juicio, es absolutamente ineludible: la del contribuyen- 
te. En este país todos somos contribuyentes; el que no lo 
es, porque su condición y su situación económica hacen 
que no tenga motivos para tributar, seguramente querría 
serlo. Pretendemos que algún día esté en esa categoría y 
tenemos la obligación de defender sus derechos, pero a 
través de este proyecto de ley no lo estamos haciendo; al 
contrario. Estamos multiplicando el gasto, no la inversión, 
y generando más burocracia y más cargos, que en algunos 
casos son honorarios y en otros no. De todas maneras, aun 
cuando son honorarios, también generan gastos por el 
funcionamiento de estos organismos y por las competen- 
clas que les estamos otorgando para resolver por sí y ante 
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sí el destino de determinados recursos. Entonces, en estas 
circunstancias, recorrer un camino de estas características 
en un país con una población y un territorio del número y 
dimensión que todos conocemos, agregar más burocracia y 
más organismos a nivel departamental, no nos parece ade- 
cuado, por lo menos en estos momentos que estamos atra- 
vesando. 


Es verdad que el constituyente de 1996 se fijó un con- 
junto de objetivos de carácter general que tendían precisa- 
mente a la descentralización; muchos de ellos ya los hemos 
alcanzado en la forma que termino de expresar -habrá que 
ver de qué manera los podemos perfeccionar-, pero el resto 
aún no se han cumplido, en algunos casos, porque necesi- 
tan tiempo y mejores condiciones económicas y, en otros, 
porque a nuestro juicio no se adecuan a las circunstancias 
que vive el país. Además, pensamos que esta no es una 
manera de defender los intereses del contribuyente porque, 
lamentablemente, a través de esta iniciativa no va a obtener 
mejores servicios de los que debería recibir en función de 
lo que aporta. 


Hay una tercera línea de argumentación que no es para 
nada desdeñable. Si efectivamente se aprueba este proyec- 
to de ley y si se cumple con las disposiciones que allí se 
establecen, donde se transforma en obligación lo que es 
facultativo de acuerdo con la Constitución de la República, 
y si efectivamente vamos a tener un municipio en cada 
población de al menos dos mil habitantes, me parece que 
estaremos atentando contra el sentido de unidad y de 
pertenencia a una misma patria, generando elementos de 
confrontación, de disociación y de atomización del poder 
que van a ser francamente perjudiciales para nuestro país y 
su gente. Esto no es más democracia, sino más burocracia, 
que va a generar un sentido de creerse el dueño, el señor o 
el gobernante de su parcela territorial enfrentado a su 
Intendente, a su Junta Departamental y, en definitiva, al 
Gobierno Nacional. Esto no es bueno para ninguna socie- 
dad y mucho menos para una como la nuestra, que no tiene 
elementos de estas características que pongan en riesgo 
ese sentido de pertenencia. No hemos tenido esas manifes- 
taciones a lo largo de la historia del país y desde luego que 
ninguno de los que estamos aquí las pretende para el país 
de los próximos tiempos. 


Ahora bien, quizá nuestro Partido pueda tener algún 
grado de responsabilidad porque, en definitiva, hemos 
estado durante muchos años en el gobierno de Cerro Largo 
y no queremos que se repita en el resto del país la experien- 
cia que le tocó vivir a ese departamento con la Junta Local 
Autónoma de Río Branco. Puedo asegurar que no se trata de 
un problema partidario, porque integrantes del actual Par- 
tido de Gobierno han sido protagonistas de los episodios 
que vivimos allí, que son problemas locales en los que se 
han enfrentado por intereses que no hacen ni al Partido 
Nacional ni al Partido Colorado ni al Frente Amplio. Quizá 
el señor Presidente conoce el tema mejor que quien habla. 
Entonces, ¿ahora vamos a agregar un problema de esas 
características a los otros diecisiete o dieciocho departa- 
mentos? ¿Cuál es el beneficio que le significa a la descen- 
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tralización una ley de estas características, con la creación 
de estos alcaldes y quienes los acompañan? Creo que 
ninguno; al contrario, les estamos generando problemas a 
los departamentos. ¿Tenemos que mejorar la forma de admi- 
nistración del país y de los departamentos? Por supuesto, 
pero me permito recordarles que hace pocas semanas apro- 
bamos un proyecto de ley aquí en esta Cámara para hacer 
una operación de salvataje a varios de los departamentos 
del país, no solamente a aquellos gobernados por un deter- 
minado Partido, sino a los que están administrados por el 
Frente Amplio y por el Partido Nacional. Esto se lleva a cabo 
através de un fideicomiso en el que se utilizan determinados 
recursos. ¿De quiénes son estos recursos? Del contribu- 
yente. En definitiva, hacemos operaciones de salvataje no 
ya para que se finalicen obras, sino para tratar, en muchos 
casos, de que se paguen los sueldos a fin de mes, como ha 
ocurrido en el caso de una de las Intendencias más impor- 
tantes del país en cuanto a su población y territorio. ¿Vamos 
a crear más cargos, que implican más funcionarios, más 
gasto en papel, en oficina, en decisiones, y no en obras? 


Este no es el tiempo de aprobar una ley de estas carac- 
terísticas y mucho menos cuando está culminando una 
gestión de Gobierno, cuando no sabemos quién va a gober- 
nar al país y cada uno de sus departamentos los próximos 
cinco años. Lo digo con mucho respeto, pero creo que 
contrariamente a lo que dice el título de este proyecto de ley, 
esta iniciativa atenta contra la descentralización porque 
genera más gastos que van a limitar las posibilidades de 
otorgar recursos a través del Presupuesto Nacional, como 
todos pretendemos hacer por medio del artículo 214 y de 
otra norma pensada en esta materia para los distintos Go- 
biernos Departamentales. 


Ya había señalado esto hace algunos días, cuando dis- 
cutimos otros proyectos de ley. Por un lado, me sorprende 
que se quiera apretar el acelerador cuando quedan tan 
pocos días para el final de este Período Legislativo y, por 
otro, no me llama la atención, porque este tipo de proyectos 
son los que responden a un canto de sirenas; es muy fácil 
llegar después a los departamentos, agitar la bandera de la 
descentralización e invitar a la gente a que participe dicién- 
dole que ahora sí van a ser los protagonistas y van a tener 
una democracia en serio, como si nunca la hubieran tenido 
en estos 180 años. La hemos tenido y ha sido -y es aún- una 
democracia ejemplar. ¿Que se puede fortalecer? ¡Por su- 
puesto! ¿Que hay que profundizarla? ¡Desde luego! ¿Que es 
un desafío que enfrentamos todos los días para ver cómo 
logramos una mejor democracia, porque esta de hoy no es 
la misma que la que teníamos hace 100 años? ¡Por supuesto! 
Nosotros estamos dispuestos a acompañar todas esas ins- 
tancias y los integrantes del Cuerpo bien saben que el 
Partido Nacional siempre levantó la bandera de la descen- 
tralización y que la vamos a mantener izada tratando de que 
flamee con toda la fuerza posible por todos los tiempos. 
Pero lo haremos con decisiones racionales, que efectiva- 
mente compaginen la participación popular con la defensa 
de aquel que aporta las contribuciones que debe realizar. 
Hoy se observa un nivel de insatisfacción en la gente 
respecto de los servicios que recibe, tanto del Estado como 
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de los Gobiernos Departamentales; la gente se queja de los 
impuestos de este Gobierno -y de los anteriores-, porque 
quiere pagar lo menos posible, pero lo cierto es que se 
quejaría menos si efectivamente recibiera como contrapar- 
tida el beneficio acorde al aporte que está realizando. Natu- 
ralmente, esta no es una materia en la que haya consenso ni 
cosa que se le parezca y estoy convencido de que por este 
camino, ni descentralizamos, ni fortalecemos la democracia, 
ni facilitamos la participación ciudadana, pero generamos 
ante el contribuyente, no sé si una mayor erogación -creo 
que sí, por los cargos que se están creando-, pero sí una 
suerte de posible dilapidación de los recursos, que nunca 
es buena, menos aun cuando se viven circunstancias eco- 
nómicas difíciles como las que lamentablemente estamos 
atravesando y esperamos que no se agraven en los próxi- 
mos tiempos. 


Por los motivos expuestos, vamos a votar negativamen- 
te este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el Cuerpo me permite, voy a 
contestar una alusión. 


Observo que hay un intento de demonizar las experien- 
cias de las Juntas Locales Autónomas y Electivas y que se 
hacen toda clase de augurios nefastos sobre su funciona- 
miento. Cada vez que se habla de este tema se pone como 
ejemplo a la Junta Local Autónoma y Electiva de Río Branco 
y la verdad es que goberné el departamento de Cerro Largo 
durante diez años y nunca tuve problemas, más allá de los 
normales y habituales que requiere cualquier coordinación 
entre gobernantes de diversos estamentos del Gobierno 
Municipal o Departamental. Ahora bien, si las cosas trágl- 
cas y los pésimos augurios y recordatorios que se han 
hecho aquí sobre la Junta Local Autónoma y Electiva de Río 
Branco están vinculados a un golpe de Estado que ocurrió 
en ese departamento, en el que el Intendente -ya fallecido-, 
a punta de pistola, echó a los gobernantes electos en aquel 
momento por la ciudadanía, es natural que exista mucha 
preocupación. Pero eso depende de la formación, del talan- 
te y de lo que hagan los gobernantes electos por el pueblo 
en los correspondientes departamentos. 


Digo esto porque se ha mencionado el ejemplo y quiero 
reivindicarlo dado que fue una experiencia muy positiva e 
importante; reconozco algunos de los argumentos que el 
señor Senador Da Rosa ha hecho sobre las atribuciones que 
en aquel momento, en el año 1960, se concedieron a la Junta 
Local Autónoma y Electiva de Río Branco en nada más que 
cuatro artículos -que conformaban una ley de creación cuyo 
corazón le da las mismas potestades a la Junta Local que las 
que tiene el Intendente conforme alos artículos 35, 36 y 37 
de la Ley Orgánica Municipal-, pero todo el funcionamiento 
jurídico responde también, en gran medida, alos hacedores 
o cumplidores de ese ordenamiento que se va creando en los 
países y, particularmente, en este caso. 


Me parece que esta aclaración es válida. No es una 
contestación a nadie en particular y sí una reivindicación 
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frente a una experiencia vivida por alguien que fue Inten- 
dente y que, como muchos otros, tuvo no solamente proble- 
mas con las Juntas Locales, sino también con los funciona- 
rios, con los vecinos y con todo el mundo, porque eso es lo 
que ocurre en la Administración Pública, tanto en la muni- 
cipal como en la nacional. 


Quería hacer esta aclaración si el Cuerpo la estima per- 
tinente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-18en22. Afirmativa. 
En discusión particular. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR GARGANO.- Como procedimiento para la consi- 
deración en particular proponemos que se suprima la lectu- 
ra y que, si el Partido Nacional -como surge de las palabras 
pronunciadas por el señor Senador Da Rosa- quiere desglo- 
sar algunos de los artículos del proyecto de ley, el resto se 
vote en bloque. 


SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR DA ROSA.- Vamos a solicitar el desglose de los 
artículos 23, 24 y 25 que conforman las disposiciones tran- 
sitorias -con las cuales hemos marcado especialmente nues- 
tras discrepancias en cuanto al contenido- ya que, tal como 
lo señalamos anteriormente, hubiéramos deseado que se 
trataran en un ámbito de negociación del Senado que nos 
permitiera corregirlas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se suprime la 
lectura del articulado y si se votan en bloque los artículos 
1” al 22 del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-18en 23. Afirmativa. 


En consideración los artículos 1% a 22. 
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Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota:) 

-18en 23. Afirmativa. 

En consideración los artículos 23, 24 y 25. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota:) 

-16en 23. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Como no he hecho uso de la 
palabra antes, por la vía de la fundamentación del voto 
quiero expresar que realmente no se ha entendido que lo que 
se está haciendo en este proyecto de ley es sustituir el 
actual régimen de las Juntas Locales por el de Municipios 
y que, por tanto, los mismos recursos y la misma cantidad 
de funcionarios -que son alrededor de 8.000, tal como se 
señaló en la Comisión- serán los que en principio estarán 
empleados. 


Por tanto, aquí no hay ningún aumento, ni de burocracia, 
ni de gasto, en los primeros momentos. 


SENOR GALLINAL.- No se pueden hacer alusiones. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No las hizo, señor Senador. 


SENOR GUARINO.- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GUARINO.- A veces uno tiene la fortuna de 
actuar en hechos tan importantes como este que, quizás, 
haya sido el más relevante de los que me ha tocado partici- 
par como legislador en estos casi diez años. Tuve la opor- 
tunidad de defender este proyecto de ley en la Cámara de 
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Representantes y hoy tengo la posibilidad -gracias a la 
generosidad del señor Senador Ríos- de estar aquí, apro- 
bando y defendiendo esta iniciativa. Reitero que este es 
uno de los proyectos de ley más importantes que he debido 
considerar a lo largo de los diez años en que me he desem- 
peñado como legislador, no tanto por lo que implica la 
norma en sí, sino por lo que vendrá luego de su aprobación, 
por las modificaciones que surgirán y que sentarán juris- 
prudencia para la actuación de los Gobiernos locales y para 
la participación de la gente. 


Esta es, entonces, una oportunidad que a veces a uno se 
le presenta y por la que estoy agradecido. 


Finalmente, en esta instancia quiero recordar a dos 
viejos legisladores que a lo largo de muchos años han 
inspirado mi accionar: uno de ellos, coterráneo de Cerro 
Largo, el Diputado Rodney Arismendi y, el otro, un Senador 
de largas jornadas en este Cuerpo, el señor Enrique 
Rodríguez. Ellos han tenido que ver con nuestra participa- 
ción y con la satisfacción de que en el día de hoy este 
Senado haya aprobado el inicio de un verdadero proyecto 
descentralizador del país. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: brevemente quie- 
ro decir que con la sanción de este proyecto de ley se 
concreta una parte fundamental del Programa de la fuerza 
política que está en el Gobierno. Soy de los que cree que, 
efectivamente, se puede discrepar con esta propuesta de 
descentralización y participación ciudadana a la que tam- 
bién podrá encontrarse defectos aunque la historia dirá si 
son tales o si, por el contrario, son avances sustanciales en 
la democratización de la vida política del país. Enlo perso- 
nal, creo esto último. 


Tal como señalaban distintos señores Senadores, esto 
genera un desafío a la democracia y ala participación. En tal 
sentido, entiendo que va a implicar que el país gaste más 
dinero en alentar la participación de la gente, pero la demo- 
cracia es eso, gastar para que la gente participe; no sé si me 
explico. No hay que juzgar los costos de la democracia sino 
si la democracia funciona, porque esa es la vida misma del 
Estado. Soy consciente de que esto va a implicar que el 
Gobierno tenga que administrar con mucho más rigor los 
recursos y adjudicarlos de tal forma que esto no implique 
una erogación complementaria sino, simplemente, una me- 
jor distribución de lo que el pueblo aporta. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: he votado favora- 
blemente este proyecto de ley en Comisión y en el Plenario, 
sin perjuicio de las serias y grandes discrepancias que 
tengo con varios de sus artículos. Lo he hecho, sobre todo, 
como señal política para que un proceso de descentra- 
lización comience a tener un reflejo en lo que es la ma- 
durez de un país para administrar su totalidad. El desafío no 
está en la norma sino en la calidad del liderazgo político y 
en la responsabilidad política para poder manejar aquellos 
aspectos que terminan siendo elementos que pueden so- 
cavar el funcionamiento armónico del sistema integral del 
país. 


Muchos de los artículos no los hemos votado, entre 
otras razones, por la deficiencia en la técnica legislativa, 
como por ejemplo cuando se habla de administrar eficaz y 
eficientemente. La responsabilidad está en administrar; el 
ser sano o enfermo es una alternativa que se plantea y que 
no debe figurar en las normas. Sin perjuicio de eso, nuestra 
visión de la descentralización radica también en un viejo 
concepto de regionalización al que Uruguay debería abo- 
carse. No se trata solamente del Municipio, que puede tener 
un elemento distorsionante porque volvemos a un sistema 
colegiado de cinco personas, honorario, que constituye 
una materia municipal que comienza a desarrollarse y que 
puede formar parte de esta descentralización de carácter 
positivo, sino también de buscar un concepto de 
regionalización en un proyecto de descentralización que 
acá está ausente. Es importante que empecemos a enfrentar 
los viejos modelos de autarquías departamentales con un 
concepto un poco más general para que el proyecto estra- 
tégico del país no quede librado a consultas de carácter 
permanente en viejas estructuras departamentales que el 
tiempo se está encargando de dejar por el camino. 


Por lo tanto, señor Presidente, esta es nuestra postura 
como señal política para iniciar la descentralización, pero 
también como advertencia de que hay determinados aspec- 
tos que no están contemplados y de que la técnica legisla- 
tiva que se ha utilizado no es la más adecuada para ingresar 
en este proceso de tanta trascendencia. El tiempo, entre 
otras cosas, se encargará de demostrar si los gobernantes 
nacionales y departamentales están a la altura como para 
defender un proyecto de país más allá de los proyectos 
particulares y coyunturales que si bien son legítimos, a 
veces pueden constituir elementos de distorsión y de rup- 
tura con la visión nacional del Uruguay de los próximos 
veinte años. 


Gracias. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: si bien creo que 
dentro del horario reglamentario agotaremos el Orden del 
Día, formulo moción en el sentido de que se prorrogue la 
hora de finalización de la sesión hasta tanto se consideren 
todos los puntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-21en23. Afirmativa. 


14) PROCEDIMIENTO DE PEQUEÑAS CAUSAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la consi- 
deración del asunto que figura en segundo término del 
Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se modifica el 
artículo 294 de la Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988, 
del Código General del Proceso. (Carp. N* 1608/09 - Rep. 
N* 1144/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1608/09 
Rep.N* 1144/09 
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Constitución y Legislación 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Incorpórase como inciso final del ar- 
tículo 294 del Código General del Proceso, Ley N* 15.982, de 
18 de octubre de 1988, el siguiente: 


“Asimismo, se exceptúan los procesos previstos en la 
Ley N* 18.507, de 26 de junio de 2009”. 


Antonio Gallicchio, Miembro Infor- 
mante; Reinaldo Gargano, Gustavo 
Guarino, Margarita Percovich, Víctor 
Semproni. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La necesaria sumariedad del proceso creado para las 
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pequeñas causas en la Ley N* 18.507, de 26 de junio de 2009, 
es incompatible con la tramitación de la conciliación previa, 
que insume el mismo tiempo que el proceso principal. Las 
excepciones del artículo 294 del Código General del Proceso 
están previstas para casos análogos al presente, donde la 
simplificación del trámite y la celeridad están en juego. 


La agregación de esta excepción permite lograr la fina- 
lidad del Legislador de aportar un procedimiento breve, 
cuando el monto que está en juego es bajo. De no 
excepcionarse este procedimiento de la conciliación previa, 
la ley no resultará efectiva impidiendo, de tal modo, que se 
cumpla con la voluntad legislativa. La falta de consagración 
de la excepción en la ley creadora del procedimiento, solo 
pudo obedecer a una omisión involuntaria, al darse por 
supuesto que dicho trámite previo carece de lógica. En 
efecto, se trata de un procedimiento breve y en especial de 
protección del débil carente de recursos, pero al que esas 
sumas menores lo pueden afectar seriamente, razón por la 
cual se le permite reclamar sin asistencia letrada. 


Antonio Gallicchio, Miembro Infor- 
mante; Reinaldo Gargano, Gustavo 
Guarino, Margarita Percovich, Víctor 
Semproni. 


MODIFICACION LEY N? 18.507, PROCEDIMIENTOS 
DE PEQUEÑAS CAUSAS 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Incorpórase como inciso final del ar- 
tículo 294 del Código General del Proceso (Ley N* 15.982) el 
siguiente: 


“Asimismo, se exceptúan los procesos previstos en la 
Ley N* 18.507, de 26 de junio de 2009”. 


Alberto Couriel, Margarita Percovich, 
Gustavo Guarino, Mariano Arana, 
Mónica Xavier, Reinaldo Gargano, 
Eduardo Muguruza, Víctor Vaillant, Al- 
berto Gallicchio, Víctor Semproni, 
Eduardo Bonomi, Jorge Saravia, Milton 
Antognazza, Luis Rosadilla, Eduardo 
Lorier, Alberto Cid. 


DISPOSICIONES CITADAS 


Ley N* 18.507, 
de 26 de junio de 2009 


Artículo 1. (Competencia).- Las pretensiones referidas 
a relaciones de consumo de acuerdo con lo dispuesto por 
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el artículo 1? de la Ley N? 17.250, de 11 de agosto de 2000, 
en las que el valor total de lo reclamado en la demanda no 
supere el valor equivalente a 100 UR (cien unidades 
reajustables) se formularán ante el Juzgado de Paz que 
corresponda conforme a los criterios legales de asignación 
de competencia previstos por la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985 y sus modificativas y se tramitarán por el 
procedimiento que se establece en el artículo 2? de la 
presente ley. 


Artículo 2*. (Procedimiento).- 


2.1. El reclamante presentará su solicitud de audien- 
cia ante el Juzgado Competente en un formulario 
donde consten los datos requeridos por el artícu- 
lo 117 del Código General del Proceso y, especial- 
mente, el monto máximo a reclamar. 


Recibida la solicitud, el Juez fijará dentro de las 
cuarenta y ocho horas una audiencia, que deberá 
realizarse en un plazo máximo de treinta días. 


El reclamante tendrá la carga de comparecer a 
notificarse de la audiencia fijada so pena de tener- 
lo por notificado, y al demandado se le notificará 
personalmente. 


2.2. La audiencia será pública y el Juez comenzará 
oyendo a las partes por su orden, las que formu- 
larán sus respectivas proposiciones y ofrecerán 
prueba. 


Acto seguido se tentará la conciliación y, de 
lograrse esta, se labrará un acta resumida, 
dictándose la providencia que la homologue, la 
que tendrá los mismos efectos que la senten- 
cla definitiva pasada en autoridad de cosa juzga- 
da. 


La inasistencia a la audiencia fijada se regirá por 
lo dispuesto en el artículo 340 del Código General 
del Proceso. Cuando resulte de aplicación el artí- 
culo 340.3 del Código General del Proceso el Juez 
no diligenciará medio probatorio alguno y dictará 
sentencia de inmediato, la que para el caso de 
condena no podrá exceder el monto indicado en la 
solicitud de audiencia. 


2.3. De no lograrse la conciliación se recibirán las 
pruebas ofrecidas por las partes. De ofrecerse 
prueba testimonial esta tendrá como máximo tres 
testigos por cada parte. 


2.4. El Juez interrogará a los testigos y a las partes, 
gozando de los más amplios poderes inquisitivos 
y de dirección de la audiencia. 
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En caso de no poderse diligenciar toda la prueba 
en la audiencia, esta podrá prorrogarse por única 
vez y por un plazo no mayor a quince días, si el 
magistrado lo estima pertinente. 


2.5. Finalizada la audiencia el Juez dictará sentencia, 
que se pronunciará sobre todas las defensas in- 
terpuestas incluyendo las excepciones previas y, 
solo en casos excepcionales, podrá prorrogarse el 
dictado de la misma por un plazo de hasta tres 
días. 


La misma impondrá las costas y costos, en caso de 
corresponder, del proceso del cargo del vencido. 
Sin embargo, el Juez podrá apartarse de este prin- 
cipio, en forma fundada, cuando la parte, a su 
juicio, haya actuado con alguna razón. 


2.6.  Contralas providencias dictadas durante el curso 
del procedimiento podrá deducirse el recurso de 
reposición y la sentencia definitiva solo admi- 
tirá los recursos de aclaración y ampliación. En 
este último caso el mismo deberá ser interpues- 
to y resuelto en la propia audiencia una vez dic- 
tada la recurrida, sin posibilidad de prórroga algu- 
na. 


El Juez podrá rechazar liminarmente cualquier in- 
cidente planteado durante el curso del proceso y 
su decisión será irrecurrible. 


2.7.  Resultará aplicable lo dispuesto por el artículo 79 
de la Ley N* 16.011, de 19 de diciembre de 1988. 


Artículo 39. (Asistencia letrada).- La comparecencia en 
estos procesos no requerirá asistencia letrada obligato- 
ria. 


Artículo 4%. (Tributación).- Las partes solo deberán 
reponer un timbre Poder Judicial equivalente al 1% (uno por 
ciento) del monto reclamado. 


Artículo 5". (Caducidad).- La acción para reclamar por el 
procedimiento sumario previsto por la presente ley caduca- 
rá al año de verificado el acto, hecho u omisión que la 
fundamente, sin perjuicio de los plazos consagrados en la 
Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000. 


Esta caducidad no impide la promoción del trata- 
miento de la pretensión en proceso ordinario o extraordina- 
rio en su caso, al que se le aplicarán las normas de la ley 
citada. 


Artículo 6%. (Normas supletorias).- En lo no previsto en 
la ley, será de aplicación lo establecido por el Código 
General del Proceso y demás normas modificativas y 
concordantes. 
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CODIGO GENERAL DELPROCESO 


aprobado por Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988 


LIBRO II 


DESARROLLO DE LOS PROCESOS 


TITULOI 


PROCESOS PRELIMINARES 


CAPITULOI 


CONCILIACION PREVIA 


Artículo 294. (Excepciones).- 


Solamente se exceptúan de la conciliación previa: 


1) Los casos en que se deduce demanda en juicio pen- 
diente por la misma causa. 


2) Los procesos de jurisdicción voluntaria o cualquier 
gestión que no implicare la resistencia o negativa de 
alguien; pero en estos casos, si se suscitare contro- 
versia se procederá a la conciliación. 


3) Los procesos ejecutivos y de entrega de la cosa. 


4) Los procesos contemplados en los Artículos 546.2 y 
546.3 de este Código, y los procesos de reforma de 
plazos o clausura de desalojo aludidos en el Artículo 
546.5 del mismo cuerpo legal. 


5) Los procesos de amparo y el proceso cautelar previo, 
sin perjuicio de lo que corresponda respecto del 
proceso principal, en el segundo caso. 


6) El proceso laboral, en cuyo caso la conciliación se 
tentará en vía administrativa, de acuerdo con el Ar- 
tículo 10 del Decreto-Ley N* 14.188, de 5 de abril de 
1974 y disposiciones complementarias. 


7) El proceso expropiatorio y el de toma urgente de 
posesión. 


8) Los procesos de concurso, concordato, moratoria, 
quiebra y liquidación judicial de sociedades anóni- 
mas. 


9) Los casos previstos por el Artículo 293.2 de este 
Código. 


10) En los juicios de divorcio y separación de cuerpos. 
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11) Los procesos de familia en los departamentos en que 
existan juzgados especializados en la materia. 


12) Los procesos en que sea actor o demandado el Esta- 
do u otra persona pública estatal.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gallicchio. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Señor Presidente: se trata de una 
pequeña modificación relacionada con un agregado que 
tiene que ver con la Ley N* 18.507 aprobada en junio de este 
año. A iniciativa de la Bancada de Gobierno, presentamos 
un proyecto de ley con un solo artículo. 


La Exposición de Motivos dice lo siguiente: “La necesa- 
ria sumariedad del proceso creado para las pequeñas cau- 
sasenla Ley 18.507 de 26 de junio de 2009, es incompatible 
con la tramitación de la conciliación previa, que insume el 
mismo tiempo que el proceso principal. Las excepciones del 
artículo 294 del Código General del Proceso están previstas 
para casos análogos al presente, donde la simplificación del 
trámite y la celeridad están en juego. 


La agregación de esta excepción permite lograr la fina- 
lidad del Legislador de aportar un procedimiento breve, 
cuando el monto que está en juego es bajo. De no 
excepcionarse este procedimiento de la conciliación previa, 
la ley no resultará efectiva impidiendo, de tal modo, que se 
cumpla con la voluntad legislativa. La falta de consagración 
de la excepción en la ley creadora del procedimiento, solo 
pudo obedecer a una omisión involuntaria, al darse por 
supuesto que dicho trámite previo carece de lógica. En 
efecto, se trata de un procedimiento breve y en especial de 
protección del débil carente de recursos, pero al que esas 
sumas menores lo pueden afectar seriamente, razón por la 
cual se le permite reclamar sin asistencia letrada”. 


Por su parte, el artículo único establece: “Incorpórase 
como inciso final del artículo 294 del Código General del 
Proceso, Ley N” 15.982, de 18 de octubre de 1988, el siguien- 
te: 


“Asimismo, se exceptúan los procesos previstos en la 
Ley N* 18.507, de 26 de junio de 2009”.” 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota:) 

-19en20. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo Unico.- Incorpórase como inciso final del 
artículo 294 del Código General del Proceso, Ley N* 15.982, 
de 18 de octubre de 1988, el siguiente: 


“Asimismo, se exceptúan los procesos previos en la Ley 
N* 18.507, de 26 de junio de 2009”, 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19en20. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


15) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de dos asuntos 
entrados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes:) 


“La señora Senadora Margarita Percovich y los señores 
Senadores Alberto Couriel, Antonio Gallicchio, Reinaldo 
Gargano y Manuel Núñez presentan, con exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se regula el proceso 
de restitución de personas menores de l6 años, en los casos 
de traslado o retención ilícita. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- porel que se concede una pensión graciable al señor 
Domingo Salvador Pérez Silva. 
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- porel se concede una pensión graciable a la señora 
Blanca Olira Lemos González. 
- ALA COMISION DE ASUNTOS LABORALES Y SEGU- 
RIDAD SOCIAL.” 


16) FUNCIONAMIENTO DE LOS CIBER 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en tercer término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se establece el marco regulatorio de los ciber 
(Carp. N* 1414/08 - Rep. N* 1146/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1414/08 
Rep. N* 1146/09 
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Educación y Cultura 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo 19. (Objeto).- La presente ley tiene por objeto 
garantizar y proteger a niños, niñas y adolescentes en el 
disfrute y ejercicio de su derecho a acceder a una informa- 
ción adecuada a su desarrollo físico y psíquico. 


Artículo 2%. (Asignación de competencias. Autoridad 
administrativa de contralor).- Se comete al Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) la policía, el 
contralor y la fiscalización de los ciber, quien para la con- 
secución de dicho fin tendrá las facultades y las potestades 
conferidas por su ley orgánica, disposiciones legales vi- 
gentes y las atribuidas por la presente ley. 


Artículo 3". (Definición).- A los efectos del marco 
regulatorio a dictarse, se considera ciber todo local dotado 
de equipos informáticos individuales o en red, conectados 
a Internet, a través de los cuales se realiza la prestación de 
distintos servicios al usuario tales como: juegos en la red, 
correo electrónico, chateo y descarga de información. 


Artículo 4%.- La calificación conceptual de los ciber, a 
los efectos de fijar el ámbito objetivo de aplicación de esta 
ley, se realizará con entera prescindencia del número de 
unidades disponibles para el usuario, así como del carácter 
accesorio o no, o de servicio anexo al de otros, que puedan 
coexistir en el local. 


Artículo 5. (Ingreso de menores de 18 años alos ciber).- 
El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) 
fijará las condiciones de ingreso de menores de 18 años alos 
ciber, así como el uso de sus instalaciones, pudiendo auto- 
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rizarla o restringirla según lo estime conveniente para el 
cumplimiento del objetivo definido en el artículo 1?. 


Artículo 6%. (Prohibición y condiciones de funciona- 
miento de los ciber).- Queda prohibido el ingreso de meno- 
res de 18 años a los ciber que no cumplan o satisfagan las 
condiciones y requisitos establecidos por el Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


En todos los casos, y para que pueda procesarse el 
trámite de habilitación correspondiente o permiso que au- 
toriza su ingreso, se deberá acreditar por parte del provee- 
dor o suministrador de dicho servicio que cuenta con: 


A) Habilitación municipal. 


B) Adecuado software de control de contenidos, de 
acuerdo a los objetivos que persigue la presente ley. 


La Comisión Interdisciplinaria establecerá los requi- 
sitos adecuados para facilitar el uso de las instalacio- 
nes a personas ciegas o de baja visión, sin perjuicio 
de que el Instituto del Niño y Adolescente del Uru- 
guay (INAU) pueda complementarlos. 


Artículo 7". (Páginas restringidas).- A los efectos del 
artículo 1? de la presente ley, se considerarán páginas 
restringidas: las páginas y juegos pornográficos, los jue- 
gos en red con apuestas tales como los casinos virtuales, 
las páginas o juegos con apología de la violencia, el delito 
o la drogadicción y, en general, toda página web que atente 
contra la dignidad de las personas. 


Artículo 8?.- Se prohíbe la venta de bebidas alcohólicas 
y de cigarrillos en este tipo de locales a los menores de 18 
años. 


Artículo 9%. (Comisión Interdisciplinaria).- Créase una 
Comisión Interdisciplinaria que funcionará en el ámbito del 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), cuyo 
cometido será dictar la reglamentación de la presente ley, 
debiendo consignarse en esta las especificaciones técnicas 
que deberá contener el software de control de contenidos, 
que habrá de ser suministrado por el prestador de servicios 
de Internet mediante la modalidad de ciber. 


La Comisión contará con el apoyo de técnicos y expertos 
designados por URSEC y AGESIC, así como de un represen- 
tante de los empresarios locales que operen en el giro de 
ciber. 


Artículo 10. (Régimen sancionatorio).- Las transgresio- 
nes a las disposiciones establecidas en la presente ley, así 
como las que se establezcan en la reglamentación respecti- 
va, O las conductas que impliquen violaciones a las resolu- 
ciones dictadas por el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay (INAU) en el marco de las competencias asigna- 
das, serán pasibles de la imposición de sanciones pecunia- 
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rias a los infractores, las que serán aplicadas y recaudadas 
por el INAU, de conformidad con lo establecido en el literal 
O) del artículo 7? de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 
1988, en la redacción dada por el artículo 610 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 11. (Remisión y disposiciones aplicables).- 
Resultarán aplicables en lo pertinente el régimen instituido 
porlos artículos 608, 609 y 611 dela Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, y lo dispuesto en la Ley N* 15.977, de 14 de 
setiembre de 1988. 


Artículo 12.- Los ciber deberán adecuar sus instalacio- 
nes en un plazo de 180 días (ciento ochenta días) a partir de 
la promulgación de la presente ley. 


Sala de la Comisión, 1? de setiembre de 2009. 


Alberto Cid, Miembro Informante; Luis 
Hierro López, Margarita Percovich, 
Victor Semproni. 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1. (Asignación de competencias. Autoridad 
administrativa de contralor).- Se comete al Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay la policía, el contralor y la 
fiscalización de los ciber, quien para la consecución de 
dicho fin tendrá las facultades y las potestades ya conferi- 
das en su ley orgánica, disposiciones legales vigentes y las 
que se le atribuyen por la presente ley. 


Artículo 2%. (Definición).- A los efectos del marco 
regulatorio a dictarse, se considera ciber todo local dotado 
de equipos informáticos individuales o en red, conectados 
a Internet, a través de los cuales se realiza la prestación de 
distintos servicios al usuario tales como: juegos en la red, 
correo electrónico, chateo, descarga de información a cam- 
bio de una contraprestación de dinero. 


Artículo 3?.- La calificación conceptual de los ciber, a 
los efectos de fijar el ámbito objetivo de aplicación de esta 
ley, se realizará con entera prescindencia de número de 
unidades disponibles para el usuario, así como el carácter 
accesorio o no, o de servicio anexo al de otros, que puedan 
coexistir en el local. 


Artículo 49. (Ingreso de menores de 18 años alos ciber).- 
El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay fijará las 
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condiciones de ingreso de menores de 18 años a los ciber, 
así como la asistencia y permanencia de los mismos en sus 
instalaciones, pudiendo autorizarla y restringirla según lo 
estime conveniente y necesario para salvaguardar el interés 
superior de los niños, niñas y adolescentes. 


Artículo 5%. (Prohibición y condiciones de funciona- 
miento de los ciber).- Queda prohibido el ingreso de meno- 
res de 18 años a los ciber que no cumplan o satisfagan las 
condiciones y requisitos establecidos por el Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay debiendo en todos los 
casos y para que pueda procesarse el trámite de habilitación 
correspondiente o permiso que autoriza su ingreso, acredi- 
tar por parte del proveedor o suministrador de dicho servi- 
cio que cuenta con: 


A) Habilitación municipal. 


B) Adecuado software de control de contenidos insta- 
lado en sus ordenadores, el cual funcionará como 
herramienta de control y monitorización en cuanto a 
tiempo de permanencia en Internet y páginas que se 
visitan. 


C) Tener incorporado, en por lo menos un equipo 
informático, software adecuado para el uso de perso- 
nas ciegas o de baja visión. 


Artículo 6%. (Páginas restringidas).- A los efectos de 
esta ley, se considerarán páginas restringidas: las páginas 
y juegos pornográficos, los juegos en red con apuestas 
tales como los casinos virtuales que incluyen el pago por 
medio de tarjetas de crédito o cualquier forma de pago, 
páginas o juegos con apología de la violencia, el delito o la 
drogadicción y, en general, toda página web que atenta 
contra la moral y las buenas costumbres. 


Artículo 79.- Se prohíbe la venta de bebidas alcohólicas 
y de cigarrillos en este tipo de locales. 


Artículo 8%. (Comisión interdisciplinaria).- Créase una 
comisión interdisciplinaria que funcionará en la órbita del 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, la cual 
contará con el apoyo de técnicos y expertos en informática 
de la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones, 
que oportunamente se designarán, así como la de un repre- 
sentante de los empresarios de locales con el giro de ciber, 
cuyo cometido será dictar la reglamentación con las espe- 
cificaciones técnicas requeridas al software de control de 
contenidos, que habrá de ser suministrado por el futuro 
prestador de servicios en Internet, abiertos al público, bajo 
la modalidad de ciber. 


Artículo 9?. (Fijación de tasas).- Créanse las tasas que 
a continuación se describen, cuyo producido económico se 
destinará a financiar los costos operativos que insuma la 
prestación de los servicios a cargo del Instituto del Niño y 
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Adolescente del Uruguay que se le cometen por la presente 
ley, a saber: 


- Por expedición de planilla anual de control de los 
locales donde funcionen o pretendan funcionar ciber, 
la tasa será de 0,75 UR (cero con setenta y cinco 
unidades reajustables). 


- Por el otorgamiento del permiso de excepción por 
permanencia de menores en los ciber, en sus distin- 
tas modalidades, por los primeros cinco equipos de 
computación y/o juegos electrónicos no se abona la 
tasa, y por cada uno que se sume a ellos 1 UR (una 
unidad reajustable) con un máximo de 20 UR (veinte 
unidades reajustables). 


Artículo 10. (Régimen sancionatorio).- Las transgresio- 
nes a las disposiciones establecidas a la presente ley, que 
impongan deberes y obligaciones a los prestadores de 
servicios en Internet bajo la modalidad de ciber, así como 
las que se establezcan en la reglamentación respectiva, o las 
conductas que impliquen violaciones a las resoluciones 
dictadas por el Instituto del Niño y Adolescente del Uru- 
guay (INAU) en el marco de las competencias asignadas, 
serán pasibles de la imposición de sanciones pecuniarias a 
los infractores, las que serán aplicadas y recaudadas por el 
INAU, de conformidad con lo establecido en el literal O) del 
artículo 7? de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988, 
en la redacción dada por el artículo 610 de la Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996. 


Artículo 11. (Remisión y disposiciones aplicables).- 
Resultarán aplicables en lo pertinente, el régimen instituido 
porlos artículos 608, 609 y 611 dela Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, y lo dispuesto en la Ley N* 15.977, de 14 de 
setiembre de 1988, sin perjuicio de las disposiciones regla- 
mentarias específicas que se establezcan en la regulación 
del funcionamiento de los ciber y prescripciones adminis- 
trativas de orden interno dispuestas para un mejor ejercicio 
de la función inspectiva a cargo del Departamento de Es- 
pectáculos Públicos del Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay. 


Artículo 12.- El Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay fijará el plazo en que, a partir de la promulgación 
de la presente ley, los ciber adecuen sus instalaciones y 
servicios a las nuevas disposiciones legales. Dicho plazo 
no superará los ciento ochenta días. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 9 de diciembre de 2008. 


Uberfil Hernández 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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DISPOSICIONES CITADAS 


LEY N* 15.977, DE 14 DE SETIEMBRE DE 1988 


Artículo 1%.- Créase el Instituto Nacional del Menor, 
servicio descentralizado con personería jurídica y domicilio 
legal en Montevideo. El Instituto Nacional del Menor suce- 
derá al Consejo del Niño y funcionará de acuerdo con las 
normas pertinentes de la Constitución de la República y de 
esta ley. 


Artículo 79.- Para el cumplimiento de los cometidos del 
Instituto, el Directorio tendrá las siguientes facultades: 


A) Determinar la organización interna del instituto. 


B) Ejercer la dirección y administración del servicio, 
dictando para ello las reglamentaciones y resolucio- 
nes pertinentes. 


C) Proyectar su presupuesto, el que será presentado al 
Poder Ejecutivo a los efectos dispuestos en el artícu- 
lo 220 de la Constitución de la República. 


D) Ser ordenador primario de gastos e inversiones den- 
tro de los límites de las asignaciones presupuestales 
correspondientes. 


E) Aceptar herencias, legados y donaciones institui- 
dos en su beneficio. 


F) Gravar y enajenar los bienes inmuebles y muebles del 
Instituto, requiriéndose para ello la unanimidad de 
votos de sus integrantes. 


G) Administrar sus bienes y recursos. 


H) Proyectar el Reglamento General del Servicio, el que 
será aprobado por el Poder Ejecutivo. 


I) Efectuar las designaciones y destituciones de los 
funcionarios de sus dependencias. 


J) Ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el perso- 
nal del Instituto. 


K) Celebrar convenios con entidades públicas o priva- 
das, nacionales, departamentales o locales. Podrá 
igualmente concertar préstamos o convenios con 
organismos internacionales, instituciones o gobier- 
nos extranjeros, sin perjuicio de las limitaciones con- 
tenidas en el inciso final del artículo 185 de la Cons- 
titución de la República. 


L) Coordinar la gestión de las instituciones públicas o 
privadas que cumplan actividades afines de sus com- 
petencias. 
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LL) Ser oído en las solicitudes de personería jurídica de 
las instituciones de protección al menor. 


M)Difundir a todos los niveles y por todos los medios 
posibles, los cometidos y actividades del servicio a 
su cargo. 


N) Ejercer el contralor y la policía de los espectáculos y 
de las exhibiciones públicas, cualquiera sea el medio 
de comunicación utilizado, al solo efecto de salva- 
guardar la salud moral, intelectual o física de los 
menores. 


Ñ) Gestionar de las autoridades competentes la obser- 
vación, suspensión clausura de aquellas institucio- 
nes, obras o servicios que, con violación de las leyes, 
reglamentos o resoluciones administrativas, impli- 
quen la realización de actividades contrarias al bien- 
estar material y moral de los menores; 


O) Imponer multas en el caso de transgresión a las leyes, 
reglamentos resoluciones administrativas relativas a 
la prestación de los servicios a su cargo. Dichas 
multas tendrán un límite máximo 2.000 UR (unidades 
reajustables dos mil). 


A los efectos de la comprobación de las transgresio- 
nes a que se hace referencia, así como para el correcto 
cumplimiento de sus cometidos, el Directorio podrá 
ordenar las inspecciones que estime oportunas. 


P) Delegar, por resolución fundada las facultades men- 
cionadas en los literales B), J) y O), en otros órganos 
del Instituto. 


LEY N* 16.736, DES DEENERO DE 1996 


Artículo 608.- El no pago en tiempo y forma de las tasas 
establecidas en el artículo 393 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, en el artículo 532 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990 y en el artículo anterior se sancionará 
como máximo con una multa equivalente al quintuplo del 
importe impago. 


Artículo 609.- La cantidad líquida emergente del cálculo 
del importe de las tasas impagas y de las multas correspon- 
dientes, aprobadas por el Directorio del Instituto Nacional 
del Menor será exigible por la vía prevista en el artículo 377 
y siguientes del Código General del Proceso. 


Servirá de título a tales efectos el testimonio de la 
resolución del Directorio que apruebe dicha liquidación. El 
producido del pago de las tasas será percibido por el 
Instituto Nacional del Menor y se regirá por lo dispuesto en 
el literal C) del artículo 6? de la Ley N* 15.977, de 14 de 
setiembre de 1988. 
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Artículo 611.- La autoridad competente a los efectos de 
la aplicación del literal Ñ) del artículo 7? de la Ley N* 15.977, 
de 14 de setiembre de 1988, serán los Jueces de Menores en 
Montevideo y quienes hagan sus veces en el interior de la 
República, pudiendo solicitar la información complementa- 
ria que estimen pertinente, la que deberá producirse en 
forma sumaria. 


Las medidas de suspensión o clausura a que hace refe- 
rencia el literal Ñ) del artículo 7? de la Ley N* 15.977, de 14 
de setiembre de 1988, no podrán superar los treinta días y 
deberán adoptarse con noticia de los interesados y del 
Ministerio Público, a los que se dará vista de lo actuado. En 
caso de reincidencia, la suspensión o clausura podrá llegar 
a noventa días. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Educación y Cultura 


ACTAN” 109 


En Montevideo, el primer día del mes de setiembre de dos 
mil nueve, a la hora dieciocho y treinta y seis minutos, se 
reúne la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de 
Senadores. 

Asisten los miembros señora Senadora Margarita Percovich 
y señores Senadores Alberto Cid, Luis Hierro López y 
Víctor Semproni. 
Faltan con aviso los señores Senadores Ruperto Long, 
Eduardo Lorier y Gustavo Penadés. 
Preside el señor Senador Alberto Cid, Vicepresidente de la 
Comisión. 

Actúa en Secretaría la señora María Cecilia Fernández, 
Secretaria de Comisión, con la colaboración de la señora 
Prosecretaria María Isabel Macedo. 

ASUNTOS APROBADOS. 

CARPETA N” 1442/08. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes por el cual se designa “Alfredo 
Zitarrosa” la Escuela Rural N* 41 de Cuchilla Cabo de 
Hornos, de la ciudad de Pando, del departamento de Cane- 
lones, dependiente, del Consejo de Educación Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública. (Distribui- 
do N* 3037/08). 
Se vota: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante al señor Senador Víctor Semproni, 
quien lo hará en forma verbal. 
CARPETA N? 863/07. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes por el cual se designa “Pedro 
Ambrosoni” la Escuela N? 15 de la localidad de San Anto- 
nio, del departamento de Salto, dependiente del Consejo de 
Educación Primaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. (Distribuido N* 1848/07). 
Se vota: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante a la señora Senadora Margarita 
Percovich, quien lo hará en forma verbal. 
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CARPETA N* 1414/08. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes por el que se establece el marco 
regulatorio de los ciber. (Distribuido N* 3009/08). 
La Comisión continúa con la consideración del articulado, 
y a solicitud del señor Senador Alberto Cid se procede a 
reconsiderar los artículos que fueran votados en la sesión 
de la Comisión del día 4 de agosto próximo pasado, ya que 
la AGESIC envió propuestas importantes de tener en cuen- 
ta. 

El artículo aditivo presentado por la señora Senadora 
Percovich, identificado como Artículo 1%/-1 se reconsidera 
y se vota: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se reconsidera el artículo 1 del texto aprobado por la 
Cámara de Representantes, y se vota con modificaciones: 4 
en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se analiza el artículo 2? que estaba postergado, y se vota 
con modificaciones: 4en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
El artículo 3” se reconsidera y se vota: 4 en 4. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

El artículo 4? se reconsidera y se aprueba con modificacio- 
nes: 4en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El artículo 5? se reconsidera y se aprueba con modificacio- 
nes: 4en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

A continuación se pasa votar los artículos 6% a 12, pendien- 
tes de consideración. 

Artículo 6”. Se vota con modificaciones: 4 en 4. Afirmativa. 
NANIMIDAD. 

rtículo 7?. Se vota con modificaciones: 4 en 4. Afirmativa. 
NANIMIDAD. 

rtículo 8?. Se vota con modificaciones: 4 en 4. Afirmativa. 
NANIMIDAD. 

rtículo 9”. Se vota negativamente: O en 4. Negativo. 
rtículo 10. Se vota con modificaciones: 4 en 4. Afirmativa. 
NANIMIDAD. 

rtículo 11. Se vota con modificaciones: 4 en 4. Afirmativa. 
NANIMIDAD. 

rtículo 12. Se vota con modificaciones: 4 en 4. Afirmativa. 
NANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador Alberto 
Cid, quien lo hará en forma verbal. 
El texto del proyecto aprobado se transcribe a continuación: 
Artículo 1”. (Objeto).- La presente ley tiene por objeto 
garantizar y proteger a niños, niñas y adolescentes en el 
disfrute y ejercicio de su derecho a acceder a una informa- 
ción adecuada a su desarrollo físico y psíquico. 
Artículo 2”. (Asignación de competencias. Autoridad admi- 
nistrativa de contralor).- Se comete al Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU) la policía, el contralor y 
la fiscalización de los ciber, quien para la consecución de 
dicho fin tendrá las facultades y las potestades conferidas 
por su ley orgánica, disposiciones legales vigentes y las 
atribuidas por la presente ley. 
Artículo 3”. (Definición).- A los efectos del marco regulatorio 
a dictarse, se considera ciber todo local dotado de equipos 
informáticos individuales o en red, conectados a Internet, 
a través de los cuales se realiza la prestación de distintos 
servicios al usuario tales como: juegos en la red, correo 
electrónico, chateo y descarga de información. 
Artículo 4?.- La calificación conceptual de los ciber, a los 
efectos de fijar el ámbito objetivo de aplicación de esta ley, 
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se realizará con entera prescindencia del número de unida- 
des disponibles para el usuario, así como del carácter acce- 
sorio o no, o de servicio anexo al de otros, que puedan 
coexistir en el local. 

Artículo 5”. (Ingreso de menores de 18 años a los ciber).- El 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) fijará 
las condiciones de ingreso de menores de 18 años a los 
ciber, así como el uso de sus instalaciones, pudiendo auto- 
rizarla o restringirla según lo estime conveniente para el 
cumplimiento del objetivo definido en el artículo 1%. 
Artículo 6”. (Prohibición y condiciones de funcionamiento 
delos ciber).- Queda prohibido el ingreso de menores de 18 
años a los ciber que no cumplan o satisfagan las condicio- 
nes y requisitos establecidos por el Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU). 
En todos los casos, y para que pueda procesarse el trámite 
de habilitación correspondiente o permiso que autoriza su 
ingreso, se deberá acreditar por parte del proveedor o 
suministrar de dicho servicio que cuenta con: 
- Habilitación municipal. 
- Adecuado software de control de contenidos, de acuer- 
do a los objetivos que persigue la presente ley. 
La Comisión Interdisciplinaria establecerá los requisitos 
adecuados para facilitar el uso de las instalaciones a perso- 
nas ciegas o de baja visión, sin perjuicio de que el Instituto 
del Niño y Adolescente del Uruguay pueda complementar- 
los. 

Artículo 7”. (Páginas restringidas).- A los efectos del ar- 
tículo 1? de la presente ley, se considerarán páginas restrin- 
gidas: las paginas y juegos pornográficos, los juegos en red 
con apuestas tales como los casinos virtuales, las páginas 
o juegos con apología de la violencia, el delito o la droga- 
dicción y, en general, toda página web que atente contra la 
dignidad de las personas. 
Artículo 8”.- Se prohíbe la venta de bebidas alcohólicas y 
de cigarrillos en este tipo de locales a los menores de 18 
años. 

Artículo 9”. (Comisión Interdisciplinaria).- Créase una Co- 
misión interdisciplinaria que funcionará en el ámbito del 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), cuyo 
cometido será dictar la reglamentación de la presente ley, 
debiendo consignarse en esta las especificaciones técnicas 
que deberá contener el software de control de contenidos, 
que habrá de ser suministrado por el prestador de servicios 
de Internet mediante la modalidad de ciber. ______ 
La Comisión contará con el apoyo de técnicos y expertos 
designados por URSEC y AGESIC, así como de un repre- 
sentante de los empresarios locales que operen en el giro de 
ciber. 

Artículo 10. (Régimen sancionatorio).- Las transgresiones 
alas disposiciones establecidas en la presente ley, así como 
las que se establezcan en la reglamentación respectiva, o las 
conductas que impliquen violaciones a las resoluciones 
dictadas por el Instituto del Niño y Adolescente del Uru- 
guay (INAU) en el marco de las competencias asignadas, 
serán pasibles de la imposición de sanciones pecuniarias a 
los infractores, las que serán aplicadas y recaudadas por el 
INAU, de conformidad con lo establecido en el literal O) del 
artículo 7” de la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988, 
en la redacción dada por el artículo 610 de la Ley N* 16.736, 
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de 5 de enero de 1996. 

Artículo 11. (Remisión y disposiciones aplicables).- Resul- 
tarán aplicables en lo pertinente el régimen instituido por 
los artículos 608, 609 y 611 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, y lo dispuesto en la Ley N* 15.977, de 14 de 
setiembre de 1988. 

Artículo 12.- Los ciber deberán adecuar sus instalaciones 
en un plazo de 180 días (ciento ochenta días) a partir de la 
promulgación de la presente ley. 
Sin más asuntos que considerar, a la hora diecisiete y 
cuarenta y cinco minutos se levanta la sesión. 
De lo actuado se procede a tomar versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 3403/09, que 
forma parte de esta Acta. 
Para constancia se labra la presente que, una vez aprobada, 
firman el señor Vicepresidente y la señora Secretaria de la 
Comisión. 


Alberto Cid 
Vicepresidente 


Ma. Cecilia Fernández 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Selee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Cid. 


SEÑOR CID.- La Comisión de Educación y Cultura, prác- 
ticamente por unanimidad -porque no todos sus integrantes 
estaban presentes- aprobó en el día de ayer este proyecto 
de ley que proviene de la Cámara de Representantes. Aquí 
se le introdujeron varias modificaciones y, por lo tanto, creo 
que es muy buena la propuesta de nuestro coordinador en 
el sentido de postergar la hora de finalización de esta sesión 
para permitir que este proyecto de ley se considere y vuelva 
a la Cámara de Representantes a fin de que se tenga más 
tiempo para aceptar o rechazar las modificaciones plantea- 
das. 


Esta iniciativa se originó en el INAU y fue presentado 
por el señor Giorgi. Luego, durante su consideración en la 
Cámara de Representantes, el Diputado Novales hizo una 
propuesta. El proyecto de ley que hoy estamos consideran- 
do es el resultado de la fusión de las iniciativas del INAU 
y del Diputado Novales. 


Quiero destacar que, tanto el señor Giorgi en la Cámara 
de Representantes como nuestra compañera Nora Castro en 
la Comisión de Educación y Cultura del Senado, marcaron 
su interés en que esta iniciativa se transforme en un hecho 
real que permita al INAU ejercer el rol de supervisión que 
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considera debe tener en un tema tan sensible como la 
protección de los niños, niñas y adolescentes en relación al 
disfrute y al acceso a una información adecuada para su 
desarrollo físico y psíquico. 


Voy a referirme al proyecto de ley brevemente porque me 
interesa que tengamos tiempo suficiente como para discu- 
tirlo. En general, esta iniciativa establece un objeto, que es 
el que acabo de señalar, y una asignación de competencias, 
generando una autoridad administrativa que tendrá como 
función el control y la fiscalización de los ciber y permitirá 
que los niños, niñas y adolescentes puedan disfrutar de un 
espacio de formación y de información sin estar expuestos 
al riesgo de que se introduzcan programas que dañen las 
buenas costumbres y la moral o que generen dificultades en 
su formación intelectual. 


Uno de los artículos asigna la competencia al Instituto 
del Niño y Adolescente del Uruguay. 


Otra de sus disposiciones establece que se considera 
ciber todo local dotado de equipos informáticos, individua- 
les o en red, conectados a Internet, a través de los cuales 
se realiza la prestación de distintos servicios al usuario, 
tales como juegos en red, correo electrónico, chateo y 
descarga de información. 


Me interesa destacar que la Comisión eliminó cierto 
aspecto de la iniciativa proveniente de la Cámara de Repre- 
sentantes porque consideró que dejaba fuera a un número 
muy importante de prestadores de servicios, como aquellos 
que no perciben ninguna remuneración o contraprestación 
de dinero. Lo cierto es que quedaban excluidos los espacios 
en los que se brinda este servicio en forma gratuita, como 
por ejemplo las librerías. 


A su vez, se determina que la calificación conceptual de 
los ciber se realizará con prescindencia del número de 
unidades disponibles para los usuarios. 


En lo que tiene que ver con el ingreso de los menores de 
18 años a estos lugares, se establece que el INAU fijará las 
condiciones para ello, así como su asistencia y permanencia 
en las instalaciones. 


Otro cambio introducido en la Comisión es el relativo a 
que el INAU regulará todo esto con el fin de alcanzar el 
objetivo planteado en el artículo 1”. 


Por otro lado, se establecen las condiciones de fun- 
cionamiento de los ciber, exigiéndoles la habilitación muni- 
cipal respectiva y que adecuen el software de control ins- 
talado en sus ordenadores como forma de conocer el tiempo 
de permanencia de los menores en Internet y también las 
páginas que visitan. 


Por su parte, la AGÉESIC nos entregó un agregado que 
fue aceptado por la Comisión, proponiendo la creación de 
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una Comisión Interdisciplinaria que establecerá los requi- 
sitos adecuados para que las personas ciegas o con baja 
visión puedan acceder a este servicio. Destaco que el 
proyecto original establecía que todos los ciber debían 
contar con prestaciones para personas ciegas o de baja 
visión y, en nuestra opinión, esto repercutiría negativamen- 
te en esos espacios de comunicación, puesto que los equi- 
pos que esas personas necesitan tienen un costo que 
quizás significaría un obstáculo para alguna de estas em- 
presas. La Comisión Interdisciplinaria propuesta por la 
AGESIC funcionará en el ámbito del INAU y contará con el 
apoyo de la URSEC y de los técnicos de la Agencia. Creo 
que este es un elemento innovador y que da mayores 
garantías en lo que tiene que ver con la implementación de 
los detalles de la ley. 


La Comisión de Educación y Cultura decidió eliminar el 
artículo 9” del proyecto original, porque daba lugar a distin- 
tos costos para estos espacios, ya que se obligaba a la 
inspección de la planilla anual de control de los locales o al 
otorgamiento del permiso de excepción por permanencia de 
menores en los ciber. Estos requerimientos implican un 
costo que, teniendo en cuenta lo que cuesta la hora en estos 
locales, significaría un obstáculo económico que no creo 
forme parte del objetivo de esta iniciativa. 


En el artículo siguiente se hicieron algunas modificacio- 
nes de redacción. En él se faculta a que la reglamentación 
posterior establezca las sanciones pertinentes para aque- 
llos que violen esta norma. 


Por su parte, el artículo 11 remite a la aplicación de 
distintos marcos legales que tiene nuestro país. 


El artículo final determina un plazo para la ¡implementación 
del proceso de la ley. 


En consecuencia, se trata de un proyecto de ley sencillo 
y los integrantes de la Comisión creemos que con esta 
norma se logran los objetivos que plantearon el INAU y el 
Diputado Novales. A su vez, consideramos que es un 
instrumento importante y necesario para mejorar las condi- 
ciones de formación de los menores de 18 años, aunque 
sabemos que solamente abarca al 50% de los jóvenes, 
porque el resto accede a Internet por medio de sus 
computadoras personales en sus hogares. No obstante, 
considero que esta iniciativa da una señal y enfatiza un 
hecho que, de no ser regulado, puede resultar peligroso. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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SEÑOR HIERRO LOPEZ.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SENOR HIERRO LOPEZ.- Señor Presidente: voté afirma- 
tivamente, pero no muy convencido, porque muchas veces 
los excesos de reglamentación e inspección por parte del 
Estado nos hacen creer que las instituciones públicas están 
debidamente organizadas como para participar en esos 
controles que se establecen en el proyecto de ley. 


La Internet está promoviendo en el mundo una revolu- 
ción en nuestras costumbres. El otro día en la radio escuché 
al señor Carlos Maggi decir que su viejo espíritu anarquista 
hoy se ve más sazonado, porque lo que estamos viviendo 
es una revolución de la anarquía, en la cual todo el mundo 
ingresa, tiene acceso a la información y poder, y cada uno 
es igual al otro. Admito que se deben establecer algunos de 
los controles que el proyecto de ley determina en los que la 
Comisión de Educación y Cultura ha trabajado con mucho 
cuidado y precisión. Pero señalo cierto escepticismo res- 
pecto a que el Estado pueda realmente ejercer el control. 
Pienso que si la juventud no tiene acceso a sus páginas 
preferidas en los ciber, irán a las casas de sus amigos, 
porque por suerte por ahora nadie puede impedir su volun- 
tad o su decisión. 


No obstante, este es un camino y habrá que ver como 
funciona y si mejora en el futuro. Insisto en que no creo que 
el camino del control y de la prohibición sea definitivo; por 
el contrario, creo mucho más en el camino de la libertad. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión particular. 


Léase el artículo 1”. 


SEÑOR CID.- Formulo moción para que se suprima la 
lectura y se vote en bloque el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-19en 20. Afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en bloque el proyecto de ley, que comprende 
los artículos 1% a 12. 

(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que vuelve a 
la Cámara de Representantes. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


17) MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. COMAN- 
DO GENERAL DEL EJERCITO - SERVICIO DE MA- 
TERIAL Y ARMAMENTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se establecen nuevas multas 
administrativas por concepto de infracciones, a cobrar por 
el Inciso 03 *Ministerio de Defensa Nacional”, Unidad 
Ejecutora 004 *Comando General del Ejército” - Servicio de 
Material y Armamento”. (Carp. N* 1584/09 - Rep. N* 1145/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N? 1584/09 
Rep. N* 1145/09 
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PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo 1%.- Amplíase el artículo 81 de la Ley N* 16.320, 
de 1? de noviembre de 1992, con las modificaciones introdu- 
cidas por el artículo 118 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, estableciéndose en unidades reajustables, las 
siguientes multas administrativas por concepto de infrac- 
ciones, a cobrar por el Inciso 03 “Ministerio de Defensa 
Nacional”, Unidad Ejecutora 004 “Comando General del 
Ejército” - Servicio de Material y Armamento. 


1) Multa a empresas que remitan el estado mensual de 
consumo de explosivos y/u otros materiales peligro- 
sos con errores u omisiones, obstaculizando con ello 
el contralor (artículo 105 del Decreto N* 2605/943, de 
7 de octubre de 1943). 


- Primeravez: 1 UR. 

- Segunda vez: 2 UR. 

- Tercera vez: 4 UR. 

- Cuarta vez: 8 UR. 

2) Multa a depósitos de explosivos y otros materiales 
peligrosos que una vez habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército, dejan de ajustar- 


sea las exigencias técnicas y de seguridad, requeri- 
das oportunamente: 


92-C.S. 


3) 


4) 


5) 


6) 


7) 


8) 


Primera vez: 20 UR. 
Segunda vez: 40 UR. 


Multa por no poseer libros al día de los movimientos 
(entradas y salidas) de materiales explosivos u otros 
materiales peligrosos del depósito: 


Primera vez: 3 UR. 
Segunda vez: 6 UR. 
Tercera vez: 12 UR. 
Cuarta vez: 24 UR. 


Multa por transportar explosivos sin la custodia 
correspondiente: 10 UR. 


Multa por transporte de explosivos u otros materia- 
les peligrosos que no se ajustan a las normas técni- 
cas y de seguridad vigentes: 


Primera vez: 20 UR. 
Segunda vez: 40 UR. 


Multa a empresas que realizan transferencia de mate- 
riales explosivos entre sí, sin la previa autorización 
del Servicio de Material y Armamento del Ejército: 


Primera vez: 10 UR. 


Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de habilitación hasta por 
noventa días. 


Multa a empresas y barrenistas que no cumplan con 
las normas técnicas y de seguridad correspondien- 
tes durante las tareas realizadas con explosivos: 


Al barrenista: 10 UR y suspensión de la habilitación 
hasta por noventa días. 


A la empresa: 20 UR. 


Multa a empresas que no realizan las comunicaciones 
correspondientes (previas y posteriores) al Servicio 
de Material y Armamento del Ejército, ante la realiza- 
ción de un trabajo con explosivos: 


Primera vez: 10 UR. 


Segunda vez: 20 UR. 
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Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa hasta por noventa días. 


Multa a importadores y mayoristas que vendan ar- 
tículos pirotécnicos a comercios no registrados en el 
Servicio de Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 25 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Segunda vez: 50 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa vendedora y registro correspondiente del 
comprador hasta por noventa días. 


10) Multa a importadores y mayoristas que vendan ar- 


tículos pirotécnicos no habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Segunda vez: 20 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Tercera vez: Inhabilitación de la empresa hasta por 
noventa días y decomiso de materiales en infracción. 


11) Multa por comercialización de artículos pirotécnicos 


que no cuentan con las instrucciones de uso en 
idioma español y/o la etiqueta “Autorizado por el 
SMA”. 


Primera vez: 5 UR. 
Segunda vez: 10 UR. 
Tercera vez: 20 UR. 


Cuarta vez: Suspensión de la habilitación para la 
venta de artículos pirotécnicos hasta por un año. 


12) Multa por adulteración y/o modificación de artículos 


pirotécnicos sin la autorización expresa del Servicio 
de Material y Armamento del Ejército. 


40 UR y suspensión de la habilitación de la empresa 
hasta por un año. 


13) Multa por mantener existencia de materiales piro- 


técnicos en locales comerciales o depósitos que 
excedan las cantidades autorizadas por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR. 


2 de setiembre de 2009 


- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de la habilitación del depó- 
sito o del comercio hasta por ciento ochenta días. 


14) Multa a personas o empresas que realizan espectácu- 
los pirotécnicos sin la expresa autorización del Ser- 
vicio de Material y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 
- Tercera vez: 40 UR. 


15) Multa a empresa o persona idónea en pirotecnia que 
no cumpla con las normas técnicas y de seguridad 
requeridas para la realización de espectáculos 
pirotécnicos: 


- Idóneo en pirotecnia: 10 UR y suspensión de la 
habilitación hasta por ciento ochenta días. 


- Empresa: 20 UR. 


Artículo 2?.- Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 
594 de la Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987, al 
Servicio de Material y Armamento del Programa 002 “Ejér- 
cito Nacional”, autorizándose a dicho organismo a disponer 
del 100% (cien por ciento) de lo que recaude. 


Sala de la Comisión, 1? de setiembre de 2009. 


Antonio Gallicchio, Miembro Informan- 
te; Milton Antognazza, Alberto 
Couriel, Eduardo Muguruza, Jorge 
Saravia. 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo 1*.- Amplíase el artículo 81 de la Ley N* 16.320, 
de 1” de noviembre de 1992, estableciéndose en unidades 
reajustables las siguientes multas administrativas por con- 
cepto de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 “Ministerio 
de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 004 “Comando 
General del Ejército” - Servicio de Material y Armamento. 


1) Multa a empresas que remiten el estado mensual de 
consumo de explosivos y/u otros materiales peligro- 
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sos con errores u omisiones, obstaculizando con ello 
el contralor (artículo 105 del Decreto N* 2605/943, de 
7 de octubre de 1943). 


Primera vez: 1 UR, 
Segunda vez: 2 UR. 
Tercera vez: 4 UR. 
Cuarta vez: 8 UR. 


Multa a depósitos de explosivos y otros materiales 
peligrosos que una vez habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército, dejan de ajustar- 
sea las exigencias técnicas y de seguridad, requeri- 
das oportunamente: 


Primera vez: 20 UR. 
Segunda vez: 40 UR. 


Multa por no poseer libros al día de los movimientos 
(entradas y salidas) de materiales explosivos u otros 
materiales peligrosos del depósito: 


Primera vez: 3 UR. 
Segunda vez: 6 UR. 
Tercera vez: 12 UR. 


Cuarta vez: 24 UR. 


Multa por transportar explosivos sin la custodia 
correspondiente: 10 UR. 


Multa por transporte de explosivos u otros materia- 
les peligrosos que no se ajustan a las normas técni- 
cas y de seguridad vigentes: 


Primera vez: 20 UR. 


Segunda vez: 40 UR. 


Multa a empresas que realizan transferencia de mate- 
riales explosivos entre sí, sin la previa autorización 
del Servicio de Material y Armamento del Ejército: 


Primera vez: 10 UR. 


Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de habilitación hasta por 
noventa días. 
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7) 


8) 


9) 


Multa a empresas y barrenistas que no cumplan con 
las normas técnicas y de seguridad correspondien- 
tes durante las tareas realizadas con explosivos: 


Al barrenista: 10 UR y suspensión de la habilitación 
hasta por noventa días. 


A la empresa: 20 UR. 


Multa a empresas que no realizan las comunicaciones 
correspondientes (previas y posteriores) al Servicio 
de Material y Armamento del Ejército, ante la realiza- 
ción de un trabajo con explosivos: 


Primera vez: 10 UR. 
Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa hasta por noventa días. 


Multa a importadores y mayoristas que vendan ar- 
tículos pirotécnicos a comercios no registrados en el 
Servicio de Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 25 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Segunda vez: 50 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa vendedora y registro correspondiente del 
comprador hasta por noventa días. 


10) Multa a importadores y mayoristas que vendan ar- 


tículos pirotécnicos no habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Segunda vez: 20 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Tercera vez: Inhabilitación de la empresa hasta por 
noventa días y decomiso de materiales en infracción. 


11) Multa por comercialización de artículos pirotécnicos 


que no cuentan con las instrucciones de uso en 
idioma español y/o la etiqueta “Autorizado por el 
SMA”. 


Primera vez: 5 UR. 


Segunda vez: 10 UR. 
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Tercera vez: 20 UR. 


Cuarta vez: Suspensión de la habilitación para la 
venta de artículos pirotécnicos hasta por un año. 


12) Multa por adulteración y/o modificación de artículos 


pirotécnicos sin la autorización expresa del Servicio 
de Material y Armamento del Ejército. 


40 UR y suspensión de la habilitación de la empresa 
hasta por un año. 


13) Multa por mantener existencia de materiales piro- 


técnicos en locales comerciales o depósitos que 
excedan las cantidades autorizadas por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 

Primera vez: 10 UR. 

Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de la habilitación del depó- 
sito o del comercio hasta por ciento ochenta días. 


14) Multa a personas o empresas que realizan espectácu- 


los pirotécnicos sin la expresa autorización del Ser- 
vicio de Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR. 
Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: 40 UR. 


15) Multa a empresas o personas idónea en pirotecnia 


que no cumpla con las normas técnicas y de segurl- 
dad requeridas para la realización de espectáculos 
pirotécnicos: 


Idóneo en pirotecnia: 10 UR y suspensión de la 
habilitación hasta por ciento ochenta días. 


Empresa: 20 UR. 


Artículo 2?.- Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 
594 de la Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987, al 
Servicio de Material y Armamento del Programa 002 “Ejér- 
cito Nacional”, autorizándose a dicho organismo a disponer 
del 100% (cien por ciento) de lo que recaude. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 15 de julio de 2009. 


Roque Arregui 
Presidente 


José Pedro Montero 


Secretario. 
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Montevideo, 4 de mayo de 2009, 


Señor Presidente de la 
Asamblea General. 
Don Rodolfo G. Nin Novoa. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a efectos de someter a su consideración el Proyecto 
de Ley que se acompaña, por el cual se solicita la aprobación 
de las multas a percibir por la Unidad Ejecutora 004 “Co- 
mando General del Ejército” - Servicio de Material y Arma- 
mento - perteneciente al Inciso 03 “Ministerio de Defensa 
Nacional”. 


El mencionado Servicio de Material y Armamento tiene 
el cometido y la obligación de prestar determinados servi- 
cios, contando con el marco legal adecuado (Decreto-Ley 
N?* 10.415, de 13 de febrero de 1943 y Decreto 353/975, de 29 
de abril de 1975), no así con un marco presupuestal que 
permita su recaudación como Recurso de Afectación Es- 
pecial y su respectivo depósito en la Cuenta Unica Nacio- 
nal, 


Por la Ley de Rendición de Cuentas 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992, fueron aprobadas determinadas multas 
que el Servicio de Material y Armamento recauda actual- 
mente, siendo la redacción dada en ese articulado muy 
específica. 


Por otra parte las nuevas operativas de transacción con 
armas entre particulares (préstamo, alquiler, arrendamien- 
to), transporte y comercialización de armas, municiones, 
explosivos y afines, así como la utilización frecuente de 
material pirotécnico en espectáculos públicos y privados, 
han determinado la necesidad de realizar nuevos controles, 
para los que se requiere llevar registros y emitir documentos 
que comprueben la habilitación del usuario. 


En esta instancia, se contemplan las infracciones y 
contravenciones a la normativa vigente en materia de explo- 
sivos y materiales afines, detectadas en la práctica en 
reiteradas ocasiones. 


Se considera asimismo imperativo para el mejor contralor 
de esta área tan sensible para la seguridad pública, que 
existan elementos de orden coercitivo, tales como sancio- 
nes pecuniarias, que permitan al Servicio de Material y 
Armamento ejercer mejores controles. 


En cuanto a la recaudación por concepto de las referidas 
multas al Servicio de Material y Armamento del Ejército se 
solicita se exceptúe de lo dispuesto en el artículo 594 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, siendo necesario 
disponer del 100% (cien por ciento) de lo que dicho Servicio 
recaude. 
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El Poder Ejecutivo saluda atentamente al señor Presi- 
dente de la Asamblea General. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Dr. José A. Bayardi. 


Ministerio de Defensa Nacional 


PROYECTO DELEY 


Artículo 19.- Amplíase el artículo 81 de la Ley N* 16.320, 
de 1” de noviembre de 1992, estableciéndose en unidades 
reajustables las siguientes multas administrativas por con- 
cepto de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 “Ministe- 
rio de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 004 “Co- 
mando General del Ejército - Servicio de Material y Arma- 
mento”. 


1. Multa a empresas que remiten el estado mensual de 
consumo de explosivos y/u otros materiales peligro- 
sos con error u omisiones, obstaculizando con ello el 
contralor (artículo 105 del Decreto 2605/943, de 7 de 
octubre de 1943). 


- Primeravez: 1 UR. 


- Segunda vez: 2 UR. 


- Terceravez: 4 UR. 


- Cuarta vez: 8 UR. 


2. Multa a depósitos de explosivos y otros materiales 
peligrosos que una vez habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército, dejan de ajustar- 
sea las exigencias técnicas y de seguridad, requeri- 
das oportunamente: 


- Primera vez: 20 UR. 


- Segunda vez: 40 UR. 


3. Multa por no poseer libros al día de los movimientos 
(entradas y salidas) de materiales explosivos u otros 
materiales peligrosos del depósito: 


- Primeravez: 3 UR. 


- Segunda vez: 6 UR. 


- Tercera vez: 12 UR. 


- Cuarta vez: 24 UR. 
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Multa por transportar explosivos sin la custodia 
correspondiente: 10 UR. 


Multa por transporte de explosivos u otros materia- 
les peligrosos que no se ajustan a las normas técni- 
cas y de seguridad vigentes: 


Primera vez: 20 UR. 
Segunda vez: 40 UR. 


Multa a empresas que realizan transferencia de mate- 
riales explosivos entre sí, sin la previa autorización 
del Servicio de Material y Armamento del Ejército: 


Primera vez: 10 UR. 
Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de Habilitación hasta 90 
(noventa) días. 


Multa a empresas y barrenistas que no cumplen con 
las normas técnicas y de seguridad correspondien- 
tes durante las tareas realizadas con explosivos: 


Al barrenista: 10 UR y Suspensión de la Habilitación 
hasta 90 (noventa) días. 


A la empresa: 20 UR. 


Multa a empresas que no realizan las comunicaciones 
correspondientes (previas y posteriores) al Servicio 
de Material y Armamento del Ejército, ante la realiza- 
ción de un trabajo con explosivos: 


Primera vez: 10 UR. 
Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de la Habilitación de la 
empresa hasta por 90 (noventa) días. 


Multa a importadores y mayoristas que venden ar- 
tículos pirotécnicos a comercios no registrados en el 
Servicio de Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 25 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Segunda vez: 50 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Tercera vez: Suspensión de la Habilitación de la 
empresa vendedora y registro correspondiente del 
comprador hasta por 90 (noventa) días. 
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Multa a importadores y mayoristas que venden ar- 


tículos pirotécnicos no habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Segunda vez: 20 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Tercera vez: Inhabilitación de la empresa hasta por 90 
(noventa) días y decomiso de materiales en infrac- 
ción. 

Multa por comercialización de artículos pirotécnicos 
que no cuentan con las instrucciones de uso en 


idioma español y/o la etiqueta “autorizado por el 
SMA”. 


Primera vez: 5 UR. 
Segunda vez: 10 UR. 
Tercera vez: 20 UR. 


Cuarta vez: Suspensión de Habilitación para la venta 
de artículos pirotécnicos hasta 1 año. 


Multa por adulteración y/o modificación de artículos 
pirotécnicos sin la autorización expresa del Servicio 
de Material y Armamento del Ejército. 


40 UR y Suspensión de la Habilitación de la empresa 
hasta 1 año. 


Multa por mantener existencias de materiales 
pirotécnicos en locales comerciales o depósitos que 
excedan las cantidades autorizadas por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR. 


Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de Habilitación del Depósi- 
to o Comercio hasta 180 (ciento ochenta) días. 


Multa a personas o empresas que realizan espectácu- 
los pirotécnicos sin la expresa autorización del Ser- 
vicio de Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR. 


Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: 40 UR. 
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15. Multa a empresa o persona idónea en pirotecnia que 
no cumpla con las normas técnicas y de seguridad 
requeridas, para la realización de espectáculos 
pirotécnicos. 


- Idóneo en pirotecnia: 10 UR y Suspensión de la 
Habilitación hasta por 180 (ciento ochenta) días. 


- Empresa: 20 UR. 


Artículo 2?.- Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 
594 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, al 
Servicio de Material y Armamento del Programa 002 “Ejer- 
cito Nacional”, autorizándose a dicho organismo a disponer 
del 100% (cien por ciento) de lo que recaude. 


Dr. José A. Bayardi. 


Comisión de Hacienda 


INFORME 


Señores Representantes: 


Por medio de este proyecto de ley se solicita la aproba- 
ción de las multas a percibir por la Unidad Ejecutora 004 
“Comando General del Ejército” - Servicio de Material y 
Armamento perteneciente al Inciso 03 “Ministerio de De- 
fensa Nacional”. 


El Servicio de Material y Armamento funciona bajo los 
siguientes marcos legales: Decreto-Ley N* 10.415, de 13 de 
febrero de 1943, y Decreto 353/975, de 29 de abril de 1975, 
no así con un marco presupuestal que permita su recauda- 
ción como Recurso de Afectación Especial y su respectivo 
depósito en la Cuenta Unica Nacional. 


Por la Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecu- 
ción Presupuestal, Ejercicio 1991, N* 16.320, de 1? de no- 
viembre de 1992, fueron aprobadas determinadas multas 
que el Servicio de Material y Armamento recauda actual- 
mente, siendo la redacción dada en ese articulado muy 
específica. 


Por otra parte, las nuevas operativas de transacción con 
armas entre particulares (préstamo, alquiler), transporte y 
comercialización de armas, municiones, explosivos y afi- 
nes, así como la utilización frecuente de material pirotécni- 
co en espectáculos públicos y privados, han determinado 
la necesidad de realizar nuevos controles, para los que se 
requiere llevar registros y emitir documentos que comprue- 
ben la habilitación del usuario. 


En esta instancia, se contemplan, las infracciones y 
contravenciones a la normativa vigente en materia de explo- 
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sivos y materiales afines, detectadas en la práctica en 
reiteradas ocasiones. 


Se considera asimismo imperativo para el mejor contralor 
de esta área tan sensible para la seguridad pública, que 
existan elementos de orden coercitivo, tales como sancio- 
nes pecuniarias, que permitan al Servicio de Material y 
Armamento ejercer mejores controles. 


En cuanto a la recaudación por concepto de las referidas 
multas el Servicio de Material y Armamento solicita se le 
exceptúe de lo dispuesto en el artículo 594 de la Ley N? 
15.903, de 10 de noviembre de 1987, siendo necesario dispo- 
ner del 100% (cien por ciento) de lo que dicho Servicio 
recaude. 


Por lo expuesto aconsejamos al Cuerpo la aprobación del 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 8 de julio de 2009, 


Eduardo Brenta, Miembro Informante; 
Alfredo Asti, Jorge Gandini, Carlos 
González Alvarez, Gonzalo Mujica, 
Lourdes Ontaneda, Iván Posada. 


DISPOSICIONES CITADAS 


Decreto-Ley N* 10.415, 
de 13 de febrero de 1943 


GASES Y EXPLOSIVOS 


Artículo 1.- Decláranse de fabricación exclusiva por el 
Estado, salvo las excepciones que se establecen en el 
presente Decreto-Ley, los agresivos químicos y gases de 
combate pertenecientes a cualquier tipo. 


Artículo 2?.- Facúltase al Poder Ejecutivo para declarar 
de fabricación exclusiva por el Estado, los explosivos deto- 
nantes, rompedores y progresivos o pólvoras. 


Artículo 3?.- Hasta tanto el Poder Ejecutivo no haga uso 
de la facultad que le confiere el artículo 2? de este Decreto- 
Ley podrá conceder permiso de fabricación de explosivos a 
las personas o instituciones que él considere oportuno, 
permiso que se concederá estableciendo su carácter preca- 
rio. 


Las personas o instituciones autorizadas deberán ajus- 
tarse en cada caso, al régimen especial que aquél determi- 
nará, siendo condición imprescindible para la concesión de 
permisos de fabricación de explosivos de los tipos detonan- 
tes y rompedores que la fábrica esté dirigida técnicamente 
por un químico industrial con título expedido o revalidado 
por la Universidad de la República. 
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Artículo 49.- La preparación de nitro-derivados orgáni- 
cos, susceptibles de descomposición brusca, con efectos 
mecánicos apreciables, será autorizada por el Poder Ejecu- 
tivo en las fábricas de celuloide, colodión, seda artificial, 
clorato de potasio, aluminio en polvo y demás productos en 
cuya composición intervengan aquellos. 


Esta autorización será siempre de carácter precario y 
subordinada a la obligación de emplear dichas sustancias 
en la elaboración de los correspondientes productos. 


Artículo 5*.- El Poder Ejecutivo permitirá la fabricación 
de agresivos químicos en laboratorios con fines científicos, 
como asimismo su fabricación en calidad de productos 
intermediarios de otros inocuos. 


Para fines didácticos y siempre que se realicen los 
ensayos en establecimientos de enseñanza públicos, la 
fabricación experimental de agresivos químicos se realiza- 
rán sin requerir autorización. 


Artículo 6%.- Salvo los casos determinados en forma 
expresa en el artículo precedente, la fabricación de agresi- 
vos químicos y gases de combate será de competencia 
exclusiva del Servicio de Material y Armamento del Ejército 
y del Arsenal de Marina. 


Artículo 7*.- El Poder Ejecutivo tomará las medidas 
pertinentes respecto a las condiciones de seguridad que 
deberán adoptarse en todas las fábricas de explosivos o 
establecimientos considerados peligrosos, como asimismo 
respecto a la conservación, empleo, venta y transporte de 
materias explosivas, y venta de armas de fuego y municio- 
nes. 


Artículo 8%.- Todo transporte de materias explosivas en 
el territorio de la República, será acompañado de una guía, 
con valor impreso, expedida por el organismo que el Poder 
Ejecutivo determinará al reglamentar el presente Decreto- 
Ley, con arreglo a las siguientes escalas: hasta 50 kilogra- 
mos neto $ 0.50; de más de 50 hasta 125 kilogramos neto $ 
1.00; de más de 125 hasta 1.000 kilográmos neto $ 1.50 y por 
mayor cantidad $ 2.00. 


Artículo 9.- Las Intendencias Municipales de los De- 
partamentos de la República están obligadas a facilitar al 
Poder Ejecutivo o alos organismos dependientes de aquel, 
los informes y colaboración que le sean requeridos para el 
cumplimiento de este Decreto-Ley. 


Artículo 10.- Será condición indispensable para la con- 
cesión de autorizaciones para instalaciones de fábricas o 
depósitos de explosivos, para la fabricación de agresivos 
químicos en las condiciones determinadas en el artículo 5? 
del presente Decreto-Ley, como también para trabajar con 
explosivos, la presentación de un certificado de conducta 
expedido por la autoridad policial superior del Departamen- 
to de residencia del interesado o demás condiciones y 
garantías de seguridad que establezca el Poder Ejecutivo. 
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Artículo 11.- A los efectos del asesoramiento que en 
materia de explosivos se juzgare necesario, podrá el Poder 
Ejecutivo disponer la creación de Comisiones honorarias, 
integradas por funcionarios que designen los Ministerios 
en razón de sus cargos administrativos. 


Artículo 12.- Las operaciones aduaneras de importa- 
ción, exportación y tránsito que se realicen en los renglones 
de explosivos, armas de fuego y municiones para las mis- 
mas, deberán ser previamente autorizadas por el Ministerio 
de Defensa Nacional. 


Artículo 13.- El Poder Ejecutivo determinará el sistema 
y tipo de las armas y municiones de uso exclusivo del 
Ejército, la Marina y la Policía, prohibiendo en consecuen- 
cla su importación, venta, adquisición y tenencia por par- 
ticulares o por instituciones oficiales o privadas. 


Artículo 14.- Prohíbese la importación, fabricación, venta 
y adquisición de munición incendiaria, explosiva o pertene- 
ciente al tipo dum-dum (proyectil con envoltura metálica, 
sin punta y núcleo de plomo hueco o deformable), cualquie- 
ra sea su calibre. 


Artículo 15.- Toda arma o munición cuya tenencia se 
hallare prohibida, que fuere hallada en poder de particula- 
res, será decomisada sin perjuicio de las sanciones de orden 
penal y administrativo que corresponda, siempre que la 
posesión de las mismas hubiera sido prohibida, asimismo, 
por disposiciones anteriores. En el caso de que su prohibi- 
ción fuere de reciente data, como consecuencia única de lo 
establecido en los artículos 13 y 14 de este Decreto-Ley se 
procederá en la forma que disponen los artículos 31 de la 
Constitución de la República y 492 del Código Civil, para lo 
cual se estará al plazo establecido en el artículo 20. 


Una vez vencido el mismo se procederá en la forma que 
determina el apartado primero de este artículo. 


Artículo 16.- Las armas y municiones no comprendidas 
dentro de las prohibiciones establecidas en los artículos 13 
y 14 serán consideradas de libre comercio. 


La posesión de las mismas -con excepción de las de tiro 
al blanco deportivo y las escopetas de caza de todo calibre 
para cartuchos de perdigón- queda subordinada a la tenen- 
cia de una Guía de posesión de arma. 


Artículo 17.- La Guía de posesión de arma que establece 
el artículo anterior tendrá un valor impreso de $ 0.50 y será 
expedida por el organismo que determine el Poder Ejecutivo 
al reglamentar el presente Decreto-Ley. 


Artículo 18.- Toda arma que carezca de Guía, encontra- 
da en poder de particulares será retenida hasta que el 
interesado cumpla con los requisitos que establece el ar- 
tículo 17, y sin perjuicio de la sanción a que diere lugar el 
hecho. 
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Artículo 19.- El producido por concepto de expedición 
de Guías, establecida en los artículos 8” y 17 de este Decre- 
to-Ley, se destinará a los proventos propios del Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


Artículo 20.- Establécese un plazo que no podrá exceder 
de un año a partir de la vigencia de la reglamentación del 
presente Decreto-Ley, para que los establecimientos consi- 
derados peligrosos se coloquen dentro de las condiciones 
que establecerá la misma en cumplimiento de lo que deter- 
mina el artículo 7? y para que los actuales poseedores de 
armas cumplan con el requisito establecido en el artículo 17. 


Artículo 21.- Las contravenciones a lo establecido en 
este Decreto-Ley como asimismo las infracciones a las 
disposiciones reglamentarias del mismo serán sancionadas 
administrativamente con multas de $ 10.000 a$ 100.000, sin 
perjuicio de las sanciones penales del caso cuando el hecho 
comparte la comisión de un delito. 


Artículo 22.- El importe de las multas que se aplicaren 
ingresará a los proventos propios del Servicio de Material 
y Armamento del Ejército, pero su percepción estará subor- 
dinada al registro en libretas talonarias, intervenidas por la 
Contaduría General de la Nación. 


Ley N* 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987 


TITULO VII 


DISPOSICIONES ESPECIALES Y 
COMPLEMENTARIAS 


Artículo 594.- Toda atribución de titularidad y disponi- 
bilidad de fondos públicos extrapresupuestales se enten- 
derá hecha al 50% (cincuenta por ciento) de los mismos, 
salvo las excepciones dispuestas por Ley. 


Ley N* 16.320, 
de 1? de noviembre de 1992 


SECCIONIV 


INCISOS DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 


INCISO 03 - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


Artículo 81.- Fíjanse en unidades reajustables los valo- 
res de las multas administrativas por infracciones al Regla- 
mento de Explosivos y Armas, las guías para transporte de 
materias explosivas, la expedición de carnés y habilitacio- 
nes y las inspecciones técnicas, cuya recaudación compete 
al Servicio de Material y Armamento del Programa 002 
“Ejército Nacional”, en las siguientes cantidades: 
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Multas 


Armas cortas y largas adquiridas en comercios no 
inscriptos en el Servicio de Material y Armamento o intro- 
ducidas al país como efecto de uso personal, UR 1,80. 


Armas cortas y largas usadas que no hayan sido regis- 
tradas (artículo 205 del Reglamento de Explosivos y Armas), 
UR 1. 


Personas o empresas que no remiten el estado mensual 
de consumo de explosivos antes del día 10 de cada mes 
(artículo 104 del Reglamento de Explosivos y Armas): 


UR 
Primera vez 2 
Segunda vez 4 
Tercera vez 8 
Cuarta vez 16 


Casas que venden armas que no figuran en los estados 
mensuales remitidos antes de los diez primeros días de cada 
mes (artículo 223 del Reglamento de Explosivos y Armas): 


UR 
Primera vez 5 
Segunda vez 10 
Tercera vez 20 
Cuarta vez 40 


Casas comerciales que vendan armas y municiones sin 
haberse inscripto para tales fines en el Servicio de Material 
y Armamento: 


UR 25 e inscripción 


Rematadores que venden o subastan armas sin estar 
inscriptos para tales fines en el Servicio de Material y 
Armamento: 


UR 25 e inscripción 


Casas comerciales que no remiten los estados antes de 
los diez primeros días de cada mes: 
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UR 
Primera vez 2 
Segunda vez 4 
Tercera vez 8 
Cuarta vez 16 


Casas comerciales que venden armas sin Guía (entregar 
el arma sin antes obtener la Guía en el Servicio de Material 
y Armamento): 


UR 
Primera vez 10 
Segunda vez 20 
Tercera vez 30 


Casas comerciales que no eleven al Servicio de Material 
y Armamento los estados mensuales (artículo 223 del Regla- 
mento de Explosivos y Armas): 


UR 
Primera vez 4 
Segunda vez 8 
Tercera vez 16 
Cuarta vez 32 


Venta de armas o préstamos entre particulares o entre 
particulares y casas comerciales sin intervención del Servi- 
cio de Material y Armamento (artículo 206 del Reglamento 
de Explosivos y Armas): 


UR 
Primera vez 5 
Segunda vez 10 
Tercera vez 20 
Cuarta vez 40 


Coleccionistas de armas que no estén registrados en el 
Servicio de Material y Armamento o que no eleven al mismo 


CAMARA DE SENADORES 


2 de setiembre de 2009 


la relación de las armas que integran su colección. Esto se 
hace extensivo para los coleccionistas de munición: 


UR 5 e inscripción 


Particulares o casas comerciales que reparen armas sin 
estar registradas en el Servicio de Material y Armamento: 


UR 5 e inscripción 


Particulares o casas comerciales que reparen armas sin 
Guía (artículo 210 del Reglamento de Explosivos y Armas): 


UR 
Primera vez 10 
Segunda vez 30 


Realizar compras de armas, municiones o accesorios en 
el exterior sin antes obtener el despacho directo: 


UR5 


Clubes de tiro que no registren en el Servicio de Material 
y Armamento con especificación de cantidad de armas con 
que cuenten y relación de las Guías correspondientes a 
ellas: 


UR 5 e inscripción 


Elaboración, depósito y empleo de todo tipo de material 
explosivo o agresivo químico sin autorización expresa del 
Servicio de Material y Armamento: 


UR 40 y elevación de antecedentes a la Justicia 


Transporte de explosivos sin la Guía correspondiente 
(artículo 163 del Reglamento de Explosivos y Armas): 


UR 8 y pago de la Guía correspondiente 


Personas que operen con explosivos sin autorización 
del Servicio de Material y Armamento (artículo 119 del 
Reglamento de Explosivos y Armas) en caso de pertenecer 
a alguna empresa se aplicará a ella: 


UR 40 y elevación de antecedentes a la Justicia 


Comercializar armas montadas totalmente con piezas 
importadas como repuestos (Decreto 24.200/959, de 2 de 
abril de 1959): 


UR 40 


No poseer libros al día de salida de munición, ventas de 
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armas y reparación, por parte de casas comerciales o parti- 
culares (artículo 219 del Reglamento de Explosivos y Ar- 
mas): 


UR 
Primera vez 3 
Segunda vez 6 
Tercera vez 12 
Cuarta vez 24 


Empresas que operan con explosivos depositados en 
polvorines no autorizados por el Servicio de Material y 
Armamento: 


UR 40 


Venta de munición por parte de casas comerciales sin 
especificar correctamente la Serie y número de Guía (artícu- 
lo 213 del Reglamento de Explosivos y Armas): 


UR 
Primera vez 5 
Segunda vez 10 
Tercera vez 20 


Omisiones de armas y municiones en las declaraciones 
de los partes mensuales (artículos 213 y 223 del Reglamento 
de Explosivos y Armas): 


UR 
Primera vez 2 
Segunda vez 4 
Tercera vez 8 
Cuarta vez 16 


Importadores y mayoristas que venden armas y municio- 
nes a comercios que no se encuentren inscriptos en el 
Servicio de Material y Armamento (Decreto N* 24.928/969, 
de 4 de diciembre de 1969): 


UR 
Primera vez 25 
Segunda vez 50 
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Casas comerciales que vendan armas a menores de vein- 
tiún años (artículo 222 del Reglamento de Explosivos y 
Armas): 


UR 
Primera vez 8 
Segunda vez 16 
Tercera vez 30 


Casas comerciales que no comuniquen los movimientos 
de armas realizadas dentro de los cinco días de producido 
el mismo (artículo 208 del Reglamento de Explosivos y 
Armas): 


UR 
Primera vez 2 
Segunda vez 4 
Tercera vez 8 
Cuarta vez 16 


Adulteración de Guías de posesión de armas y transfe- 
rencias realizadas por personas no autorizadas (artículo 206 
del Reglamento de Explosivos y Armas): 


UR 25 y la elevación de los antecedentes a la Justicia 


Casas comerciales o particulares que realicen modifica- 
ciones sustanciales en armas de fuego, respecto al calibre 
o sistema, sin autorización expresa y particular para cada 
caso, extendida por el Servicio de Material y Armamento: 


UR 
Primera vez 40 
Segunda vez 100 


Sin perjuicio de la aplicación del artículo 192 del Decreto 
N* 2.605/943, de 7 de octubre de 1943. 


Realizar actividades de fabricación, carga o recarga de 
munición sin autorización expresa del Servicio de Material 
y Armamento: 


UR 60 y decomiso preventivo o definitivo de mercade- 
rías y maquinarias 


El Servicio de Material y Armamento podrá disponer la 
suspensión de los locales hasta por un plazo máximo de 
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noventa días, así como el retiro definitivo de los correspon- 
dientes permisos, de acuerdo con la reglamentación que 
dicte el Poder Ejecutivo. 


Expedición de Guías 


Guías para transporte de materiales explosivos: 


UR 
Hasta 50 kg neto 0,60 
Más de 50 kg neto 1,0 
Más de 125 kg neto 2,40 
Más de 1.000 kg neto 3,60 
Guía de posesión de armas 0,68 
Guía provisoria 0,50 
Guía de arma 0,50 


Expedición de carnés y habilitaciones 


UR 
Carné de barrenista 1 
Carné de coleccionista 1 
Habilitación anual de 
Coleccionista 0,50 


Inspecciones técnicas 


Inspecciones técnicas solicitadas por usuarios: 


UR 
Montevideo 10 
Interior 20 


Estos valores no incluyen costos por concepto de ser- 
vicio de Custodia de Transporte de Productos Peligrosos 
(traslado, hospedaje, alimentación) de carácter obligato- 
rio para expediciones de transporte de explosivos y otras 
mercancías dentro del territorio nacional, los que serán 
asimismo de cargo del usuario. 


Fuente: Ley N* 16.736, de 3 de enero de 1996, artículo 
118. 
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Decreto N* 353/975, 
de 29 de abril de 1975 


Artículo 1%.- Declárase de fabricación exclusiva del 
Estado los explosivos detonantes, rompedores y progresi- 
vos o pólvoras. 


Artículo 2*.- Confiérese al Servicio de Material y Arma- 
mento del Ejército la exclusiva fabricación de los explosivos 
detonantes, rompedores y progresivos o pólvoras, para su 
propio uso y el uso civil. 


Artículo 3".- Hasta tanto el Servicio de Material y Arma- 
mento del Ejército no provea toda la línea de explosivos y 
pólvoras, requeridas para uso del Ejército y uso civil, 
facúltase exclusivamente a este Servicio a importar aquellas 
que aún no fabrique. 


Artículo 4%.- En los casos de importación para uso civil 
todos los gastos en divisa extranjera, así como aquellos 
derivados de tramitación, seguros, transporte, custodia y 
tasas impositivas, serán de cargo del interesado. 


Artículo 5.- Facúltase al Servicio de Material y Arma- 
mento del Ejército a importar los equipos y maquinarias 
necesarios para la instalación y desarrollo de plantas de 
fabricación capaces de satisfacer la demanda interna del 
país. 


En consecuencia, facúltase al citado Servicio a exportar 
los saldos de producción que hubiera, una vez satisfecha la 
demanda de las Fuerzas Armadas y la que hubiere para uso 
civil. 


Artículo 6".- Autorízase al Servicio de Material y Arma- 
mento del Ejército a tomar el personal técnico necesario a 
estos fines, el que tendrá el carácter de “Contratado”, 
siempre que ello no pueda ser cubierto con las plazas 
normales del Ejército. 


Artículo 7*.- Confiérese un plazo de 90 días a partir de 
la vigencia del presente decreto para regularizar ante el 
Servicio de Material y Armamento del Ejército todas las 
importaciones de los elementos descritos y que se en- 
cuentren en trámite de conformidad con las normas existen- 
tes. 


Artículo 8*.- Confiérese un plazo de 30 días a partir de 
la vigencia del presente decreto para regularizar su si- 
tuación ante el Servicio de Material y Armamento del Ejér- 
cito a todos los fabricantes nacionales de los elementos 
descritos, quedando facultado dicho Servicio a fijar los 
plazos que estime convenientes, para que aquellos cesen 
total o parcialmente en la fabricación de explosivos o pól- 
voras. 
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Artículo 9%.- Derógase toda otra disposición que se 
oponga a lo establecido en el presente decreto. 


Artículo 10.- El presente decreto no tendrá aplicación 
cuando se trate de obras que se realicen por convenios con 
otros países, por cuyos términos se establezca el uso de 
explosivos y pólvoras de origen determinado. 


Artículo 11.- Comuníquese, publíquese y archívese. 
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Decreto N* 2605/943, 
de 7 de octubre de 1943 


Artículo 105.- A los propietarios de depósitos que no 
den cumplimiento a la disposición contenida en el artículo 
anterior, o que ocasionen errores u obstaculicen el control, 
se les considerará en infracción; facultándose al Servicio de 
Material y Armamento a suspenderles el suministro de 
explosivos, como asimismo a decomisarles el que tuvieren 
en existencia, si a la segunda requisitoria no se colocaren 
en situación reglamentaria. 


COMPARATIVO 


- Proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


- Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


PROYECTO DE LEY REMITIDO 
POR EL PODER EJECUTIVO 


Artículo 1%.- “Amplíase el artículo 81 de la Ley N* 
16.320, de 1% de noviembre de 1992, estableciéndose en 
unidades reajustables las siguientes multas administrati- 
vas por concepto de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 
“Ministerio de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 004 
“Comando General del Ejército - Servicio de Material y 
Armamento”. 


1. Multa a empresas que remiten el estado mensual de 
consumo de explosivos y/u otros materiales peligrosos con 
error u omisiones, obstaculizando con ello el contralor 
(artículo 105 del Decreto 2605/943 de 7 de octubre de 1943). 


- Primeravez: 1 UR. 

- Segunda vez: 2 UR. 

- Tercera vez: 4 UR. 

- Cuarta vez: 8 UR. 

2. Multa a depósitos de explosivos y otros materiales 
peligrosos que una vez habilitados por el Servicio de Ma- 
terial y Armamento del Ejército, dejan de ajustarse a las 
exigencias técnicas y de seguridad, requeridas oportuna- 
mente: 

- Primera vez: 20 UR. 

- Segunda vez: 40 UR. 

3. Multa porno poseer libros al día de los movimientos 


(entradas y salidas) de materiales explosivos u otros mate- 
riales peligrosos del depósito: 


PROYECTO DELEY APROBADO 
POR LA CAMARA DE REPRESENTANTES 


Artículo 1%.- Amplíase el artículo 81 de la Ley N* 16.320, 
de 1” de noviembre de 1992, estableciéndose en unidades 
reajustables las siguientes multas administrativas por con- 
cepto de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 “Ministerio 
de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 004 “Comando 
General del Ejército” - Servicio de Material y Armamento. 


1) Multa a empresas que remiten el estado mensual de 
consumo de explosivos y/u otros materiales peligrosos con 
errores u omisiones, obstaculizando con ello el contralor 
(artículo 105 del Decreto N* 2605/943, de 7 de octubre de 
1943). 


- Primeravez: 1 UR. 

- Segunda vez: 2 UR. 

- Tercera vez: 4 UR. 

- Cuarta vez: 8 UR. 

2) Multa a depósitos de explosivos y otros materiales 
peligrosos que una vez habilitados por el Servicio de Ma- 
terial y Armamento del Ejército, dejan de ajustarse a las 
exigencias técnicas y de seguridad, requeridas oportuna- 
mente: 

- Primeravez: 20 UR. 

- Segunda vez: 40 UR. 

3) Multa por no poseer libros al día de los movimientos 


(entradas y salidas) de materiales explosivos u otros mate- 
riales peligrosos del depósito: 
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- Primera vez: 3 UR. 
- Segunda vez: 6 UR. 
- Tercera vez: 12 UR. 
- Cuarta vez: 24 UR. 


4. Multa por transportar explosivos sin la custodia 
correspondiente: 10 UR. 


5. Multa por transporte de explosivos u otros materia- 
les peligrosos que no se ajustan a las normas técnicas y de 
seguridad vigentes: 


- Primera vez: 20 UR. 
- Segunda vez: 40 UR. 


6. Multa a empresas que realizan transferencia de mate- 
riales explosivos entre sí, sin la previa autorización del 
Servicio de Material y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de Habilitación hasta 90 
(noventa) días. 


7. Multa a empresas y barrenistas que no cumplen con 
las normas técnicas y de seguridad correspondientes du- 
rante las tareas realizadas con explosivos: 


- Albarrenista: 10 UR y Suspensión de la Habilitación 
hasta 90 (noventa) días. 


- Alaempresa: 20 UR. 


8. Multa a empresas que no realizan las comunicaciones 
correspondientes (previas y posteriores) al Servicio de 
Material y Armamento del Ejército, ante la realización de un 
trabajo con explosivos: 


- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de la Habilitación de la 
empresa hasta por 90 (noventa) días. 


9. Multa a importadores y mayoristas que venden artí- 
culos pirotécnicos a comercios no registrados en el Servicio 
de Material y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 25 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


- Segunda vez: 50 UR y registro correspondiente del 
comprador. 
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- Primera vez: 3 UR. 

- Segunda vez: 6 UR. 

- Tercera vez: 12 UR. 

- Cuarta vez: 24 UR. 


4) Multa por transportar explosivos sin la custodia 
correspondiente: 10 UR. 


5) Multa por transporte de explosivos u otros materia- 
les peligrosos que no se ajustan a las normas técnicas y de 
seguridad vigentes: 


- Primera vez: 20 UR. 
- Segunda vez: 40 UR. 


6) Multa a empresas que realizan transferencia de mate- 
riales explosivos entre sí, sin la previa autorización del 
Servicio de Material y Armamento del Ejército: 


- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de habilitación hasta por 
noventa días. 


7) Multa a empresas y barrenistas que no cumplan con 
las normas técnicas y de seguridad correspondientes du- 
rante las tareas realizadas con explosivos: 


- Albarrenista: 10 UR y suspensión de la habilitación 
hasta por noventa días. 


- Alaempresa: 20 UR. 


8) Multa a empresas que no realizan las comunicaciones 
correspondientes (previas y posteriores) al Servicio de 
Material y Armamento del Ejército, ante la realización de un 
trabajo con explosivos: 


- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa hasta por noventa días. 


9) Multa a importadores y mayoristas que vendan artí- 
culos pirotécnicos a comercios no registrados en el Servicio 
de Material y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 25 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


- Segunda vez: 50 UR y registro correspondiente del 
comprador. 
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- Tercera vez: Suspensión de la Habilitación de la 
empresa vendedora y registro correspondiente del 
comprador hasta por 90 (noventa) días. 


10. Multa a importadores y mayoristas que venden artí- 
culos pirotécnicos no habilitados por el Servicio de Mate- 
rial y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 10 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


- Segunda vez: 20 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


- Tercera vez: Inhabilitación de la empresa hasta por 90 
(noventa) días y decomiso de materiales en infrac- 
ción. 

11. Multa por comercialización de artículos pirotécnicos 
que no cuentan con las instrucciones de uso en idioma 
español y/o la etiqueta “autorizado por el SMA”. 

- Primera vez: 5 UR. 

- Segunda vez: 10 UR. 

- Tercera vez: 20 UR. 


- Cuarta vez: Suspensión de Habilitación para la venta 
de artículos pirotécnicos hasta 1 año. 


12. Multa por adulteración y/o modificación de artículos 
pirotécnicos sin la autorización expresa del Servicio de 


Material y Armamento del Ejército. 


- 40UR y suspensión de la Habilitación de la empresa 
hasta 1 año. 


13. Multa por mantener existencias de materiales 
pirotécnicos en locales comerciales o depósitos que exce- 
dan las cantidades autorizadas por el Servicio de Material 
y Armamento del Ejército. 

- Primera vez: 10 UR. 


- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de Habilitación del Depósi- 
to o Comercio hasta 180 (ciento ochenta) días. 


14. Multa a personas o empresas que realizan espectácu- 
los pirotécnicos sin la expresa autorización del Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 

- Primera vez: 10 UR. 


- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: 40 UR. 
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- Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa vendedora y registro correspondiente del 
comprador hasta por noventa días. 


10) Multa a importadores y mayoristas que vendan ar- 
tículos pirotécnicos no habilitados por el Servicio de Ma- 


terial y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 10 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


- Segunda vez: 20 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


- Tercera vez: Inhabilitación de la empresa hasta por 


noventa días y decomiso de materiales en infracción. 


11) Multa por comercialización de artículos pirotécnicos 
que no cuentan con las instrucciones de uso en idioma 
español y/o la etiqueta “Autorizado por el SMA”, 

- Primeravez: 5 UR. 

- Segunda vez: 10 UR. 

- Tercera vez: 20 UR. 


- Cuarta vez: Suspensión de la habilitación para la 
venta de artículos pirotécnicos hasta por un año. 


12) Multa por adulteración y/o modificación de artículos 
pirotécnicos sin la autorización expresa del Servicio de 


Material y Armamento del Ejército. 


- 40 UR y suspensión de la habilitación de la empresa 
hasta por un año. 


13)Multa por mantener existencia de materiales 
pirotécnicos en locales comerciales o depósitos que exce- 
dan las cantidades autorizadas por el Servicio de Material 
y Armamento del Ejército. 

- Primeravez: 10 UR. 


- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de la habilitación del depó- 
sito o del comercio hasta por ciento ochenta días. 


14) Multa a personas o empresas que realizan espectácu- 
los pirotécnicos sin la expresa autorización del Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 

- Primeravez: 10 UR. 


- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: 40 UR. 
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15. Multa a empresa o persona idónea en pirotecnia que 
no cumpla con las normas técnicas y de seguridad requeri- 
das, para la realización de espectáculos pirotécnicos. 


- Idóneo en pirotecnia: 10 UR y Suspensión de la 
Habilitación hasta por 180 (ciento ochenta) días. 


- Empresa: 20 UR. 


Artículo 2?.- Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 
594 dela Ley 15.903, de 10 de noviembre de 1987, al Servicio 
de Material y Armamento del Programa 002 “Ejercito Nacio- 
nal”, autorizándose a dicho organismo a disponer del 100% 
(ciento por ciento) de lo que recaude. 


Comisión de Hacienda 


ACTA N?* 123 


En Montevideo, a uno de setiembre de dos mil nueve, a la 
hora dieciséis y doce minutos se reúne la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Senadores. 

Asisten los señores Senadores miembros Isaac Alfie, Milton 
Antognazza, Alberto Couriel, Antonio Gallicchio, Eduardo 
Muguruza y Jorge Saravia. 
Remiten nota justificando su inasistencia los señores Sena- 
dores Sergio Abreu, Eber Da Rosa y Luis A. Heber. 
Concurren por haber sido especialmente invitados, por la 
Agencia Nacional de Vivienda, su Presidente economista 
Carlos Mendive, Director César Gómez, asesor letrado del 
Directorio doctor Annuziato Bianchimano y economista 
Guillermo Mara. 

Preside el señor Senador Jorge Saravia, Presidente ad-hoc. 
Actúan en Secretaría la señora Dinorah Amato, Secretaria 
de la Comisión y los señores Jorge Fernández y José 
Sambucetti, Prosecretarios. 

Abierto el acto se procede a tomar versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 3401/2009 
que forma parte de la presente Acta. 
Asuntos Considerados: 

1) NOTAS DE CREDITO HIPOTECARIAS. Se autoriza su 
emisión a las instituciones de intermediación financiera 
para incentivar el otorgamiento de préstamos de vivienda. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Carpeta N* 1611/2009. Distribuido N*3389/2009. 
Ingresan a Sala los señores representantes de la Agencia 
Nacional de Vivienda quienes realizan consideraciones 
generales sobre el proyecto de ley a estudio, y responden 
a diversas interrogantes de los señores Senadores presen- 
tes. 

A solicitud del señor Senador Alberto Couriel se procede a 
la lectura del articulado de forma de evacuar las dudas que 
puedan surgir durante el tratamiento del citado proyecto. _ 
Luego de que se retiran de Sala los invitados se procede a 
la consideración del proyecto de ley. 
El señor Senador Alberto Couriel propone la votación en 
bloque del citado proyecto. 
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15) Multa a empresas o personas idónea en pirotecnia 
que no cumpla con las normas técnicas y de seguridad 
requeridas para la realización de espectáculos pirotécnicos: 


- Idóneo en pirotecnia: 10 UR y suspensión de la 
habilitación hasta por ciento ochenta días. 


- Empresa: 20 UR. 


Artículo 2*.- Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 
594 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, al 
Servicio de Material y Armamento del Programa 002 “Ejér- 
cito Nacional”, autorizándose a dicho organismo a disponer 
del 100% (cien por ciento) de lo que recaude. 


Se vota del artículo 1” al artículo 19: 5 en 5. Afirmativa. 
Unanimidad de señores Senadores presentes. 
Se designa Miembro Informante al señor Senador Jorge 
Saravia, quien lo hará en forma verbal. 
2) EMPRESAS QUE INICIEN ACTIVIDADES. Se establece 
un régimen de aportación gradual. Proyecto de ley aproba- 
do por la Cámara de Representantes. Carpeta N” 1618/2009. 
Distribuido N* 3386/2009. 

En consideración: Se vota en bloque: 5 en 5. Afirmativa. 
Unanimidad de señores Senadores presentes. Se designa 
Miembro Informante al señor Senador Antonio Gallicchio, 
quien lo hará en forma verbal. 
3) MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, COMANDO 
GENERAL DEL EJERCITO - SERVICIO DE MATERIAL Y 
ARMAMENTO. Se establecen multas por concepto de in- 
fracciones al uso de explosivos y otros materiales peligro- 
sos. Carpeta N* 1584/2009. Distribuido N* 3303/2009. 
En consideración. Se vota en bloque con modificaciones en 
el artículo 1%: 5 en 5. Afirmativa. Unanimidad de señores 
Senadores presentes. 
Se designa Miembro Informante al señor Senador Antonio 
Gallicchio, quien lo hará en forma verbal. 
Texto del proyecto de ley sustitutivo aprobado por la 
Comisión: 

Artículo 1?.- Amplíase el artículo 81 de la Ley N” 16.320, de 
1% de noviembre de 1992, con las modificaciones in- 
troducidas por el artículo 118 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, estableciéndose en unidades reajusta- 
bles, las siguientes multas administrativas por concep- 
to de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 “Ministerio 
de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 004 “Coman- 
do General del Ejército” - Servicio de Material y Arma- 
mento. 

1) Multa a empresas que remiten el estado mensual de 
consumo de explosivos y/u otros materiales peligrosos con 
errores u omisiones, obstaculizando con ello el contralor 
(artículo 105 del Decreto N* 2605/943, de 7 de octubre de 
1943). 
- Primera vez: 1 UR. 
- Segunda vez: 2 UR. 
- Tercera vez: 4 UR. 

- Cuarta vez: 8 UR. 
2) Multa a depósitos de explosivos y otros materiales 
peligrosos que una vez habilitados por el Servicio de Ma- 
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terial y Armamento del Ejército, dejan de ajustarse a las 
exigencias técnicas y de seguridad, requeridas oportuna- 
mente: 

- Primera vez: 20 UR. 
- Segunda vez: 40 UR. 
3) Multa por no poseer libros al día de los movimientos 
(entradas y salidas) de materiales explosivos u otros mate- 
riales peligrosos del depósito: 
- Primera vez: 3 UR. 
Segunda vez: 6 UR. 
- Tercera vez: 12 UR. 
- Cuarta vez: 24 UR. 
4) Multa por transportar explosivos sin la custodia corres- 
pondiente: 10 UR. 
5) Multa por transporte de explosivos u otros materiales 
peligrosos que no se ajustan a las normas técnicas y de 
seguridad vigentes: 
- Primera vez: 20 UR. 
- Segunda vez: 40 UR. 
6) Multa a empresas que realizan transferencia de materia- 
les explosivos entre si, sin la previa autorización del Servi- 
cio de Material y Armamento del Ejército: 
- Primeravez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 
- Tercera vez: Suspensión de habilitación hasta por no- 
venta días. 

7) Multa a empresas y barrenistas que no cumplan con las 
normas técnicas y de seguridad correspondientes durante 
las tareas realizadas con explosivos: 
- Al barrenista: 10 UR y suspensión de la habilitación 
hasta por noventa días. 
- Ala empresa: 20 UR. 
8) Multa a empresas que no realizan las comunicaciones 
correspondientes (previas y posteriores) al Servicio de 
Material y Armamento del Ejército, ante la realización de un 
trabajo con explosivos: 
- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 
- Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la empresa 
hasta por noventa días. 
9) Multa a importadores y mayoristas que vendan artículos 
pirotécnicos a comercios no registrados en el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 
- Primera vez: 25 UR y registro correspondiente del com- 
prador. 
- Segunda vez: 50 UR y registro correspondiente del com- 
prador. 
- Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la empresa 
vendedora y registro correspondiente del comprador hasta 
por noventa días. 
10) Multa a importadores y mayoristas que vendan artículos 
pirotécnicos no habilitados por el Servicio de Material y 
Armamento del Ejército. 
- Primera vez: 10 UR y decomiso de materiales en infrac- 
ción. 

- Segunda vez: 20 UR y decomiso de materiales en infrac- 
ción. 

- Tercera vez: Inhabilitación de la empresa hasta por 
noventa días y decomiso de materiales en infracción. 
11) Multa por comercialización de artículos pirotécnicos 
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que no cuentan con las instrucciones de uso en idioma 
español y/o la etiqueta “Autorizado por el SMA”. 
- Primera vez: 5 UR. 

- Segunda vez: 10 UR. 
- Tercera vez: 20 UR. 

- Cuarta vez: Suspensión de la habilitación para la venta 
de artículos pirotécnicos hasta por un año. 
12) Multa por adulteración y/o modificación de artículos 
pirotécnicos sin la autorización expresa del Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 
- 40 UR y suspensión de la habilitación de la empresa 
hasta por un año. 
13) Multa por mantener existencia de materiales pirotécnicos 
en locales comerciales o depósitos que excedan las cantida- 
des autorizadas por el Servicio de Material y Armamento del 
Ejército. 
- Primeravez: 10 UR. 

- Segunda vez: 20 UR. 
- Tercera vez: Suspensión de la habilitación del depósito 
o del comercio hasta por ciento ochenta días. 
14) Multa a personas o empresas que realizan espectáculos 
pirotécnicos sin la expresa autorización del Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 
- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 
- Tercera vez: 40 UR. 
15) Multa a empresas o persona idónea en pirotecnia que no 
cumpla con las normas técnicas y de seguridad requeridas 
para la realización de espectáculos pirotécnicos: 
- Idóneo en pirotecnia: 10 UR y suspensión de la habilita- 
ción hasta por ciento ochenta días. 
- Empresa: 20 UR. 
Artículo 2”.- Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 594 
de la Ley N* 15,903, de 10 de noviembre de 1987, al Servicio 
de Material y Armamento del Programa 002 “Ejército Nacio- 
nal”, autorizándose a dicho organismo a disponer del 100% 
(cien por ciento) de lo que recaude. 
Resoluciones: 

1) Invitar a integrantes del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas y del Banco Central del Uruguay de forma de que 
informe sobre el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes por el que se dictan normas para la regula- 
ción y supervisión de los Sistemas de compensación y 
liquidación de pagos y valores. 
A la hora dieciocho se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que firman el 
señor Presidente ad-hoc y la señora Secretaria de la Comi- 
sión. 


Jorge Saravia 
Presidente ad-hoc 


Dinorah Amato 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee) 
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-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gallicchio. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Señor Presidente: en este pro- 
yecto de ley se solicita la aprobación de multas a percibir 
por la Unidad Ejecutora 004 “Comando General del Ejército” 
Servicio de Material y Armamento, perteneciente al Inciso 
03 “Ministerio de Defensa Nacional”. 


El Servicio de Material y Armamento cuenta con el marco 
legal del Decreto-Ley N? 10.415, de 13 de febrero de 1943, y 
el Decreto 353/975, de 29 de abril de 1975, no así con un 
marco presupuestal que permita su recaudación como Re- 
curso de Afectación Especial y su respectivo depósito en 
la Cuenta Unica Nacional. 


Por la Ley N* 16.320 de Rendición de Cuentas y Balance 
de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 1991, de 1% de noviem- 
bre de 1992, fueron aprobadas determinadas multas que el 
Servicio de Material y Armamento recauda actualmente, 
siendo la redacción dada en ese articulado muy específica. 


Por otra parte, las nuevas operativas de transacción con 
armas entre particulares -entre otras, préstamo, alquiler-, 
transporte y comercialización de armas, municiones, explo- 
sivos y afines, así como la utilización frecuente de material 
pirotécnico en espectáculos públicos y privados, han de- 
terminado la necesidad de realizar nuevos controles, para 
los que se requiere llevar registros y emitir documentos que 
comprueben la habilitación del usuario. 


En esta instancia, se contemplan las infracciones y 
contravenciones a la normativa vigente en materia de explo- 
sivos y materiales afines, detectadas en la práctica en 
reiteradas ocasiones. 


Se considera asimismo imperativo para el mejor contralor 
de esta área tan sensible para la seguridad pública, que 
existan elementos de orden coercitivo, tales como sancio- 
nes pecuniarias, que permitan al Servicio de Material y 
Armamento ejercer mejores controles. 


En cuanto a la recaudación por concepto de multas, el 
Servicio de Material y Armamento solicita se le exceptúe de 
lo dispuesto en el artículo 594 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, siendo necesario disponer del 100% de 
lo que ese Servicio recauda. 


Este proyecto de ley, que viene aprobado por la Cámara 
de Representantes, es muy sencillo y consta solo de dos 
artículos. 


El artículo 1* dice: “Amplíase el artículo 81 de la Ley 
N? 16.320 de 1” de noviembre de 1992, estableciéndose en 
unidades reajustables las siguientes multas administrati- 
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vas por concepto de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 
“Ministerio de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 004, 
“Comando General del Ejército - Servicio de Material y 


EE) 


Armamento””. 


Luego detalla una serie de multas: multa a empresas que 
remiten el estado mensual de consumo de explosivos y/u 
otros materiales peligrosos con error u omisiones, obstacu- 
lizando con ello el contralor; multa a depósitos de explosi- 
vos y otros materiales peligrosos que una vez habilitados 
por el Servicio de Material y Armamento del Ejército, dejan 
de ajustarse a las exigencias técnicas y de seguridad, reque- 
ridas oportunamente; multa por no poseer libros al día de 
los movimientos -entradas y salidas- de materiales explosi- 
vos u otros materiales peligrosos del depósito; multa por 
transportar explosivos sin la custodia correspondiente; 
multa por transporte de explosivos u otros materiales pe- 
ligrosos que no se ajustan a las normas técnicas y de 
seguridad vigentes; multa a empresas que realizan transfe- 
rencia de materiales explosivos entre sí, sin la previa auto- 
rización del Servicio de Material y Armamento del Ejército; 
multa a empresas y barrenistas que no cumplen con las 
normas técnicas y de seguridad correspondientes durante 
las tareas realizadas con explosivos; multa a empresas que 
no realizan las comunicaciones correspondientes -previas 
y posteriores- al Servicio de Material y Armamento del 
Ejército, ante la realización de un trabajo con explosivos; 
multa a importadores y mayoristas que venden artículos 
pirotécnicos a comercios no registrados en el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército; multa a Importadores y 
mayoristas que vendan artículos pirotécnicos no habilita- 
dos por el Servicio de Material y Armamento del Ejército; 
multa por comercialización de artículos pirotécnicos que no 
cuentan con las instrucciones de uso, en idioma español y/ 
o la etiqueta “autorizado por el SMA”; multa por adultera- 
ción y/o modificación de artículos pirotécnicos sin la auto- 
rización expresa del Servicio de Material y Armamento del 
Ejército; multa por mantener existencias de materiales 
pirotécnicos en locales comerciales o depósitos que exce- 
den las cantidades autorizadas por el Servicio de Material 
y Armamento del Ejército; multa a personas o empresas que 
realizan espectáculos pirotécnicos sin la expresa autoriza- 
ción del Servicio de Material y Armamento del Ejército; y 
multa a empresa o persona idónea en pirotecnia que no 
cumpla con las normas técnicas y de seguridad requeridas, 
para la realización de espectáculos pirotécnicos. 


Por su parte, el artículo 2” establece: “Exceptúase de lo 
dispuesto en el artículo 594 de la Ley N” 15.903 de 10 de 
noviembre de 1987, al Servicio de Material y Armamento del 
Programa 002 “Ejército Nacional”, autorizándose a dicho 
organismo a disponer del 100% (cien por ciento) de lo que 
recaude”. 


Proponemos la aprobación de este proyecto de ley en el 
Pleno del Senado y, a la vez, formulamos moción para que 
se suprima la lectura del articulado. 


SEÑOR BAY ARDL.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BAYARDI.- En el día de hoy hablé con el señor 
Miembro Informante y quería que se ratificara que hubo un 
proyecto de ley elevado por la Comisión, en cuyo artículo 
1% se hizo una incorporación. Por un lado, esto haría volver 
el proyecto de ley a la Cámara de Representantes y, por otro, 
esta modificación realizada por la Comisión, en mi opinión, 
no cambia sustantivamente el texto porque la referencia que 
se pretendía incorporar por técnica legislativa había sido 
aconsejada por la Secretaría de la Comisión. Aclaro que 
todos los miembros de la Comisión me han hablado de la 
capacidad técnica y profesional que tiene la Secretaria de la 
Comisión. Pero, independientemente de eso, cuando dice: 
“Amplíase el artículo 81 de la Ley N” 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992”, el texto “con las modificaciones intro- 
ducidas por el artículo 118 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996”, que es lo que se quería modificar, no cambia lo que 
se pretende hacer en esta oportunidad. En concreto, se trata 
de incorporar al texto del artículo 81 un conjunto de multas 
que no estaban contenidas, puesto que ha habido un cam- 
bio o evolución en las empresas que trabajan con explosi- 
vos, materiales peligrosos y pirotecnia. 


Por lo expuesto, hablamos con algunos integrantes de la 
Comisión y solicitamos al Miembro Informante que no se 
introdujera esta modificación que se hacía por técnica legis- 
lativa, sino que se votara el proyecto de ley tal como viene 
de la Cámara de Representantes. Al hacerlo, quedaría vi- 
gente el artículo 81 de la Ley N” 16.320 -aquí se amplían 
multas y facultades para cobrarlas-, así como también el 
artículo 118 de la Ley N* 16.736, por el que se incorporaban 
otros elementos relativos a la fabricación y ensamblado de 
armas de fuego, imposibilitando que ello se hiciera sin 
autorización del Ministerio de Defensa Nacional. De este 
modo, evitaríamos que la iniciativa volviera a la Cámara de 
Representantes, teniendo en cuenta el hecho de que nos 
encontramos sobre el final de la Legislatura. A su vez, al 
votar el texto de la Cámara de Representantes, se agregaría 
al artículo 81, que ya había sido incorporado por el artículo 
118 de la Ley N* 16.736. 


Por lo expuesto, propongo que se vote el proyecto de ley 
proveniente de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que establece 
el Reglamento, corresponde votar ante todo el texto prove- 


niente de la Comisión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-0 en 19. Negativa. 


Corresponde, entonces, pasar a considerar el proyecto 
venido de la Cámara de Representantes. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley tal como vino de la Cámara de Represen- 
tantes. 


(Se vota:) 

-19en 19, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Solicito que se suprima la lectura 
y se voten los dos artículos en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción de orden 
formulada por el señor Senador. 


(Se vota:) 

-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración los artículos 1* y 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota:) 

-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 
“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1?.- Amplíase el artículo 81 de la Ley N* 16.320, 
de 1” de noviembre de 1992, estableciéndose en unidades 
reajustables, las siguientes multas administrativas por con- 
cepto de infracciones, a cobrar por el Inciso 03 “Ministerio 
de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 004 “Comando 
General del Ejército” - Servicio de Material y Armamento. 


1) Multa a empresas que remiten el estado mensual de 
consumo de explosivos y/u otros materiales peligro- 
sos con errores u omisiones, obstaculizando con ello 
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2) 


3) 


4) 


5) 


6) 


7) 


el contralor (artículo 105 del Decreto-Ley N* 2605/ 
943, de 7 de octubre de 1943). 


Primera vez: 1 UR, 
Segunda vez: 2 UR. 
Tercera vez: 4 UR. 
Cuarta vez: 8 UR. 


Multa a depósitos de explosivos y otros materiales 
peligrosos que una vez habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército, dejan de ajustar- 
sea las exigencias técnicas y de seguridad, requeri- 
das oportunamente: 


Primera vez: 20 UR. 
Segunda vez: 40 UR. 


Multa por no poseer libros al día de los movimientos 
(entradas y salidas) de materiales explosivos u otros 
materiales peligrosos del depósito: 


Primera vez: 3 UR. 
Segunda vez: 6 UR. 
Tercera vez: 12 UR. 
Cuarta vez: 24 UR. 


Multa por transportar explosivos sin la custodia 
correspondiente: 10 UR. 


Multa por transporte de explosivos u otros materia- 
les peligrosos que no se ajustan a las normas técni- 
cas y de seguridad vigentes: 


Primera vez: 20 UR. 


Segunda vez: 40 UR. 


Multa a empresas que realizan transferencia de mate- 
riales explosivos entre sí, sin la previa autorización 
del Servicio de Material y Armamento del Ejército: 


Primera vez: 10 UR. 
Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de habilitación hasta por 
noventa días. 


Multa a empresas y barrenistas que no cumplan con 
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las normas técnicas y de seguridad correspondien- 
tes durante las tareas realizadas con explosivos: 


Al barrenista: 10 UR y suspensión de la habilitación 
hasta por noventa días. 


A la empresa: 20 UR. 


Multa a empresas que no realizan las comunicaciones 
correspondientes (previas y posteriores) al Servicio 
de Material y Armamento del Ejército, ante la realiza- 
ción de un trabajo con explosivos: 


Primera vez: 10 UR. 
Segunda vez: 20 UR. 


Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa hasta por noventa días. 


Multa a importadores y mayoristas que vendan ar- 
tículos pirotécnicos a comercios no registrados en el 
Servicio de Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 25 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Segunda vez: 50 UR y registro correspondiente del 
comprador. 


Tercera vez: Suspensión de la habilitación de la 
empresa vendedora y registro correspondiente del 
comprador hasta por noventa días. 


10) Multa a importadores y mayoristas que vendan ar- 


tículos pirotécnicos no habilitados por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


Primera vez: 10 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Segunda vez: 20 UR y decomiso de materiales en 
infracción. 


Tercera vez: Inhabilitación de la empresa hasta por 
noventa días y decomiso de materiales en infracción. 


11) Multa por comercialización de artículos pirotécnicos 


que no cuentan con las instrucciones de uso en 
idioma español y/o la etiqueta “Autorizado por el 
SMA”. 


Primera vez: 5 UR. 
Segunda vez: 10 UR. 


Tercera vez: 20 UR. 
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- Cuarta vez: Suspensión de la habilitación para la 
venta de artículos pirotécnicos hasta por un año. 


12) Multa por adulteración y/o modificación de artículos 
pirotécnicos sin la autorización expresa del Servicio 
de Material y Armamento del Ejército. 


- 40 UR y suspensión de la habilitación de la empresa 
hasta por un año. 


13) Multa por mantener existencia de materiales 
pirotécnicos en locales comerciales o depósitos que 
excedan las cantidades autorizadas por el Servicio de 
Material y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: Suspensión de la habilitación del depó- 
sito o del comercio hasta por ciento ochenta días. 


14) Multa a personas o empresas que realizan espectácu- 
los pirotécnicos sin la expresa autorización del Ser- 
vicio de Material y Armamento del Ejército. 


- Primera vez: 10 UR. 
- Segunda vez: 20 UR. 


- Tercera vez: 40 UR. 


15) Multa a empresa o persona idónea en pirotecnia que 
no cumpla con las normas técnicas y de seguridad 
requeridas para la realización de espectáculos 
pirotécnicos: 


- Idóneo en pirotecnia: 10 UR y suspensión de la 
habilitación hasta por ciento ochenta días. 


- Empresa: 20 UR. 


Artículo 2?.- Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 
594 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, al 
Servicio de Material y Armamento del Programa 002 “Ejér- 
cito Nacional”, autorizándose a dicho organismo a disponer 
del 100% (cien por ciento) de lo que recaude. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 15 de julio de 2009, 


Roque Arregui 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario.” 
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18) “ALFREDO ZITARROSA” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al quinto pun- 
to del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se designa 
con el nombre “Alfredo Zitarrosa” la Escuela Rural N* 41 de 
Cuchilla Cabo de Hornos, Pando, departamento de Canelo- 
nes, dependiente del Consejo de Educación Primaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. (Carp. N* 1422/ 
09 - Rep. N* 1147/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1422/09 
Rep. N* 1147/09 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Desígnase “Alfredo Zitarrosa”, la Es- 
cuela Rural N* 41 de Cuchilla Cabo de Hornos, Pando, 
departamento de Canelones, dependiente del Consejo de 
Educación Primaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 28 de enero de 2009. 


Uberfil Hernández 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el agrado 
de dirigirse al Cuerpo a efectos de informar en forma favo- 
rable el proyecto de ley que presentaran varios señores 
Representantes por el que se designa “Alfredo Zitarrosa” 
la Escuela N? 41, dependiente de la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública, ubicada en la Cuchilla Cabo de 
Hornos en el departamento de Canelones. 


La Comisión ha entendido que, tal como lo solicita la 
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comunidad educativa de la zona, es oportuno realizar esta 
designación en el marco del centenario de la escuela, el que 
se conmemora en este próximo noviembre. 


Sobre quién fue Alfredo Zitarrosa y la magnitud de su 
obra en el campo de la cultura, o sobre los méritos que este 
pueda tener para que una escuela lleve su nombre, basta 
una breve reseña de su vida. 


Alfredo Zitarrosa Iribarne nació en Montevideo el 10 de 
marzo de 1936, hijo natural de Blanca Iribarne, quien lo da 
a criar al matrimonio compuesto por Carlos Durán y Doraisella 
Carbajal, viviendo con ellos en diversos barrios de esa 
ciudad, trasladándose luego, entre 1944 y fines de 1947, al 
pueblo de Santiago Vázquez, con frecuentes visitas a la 
campaña cerca de Trinidad, capital del departamento de 
Flores, de donde era oriunda su madre adoptiva. Se ha 
señalado que esta experiencia infantil lo marcó para siem- 
pre, notándose en su repertorio la inclusión mayoritaria de 
ritmos y canciones de origen campesino, fundamentalmen- 
te milongas. 


De regreso en Montevideo, en su juventud trabajó, entre 
otros, como vendedor de muebles, de suscripciones a una 
sociedad médica y de ofinista, para iniciarse en 1954 en 
labores de locución radial, incursionando como presenta- 
dor y animador, actor de teatro, libretista e informativista. 
Al mismo tiempo desarrolló su vocación artística como 
escritor, produciendo cuentos y poemas. La culminación de 
estos esfuerzos llegó en 1959 al recibir el Premio Municipal 
de Poesía Inédita en Montevideo, por su libro “Explicacio- 
nes”. 


Posteriormente se inició en el periodismo, colaborando 
en diversas publicaciones, entre ellas el semanario “Mar- 
cha”. 


Escribió sobre cibernética, enfermedades infantiles, fí- 
sica nuclear y una gran variedad de temas científicos y 
técnicos y realizó importantes entrevistas. 


Encontrándose en Perú, exactamente el 10 de febrero de 
1964, enfrentado a serias dificultades económicas, fue lle- 
vado casi contra su voluntad a actuar en televisión, en lo 
que sería su debut profesional como cantor. Zitarrosa relata 
así su experiencia: “No tenía ni un peso, pero sí muchos 
amigos. Uno de ellos, César Durand, regenteaba una agen- 
cia de publicidad y por sorpresa me incluyó en un programa 
de TV, y me obligó a cantar. Canté dos temas y cobré 50 
dólares. Fue una sorpresa para mí que me permitió reunir 
algunos pesos...”. 


A partir de ese instante realizó varios programas en la 
Radio Altiplano de La Paz, en Bolivia, debutando posterior- 
mente en Montevideo, allá por 1965, en el Auditorio del 
Servicio Oficial de Difusión Radioeléctrica (SODRE). Su 
participación en este espacio le sirvió de peldaño para ser 
invitado al Festival Folclórico de Cosquín, en la República 
de Argentina. 
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Luego de eso tuvo a su cargo el programa de televisión 
“Generación 55”, donde difundió la labor de jóvenes artis- 
tas uruguayos. De ahí en adelante se inició la cosecha de 
premios. Premio Artigas de la Asociación Folclórica del 
Uruguay en 1965. Medalla de Oro por sus venas de discos 
enlos años 1965, 1966, 1967 y 1968. Medalla de Plata en el 
Segundo Festival Latinoamericano de Folclore en 1966, en 
Salta. Plaqueta y Disco de Oro en el Festival Internacional 
de Montevideo, en 1969. Mención de Honor en 1972, en 
Lima. Condecoración Francisco de Miranda, otorgada por el 
Presidente de Venezuela, en 1978 y así sucesivamente. 


Debido a su militancia política su canción fue prohibida 
en Uruguay a partir de las elecciones de 1971 (prohibición 
que se consolida con el establecimiento de la dictadura 
cívico-militar el 27 de junio de 1973). Con el recrudecimiento 
de la persecución, habiendo sido convencido de que su 
canto solo sería útil a la causa del pueblo desde fuera, debe 
salir al exilio en 1976, primero rumbo a Argentina, hasta el 
comienzo de la dictadura militar en aquel país, hasta que 
debe partir (por la misma causa que del Uruguay) para 
radicarse en España donde estuvo residiendo hasta abril de 
1979. 


Desde ese momento vivió en México, donde aparte de 
cantar, desarrolló actividades periodísticas en el diario 
“Excelsior” y en “Radio Educación” con su programa “Casi 
en privado”. Durante este período, a pesar de ser reconoci- 
do por él mismo como el menos creativo debido al dolor por 
el desarraigo, graba y edita varios discos en España, México 
y Venezuela. Asimismo participa activamente de diversos 
festivales internacionales, como abanderado de la lucha a 
favor de la libertad del pueblo uruguayo y de otras naciones 
oprimidas por gobiernos de corte fascista y como referente 
ineludible del canto popular uruguayo y latinoamericano. 


Levantada la prohibición de su canto en Argentina en 
1983, es contratado para realizar un recital, en ese país 
oportunidad que es aprovechada por Zitarrosa para acer- 
carse a su tierra, pasando a residir en Buenos Aires hasta 
el momento que fuera posible su regreso al Uruguay. Allí 
realizó -entre otras- una memorable actuación en el estadio 
de Obras Sanitarias, donde al presentarse ante el público 
que colmaba el estadio, solicitó su permiso: “Ojalá a partir 
de este momento ustedes me autoricen a seguir cantando a 
nombre de mi tierra”. 


El31 de marzo de 1984, es recibido por una multitud que 
lo aclama y lo acompaña, desde el aeropuerto, por todo 
Montevideo, en una circunstancia que es definida por él 
mismo como “la experiencia más importante de su vida”, con 
gran emoción y profunda alegría por el reencuentro con su 
tierra, con los amigos, sus “hermanos”, y por el regreso a su 
amado país. 


Sus temas han sido interpretados por numerosos artis- 
tas: Daniel Viglietti, Santiago Chalar, Jorge Nasser, Numa 
Moraes, Laura Canoura, Jorge Drexler, Manuel Capella, 
Arlett Fernández, Pablo Estramín, Larbanois - Carrero, Was- 
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hington y Cristina, Pareceres, Jaime Roos, Pepe Guerra, 
Jorge Do Prado, La Vela Puerca, y muchos otros, en Uru- 
guay; Mercedes Sosa, Jorge Cafrune, Nacha Roldán, Los 
Trovadores, Los Andariegos, Alfredo Abalos, Los Fronte- 
rizos, César Isella, Cholo Aguirre, Eleodoro Villada 
Bustamente, Guadalupe Farías Gómez, El Chino Martínez, 
León Gieco, Leonardo Favio, Juanjo Domínguez, Víctor 
Velásquez, Raly Barrionuevo, Los Chalchaleros, Opus 4, 
Huerque Mapu, Quinteto Tiempo, “Chango” Nieto, Rosendo 
y Ofelia, Andrés Calamaro, Soledad Pastorutti, Suma Paz, 
Chany Suárez, Dúo Salteño, Alejandro del Prado, Cuarteto 
Zupay, Julio Lacarra, Tito Ramos, Oscar del Cerro, Teresa 
Parodi, Daniel Melingo, y otros, en Argentina; María Dolo- 
res Pradera, Los Sabandeños, Nati Mistral y Maya, en 
España; María Teresa Chacín y Soledad Bravo, en Venezue- 
la; Chabuca Granda y Tania Libertad, en Perú; Sanampay, 
Carlos “Caíto” Díaz, Adriana Landeros, Oscar Chávez, y 
Grupo O nta, en México; Tito Fernández El Temucano, Los 
Miserables y Gabriel Salinas, en Chile; Andy Montanez, 
Susana Baca, Ima Galguén, Adrián Goizueta, Cristiano 
Quevedo, en otras naciones. 


Le han dedicado canciones, entre otros, creadores de la 
talla de Víctor Heredia, Teresa Parodi, Manuel Capella, 
Jorge Nasser, Nahuel Porcel, Numa Moraes, Caíto, Rubén 
Olivera, Roberto Darvin, César Isella. 


Es difícil determinar qué fue lo más importante de la 
personalidad de Alfredo Zitarrosa: su condición de autor y 
compositor privilegiado o la fuerza de sus interpretaciones, 
la lucidez, la prodigalidad de sus imágenes poéticas, su raíz 
inmensamente popular y cálidamente universal expresadas 
en sus canciones, las que hicieron de él una figura señera 
de la canción popular contemporánea latinoamericana. 


Por todo esto es que entendemos innegable un homena- 
je de esta naturaleza a este creador de nuestra cultura, 
designando este centro educativo con su nombre. Un 
centro educativo de poca estridencia, como su vida; de 
perfil humilde, tal como a él le hubiera gustado que se 
hiciera. 


Es por ello que la Comisión de Educación y Cultura 
recomienda a la Cámara la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de setiembre de 2008. 


José Carlos Mahía, Miembro Informan- 
te; Pablo Alvarez López, Manuel María 
Barreiro, Juan José Bruno, Federico 
Casaretto, Nora Castro, Hugo E. Cua- 
drado.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 
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Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Sempronl. 


SEÑOR SEMPRON!I.- Señor Presidente: la Comisión de 
Educación y Cultura ha entendido oportuno -tal como lo 
solicita la comunidad de la zona- realizar esta designación 
en el marco del centenario de la Escuela, que se conmemora 
el próximo mes de noviembre. 


En cuanto a quién fue Alfredo Zitarrosa, a la magnitud 
de su obra en el campo de la cultura o a los méritos que 
pueda tener para que una escuela lleve su nombre, simple- 
mente bastaría con realizar una breve reseña de su vida, lo 
que haremos a continuación. 


En su juventud, trabajó como vendedor de muebles, 
como vendedor de suscripciones a una sociedad médica y 
como oficinista, para iniciarse en 1954 en las labores de 
locución radial, incursionando como presentador y anima- 
dor, actor de teatro, libretista e informativista. Al mismo 
tiempo, desarrolló su vocación artística como escritor, pro- 
duciendo cuentos y poemas. La culminación de estos es- 
fuerzos llegó en 1959, cuando recibió el Premio Municipal de 
Poesía Inédita en Montevideo por su libro “Explicaciones”. 
Posteriormente, se inició en el periodismo, colaborando en 
diversas publicaciones, entre las que se encontraba el 
semanario “Marcha”. 


Enumerar la multiplicidad de facetas, actividades y lo- 
gros de este prominente ciudadano, además de resultar 
sumamente extenso, no nos permitiría determinar qué fue lo 
más importante de su personalidad: si su condición de autor 
y compositor privilegiado o la fuerza de sus interpretacio- 
nes, si la lucidez y prodigalidad de sus imágenes poéticas 
o su raíz inmensamente popular y cálidamente universal 
expresada en sus canciones. Pero lo cierto es que todo esto 
hizo de él una figura señera de la canción popular contem- 
poránea latinoamericana. 


Por estas razones, señor Presidente, aconsejamos al 
Cuerpo aprobar el presente proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nose hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-20en 21. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Selee:) 

SEÑORA SECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- 


“Artículo Unico.- Desígnase “Alfredo Zitarrosa” la Es- 
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cuela Rural N* 41 de Cuchilla Cabo de Hornos, Pando, 
departamento de Canelones, dependiente del Consejo de 
Educación Primaria, Administración Nacional de Educación 
Pública.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20en21. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


19) “PEDRO AMBROSONT” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al sexto punto 
del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se designa 
con el nombre “Pedro Ambrosoni” la Escuela N* 15 de la 
localidad de San Antonio, del departamento de Salto, de- 
pendiente del Consejo de Educación Primaria, Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. (Carp. N* 863/07 - Rep. 
N* 1148/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 863/07 
Rep. N* 1148/09 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Desígnase “Pedro Ambrosoni” la Es- 
cuela N? 15 de la localidad de San Antonio del departamento 
de Salto, dependiente del Consejo de Educación Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 10 de julio de 2007. 


Tabaré Hachenbruch Legnani 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Escuela N* 15 de la localidad de San Antonio (depar- 
tamento de Salto), ubicada a poco menos de 20 km. de la 
capital, espera desde hace varios años su denominación. 
Desde sus orígenes en 1896 funcionó como escuela urbana, 
haciéndolo actualmente como Escuela de Tiempo Completo 
desde el 12 de setiembre de 2003 en que se inauguró el nuevo 
local escolar. Asisten hoy a la misma un total de doscientos 
siete alumnos. En noviembre de 2000 se suscribían los 
títulos del Padrón N* 10,277 donado muchos años atrás por 
don Pedro Ambrosoni para construir una escuela, y que hoy 
alberga también al Liceo de San Antonio. 


El 5 de noviembre de 2003, según consta en el Acta 33 del 
Libro correspondiente, la sala de docentes aprueba por una- 
nimidad la propuesta del entonces Edil del Partido Nacional, 
José Sánchez de nominar la Escuela N* 15 como “Pedro 
Ambrosoni”. El 10 de noviembre hace lo propio por inmensa 
mayoría la Comisión de Fomento Escolar, y tres días después 
la asamblea de padres y vecinos la avala unánimemente. 


Asimismo, expuesta la iniciativa en la sesión ordinaria 
del 18 de setiembre de 2006, la Junta Local -en resolución 
que se adjunta- brindó su apoyo a través de los Ediles 
presentes representantes de todos los partidos políticos. El 
28 de octubre de 2004 el Poder Ejecutivo envió al Parlamento 
el proyecto de ley correspondiente, que no pudo ser con- 
siderado en su momento por la finalización del período 
legislativo, contando con el informe favorable de las auto- 
ridades de la ANEP. Sin duda todas estas expresiones 
traducen la justicia de la iniciativa. 


Don Pedro Ambrosoni nació en Salto el 18 de abril de 
1876, hijo de inmigrante italiano y madre uruguaya. Su 
padre, don Pietro se afincó en la zona próxima al arroyo San 
Antonio frente a la estación del ferrocarril, fundando el 
comercio de ramos generales llamado “Casa Ambrosoni”, 
de vasta actividad en la zona, llegando en su momento a dar 
trabajo a doscientos cincuenta empleados, atendiendo los 
rubros de panadería, fideería, barraca de granos, fábrica de 
dulces, bodega de vinos y aserradero, entre otros. A su 
regreso de Montevideo donde cursó estudios en la Escuela 
de Comercio, don Pedro Ambrosoni se hizo cargo de la Casa. 
Con el tiempo, esta sucumbió a la influencia de la ciudad y 
las comunicaciones, cerrando sus puertas en 1954, 


Fue Presidente de la Sociedad Saladeril Salteña y de las 
Fideerías Unidas Salteñas, así como primer Presidente del 
directorio de URRETA S.A. 


Desde joven tuvo actividad política destacada militando 
en filas del Partido Colorado. Fue Consejal Departamental, 
Presidente de la Junta Departamental y Jefe de Policía de 
Salto. 


Fue siempre un buen vecino, afable y servicial, preocu- 
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pado por su pueblo: San Antonio. Donó varias manzanas de 
su propiedad para construir la escuela, el destacamento 
policial, la capilla y plazas. Donó diariamente comestibles 
para el comedor escolar durante mucho tiempo, y cuando no 
existía policlínica en el pueblo, visitaba la escuela con 
médicos especialistas detectando enfermedades que afec- 
taban a la población escolar. 


Falleció el 18 de junio de 1959. Su obra perdura en el 
tiempo, así como el viejo edificio de la Casa Ambrosoni, hoy 
restaurado y conservado por sus familiares como asiento de 
un hermoso hotel con todo el mobiliario y características de 
la época. En sus habitaciones -así como en el corazón de los 
habitantes de San Antonio- aún persiste el recuerdo del 
buen vecino que tanto hizo por sus semejantes. 


Por lo expuesto es que solicitamos a esta Cámara la 
aprobación del presente proyecto de ley. 


Montevideo, 27 de setiembre de 2006. 


Manuel María Barreiro, Represen- 
tante por Salto; Alba M. Cocco Soto, 
Representante por Salto; Rodrigo 
Goñi Romero, Representante por Sal- 
to.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senado- 
ra Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: se trata de 
una iniciativa de los señores Diputados Barreiro, Cocco y 
Goñi, del departamento de Salto, que recoge una vieja 
aspiración de la Comisión de Fomento de la escuela N* 15 de 
la localidad de San Antonio, ubicada a unos 20 kilómetros 
de la capital de Salto. Cabe recordar que si bien esta aspi- 
ración no se había concretado, contó con iniciativa de una 
Junta local. 


De acuerdo con los datos brindados por los señores 
Diputados, podemos decir que Pedro Ambrosoni fue un 
referente, hijo de un inmigrante italiano que vino a nuestro 
país a fines del Siglo XIX y que instaló una casa de ramos 
generales. Su hijo estudió comercio en Montevideo y luego 
se encargó de ese negocio. Como dije, fue un referente 
importante de la comunidad del departamento, siendo Pre- 
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sidente de la Sociedad Saladeril Salteña y de las Fideerías 
Unidas Salteñas, así como también Presidente del directorio 
de URRETA S.A. Tuvo una actividad política destacada 
dentro del Partido Colorado, siendo Concejal Departamen- 
tal, Presidente de la Junta Departamental y Jefe de Policía 
de Salto. Este ciudadano donó varias manzanas para la 
construcción de la Escuela de que se trata y también del 
liceo, del destacamento policial, la capilla y plazas, mante- 
niendo además el comedor escolar. 


Por todo ello, realmente creo que se cumple con jus- 
ticia al designar esta Escuela con el nombre “Pedro 
Ambrosoni”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa se permite agregar que 
se trata de un lugar muy pintoresco y recomendable; tiene 
un túnel que va desde la casa hasta el arroyo San Antonio, 
que fue utilizado para huir durante las batallas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Selee:) 


SEÑORA SECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- “Ar- 
tículo Unico.- Desígnase “Pedro Ambrosoni” la Escuela N* 
15 de la localidad de San Antonio del departamento de Salto, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


116-C.S. CAMARA DE SENADORES 2 de setiembre de 2009 


20) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a con- 
siderar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 29 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Alfie, Antognazza, Bayardi, Bonomi, 
Campanella, Couriel, Dalmás, Gallicchio, Gargano, 
Guarino, Heber, Hierro López, Lapaz, Lorier, Muguruza, 
Núñez, Percovich y Tajam.) 


Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presidente 
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Secretario 


Esc. Claudia Palacio 
Prosecretaria 


Sr. Sergio Pereira 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 
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